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- DICTAMEN DE LA COMISION DE KEGIMEN DE 
LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS, SOBRE EL 
PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS PARA LA RE- 
FORMA DE LA FUNCION PUBLICA 

El scnor PRESIDENTE: Scnoras y scnorcs Diputados, 
de acuerdo con las resoluciones de la Mesa y de la Junta 
de Portavoces. iniciamos el debate de la Comisión de 
Kigimcn de las Administraciones Públicas, sobre el 
provecto de Ley de Medidas para la Reforma de la Fun- 
ción Pública. 

Ticnc la palabra el scnor Ministro de la Presidencia. 

El scnor MINISTRO DE LA PRESIDENCIA (Moscoso 
del Prado Munoz): Señor Presidente. senorias, el pasado 
IJ de Icbrcro. cuando se produjo en esta Caniaix el dcba- 
te de totalidad sobre el proyecto de la Ley de Medidas 
para la Rclorma de la Función Pública tuve el honor de 
presentarla a esta Cámara: di,ic en aquel entonces que lo 
hacia por deber político y .  sobrc todo, por razbn de cortc- 
sia, siguiendo lo que es costumbre iradicional de este 
Congreso. 

Hoy, transcurridos ya varios meses, podía cvidcntc- 
nicnte haber eludido ese deber dc cortesía, que entiendo 
estaba va cubierto, pero toda la Cámara conoce quc han 
ocurrido ciertas cosas en el transcurso de csic tiempo 
que hacen que lo que podría ser simplemente un deber 
de cortcsia hov sea evidentemente un deber político. 

Debo de manilcstar la posición del Gobierno sobre este 
provecto de Lcv v una serie de principios que me parecen 
esenciales. para conocimiento de todas sus scnorias. 

En aquel entonces -v me estoy remontando al 14 de  
febrer- manifestti, en primer lugar, la voluntad politi- 
ca del Gobierno, que se plasmaba en el proyecto de Ley 
cuyo debate entonces se iniciaba, de hacer una reforma 
en profundidad de la Administración española. Puse de 
manifiesto que esta reforma era esencial, que era un pro- 
ceso histórico reiteradamente f i  acasado, y que, en todo 
caso, se pretendía a travis de ella construir una Adminis- 
tración que supusiese un reíorzamiento de los mecanis- 
mos institucionalcs del sistema democrático. 

igualmente, en aquel entonces ponia de maniliesto la 
necesidad del provecto de Ley que se iba a debatir. Ello 
por las razones que en aquel día expuse v que dentro de 
breves momentos podri. nuevamente detallar. Hablaba 
de esa necesidad de la relorma, v entiendo que hablaba :t 
una Cámara absolutamente convencida de esa realidad. 
Todos los Grupos Parlamentarios sostcnian que. cfcctiva- 
mente, es indispensable efectuar una reforma en prolun- 
didad de las Administraciones españolas. 

Dije que el proyecto de Ley que se iba a debatir era un 
instrumento indispensable para el logro de ese resultado 
linal de una Administración que cstuvicsc al servicio de 
10s intereses generales del Estado, de una AdministraciUn 
prolcsional, de una AdminisiraciOn neutral y de una Ad- 
ministración que, en dcliiiitiva, sirviese a cualquier Go- 
bicrrio que en un monictito determinado cstuvicsc C I I  la 
iuporisabilidad política de conducir los intereses de Es- 
pana, bien entendido naturalnicntc que sc trataría en 
todo caso de un Gobierno democrático. 

Citi. entonces el bucn número de instrumentos, unos de 
rango de Ley \ '  otros de diversa naturaleza, que el Go- 
bierno había puesto ya en luncionamieritü para conse- 
guir una reforma de la Administracibn y que serían objc- 
to de luturos proyectos de Ley. Hice reiteradas alusiones 
a algunos de ellos. En definitiva todo ello consta en el 
<(Diario de Sesiones», y pienso que n o  es preciso, seno- 
rías, que lo reitere en este momento. 

Manilcstl: igualmente la urgencia de esta reforma, ur- 
gencia que, si siempre ha existido -yo C I W  que ha sido 
una constante política en todo momento; todos los Go- 
biernos. todas las personas que han tenido algún tipo de 
responsabilidad política han manilcstado quc era un tc- 
nia urgente-. siii embargo en el momento histbrico que 
nos toca vi\.ii .  es una urgencia más acusada. Y ello por- 
que se trata en este niorncnto de consolidar un nuevo 
Estado, el Estado de las Autonomías, y es preciso ayudar 
a la consolidación de ese nuevo Estado conciliandolo con 
una organización administrativa que no suponga una 
ruptura del entramado del propio Estado. que n o  dcsvcr- 
icbrc cl Estado que tenemos. En consecuencia. si sicniprc 
ha sido urgente hacer una reforma de la Adniinistración 
-era mi planteamiento en aquel entonces-, lo es niu- 
chisirno más en este niomento, en quc es preciso, como 
digo, configurar ya de lorma definitiva este Estado de las 
Autonomias. 

Habli. entonces de dificultades, dificultades que nacen 
del mismo hecho autonómico. Ibamos a intentar hacer 
una reforma en profundidad de nuestra Administración 
en un momento en que el propio hecho autonómico in-  
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corpora dificultades anadidas. algunas de difícil solu- 
ción, cual es el caso de  los funcionarios que obligada- 
mente hay que transferir a las Comunidades Autónomas. 

Hablé de otro tipo de dificultades que existían el 14 de 
febrero - q u e  existen y que desgraciadamente subsisti- 
rán durante mucho tiemp-, como por ejemplo las que 
se derivaban de la crisis económica. N o  merece la pena, 
senorias, volver a reiterar toda aquella intervención, por- 
que en definitiva pienso que sigue estando totalmente de 
actualidad. Vuelvo a decir que ahí está el «Diario de 
Sesionesu para que los curiosos y quienes tengan interés 
en este tema puedan verificarlo. 

Manifesté igualmente en aquella intervención -v éste 
es ya un tema que me interesa reiterar más en el día de  
hoy- que la historia de  la reforma de nuestra Adminis- 
tración se podia simplificar diciendo que era la crónica 
de  una reforma siempre iniciada v siempre frustrada. 
Hice un breve repaso histórico en apovo de esta argu- 
mentación. Me referí a los Estatutos que han existido; 
hablé de  Bravo Murillo, de Maura, de la reforma de 1964 
conocida vulgarmente como la reforma de López Rodó; 
hablé de la reforma de  1977, de la cual particularmente 
era responsable nuestro buen amigo y cornpanero de Par- 
lamento Alfonso Osorio, y puse de manifiesto que el de- 
nominador común de todas estas reformas era su buena 
intencionalidad. Había criterios que nosotros no compar- 
tíamos, pero en todo caso el denominador común de to- 
dos estos intentos de  reforma era su fracaso. Las propias 
Leyes más recientes, como la Lcv de 1964 y la Ley de 
1977, no me cuestionará ninguno de los senores que es- 
tán en esta Cámara que han sido reiteradas veces incum- 
plidas, de forma tal que, en definitiva, es buena esa afir- 
mación previa de  que estamos en presencia de una cróni- 
ca siempre iniciada y siempre frustrada. 

De este examen histórico concluia que quizá e n  este 
momento era preciso romper el ciclo histórico de querer 
anticipar el resultado de la reforma a la propia reforma. 
Entonces, como ahora, sostengo que una Lcv general es 
absolutamente inaplicable a la particular realidad buro- 
crática de nuestro país. A mi juicio, las reformas han 
fracasado en cierta medida por exceso de ambición, por 
falta de  adecuación entre el planteamiento legal v la rea- 
lidad que se pretendía regular. Pretender corregir - e r a  
mi tesis, tesis que mantengo actualmente- en una sola 
Ley, en un solo momento v de forma definitiva lo que la 
Historia ha deformado v consolidado durante más de un 
siglo es una operación utópica o es una intencionada opc- 
ración conducida al fracaso. 

N o  hay, a mi juicio, modelo general aplicable a la rea- 
lidad burocrática que tenemos en nuestro país. N o  se 
puede acudir al modelo inglés, al modelo alemán o al 
modelo francés, pensando algo asi como que es un traje 
upret-a porterip q u e s e  le puede colocar a nuestra Admi- 
nistración. Sólo la voluntad de no querer transformar la 
Administración puede aconsejar en este momento que 
sigamos el mismo camino que en otros momentos histó- 
ricos inevitablemente ha conducido al fracaso. Era preci- 
so, a mi juicio -decía entonces y lo sostengo ahora-, 
cambiar la estrategia y hacer una reforma de la Adminis- 

tración desde otro planteamiento; era necesario corregir 
previamente las mavores disfuncionalidades que existen 
en nuestra Administración; hacer de nuestro aparato bu- 
rocrático un aparato presentable -si se me permite esta 
expresión- v despues, sólo despues, cuando esos mavo- 
res ycrros, esas mavorcs disfuncionalidadcs, esas mavo- 
res equivocaciones que tiene y que están consolidadas se 
havan podido corregir. solamente entonces acudir al di- 
seno final v propiciar que esta Cámara pueda aprobar un 
estatuto de bases de la Función Pública con vocación de 
permanencia v con vocación de que pueda ser aplicado. 

Reiteré en aquella intervención la propuesta que en su 
día había hecho el Presidente del Gobierno de llegar a un 
acuerdo institucional. El Presidente del Gobierno habló 
del acuerdo institucional en el dcbatc de investidura y 
habló igualmente en el dcbatc sobre el ((estado de la 
nación)). Estábamos -insisto- en el 14 de febrero. Rci- 
teré aquella oferta de acuerdo institucional porque esta- 
mos plenamente convencidos de que los objetivos que 
pretendemos de reformar nuestra Administración no se 

pueden conseguir con facilidad en soledad y que, en  todo 
caso, por tratarse de objetivos suprapartidistas, acon- 
sejaban un amplio acuerdo parlamentario. 

Negociamos, senorias. esto es evidente. Empezamos 
la negociación con la minoría mavoritaria de esta Cárna- 
ra,  con el Grupo Popular; cedimos e n  algunas dc nucs- 
tras pretensiones; asumimos incluso el modelo quc se 

nos formulaba como una especie de paradigma para 
nuestra Administración. v un buen día -y SS. SS. lo 
saben- concluyó esta negociación. N o  voy a hablar del 
contenido de la misma, salvo en lo que resulte imprcs- 
cindible en el momento procesal cn que nos cncontra- 
mos. pero si quiero hacer alusión a algo que es irnportan- 
te que conozca esta Cámara, v ese algo lo podriamos 
simplificar diciendo: ¿Quién rompió csa negociación y 
por qué se rompió esa negociación? 

iQuien rompió esa negociación? Con o sin razón, scno- 
rías <reo que &te es un tema no cuestionad-, la nc- 
gociación se rompió por el Grupo Popular; insisto, con o 
sin razón. Y he de decirlo con claridad, porque es  impor- 
tante que estas cosas se sepan con detalle. Al  dia siguicn- 
te de las elecciones catalanas un dignisimo representante 
del Grupo Popular, particularmente cualificado, me Ila- 
mó por telí'fono v me dijo: .Ministro. el Grupo Popular 
se retira de la negociación)). A mi pregunta de si se me 
iba a dar alguna explicación más, se me dijo: «Como 
amigo. las que quieras; corno portavoz del Grupo Popu- 
lar, me limito a decir que el Grupo Popular se retira de la 
negociación),. Esta es la información única que ha rccibi- 
do el Gobierno. insisto, estábamos en el lunes siguiente a 
las elecciones catalanas. Por ello, v me consta que Cstc es 
un tema que n o  será dcsvirtudado, porque me consta la 
caballerosidad de quien me lo dijo, evidentemente, v pa- 
ra la historia por lo menos, quede claro que de esa ncgo- 
ciación se retiró el Grupo Popular. 
Y, ¿por que? Si les he relatado --y n o  cntrari. en  el 

detalle de  la conversación privada, que n o  es mi estilo, v 
no lo haré nunca, poner de manifiesto en público convcr- 
saciones privadas-. si les he manifestado el contenido 
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de la conversación, fácilvente comprenderá la Cámara 
que únicamente podemos hacer deducciones de por qué 
se retiró el Grupo Popular de la negociación, pero no 
podre, en ningún caso, hacer sobre ello ningún tipo de 
afirmación categórica y deducciones en base de  las decla- 
raciones que se produjeron a partir de aquel momento 
por distintas personas y por distintos parlamentarios del 
Grupo Popular. 

Parece que el Grupo Popular se retiraba de la ncgocia- 
ción por tres temas puntuales e importantes. Parece que 
cl obstáculo para llegar a un acuerdo -acuerdo que la 
voluntad política del Gobierno, v me consta que la vo- 
luntad política del Grupo Parlamentario Socialista, era 
hacerlo extensivo a los demás Grupos Parlamcntarios- 
se centraba, como digo, en tres puntos: incompatibilida- 
des, jubilación formsa y Disposiciones transitorias. 

incompatibilidades. Desde el primer dia de la ncgocia- 
ción, scnorias -v me consta de que así habrá de ser 
reconocido por quienes saben de este tema desde el Gru- 
po Popular-, pusieron de manifiesto los negociadores 
socialistas que en incompatibilidades, por parte de su 
Grupo, n o  se haria ninguna transacción; n o  se transigiria 
e n  absoluto ni se cedería de las posiciones que están cx- 
presadas en el proyecto de Ley de Incompatibilidades 
para la Función Pública, que está tambicri pendiente de 
debate en esta Cámara. Si lo que se pretendía -se di,jo 
con claridad- con el modelo inglcs, que se trataba de 
importar a la realidad espanola, en el sentido de distin- 
guir entre lacultativos y servicios civiles, era llegar a la 
conclusión de que los cuerpos lacultativos iban a estar 
autorizados para compatibili/.ar su luncion pública con 
la actividad privada en el ánibito que precisamente dc- 
scmpcnaban en el terreno público, dejarnos bien claro 
desde el primer momcnio que eso no seria posible v que 
n o  se alcanmria ningún acuerdo, porque las posiciones 
del Gobierno -y as¡ lo manilcstaba el Grupo Socialis- 
ta- eran totalmente irrcnunciablcs. 

Se  produ,io en aquel entonces una habilidosa huida ha- 
cia adelante, como se dice vulgarmente, por un brillante 
parlamentario del Grupo Popular. Se di.jo que incluso se 
habian ofrecido privilegios para determinados cuerpos 
con objeto de obtener el acuerdo. Esto no es asi. Eii to- 
do niomcnto tuvimos la sensación. que  todavia tenemos 
-hay que decirlo con claridad-, de que si hubicsck- 
rnos cedido y hubicscnios dicho que loa cuci.pos íaculia- 
tivos tcnian compatibilidad para el ejercicio de otras acti- 
vidades públicas y ,  sobre todo. para el ejercicio de la 
actividad privada del titulo que habian prestado a la 
Administración, habríamos llegado a un acuerdo. En este 
terna tengan SS. SS. la seguridad de que la postura de 
los negociadores socialistas fuc absolutamente clara dcs- 
de el primer momento y que, en todo caso, estábamos 
hablando de otra Ley que habían traído al debate de ksta 
precisamente los representantes del Grupo Popular. N o  
hace [alta que vuelva a recordar que el proyecto de Ley 
de incompatibilidades está en esta Cániara y que, en dc- 
linitiva. si esta valoración que estoy haciendo n o  es co- 
rrecta. tiene el Grupo Popular una oportunidad de oro de 
dejarme en mal lugar; una oportunidad de oro. votando 

favorablemente la incompatibilidad en esta Ley, cuyo de- 
bate se va a iniciar dentro de  unos dlas en esta Cámara. 
Si me estoy equivocando, me pueden corregir, como di- 
go, con ese voto favorable de  esta Ley. 

El segundo tema que apareció en la Prensa y que se 
dijo que podía ser motivo de  la ruptura de  la ncgocia- 
ción, del abandono -mejor d i c h v  de la negociación 
por el Grupo Popular, era el de la jubilación forzosa. 
Para el Gobierno y para el Grupo Socialista, aunque cvi- 
dentemente no actúe en su representación, la jubilación 
a los sesenta y cinco años es un principio irrenunciable. 
Podríamos discutir la transitoriedad de la entrada en vi- 
gor de esta medida; es lo único que se ofreció a la nego- 
ciación. En ningún momento se ofreció a la negociacihn 
que se iba a modificar este principio, la jubilación a los 
sesenta v cinco años forzosa. Es evidente, y sobre ello no 
hare un mayor argumento -probablemente se hará a lo 
largo del debate-, que el hecho de que a los setenta años 
se .jubilen determinados funcionarios no deja de ser una 
excepción dentro del panorama de la actividad laboral 
de este país. En el ámbito de la Administración, los nive- 
les más modestos de ella ya se jubilan a los sesenta v 
cinco años, corno son los subalternos y los auxiliares; a 
esa edad o a menos se .jubilan los militares; a los sesenta 
y cinco anos es la ,jubilación para los trabajadores priva- 
dos; en los organismos autónonios se ,jubilan a los sesen- 
ta y cinco anos; la norma general, incluso en el propio 
ámbito de la Administración, es la jubilación a los sesen- 
ta y cinco anos. Solamente los niveles 6 ,  8 y 10 de pro- 
porcionalidad dc la Administración se jubilan en este 

momento a los setenta años. 
Y o  quisiera recordar al Grupo Popular -y lamento 

que su Presidente, el señor Fraga, n o  cstk presente en este 
rnonicntcr  que en la anterior legislatura se aprobó un 
Decreto-le!,. que se convalidó en la Diputación Pcrma- 
neritc con una brillante intervención para acreditar su 
constitucionalidad por parte del portaluz de Coalición 
Democrática en aquel entonces, con el voto favorable del 
scnoi. F i q a  +sstoy hablando del nies de septiembre del 
ano i982-. cuyo articulo 1 ." -leo- dice: (c La ,jubilación 
lor/.osa en el Cuerpo de Profesores de Educación General 
Bisica se declara de olicio al cumplir el funcionario los 
sesenta y cinco anos de edad.. Si hubiese estado en este 
momento el scnor Fraga, y o  le preguntaria: ;Por quC; es 
constitucional jubilar a los maestros a los sesenta y cinco 
anos y n o  es constitucional ,jubilar a los altos cargos de la 
administracibn a los sesenta y cinco años? (;Mti.v hieri! 
Aploiisos.)  Y le preguntaría que criterios de solidaridad o 
de igualdad fundamentan que los niveles mas modestos 
de la Administración se jubilen forzosamente a los sesen- 
ta y cinco anos y los altos niveles de la Administración, 
donde las ivtribuciorics (y reconocemos que son insufi- 
cientes en el ámbito de los pasivos) son muy superiores, 
tienen que seguir ,jubilándose a los setenta anos. N o  com- 
prendemos que criterios de solidaridad o de igualdad 
pueden hacer que se este defendiendo una postura de 
esta naturaleza. 

Y se argumentó 1ambii.n -lo lcimos en los medios dc 
comunicación- que eran las disposiciones transitorias 
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las que habian obligado al Grupo Popular a abandonar 
la negociación. Yo quisiera precisar que cuando se pro- 
dujo este hecho del abandono de la negociación por parte 
del Grupo Popular teníamos un texto que comprendía las 
disposiciones generales. las Disposiciones adicionales y 
las Disposiciones transitorias. Y permítanme un nuevo 
parentesis y que vuelva a expresar mi sentimiento por- 
que se encuentre ausente el senor Fraga. Cuando se pro- 
dujeron aquellas primeras declaraciones. el scnor Fraga 
manifestó que el abandono por parte de los rcprcscntan- 
tcs del Grupo Popular de la ncgociacion se habia produ- 
cido porque los representantes socialistas se habían nc- 
gado a entregarles las Disposiciones transitorias. Dcsco- 
nozco si éste era el tenor literal de su manitestacin; si 
puedo afirmar que esto fue lo que reflejaron los medios 
de comunicación. Senorias, cuando el scnor Fraga estaba 
haciendo esta manifestación, cuando nos imputaba n o  
haber entregado al Grupo Popular las Disposiciones tran- 
sitorias, los representantes del Grupo Popular en la ncpo- 
ciación (v apelo nuevamente a su caballerosidad. y rnc 
consta no podrán desmentir este extremo) hacia aprosi- 
madamente treinta dias que tenian en su poder las Dis- 
posiciones transitorias. Wurios seriores Dipuludos: ;Qiii. 

barbaridad!) Y esta es una realidad incuestionable que 
ponía de manifiesto algo que preocupó al Gobierno, co- 
mo sin duda tuvo que preocupar a los negociadores so- 
cialistas. Ponía de manifiesto -e insisto en que lamento 
que el seiior Fraga no esti' aquí- que 13 t ambi~n dcsco- 
nucía la razón de esa retirada. porque quiero indicar que 
me consta su honorabilidad, y soy, en consecuencia. una 
persona que reconoció, y reconoce -y lo hago claramcn- 
te desde esta tribuna- que s i  hizo esa manifestación fue 
porque creia en la veracidad de la misma. Pero sigamos. 

Evidentemente. cuando se trataba de las Disposiciones 
transitorias ocurrió algo que tambien es preciso poner de 
manifiesto a la Cámara: la relativa facilidad con la que 
nos habiamos puesto de acuerdo en los principios gene- 
rales, inexplicablemente se transformó en  una gran difi- 
cultad a la hora de valorar las Disposiciones transitorias, 
que es donde se recoge la rcalidad de esos principios 
generales. Se produjo una especie de transmutacibn en 
los negociadores del Grupo Popular. Hasta aquel rno- 
mento. cuando se trataba de las Disposiciones generales. 
actuaron de forma evidente como representantes del puc- 
blo espanol. A partir de aquel momento se autosustituyc- 
ron, desapareció su representatividad del pueblo cspanol 
v surgió una figura nueva en la negociación. por cuanto 
asumieron el papel de representantes del corporativismo 
español. Hav que decirlo con claridad. Ya no estábamos 
negociando con los representantes del pueblo, sino con 
los representantes de determinados Cuerpos Superiores 
de la Administración. Y, s i  me lo permiten, incluso sc 

produjo un cambio hasta fisico, casualmente (valga la 
expresión, y con profundo respeto para todos ellos), apa- 
recieron en la negociación los pesos pesados, si me pcr- 
miten S S .  S S .  un término tan gráfico. Olvidaron que la 
reforma tiene como destinatarios a la totalidad de los 
ciudadanos, que hay que hacerla con los funcionarios y 
cerca de ellos y que estamos convencidos de que es posi- 

ble preservar los intereses de los funcionarios conciliiin- 
dolos con los propios intereses de la reforma; pero olvi- 
daron algo tan importante como que si en un momento 
determinado se produce una colisión de intereses, los que 
hay que preservar, como representantes que somos del 
pueblo cspaiiol. son los intcrcscs de los ciudadanos cspa- 
noles; porque - i n s i s t v  la reforma va dirigida a la to- 

talidad de los ciudadanos, prctcndcrnos hacerla con los 

funcionarios, pero los destinatarios son la totalidad del 
pueblo cspaiiol. Y esa filosofia clara del Grupo Socialista 
no fue compartida por el Grupo Popular. 

En la negociación, senorias. cedimos en puntos irnpor- 
tantcs -lo decía al comienzo de mi intervención-; en- 
tiendo que no eran definitivos ni esenciales a nuestra 
filosofía, pero si importantes. Consumimos tres rncscs, 
que tambith eran importantes. porque conoce pcríecta- 
mente la Cámara la urgencia de este tcma y la necesidad 
que tcncmos de que las medidas que esta Ley arbitre 
puedan estar reflejadas en los Presupuestos Generales. 
que han de estar en esta Cámara antes de que finalice cl 
ano. Pero nos encontramos -c hilo con el comienzo de 
mi intervención- que el acuerdo que se consigue en los 
niveles de los principios generales se rompe normalmcn- 
te cuando llegamos a la realidad cotidiana. Era, como \o 
he calificado en algunas ocasioncs, Ic letra pequeña la 
que imposibilitaba el acuerdo; eran el tcma corporatiiw, 
el tcma de intereses, el tcma de incompatibilidades los 
que imposibilitaban el acuerdo. En definitiva. estábamos 
de acuerdo en lo general, pero no habia posibilidad de 
aplicar esos principios generales a la realidad que tcnc- 
mos en nuestro pais. 

Reafirmo la posición que entonces. el 14 de febrero, 
puse de manifiesto a esta Cámara. y la reafirmo hoy con 
absoluto convencimiento. Hemos aprendido algo que ya 
sabiamos de esta negociación, pero quc hemos ratificado, 
v es que la reforma de la Administración en nuestro pais 
no sera posible s i  previamente al diseno final de la rnis- 
ma, s i  previamente a esa Ley general, que es la parte 
última de nuestra Administración, no tenernos el valor y 
la decisión politica de corregir los mayores dclcctos y las 
mayores dist'uncionalidadcs que nuestra Administración 
actual tiene. Hay que invertir el ciclo histórico, cnipczar 
por la reforma para que la reforma sea un i'xito; cmpcxar 
por la reforma de lo pequeño. de lo cotidiano. de lo que 
afecta a los intereses. para dcsputh poder realizar un  
provecto general que sea asumido por la totalidad de 
nuestra sociedad. 
No hemos fracasado en la negociación con los rcprc- 

scntantcs del pueblo; hemos fracasado con algunos de los 
representantes de algunos de los Cuerpos de la Adrninis- 
tración del Estado. Nos cambiaron dc antagonista en un  
momento determinado en esa negociación. Ahora qucda, 
corno saben SS. SS., v lo están viendo dia a dia, el recur- 
so de la descalificación global. Volveremos a oir esas co- 
sas de la politización, dc la burocratización. dc la oscuri- 
dad, las razones que se esgrimen cuando se carece de 
razón. Veremos figuras caricaturizadas, porque. electiva- 
mente, las Disposiciones transitorias que presentamos al 
Grupo Popular. que eran un documento de trabajo sobre 
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el que habia que negociar, podían tener algún error, al- 
guna omisibn, incluso, me atrcvcria a decir, alguna pin- 
toresca afirmación. Veremos cómo se caricaturizan esas 
Disposiciones transitorias; pero, cn todo caso, scñorias, 
quede algo muv claro 1ambii.n e n  la Camara: no se nos 
presentaron otras por el Grupo Popular; no se nos prc- 
sentaron otras. Si no les gustaban las nuestras, pudieron 
hacerlas, pcro n o  las hicieron v o  en todo caso. se negaron 
incluso a trabajar sobre las que nosotros habíamos prc- 
sentado. 

Resumiendo y casi terminando, ¿que es lo que pasó? 
Que cuando se apercibieron de que esta reforma que el 
Gobierno y el Grupo Socialista intentaban impulsar con 
a bsolu ta honcs t ¡dad para conseguir esa Administración 
profesional a la que me he referido al comienzo de mi 
intervención iba en serio, dicho as¡ de claro, que n o  se 
iba a producir en este caso lo que ha ocurrido e n  otras 
ocasiones históricas, en las que todo iba a terminar en 
una transacción cnt re intereses corporal ivos; cuando 
di.jcron: señores, esto va en serio, se fueron. Esto es, en 
resumen, lo que ocurrió. (E l  seiior Osorio Gurciu: i Y iiiies- 

lro Ir.r/o?) 
Scnorias, el tiempo nos ha  dado la razón. insistimos en 

que es mc,jor corregir los graves defectos de nuestra Ad- 
niinistración que plantearnos ambiciosamente hacer el 
diseno final de la misma, cuando ese diseno final hay quc 
obtenerlo de unos principios generales que resultan y 
que han resultado a lo largo de cien anos inaplicablcs a 
la realidad de nuestro país. Creemos que esa reforma hay 
que hacerla corrigiendo esos mayores defectos que se 
pueden resumir en muy pocos principios. Es necesario, 
además, fijar las bases precisas para que el desarrollo 
admlnistrativo de las Comunidades Autonomas este dcn- 
tro de lo que se quiere, e n  un contexto de un Estado 
vcrtcbrado; hay que terminar con errores tan graves co- 
mo una Administración absolutamente impcrmcabiliza- 
da. que imposibilita la distribución adecuada de cfecti- 
\'os y hay que terminar con la patrimonialización de la 
Administración, con esa apropiación de funciones por 
cuerpos. imposibilitando su adecuado desarrollo y cjcrci- 
cio; hay que terminar con un sistema retributivo arcaico 
como el que tenemos actualmente, un sistema que rctri- 
buyc por cuerpos y n o  por puestos de trabajo, y hay que 
hacerlo de acuerdo con el principio de la cspccialidad. Y 
tambicn sobre este particular hemos oido algunas figu- 
ras caricaturizadas. 

Es evidente que el proyecto de Ley que se va a debatir 
a continuación está propiciando y lomentando el princi- 
pio de especialidad; es evidente que cuando se produzca, 
como se va a producir en el futuro, un acceso a los pucs- 
tos de traba,io, se harii en base al perfil de los puestos de 
traba,b y. e n  consecuencia. de las particulares condicio- 
nes que tenga ese determinado puesto de trabajo; es cvi- 
dentc- que estaremos potenciando un principio de cspc- 
cialidad y mayor eficacia. que es lo que desean nuestros 
ciudadanos, y es posible que todo ello se pueda hacer, 
como nosotros estamos convencidos, en favor de todos 
los ciudadanos, como dccia tambic'n al comienzo de mi 
i n tcrvcnción. 

Hay muchas cosas en  esta Ley que favorecen a los ciu- 
dadanos y hay muchas cosas hechas d e  acuerdo con los 
funcionarios. Está la oferta pública, que transforma un 
sistema no objetivo de  selección del funcionariado en un 
sistema objetivo; está la provisión de puestos de trabajo, 
que se va a hacer siempre por razón de  mérito y capaci- 
dad y despuds de  !a adecuada publicidad; está cl tema dc 
la carrera administrativa, ctcetera. Se nos imputa que no 
está terminada la carrera administrativa, cuando es cvi- 
dcnte que estamos en una Administracibn que carece to- 
talmente de carrera administrativa. Se han resuelto pro- 
blemas como el de la movilidad de los funcionarios. Hov 
en dia existen en la Administración bolsas de funciona- 
rios inactivos. porque no tienen posibilidad de acudir a 
destinos para los cuales cstCn capacitados. En definitiva, 
creemos que esta refurma de la Administracibn que csta- 
mos impulsando, a travcis de este proyecto de Ley, es 
posible conciliarla, c o r w  digo, con los propios intereses 
de los funcionarios, pero nunca renunciado al intcrds 
preferente, que para nosotros es el interes de la colcctivi- 
dad. los intereses generales del Estado. 

Termino, scñorias, haciendo una apelación a que la 
Ley se apruebe por csta Cámara en el sentido que viene 
formulada; a que se aporte la voluntad politica precisa 
para que esta Ley pueda ser aplicada, para que no ocurra 
como en el pasado. que hemos hecho Lcycs para n o  ser 
cumplidas. Esta ticnc ps ib i l idad  y va a ser cumplida, 
porque el Gobierno ticnc voluntad politica de cumplirla; 
para que los Grupos Parlamentarios Ic presten su apoyo. 
Tengo la satisfacción de poder decir que dcsdc altas ins- 
tancias de las dos minorias que se sientan en esta Cama- 
ra se ha manifestado la conformidad con los principios 
generales de csta Ley, k, que pone de manifiesto algo que 
sabemos que es evidente, que cuando se asume la rcprc- 
scntatividad de un sector social de la población la Ley es 
coherente, n o  as¡ cuando se anteponen los intereses cor- 
porativos a los intereses generales. para terminar afir- 
mando a la Camara que una vez que se hayan corregido 
estos graves defectos de nuestra Administración, el Go- 
bierno n o  abdicará de su promesa de presentar un Esta- 
tuto definitivo de Bases dc la Función Publica, en el cual 
se sienten. ya con posibilidad de permanencia, los princi- 
pios a los que las Administraciones Públicas de Espana 
van a a.justar su futuro. 

En ese momento vol\vremos a tender la mano a la 
oposición; volveremos a intentar el acuerdo con la totali- 
dad de los Grupos politicos de esta Camara, pcro ya dcs- 
de ahora he de manifestar que cuando se llegue a ese 
momento el Gobierno, y por descontado los socialistas. 
s t a remos  dispuestos a la negociación. pcro n o  a la abdi- 
cación ni a la claudicación, que esto es lo que en cstc 
caso se nos ha ofrecido. 

Muchas gracias. (Aplaiisos tw los rscuiios de b i:qiiier- 
c h .  ) 

El scnor PRESIDENTE: Muchas gracias. scnor Minis- 

Iniciamos el debate con el articulo I .I' Para la defensa Afliculo 1.0  

de las enmiendas al articulo 1 ." del Grupo Parlamentario 

tro. 
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Popular, tiene la palabra el señor Herrero Rodrigucz de 
Miñón. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Senor 
Presidente. senoras y señores Diputados, me corresponde 
defender nuestras enmiendas, las formuladas por el Gru- 
po Parlamentario Popular e individualmente por sus 
miembros, al artículo 1 frontispicio de esta Ley y, como 
a todo frontispicio corresponde, creo que es bueno. para 
mayor claridad del debate, incoar, desde va, las grandes 
líneas de lo que va a ser nuestra argumentación en torno 
al provecto que debatimos, a lo que, por otra parte. me 
invita la intervención del señor Ministro de la Prcsidcn- 
cia, que ha sido, como es lógico que sea un dcbatc en esta 
Cámara, eminentemente política, porque no estarnos 
aquí para debatir enmiendas concretas, extremadamente 
técnicas, de difícil comprensión ante esta misma Cámara 
y desde luego ante la opinión pública que representamos, 
sino para debatir las grandes lineas políticas de un 
proyecto. 

Sin duda voy a defender las enmiendas formuladas al 
articulo 1:; pero, como una voz autorizada ha expuesto 
recientemente, no es función de la oposición tanto prc- 
tender ganar una votación concreta como precisamente 
expresar desde esta tribuna cuál es su critica a la acción 
del Gobierno que considera inadecuado y cuál es la altcr- 
nativa que hov aquí, mañana ante el electorado, siempre 
ante la opinión pública, es función de la oposición consti- 
tucional presentar. 

Y antes de avanzar más, señor Presidente, v tal ve/ 
para contribuir a descrispar un poco el ambiente, quizás 
involuntariamcntc creado por el señor Ministro de la 
Presidencia ... (Rirrilores.) 

El señor PRESIDENTE: ;Silencio! 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE M I N O N :  ...q uic- 
ro decir, señor Presidente, que nosotros sabemos que por 
encima y por debajo de nuestras profundas y tal vez ra- 
dicales diferencias de criterio. no sólo hay en esta Cáma- 
ra - c o s a  que es muy loable. porque creo que se da por 
primera vez en la Historia de España- una recíproca 
amistad v aprecio entre los miembros de los diferentes 
Grupos, sino que, además, ustedes y nosotros, todos, cs- 
tamos metidos en el mismo barco, ese barco que se llama 
España v que queremos todos llevar a la alta mar de su 
plenitud histórica. Entre el aparejo ... (Risas.) N v  es de 
risa, seriores. si es que ustedes saben de lo qiic estoy 
hablando. (Rumores. Protestas.) 

El señor PRESIDENTE: Continúe. scnor Herrero. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Ese 
navío que se llama España necesita, como parte funda- 
mental de su aparejo. una Administración v una Función 
Pública a la altura de su tiempo, v es ésa la que estoy 
seguro ustedes también pretenderán construir, con crite- 
rios a mi juicio radicalmente equivocados, pero desde 
luego es la que nosotros tambitin queremos construir y 

algún día, apovados por el voto de los españoles, cons- 
huiremos. Creo que es importante saber que a todos nos 
une aquí una preocupación común. una finalidad común. 
aunque pensemos que los caminos para llegar a ella son 
dis  t in tos. 
Y dicho esto. señor Presidente, paso al londo de la 

cuestión. El primer reproche, señor Presidente, que sobre 
la base de nuestras enmiendas ha de hacerse al artículo 
1 .Y v al texto que del articulo 1 .LI depende, es que n o  res- 
ponde -y lo ha conlcsado el propio señor Ministro- a 
ningún modelo de Función Pública. Es una Ley de rclor- 
rna que abre la puerta hacia el vacio de lo desconocido; 
porque sin duda, scnorcs, el Gobierno podria haber abor- 
dado la reforma de la Función Pública de acuerdo con 
alguno de los modelos que ol'recc la práctica comparada, 
sea el modelo corporativo heredado de Francia de una u 
utra manera, sea el del <(Civil Scrvicc» británico, sea el 
modelo norteamericano, ctcktcra, o incluso podria haber 
asombrado al mundo una vez más con una creación ori- 
ginal ,  según tiene por costumbre e n  otros campos. como 
la política exterior. la creación de empleo o el  parón 
nuclear. Pero no. Lo cierto es que ni ha copiado ni ha 
pasmado a nadie con una genial invcnción. El Gobierno 
simplemente ha carecido de modelo para relormar la 
Función Pública, v prueba de ello es que, como el  scnor 
Ministro de la Presidencia dijo por las diversas emisoras 
de radio el 30 de abril v como acaba de reconocer ahora. 
en medio de la negociación con el Grupo Popular estaba 
dispuesto a aceptar uno de los modelos, o el modelo prin- 
cipalmcntc trabajado cn sus documentos previos por el 
propio Grupo Popular. Y resulta inaudito que el Gobicr- 
n o  acometa una reforma con la dccisibn de que hace gala 
el señor Ministro de la Presidencia -v digo que hace 
gala el señor Ministro de la Presidencia, porque no si. 
qui. gala está haciendo el  Gobierno e n  t a l  irnportaiitc 
dcbatc como el dc hoy: pcro, scnor Ministro. coniparti- 
mos su soledad-, es asombroso que traten ustedes dc 
llevar adelante una reforma con un criterio tan lirnic y ,  
en cambio, estuvieran ustedes dispuestos a cambiar dc 
modelo en medio de una negociación. Eso demuestra 
muchas cosas. Demuestra, sobre todo, que el Gobierno 
no tenia modelo que dcíendcr ni entonces ni ahora, por- 
que lo que de verdad le importaba no era el modelo; era 
otra cosa, que dcspuks diri.. 

S in  embargo, la Constitución, en su articulo 103 -por 
mucho que le pese a lo que pudikramos denominar pi'ag- 
matismo político del señor Ministr-, lo que exige no 
son unas medidas provisionales fragmentarias v que no  
se sabe a dónde van; lo que exige es una regulación legal 
de todo el Estatuto del Funcionariado. 

Pero, ¿por que. señor Presidente, esta carencia dc mo- 
delo? ¿Cómo puede explicarse esto en un Gobierno 
apoyado por un Partido que dedicó la tercera parte de su 
programa electoral a propugnar la reforma administrati- 
va? ¿Un Gobierno cuyo Ministro de la Presidencia, que 
conoce bien la Administración Pública, porque es inintc- 
rrumpidamente Subsecretario desde 1977. v que pertcnc- 
ce, además, a dos de los más selectos Cuerpos Especiales 
de la Administración; cuyo Subsecretario de la Prcsidcn- 
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cia es miembro del Cuerpo de Letrados del Consejo de 
Estado; cuyo Secretario de Estado para la Función Públi- 
ca es un miembro relevante y distinguido del Cuerpo de 
Tkcnicos de la Administración Civil; cuyo Presidente 
-desgraciadamente ausente, aunque principal responsn- 
ble de la política de la Función Pública, como de toda 
política- se encuentra en un complejo monclovita ro- 
deado de distinguidísimos diplomáticos y distinguidisi- 
mos funcionarios -y no había olvidado al señor Martin 
Toval, que es, por supuesto. miembro de otro importante 
Cuerpo de Funcionarios- ... (El senor MARTIN TOVAL: 
De dos.) (Ri.su.s.) ... cómo se explica que un Gobierno así 
constituido carezca de modelo para reformar la Función 
Pública ? 

Pues vo voy a aventurar ante esta Cámara dos hipótc- 
sis de interpretación. El Gobierno carece de modelo, por- 
que se aferra a dos principios que se llama arbitrismo v 
arbitrariedad. (Rumores.) Vavamos al arbitrismo. El Go- 
bierno está demostrando en este tema una total, una ra- 
dical falta dc lo que pudikramos denominar capacidad o 
competencia -y no  lo tomen a mal-, para acometer la 
reforma de la Función Pública. De esta profunda incom- 
petencia hemos tcnido ejemplo en las mismas dcclaracio- 
nes del Gobierno, el día 24 de abril en la prensa, cl dia 10 
de mayo en esta Cámara, y que y o  va he traído a este 
mismo hemiciclo, sobre el desconocimiento del núme- 
ro de funcionarios que existen en España, extremo que 
-dicho sea de paso- no está mal saber cuando de rcfor- 
mar la Función Pública se trata, v el Gobierno confiesa 
no saberlo. 

Lo hemos apreciado durante las negociaciones, cuando 
-como va di.jc 1ambii.n en esta Cgmara- el Secretario 
de Estado para la Función Pública ignoraba o aparcnta- 
ba igiioiw. lo cual seria mis gravc, quC; Cuerpos dcbia 
iduiidii- y .  desde luego, hay sobradas pruebas de inconi- 
pctciicia en el texto de la Ley, desde el articulo 1." -al 
que mc rclicr- y su dclkctuosa tCcnica, hasta la pinto- 
i'cscii Iornia de coniunicación entre el llamado Consejo 
Superior de la Función Pública y la Adniinistración acti- 
v a ,  que descoiio~c dc la A a la Z todo lo que a Adminis- 
tración consultiva se rcficrc, pasando por la propia cs- 
t ructura del proyecto gu bcriianicii tal, medianamente 
arreglado merced a una iniciativa nuestra en Ponencia y 
que, en  su versión original 4 o m o  ustedes podán com- 
probar en el «Bolctin~~-, no se dividía e n  capítulos, s ino 
en lo que un ilustre micnibro del Grupo Socialista dcno- 
minó [[cachos de la Ley)). Ustedes me dirán si as¡ se puc- 
de hacer seriamente una Ley que afecta no  sólo a la Fun- 
cion Pública, sino -como muv bien ha dicho el Ministro 
de la Presidencia- a los intereses todos de los cspanolcs. 
a los que esta Función Pública ha de servir. 

Pero es claro, scnor Presidente, que no voy a insistir en 
los defectos ti.cnicos del proyecto ni en la profunda inca- 
pacidad que sus autores revelan, aunque estoy seguro de 
que csta Cámara se dará cuenta, v la opinión pública 
comprenderá cuán peligroso es para un Estado moderno 
encontrarse incompctentcmcntc gobernado; es muv gra- 
ve. N o  v o , ~  a insitir en esta línea argumcntal, porque 
existe otra. a mi .juicio. mucho más importante. 

Este proyecto, señor Presidente, es ambiguo, no res- 
ponde a modelo alguno, porque el Gobierno no tiene una 
voluntad politica de no aclarar nada, y hacer de esta Ley 
un cheque en blanco para proceder como le venga en 
gana. Esa es la realidad profunda. 

En este caso, la voluntad del legislador, o la voluntad 
que se nos pide que tengamos como legisladores, no es 
una voluntad, es una [cnoluntad)); no quiere querer, quic- 
re simplemente habilitar al Gobierno para que cstc actúe 
en la Función Pública con las manos plenamente libres, y 
eso y o  n o  si. si lo saben todos los Diputados de la Cáma- 
ra; cstov seguro que el equipo de trabajo que por parte 
del Grupo Socialista ha llevado las tareas de este provec- 
to de Ley lo sabe perfectamente, aunque unos se alegren 
de ello y otros, cstov seguro, lo lamenten. N o  es esta una 
Lev de reforma de la Función Publica; es una Lcv para la 
rclorma de la Función Pública. N o  es una Lcv que regula, 
es una Ley que habilita al Gobierno para regular, enten- 
diendo por tal hacer mangas v capirotes, como mejor le 
convenga. Esto es así, ustedes deben saberlo, si no lo 
sabcn, y la opinión pública tiene que enterarse, aunque 
sea a horas tan tardías como las que nos reserva la tclevi- 
sión. 

S in  duda existe, senor Presidente, un ilustre preceden- 
te en la reciente práctica espanola, de una Ley que no 
aborda directamente la reforma, sino que sirvió para la 
reforma. La diferencia es que mientras en aquélla se da- 
ba la palabra al pueblo español, en ésta se entrega la 
Función Pública, que la voluntad del pueblo española 
plasmada en la Constitución reservó al principio de Icga- 
lidad, taxativamcntc en el articulo 103 de la misma, se 
entrega la Función Pública a la voluntad de don Francis- 
co Ranios, muy ilustre miembro de esta Cámara sin du- 
da,  pero e11 quien resulta cuando menos exagerado acu- 
mular el ejercicio de la soberanía nacional que la Consti- 
tución rescr\'a al principio de legalidad. (Risus.)  

En efecto, las medidas de esta Ley a que se rcficrc el 
articulo l.-, de cuya enmienda ahora tratamos son, en 
sustancia, un cheque en  blanco al Gobierno, y nada más 
que eso. Pueden ustcdcs leerlo; verán que no contiene 
otra cosa. y me agrada ver ciertas señales de ascntimien- 
to en los más sinceros rostros del Grupo Socialista. (Ri -  
sus.)  

El proyecto gubernamental arropa este cheque en  
blanco con definiciones más o menos precisas a veces. 
más o menos vagorosas en otros casos, pero el contenido 
normativo de la Ley es ni más ni menos que una habilita- 
ción legislativa al Gobierno, es decir, una deslegaliza- 
ción. Y cuando en negociaciones con mi Grupo, a las que 
tan largamente se ha referido el scnor Moscoso, mi buen 
amigo y antiguo companero de opción política (Risas.). 
cuando en negociaciones con mi Grupo, el Partido Socia- 
lista se mostró dispuesto a aceptar un modelo de Función 
Pública ajeno a su proyecto, al fin quedó claro que al 
Gobierno Ic importaba un bledo uno u otro modelo de 
Función Pública. Estaba dispuesto a aceptar cualquier 
modelo de Función Pública, siempre que en unas Dispo- 
siciones transitorias se le diera un cheque en blanco, re- 
pito, para hacer mangas v capirotes. 
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Y, señor Presidente, he de responder necesariamente a 
ciertas explicaciones que sobre esta negociación ha dado 
el señor Ministro de la Presidencia, porque quiero seña- 
lar que es imposible que se tratara profundamente del 
sistema de incompatibilidades, porque como el señor Mi- 
nistro ha seilalado muy bien, ese tema siempre se separó 
del que discutíamos, puesto que era objeto de otra Ley, y 
mal pudo ese tema provocar la ruptura. 

Lo que sí provocó la ruptura fue, entre otros. el tema 
de jubilaciones, porque, como sabe muy bien el señor 
Ministro, no pudieron ofrecer ninguna f6rmula transito- 
ria o transaccional satisfactoria porque no sabían los 
costes económicos de ninguna de las formas o fórmulas 
que podían manejarse. Revela cierto grado de frivolidad 
traer un proyecto sin saber cuánto va a costar económi- 
camente. (Rumores.) Y, desde luego, estoy de acuerdo con 
el señor Ministro en que nos dieron un proyecto de tran- 
sitorias, lo que pasa es que esas transitorias cuando no 
eran aberrantes -y algún ejemplo pondré de los que ha 
citado el señor Ministro-, estaban vacías. Las transito- 
rias eran simplemente eso: la habilitación al Gobierno 
para que procediera como le viniera en gana. De manera 
que, claro, no está el hecho de que nos dieran unas tran- 
sitorias. También podría haber sido una cuartilla en 
blanco. De lo que nosotros nos quejamos no es de que no 
nos dieran formalmente un proyecto de transitorias; es 
de que las transitorias no querían decir nada. Decían 
simplemente que el Gobierno estaba habilitado para pro- 
ceder como quisiera. 

Señor Ministro, no se extraiie de que fuéramos noso- 
tros quienes nos retiráramos de la negociación, porque 
había un compromiso entre caballeros -y estoy seguro 
de que ustedes no lo van a negar- de que nosotros o 
aceptábamos su afórmulau o teníamos que advertir que 
no la aceptábamos no más tarde del lunes 30, para que el 
miércoles 2 de mayo se reuniera la Ponencia v no se 
interfiriera el trámite parlamentario en esta Cámara. Y 
nosotros, lealmente, no hicimos filibusterismo. Nosotros 
no quisimos engañar a nadie. Nosotros negociamos con 
ustedes hasta la fecha límite que ustedes fijaron, y en esa 
fecha límite, yo personalmente llamé al senor Ministro 
de la Presidencia, y después al señor Zapatero, para de- 
cir: Como ha llegado la fecha límite que vosotros exigís. 
he de decir que nosotros en esas condiciones que vosotros 
ponéis no podemos cerrar ninguna negociación. 

Señor Ministro, yo también estoy seguro de su caballe- 
rosidad y no creo que me vaya a negar que usted por su 
boca, por la del señor Zapatero, por la del señor Martin 
Toval, pusieron la fecha tope del lunes para que la Po- 
nencia pudiera reunirse la semana primera de mayo, 
convocada exactamente el mieicoles 2 .  

El señor PRESIDENTE: Le ruego que vaya terminan- 
do, señor Herrero. 

El senor HERRERO RODRIGUEZ DE MIÑON: Señor 
Presidente, pediría unos minutos más, puesto que va a 
ser el único turno de mi Grupo en este artículo y se han 

introducido tantos elementos nuevos y tan interesantes 
en este debate. 

Simplemente quiero decir una cosa. Cuando se pacta, 
se pueden romper los pactos, pero hay que cumplir los 
pactos, al menos en la forma, porque, si no, me atengo a 
un precedente que en esta Cámara denunció el señor Prc- 
sidente del Gobierno, ausente, cuando era jefe de la opo- 
sición, presente. Dijo entonces a cierto político español 
que jamás trataria con 61 si no era en público. Yo creo 
que sería malo que el Gobierno socialista y el Partido 
Socialista creara tal infiabilidad entre sus interlocutorcs 
que fuera obligado necesariamente a sólo discutir las co- 
sas con luz y con taquígrafos. En efecto, señores, si algún 
principio caracteriza esta Ley es el principio de arbitra- 
riedad. 

Otros artículos a los que más adelante se referirá mi 
Grupo Parlamentario, como el 2 o el  18, relativo a la 
selección de funcionarios; el 19. a la determinación del 
número de puestos v características de retribución; el 20, 
a los criterios para la consolidación del grado de peIso- 
nal; el 21, a los criterios para la promoción interna, nada 
menos; el 26, para la llamada racionalización de los 
Cuerpos v Escalas; el 29, para la regulación de plantillas 
de personal laboral, v tantos y tantos otros, no hacen 
sino deslegalizar, es decir. suprimir las garantías que pa- 
ra la mayor objetividad de la Función Pública v de la 
Administración que los funcionarios están llamados a 
servir, establece el artículo 103 de la Constitución cspa- 
ñola. 

Esta Lev es una deslegalización. iEn favor de quien? 
Pues, en principio, del Gobierno. Pero para compensar la 
exótica política autonómica del senor Gonzálcz Márquei., 
sobre la que hay pruebas bien recientes, la deslegaliza- 
ción se hace tambikn a favor de 17 Comunidades Autóno- 
mas, a cada una de las cuales se transfiere la posibilidad 
de regular, sin atenerse al principio de legalidad, su pro- 
pia Función Pública autonómica, sin las necesarias ea- 
rantías de intercomunicación entre ellas v el Estado, lo 
cual hace poco envidiable la suerte de los funcionarios 
que en estas condiciones havan de ser transferidos. 

Señor Presidente, en los albores del Estado de Derecho 
los hombres de buena fe, empeñados en la defensa de la 
libertad. optaron por el Gobierno de las Leves cn contra 
del capricho de los hombres. Y en el moderno Estado de 
Derecho, ello quiere decir que el poder ha de ajustarse a 
las normas objetivas, a los criterios preestablccidos, cx- 
presión de principios y de razones generales. Ello es ga- 
rantía de seguridad para todos y ,  por eso, es ese principio 
de legalidad el que consagra la Constitución en su artícu- 
lo 103 para la regulación de la Función Pública. Pues 
bien, a traves de una cascada de deslegalizaciones, lo que 
la Ley pretende sustituir es el Gobierno de las Leyes por 
el capricho o la buena intención, me da igual, pero sicm- 
pre subjetiva, de los hombres que esttin en cada momen- 
to en el Gobierno, con uno u otro color político. 

Si esta Ley se aprueba v es puesta en vigor, el Gobier- 
no  socialista adquirirá un inmenso poder; un inmenso 
poder que tal vez beneficie no sk si a clientelas más o 
menos amplias o, lo que me parece más grave, a ciertos 



5785 - 
24 DE MAYO DE 1984.-NüM. 127 

líbidos de poder personal (Rumores.) .  pero que sin duda 
causará dos grandes víctimas; por una parte, la Función 
Pública, por otra, la objetividad de la Administración. 

Y va voy a terminar brevemente. señor Presidente. La 
Función Pública, con las medidas en esta Lev contenidas. 
va ser desvertcbrada v desprofesionalizada. Medidas ta- 
les como la adscripción indistinta de los funcionarios a 
puestos de trabajo previsto en los artículos 14 y 16, y que 
pueden llevar a situaciones tan pintorescas como que los 
juristas dirijan los establecimientos sanitarios, o que los 
bromatólogos desempeñen puestos de asesoramiento ju- 
rídico -v de estas prácticas existe ya algún ejemplo en 
los meses que llevamos de Gobierno socialista- n o  son 
simplemente, como nos decía c1 señor Ministro de la Pre- 
sidencia, victorias lrcntc al supuesto corporativismo, son 
simplemente instrumentos que trituran, se quiera o no ,  
el principio de competencia de los funcionarios v la cspc- 
cialización que ello requiere. singularmente en una epo- 
ca como la nuestra, donde la eficacia depende de 1.1 espe- 
cialización. 

Cuando no hace muchas semanas el Secretario para la 
Función Pública scnalaba -y estoy seguro de que por su 
caballerosidad no me desmentirá- su intención de re- 
fundir los archiveros y bibliotecarios con el Cuerpo Gene- 
ral de Prisiones, cuando consideraba que los estadísticos 
y los interventores deben rcíundirsc. por considerar t an  
docto micnibro de la Cámara que sc trata de funciones 
análogas, se están dando simplemente ejemplos, tal  ve^ 

caricaturcscos, pero n o  por eso menos graves, de lo que 
es una Función Pública en la que desaparece el principio 
de cspccialimción, como desaparece por supuesto la ca- 
rrera admiriistrativa. como desaparecen en  realidad las 
pruebas ob,jctivas de selección y de promoción. 

Ustedes tratan de explicar tales desmanes, ob,jetiva- 
mente desmanes, so capa de racionalidad. La racionali- 
dad n o  cs sin más la unidad, de la misma manera que las 
pirámides de Egipto, por ser arquitcctonicamcntc más 
uniformes, n o  son precisamente mPs racionales que el 
Pattcnón. Pero es que además ustedes, a la  ve^ que hacen 
eso. permiten la creación de minicuerpos especiales en 
las Comunidades Autónomas, multiplicados por 17; con 
lo cual, es perfectamente factible que refundamos en uno 
a los diversos ingenieros tecnicos al servicio de la Admi- 
nistracióri del Estado, por diterentes que sean sus cspc- 
cialidadcs v ,  en cambio, el señor Lcguina cree en Madrid 
el Cuerpo de Abogados del Estado al servicio de la Comu- 
nidad Autónoma de Madrid. Y ,  claro, el resultado de mu- 
chos siglos de progreso para alcanzar una Administra- 
ción objetiva es una Administración profesional como la 
que preve el articulo 103. como la que ahora tenemos, 
que es sin duda muv mejorable, pero que no e s .  como 
ustedes han querido transmitir a la opinión pública, una 
Función Pública parasitaria e indigna de manera alguna. 
Los funcionarios españoles son un digno, dignísimo sec- 
tor de la sociedad. (Rmiores . )  Y la interpretación autknti- 
ca de lo que digo, de que ustedes quieren triturar esa 
proIesionalidad de la Administración Pública, se cncucn- 
tra e n  unas recientes palabras del Subsecretario de Ha- 
cienda cn una mesa redonda a la que asistía el señor 

Ramos y ,  por cierto, que asistía asombrado, con temblor 
y temor, en el sentido kierkegaardiano del término, don 
Joan Prats. Estaba alucinado de oir lo que estaba oyen- 
do, en lo que creo que el tal Subsecretario señalaba la 
conveniencia de que los funcionarios no monopolizasen 
la Función Pública ni de que ostentasen permanentemen- 
te el carácter de tales. 

Esta es la Administración que ustedes van a triturar, la 
Administración profesional, para ultrapolitizarla merced 
al principio de discrecionalidad. 

El señor PRESIDENTE: Señor Herrero, por lavor, vava 
terminando. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Senor 
Presidente, e n  cinco minutos le aseguro que termino. 
(Rirmores.) 

Si el Gobierno puede, como dice la exposición de moti- 
vos de su provecto, definir la política de personal, las 
condiciones de empleo, y suprimir, modificar o unificar 
cuerpos y escalas, establecer relaciones de puestos de tra- 
ha.jo y cubrirlos como Ic venga en gana, ustedes están, 
sepanlo o no ( y  supongo que muchos de ustedes lo saben 
y que muchos de ustedes lo lamentan, porque todavia 
sería peor que lo estuvieran haciendo sin saberlo) ustedes 
están abriendo la puerta a un sistema de expolio e n  la 
Función Pública, e n  manos del Partido electoralmente 
victorioso, y ,  además, están multiplicando tan desastroso 
sistcma, ya abandonado por doquier, por diecisiete Co- 
munidades Autónomas. 

Que están ustedes tratando de consolidar a sus intcri- 
nos lo demuestra una transitoria, creo que la sexta. 

Ustedes están tratando de someter a la Función Públi- 
ca .jubilando a quienes consideran por razón de edad es- 
pecialmente conservadores. y ustedes están coaccionan- 
do  al resto de un personal gran parte del cual s impa t ih  
Icgitiniamcnte con ustedes en su momento, al cual uste- 
des prometieron la promoción, la profesionalización y la 
mayor consideración retributiva. con el que ustedes no 
han negociado para este proyecto. al que ustedes mencio- 
nan -yo diría que con sarcasni- en la exposición dc 
motivos, y al que ahora no pueden ofrecer ni siquiera el 
carnct de la UGT, porque hasta la UGT está claramrhtc 
en contra de este proyecto de Ley. 

Hace muchos años, cuando en España existía el sistc- 
nia que ustedes tratan de rcintroducir, los políticos de 
turno dominaban a los funcionarios amenazándoles con 
la cesantia, y surgió una figura caricaturcsca, triste, quc 
nosotros considerábamos definitivamente borrada de la 
historia de España, que el maestro Jordana de Pozas 
bautizó como <c Juan Empleado. de profesión ternbladorl>, 
y es esta figura la que ustedes. despue's de haber dicho 
que iban a promocionar v dignificar a nuestra dignísima 
Función Pública, pretenden resucitar ahora para tener 
una función pública no políticamente neutra, como exi- 
gen el bien de la nación y la recta razón de Estado, sino 
políticamente dócil. 

Con esto acabo, señor Presidente. (Rumores.) Si alguna 
duda hay del deseo de politizar la Función Pública, la 
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han esclarecido ustedes cuando en Ponencia y en Comi- 
sión, y estoy seguro de que en Pleno, rechazaron y recha- 
zarán -y ojalá me equivoque y ojalá rectifiquen ustedes 
en ese punto y en otros muchos- una enmienda de mi 
compañero don Juan Luis de la Vallina, que en su mo- 
mento será defendida, según la cual los cargos políticos y 
representativos no se integraban en el acurriculum. pro- 
fesional del funcionario. 

Cuando ustedes quieren poder evaluar como méritos 
del funcionario los méritos politicos y representativos 
j n o  están ustedes preparando un colchón de retirada pa- 
ra quienes ostentan cargos politicos y representativos? 

Por todas estas razones, mis compañeros v yo, salvo 
que ustedes modifiquen su posición, vamos a votar en 
contra de los artículos de este proyecto de Lev. 

Pero, además, he de decir una cosa muy seria aquí, 
basándome en lo que dijo el señor Solana, actual Minis- 
tro de Cultura, cuando era portavoz de energía en el de- 
bate del PEN de 1979, y lo que dijo el ausente Presidente 
y entonces presente líder de la oposición en el debate de 
política internacional habido en septiembre de 1981. Si 
ustedes aplican su mecánica mayoría para sacar adelan- 
te este proyecto de Ley, nosotros no nos sentimos vincu- 
lados ni corresponsabilizados por dicho provecto de Ley. 
y asumimos formalmente el compromiso de revisar las 
situaciones injustas creadas al amparo del mismo, y de 
reintegrar los derechos legítimos que la aplicación de 
este desmandado proyecto de Lev viole. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplaitsos.) 

El señor PRESIDENTE: Se dan por defendidas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular al artículo 1 .IJ 

Para turno en contra tiene la palabra el señor Martín 
Toval. 

Silencio por favor. 

El señor MARTIN TOVAL: Gracias, señor Presidente, 
señorías, consumo, excepcionalmente en este orden, un 
turno en contra de la defensa de sus posiciones. que no 
de las enmiendas, por parte del portavoz del Grupo Par- 
lamentario Popular, va que creo que merece que este 
debate se centre en lo fundamental. como i.1 ha intentado 
hacerlo, en esta globalidad en la consideración del 
proyecto de Ley. 

'Tengo que empezar por referirme al colofón de su in- 
tervención, señor Herrero Rodriguez de Minón. Dice us- 
ted que el Grupo Parlamentario Popular no se responsa- 
biliza. No esperaba menos el Grupo Parlamentario So- 
cialista del Grupo Parlamentario Popular. Si no fue ca- 
paz de responsabilizarse de un proyecto de Lev que tengo 
aquí para repartir en fotocopias a SS. SS. y a los ciuda- 
danos que por televisión nos estén escuchando y viendo, 
si no se responsabilizó de un proyecto que ustedes decían 
que era suyo, y que según ha reiterado el señor Osorio, 
incluso desde los escaños, en la mañana de hoy, responde 
al modelo del Grupo Parlamentario Popular, jcbmo se 
van a responsabilizar de este proyecto? Ya lo sabíamos. 
Porque ustedes no se responsabilizan de nada e n  el fon- 
do, de nada al menos de lo que sirva para modernizar 

España. (Varios señores Diputados: /Muy bien, muy bien!) 
Sin embargo, tengo que referirme al conjunto de la 

intervención del señor Herrero Rodriguez de Miñón. Lo 
primero que resalta de lo que él ha argumentado -y yo 
acepto sus argumentaciones- es que no se ha referido a 
sus enmiendas al articulo 1: y ha explicado, y yo creo 
que es razonable (perdonen ustedes los gestos con esta 
mano, que ciertamente no es muy estética, pero es que 
está lesionada) (Risas.), que se trataba de introducir el 
debate del proyecto de Ley en su totalidad. No solamente 
me parece acertado, sino que voy a intentar hacer lo 
mismo y ,  por tanto, no me referiré a sus enmiendas, por 
lo demás accesorias -entiend- a ese artículo 1: del 
proyecto de Ley. 

Lo que más sorprende es que el señor Herrero Rodrí- 
guez de Miñón no se ha leído el provecto de Ley, de 
manera que ha utilizado toda la soflama congresual, de 
congreso de partido, para verter aquí, seguramente por- 
que se supone que las cámaras nos están filmando, lo 
que son sus supuestas posiciones sobre la Función Públi- 
ca, pero -con perdón v respondiendo a la verdad- min- 
tiendo descaradamente respecto a lo que el proyecto de 
Ley dice. Porque el provecto de Ley no dice nada de todo 
lo que el seiior Herrero Rodríguez de Miñón ha plantea- 
do, v voy a intentar indicarlo pormenorizadamente. Ha 
faltado a la verdad, si lo quiere en  términos no tan nega- 
tivistas, pero mentir v faltar a la verdad, señor Suárez, es 
exactamente lo mismo v no es incorrección parlamenta- 
ria afirmar una cuestión que después puede ser contesta- 
da en trámite de réplica. (Risas.) 

El señor SUAREZ GONZALEZ (don Fernando): Pido la 
palabra para alusiones. 

El señor MARTIN TOVAL: Digo esto porque hav u n  
elemento clave en este provecto de Lev. El elemento cla- 
ve de este provecto de Lev lo ha centrado el señor Herrc- 
ro Rodriguez de Minón en una frase que ha provocado 
sonrisas, quizá no tanto porque parecía ridicula, quc no 
lo es -al menos a mi criterio-, sino porque resultó 
estéticamente agradable de oír, y es toda la imagen para- 
bólica del navío v del aparejo: España es un navío v su 
aparedjo la Función Pública. 

Pues bien, la utilizo vo tambikn, señor Herrero. Estc 
provecto de Lev tiene como elemento fundamental hacer 
que el aparejo tenga una unidad de dirección, que el 
aparejo funcione unificadamente, que no hava aparejos 
especializados. cuerpos funcionariales que corporativi- 
zan y patrimonializan funciones que responden no a 
ellos, no a los funcionarios, sino a la Administración Pú- 
blica. En definitiva, navio v aparejo lo que pretenden es 
que la principal empresa del país - q u e  lo es la Adminis- 
tración Pública. sea a nivel estatal, sea a nivel de Comu- 
nidad Autónoma, sea a nivel de Corporaciones locales-, 
que esa principal empresa del país funcione en términos 
de eficacia, de modernidad y,  naturalmente, con garan- 
tías de todos los trabajadores a su servicio, unificada- 
mente, que no haya imposibilidad de coordinación de esa 
empresa, que se pueda gerenciar esa empresa, que la ge- 
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rencia no esté el margen de quien el pueblo soberano ha 
decidido que gerencie esa empresa. En algún modo en- 
tiendo que a eso le llaman politizar la Función Pública; 
después hablaremos de ese tema. ¿No o sí? Pero en el 
mejor sentido de la palabra politizar, porque desde el 20 
de noviembre de 1975, la política en este país tiene otro 
sentido al anterior, y politizar es bueno si es politizar en 
democracia y en el marco constitución. ( M u y  bien.) 

Ustedes dicen que no hay un modelo de Función Públi- 
ca detrás de este proyecto de Ley. Miren ustedes, hay tal 
modelo, que se reflejó en el texto frustradamente acorda- 
do -por tanto, no acordad- con ustedes, y ese texto 
responde claramente como modelo al que que está detrás 
del proyecto de Ley. Sin duda, como ustedes saben, y eso 
seguramente es una razón más por la que no aceptaron 
en definitiva cl texto pactado, ese texto pactado no reco- 
ge el modelo de ustedes, porque el modelo de ustedes, 
señor Osorio, hablando con mucha claridad ... IEI serior 
Osorio pide la pulabra.) Señor Osorio, podrá usted intcr- 
venir por alusiones y nos replicaremos mutuamente. Es 
bueno que haya un debate rico sobre la Función Públi- 
ca... 

El señor PRESIDENTE: Señor Martín Tova], será 
cuando el Presidente conceda la palabra. Las citas no son 
alusiones. Con t inúc. 

El senor MARTIN TOVAL: El Presidente dirigirá cl de- 
bate, y siempre bien. IRurnores.) 

Decía que el modelo que se recoge en ese texto acorda- 
do no es un modelo del Grupo Parlamentario Popular. 
Miren ustedes, el modelo de texto alternativo del Grupo 
Parlamentario Popular -y podría citar, no aludir, al se- 
ñor García-Tizón, que bien lo conoce v que últimamente 
ha llegado por aquí- es identico al de la Ley de 1964, 
sólo que donde dice: ((Cuerpos Generales», dice: «Servi- 
cios Civiles)), y donde dice: ((Cuerpos especiales)), dice: 
((Cuerpos Facultativos». ¡Qué majo!, pero queda exacta- 
mente igual. De manera que los Cuerpos Generales, el 
ttknico, el administrativo, el auxiliar y el subalterno, se 
mantienen tal cual y no se integran en ese Cuerpo Gene- 
ral que nosotros queríamos que fuera el gran cuerpo di- 
rectivo de la Administración, que queriamos en común, 
cuando estábamos intentando negociar aquel texto. No 
se integra nada que no sea el TAC, el Cuerpo de Ttkiiicos 
de la Administración Civil. Ese es el modelo del Grupo 
Parlamentario Popular en su texto alternativo. Por tanto, 
que no se venda ese texto acordado como respondiendo 
al modelo del Grupo Parlamentario Popular porque, en 
definitiva, la fijación del Grupo Parlamentario Popular, 
desde su texto alternativo inicial hasta hoy, es que los 
Cuerpos especiales no quedan tocados. Punto. Ese es un 
elemento, sin duda, de la filosofía del Grupo Parlamenta- 
rio Popular, legítima, no digo que no, pero claramente 
contradictoria no sólo con nuestros planteamientos - 
que lo es indudablemente-, sino con las necesidades de 
modernización y de futuro de la Administración Pública 
en nuestro país. 

Hay un modelo, clarísimamente, y porque hay un mo- 

ielo. deja de tener razón el señor Herrero y Rodríguez de 
vliñón cuando afirma que no hay modelo porque hay 
irbitrismo. Y como ha acusado de arbitrismo, tengo que 
mtrar en señalar cómo también en esto el señor Herrero 
'alta a la verdad. Ustedes han centrado el arbitrismo en 
lue se otorga un cheque en blanco en esta Ley al Gobier- 
10; después, ciertamentc, ha hecho un favor al Secretario 
ie Estado para las Administraciones Públicas al identifi- 
:arlo con el Gobierno e incluso con la soberanía nacio- 
ial, pero dejo de lado este tema, porque creo que es una 
rnécdota de su discurso. Cheque en blanco al Gobierno 
3or cuanto hay una real deslegalización de algo que, en 
;u criterio no ha abundado en el análisis constitucional 
le1 tema, pero que, según ustedes, constitucionalmente 
:s reserva -se supone que material- de Ley, artículo 
103 de la Constitución. 

Ciertamente no  hay tal, v no lo hay porque no hav una 
-eserva de Ley. Y es que los artículos 26 y 27 del proyecto 
le Lev de la Función Pública -de ahí que yo dijera que 
altaba a la verdad porque n o  se había leido el texto- 
ion claves; son artículos que permiten que el Gobierno, 
m determinadas condiciones que se señalarán en el cur- 
io del debate, unifique cuerpos, para racionalizar la es- 
tructura administrativa, así corno -artículo 27- pcrmi- 
le adecuar la relación de plantillas tanto laborales como 
runcionariales del conjunto de la Administración del Es- 
lado. 

Pues bien, esas deslegalizaciones reitero quc no son 
contrarias a una posible y presunta reserva de Lcv mate- 
rial -artículo 103 de la Constitución-, que no cxistc en 
tal sentido para los cuerpos y plantillas; que existe como 
Estatuto de la Función Pública, y pormenoriza: incompa- 
tibilidades, carrera, acceso, etcétera, pero, en ningún ca- 
so, e n  cuanto reserva material de Lev para los cuerpos y 
plantillas. 

Además, es igual porque tampoco se rompe la cstructu- 
ra de los artículos 23 y 24 del Estatuto de la Funcibn 
Pública vigente -texto refundido de 1964- por esos ar- 
tículos 26 y 27 del proyecto de Ley. Aquí no se dice que 
no se deban seguir creando por Ley los cuerpos. No se 
dice eso. incluso se crea en este provecto de Ley un cuer- 
po, el Cuerpo de Gestión, en la Disposición adicional ter- 
cera, creo recordar; de manera que no se contradice, se 
faculta al Gobierno para que refunda y unifique con unos 
criterios determinados, y esos criterios condicionantes de 
su acción no  comportan en ningún momento deslegaliza- 
ción. 

Ustedes llegan a afirmar que el artículo 27, fijación de 
plantillas laborales, es deslegalización. Con la legislación 
vigente se fijan por Orden ministerial, luego lo estamos 
legalizando, estamos condicionando aún más la acción 
del Gobierno en este artículo 27 del proyecto de Ley. No 
estamos haciendo arbitrismo, estamos -y ahora dare 
ejemplos suficientemente ilustrativos- haciendo que la 
acción del Gobierno se enmarque mucho más claramente 
en un marco legal fijo e imperativo para el Gobierno. Por 
eso quiero decir que no se ha leído el proyecto de Ley 
porque de personas tan inteligentes no puede pensarse 
que habiéndolo leído diga las cosas que dice. 
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Ustedes saben que estamos hablando del artículo 1.0 ,  
¿Ustedes saben cuál es la situación actual del personal 
funcionario de la Seguridad Social? No está afectado por 
la Ley de la íunción Pública, esta Ley les afecta. Ustedes 
saben que existe la posibilidad de contratados interinos 
en  la legislación vigente. Ustedes saben la cilra a que se 
ha llegado, no precisamente con el Gobierno socialista. 
La saben, señor Suárcz, jsaco las cilras? 

El señor SUAREZ GONZALEZ (don Fernando): Sáquc- 
las. 

El señor MARTIN TOVAL: Vov a los escaños a por las 
cifras. (Risus. Aplurisos.) 

El señor PRESIDENTE: Recuerdo a S S .  SS. que el diá- 
logo parlamentario sicmprc se hace a travks de la Presi- 
dencia. Ruego al señor Martin Tova1 que n o  se dirija a 
los señores parlamentarios. Continúe. 

El senor MARTIN TOVAL: Señor Suárcz, mire usted v 
valga el pari-ntcsis que creo es siempre ilustrativo, hasta 
el 26 de mavo de 1977, v por tanto habilitados como 
funcionarios como consecuencia del Decreto-ley bien co- 
nocido por algunos compañeros de su escaño. se incorpo- 
raron, 3.059 contratados. Entre el 26 de mayo de 1977 y 
el 15 de octubre de 1982, 6.132; total del conjunto. 9.190 
aproximadamente. Desde el 15 de octubre de 1982 hasta 
la fecha, 4.892, todo ello sin contar los 5.200 ... (Riiniores.) 
Di.jcnmc que di. los datos. 

En los organismos autónomos de la Administración 
central. e n  la etapa anterior al 15 de octubre de 1982. 
teniendo en cuenta que ese conjunto de 4.892 integrado 
durante el Gobierno socialista viene a representar del 
conjunto de la etapa un 30 por ciento -aproximadamen- 
te un 26 por ciento-, están incluidos los contratados 
administrativos de la Dircccion General dc Correos, que 
en número de 5.263 ha habido que contratar en la última 
etapa durante el Gobierno socialista. 

Consecuentemente, como yo decía, ha habido contrata- 
dos prioritariamente o principalmente en la etapa n o  del 
Gobierno socialista; pero en todo caso es una normaiiva 
que ahí existe y cn la que el propio Gobierno se autolimi- 
ta, eliminando la posibilidad de que existan contratados 
administrativos. 

Por tanto, dcslegalización, arbitrismo, pero el Gobier- 
no a sí mismo mediante una Lcv - q u e  mayoritariamen- 
te se puede aprobar en esta Cámara- autolimita sus 
facultades, eliminando la posibilidad de contratados ad- 
mi nis t ra t i vos. 

Ustedes han afirmado. además, que ese arbitrismo 
comportaba -v luego me detendrt! algo más cn ello- 
desprofesionalización de la Administración pública. Pe- 
ro. además, en un inciso dc,su discurso, el señor Herrero 
de Miñón ha afirmado, con referencia Ibgica a la inter- 
vención inicial del señor Ministro de la Presidencia, que 
la ruptura tenía otras motivacioncs e n  un sentido o en 
otro. Sobre la ruptura del posible acuerdo sobre el tema, 
sólo voy a decir dos cosas que he reiterado continuada- 

mente, y es que en ese proceso de negociación los nego- 
ciadores que se sentaban a la Mesa habían expresado 
reiteradamente, hasta el último día, su acuerdo con el 
texto y. por tanto, son razones de orden político, extrane- 
gociación, las que rompen el acuerdo. Eso es así y es 
constatable. 

Después quiero hacer otra mención. otra referencia a 
cuestiones sobre el tema, porque la intervención del se- 
ñor Herrero de Minón me obliga a ello. 

El. quizá para acabar pomposamente su intervención 
respecto a este punto, ha hecho referencia a intervencio- 
nes del senor Solana, Ministro de Cultura, en el PEN, me 
parece, y del actual Presidente del Gobierno, tan ausente 
en este momento como el líder de la oposición. (Rumo- 
res.) Y pomposamente, reitero, ha afirmado: si el Gobier- 
n o  socialista mecánicamente aprueba esta Ley. Tambikn 
ha dicho que no es posible negociar con el Grupo Socia- 
lista si no es en público. con luz y taquígrafos; nos ha 
amenazado con que no será posible ningún tipo de nego- 
ciación con el Grupo Socialista si no es mediante luz y 
taq uigrafos. 

Señor Herrero de Miñón. la credibilidad institucional 
la tiene el Grupo Socialista y el Gobierno, no el Grupo 
Popular en este caso. 

Señor Herrero de Miñón, esta negociación, como usted 
bien sabe, se basó en el compromiso -no he hablado de 
í.1 hasta este momento en que vo aquí lo traigo porque 
me veo obligado a ello- de que el Grupo Socialista 
abría ese proceso de negociación sin que de nuestro Gru- 
po surgiera durante todo el proceso de negociación un  
solo comentario público o filtración sobre el tema. Sabe 
que eso se ha cumplido a rajatabla por el Grupo Socialis- 
ta y por el Gobierno, interviniente en esa negociación, 
pese a que lógicamente -y era fruto del pacto tambii-n- 
- el Grupo Popular estaba habilitado para decir las bar- 
baridades que quisiera durante el proceso de negocia- 
ción. 

Se puede negociar con el Grupo Socialista con la con- 
fianza de que se cumplirá lo que se plantea en el proceso 
de negociación, pero, además, porque tiene credibilidad 
institucional. la credibilidad que le otorga el que se ha 
ofrecido un acuerdo institucional con una mayoría sufi- 
ciente como para aprobar ahora esta Ley, y ha sido el 
Grupo Popular quien ha tenido en la mano el texto -el 
texto está aquí, no lo ha tenido en la mano para el, sino 
para España- para realizar el compromiso institucio- 
nal, y ha sido él quien lo ha rechazado. 

Por tanto, no amenacen respecto a que negociarán o no 
negociarán v en qué condiciones. El Grupo Socialista no 
acepta esas amenazas por una razón sencilla: porque es- 
tá dispuesto v seguirá dispuesto a negociar en cualquier 
momento. pongan ustedes las condiciones que pongan; 
pero, por favor, además. no insulten. 

Finalmente se ha hecho referencia en esa intervención- 
marco a la desprofesionalizaci6n y politización que re- 
presentaba el provecto. Reitero de nuevo que no se han 
leido el provecto de Lev. iSaben ustedes lo que actual- 
mente pasa en la Administración pública en relación a la 
provisión de puestos de trabajo? Que dentro de cada 
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Cuerpo o Escala -naturalmente, los Cuerpos altos son 
de pocos miembros normalmcntc, pero los bajos son de 
muchos miembros, y las Escalas de organismos aut0no- 
mos no digamos- el Jefe Superior designa a dedo quien 
va a cada puesto de  trabajo. Lo sabemos todos, ¿verdad? 
Sobre todo en este' lado (Seiicilaiido n los huiicos de lri 
derecltn), que hay más funcionarios; hay más funciona- 
rios cuando están todos, quiero decir fRisns. Riiimres.), 
aunque en este lado tambien los hay. (Serinlaiido o los 
haricos de la i:qiiierda.) 

Pues bien, esta Ley hacr que deje de ser libre designa- 
ción la provisión de  puestos de  trabajo. No la han leido 
ustedes. Si quicrcn les leo el prcccpio, porque da la ini- 
presibn -reiter* de que ustedes no la han leido. De 
manera que se pasa de una situación de libre designación 
«digitalianan a un concurso de mgritos donde se dice 
cuales serán los meritos y donde no se prima la antiguc- 
dad como preferente merito. Y me dicen ustedes que es- 
tamos rompiendo la profesionalidad en la Adminisira- 
ción pública al querer controlar politicamente, sectaria- 
mente. los funcionarios públicos. Señores, ustedes no son 
serios, es, que no se leen las Leyes o comentan de memo- 
ria y en base a las ponencias congresuales de su Partido, 
pero no a las Leyes que aqui estamos discutiendo. 

Ha?. más. <Ustedes saben lo que pasa cuando a un Jefe 
de  sección. nivel 24 en la actual adscripción de ni\*eles de 
la Administracion pública, lo cesan por libre tadigitalini- 
dad.? Que pasa a nivel 1 1 .  Y eso desde hace tres años. 
producto de las negociaciones de las centrales sindicales: 
antes -me dirijo a ustedes por razones obvias mas que a 
otros- se iban a lo profundo de los abismos de los nive- 
les de  la Administración. De manera que a un Jefe de 
seccibn de nivel 24 lo cesa el superior, porque lo puede 
cesar actualmente, y se va al nivel 1 1  de retribuciones. 
Por tanto, menos del 50 por ciento de sus retribuciones. 

¿Ustedes saben lo que hace esta Ley? Lo explico por- 
que a lo mejor no se la han leído. Con esta Ley a ese Jefe 
de  sección de nivel 24 lo más que le puede pasar es que lo 
pongan en un puesto de trabajo de  retribucibn del nivel 
22. dos grados por debajo del puesto que ocupa y que 
tiene como pertenencia propia. Y para la carrera admi- 
nistrativa ese grado 24 le sirve para ocupar puestos de 
trabajo hasta de  nivel 26. La carrera administrativa fun- 
ciona en base a la promoción profesional, no en base a la 
aplicaci6n del dedo. porque como la provisión de puesto 
de  trabajo se hace por concurso de  meritos profesionalcs 
y no por el dedo aplicado hasta ahora, sin duda lo que 
hace esta Ley -seiiorias, lo siento en el alma porque les 
rompo el argumento- es profesionalizar. Lo que hace 
esta"Ley es despolitizar. 
Las Leyes que teníamos hasta ahora, en su mayoría 

provenientes del franquismo -hay que decirlo, y con 
claridad-, politizaban por razones obvias, porque está- 
bamos en una dictadura, politizaban en el mal sentido al 
que ustedes se refieren; pero ahora, afortunadamente. es- 
tamos en una democracia y por eso el proyecto socialista, 
como, sin duda, seguramente -lo tengo que reconocer 
así- el Grupo Popular, con otro sentido y quizá defen- 
diendo más a unos determinados Cuerpos y no poniendo 

antas incompatibilidades, plantearía, porque en denio- 
,racin. scnorias, no es posible ya el etspoil system», el 
istcma de cxpoliacicin. ¿Por que? Porque el sistema dc 
xpoliacibn era el antcrior, el de los contratados admi- 
iistrativos, el sistema de cxpoliacicin era el de los cvcn- 
uales indiscriniinados, mientras que esta Ley -como hc 
-eiterado antes- acaba con los contratados administra- 
¡vos y acaba. de hecho, con los eventuales indiscrimina- 
ios. La cesantía, y todo su discurso sobrc la cesantía ha 
quedado muy majo, muy bien cstthicanicntc, pero no rcs- 
w n d e  en absoluto a la realidad. Usted, scnor Herrero di* 
blitión, ha hecho un discurso sobrc la Funcicin Pública 
iccimonrinico, coino corresponde a las posiciones de su 
Grupo al  respecto, pero aqui estamos en una Ley modcr- 
na. y de la modernidad que, lasiirnosamente de nuevo, la 
derccha liberal conservadora no puede apoyar porque no 
2s moderna y seguramente tampoco liberal. (Ap1aiiso.r eii 

los haiicos de la i:qiiierdu.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Señor Suárcz y señor Osorio, por su orden, ¿que quie- 

ren sus señorías? 

El señor SUAREZ GONZALEZ (don Fernando): Conics- 
tar  a las alusiones. señor Prcsideiitc. 

El señor PRESIDENTE: Le \.o? a leer, porquc supongo 
que el señor Osorio quiere lo mismo, el articulo 71 del 
Reglamento: "Guando, a juicio de la Presidencia, cn el 
desarrollo de los debates sc hicicrcn alusiones, que impli- 
quen juicio de valor o inexactitudes, sobrc la persona o la 
conducta de un Diputado, podrá concederse al aludido el 
uso de  la palabra por tiempo no superior a tres minutos, 
para que. sin entrar en el rondo del asunto en debate, 
conteste estrictamente a las alusiones realizadas». 

La Presidencia considera que las citas que han hecho a 
ustedes en todo caso son citas de autoridad. pero no alu- 
siones. No hay palabras. IRiciiiores.) 

Señor Herrero Rodriguez de Minón, tiene la palabra. 

El señor HERRERO RODRICUEZ DE MINON: Brevi- 
simamente, señor Presidente. Me gustaria, para mejor 
comprensión de la Cámara y de la opinidn pública que 
atiende a este debate, introducir cierto orden e n  C I  dis- 
curso del señor Martin Toval. pero pese a mi buena vo- 
luntad es bastante dificil, dc manera que no voy a poder 
da r  el mensaje unitario de rcspucsta a la argumcntacirin 
ligeramente barroca del scfior Toval. 

Señor Toval, usted se ha referido al acuerdo, a que 
están abiertos al acuerdo, a que el Presidente se refiriri al 
acuerdo. El Presidente Gonzálrz se ha referido a muchas 
cosas, ninguna de las cuales ha llegado a plasmar en la 
realidad. Entre otras cosas, sc ofrcción un pacto institu- 
cional sobre el desarrollo del articulo 149 de la Constitu- 
ción que  estamos todavfa esperando que Ileguc: aqui. Han 
llegado fragmentos de  los fragmentos, porque esto es un 
fragmento del Estatuto de la Función Pública que nunca 
llegó. Pero ya que insisten tanto en el tema, nosotros 
desde ahora se lo decimos: estamos abiertos a sus ofertas 
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de pactos institucionales realizados en esta Cámara con 
luz v taquígrafos v sobran conversaciones privadas. 
;Quedan enterados? (Runiores.) 

Segundo, usted ha dicho que sí existe un modelo aun- 
que vo lo negaba. Y o  no lo negaba, lo negaba el Ministro 
hace diez minutos o media hora. Decía que no tenían un 
modelo previo porque &te debía surgir de la praxis de 
una serie de reformas parciales. Lo ha dicho el Ministro. 
Aquí consta en acta y ,  por supuesto, es evidente que no 
tienen ustedes modelo cuando podían adoptar uno de los 
nucst ros. (Rirriiores.) 

Se ha rcíerido usted a la politización. La politización 
no es buena ni siquiera en democracia. La politización de 
la Administración pública es un disparate en democracia 
y el sistema de expolio es una creación precisamente de 
un sistema democrático incipiente, el sistema ultradc- 
mocrático de los Estados Unidos. que estableció un siste- 
ma de politización de la Función Pública del que los 
Estados Unidos, cuando fueron desarrollando y mcjoran- 
do su aparato administrativo, fueron apartándose pro- 
gresivamente. El sistema de expolio n o  lo han inventado 
los regímenes prcdcmocráticos; el sistema de expolio no 
lo practican las dictaduras. que simplemente mantienen 
a sus agentes al mando de un aparato administrativo 
más o menos politizado. Lo que se llama tkcnicamcntc 
sistema de expolio es que cl partido lcgítimamcntc gana- 
dor en  unas elecciones democráticas hace mangas y capi- 
rotes de la Función Pública y politiza a los funcionarios. 
Eso es tan peligroso en democracia como en cualquier 
otro sistema y tan malo si lo hace la izquierda como la 
derecha, y es lo que y o  digo que esta Ley posibilita y lo 
que usted curiosamente ha reconocido que en  dcmocra- 
cia es hasta aceptable. (Vurios srriorrs Dipirtudos: No, rio.) 
Consta en acta. 

El scnor PRESIDENTE: ;Silencio!, por favor. Conti- 
núe. scnor Herrero. 

El scnor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: A tra- 
ves de la Presidencia, a la que siempre me dirijo. y 
aconsejo a quienes quieran corregir el acta antes  de que 
se imprima, que pasen por Taquigrafos y hagan las co- 
rrecciones. (Rtrriiores.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Herrero, la fidelidad de 
las actas está bajo la vigilancia de los servicios de la 
Cámara. 

Con t inúc. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Recti- 
fico, señor Presidente. Tiene plena razón y rectifico mi 
afirmación. 

Por último, el señor Toval ha dicho que no sabíamos la 
Lcv v que realmente no se mantenían en la Ley afirma- 
ciones como la rcfcrcntc a la consolidación de la situa- 
ción de  los interinos o como la del dcscmpcno indistinto 
por funcionarios de cualquier puesto de  trabajo, que la 
iev no decía eso. 

La Lcv dice textualmente, la tengo delante. que los 

puestos de trabajo serán de adscripción indistinta para 
todos los funcionarios incluidos en el ámbito de aplica- 
ción de  esta Ley. Eso dice textualmente la Ley y ,  por 
supuesto, como ... (El señor Runios Femández-Torrecilla: 
Siga levendo.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Ramos, por favor. 

El senor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Los rc- 
presentantcs del Grupo mayoritario en esta Cámara me 
reconocerán que cuando planteamos temas así, tan de 
bulto como la fusión entre la misión de los archiveros, v 
la misión del Cuerpo General de Prisiones o del Cuerpo 
de Correos se nos dijo que, efectivamente, ese era el ca- 
mino a seguir. 

Por supuesto, si la Disposición transitoria sexta permi- 
te la consolidación de las situaciones de intcrinazgo, vo 
quiero señalarles que en el provecto de Ley de Rtigimcn 
Local que han enviado a esta Cámara, v que será debati- 
do en el próximo Pleno, se remiten ustedes a esta misma 
Ley, con lo cual la consolidacion de los interinazgos que 
han creado ustedes en el campo local, y que son bastaii- 
tcs decenas. por no decir centenas de miles de personas 
(Rtmores . ) ,  que, por cictio, han aumentado bastante el 
deficit dcsdc e l  ano 1979, tambikn se v a n  a consolidar al 
amparo de las disposiciones de esta Ley. 

Scnor Toval, yo he hecho un planteamiento político 
unitario. Usted, de manera que no voy a calificar, y con 
cierta agresividad verbal, nos ha acusado de todo, de no 
haber leido una Ley que yo acabo de citar textualmente. 
de no conocer lo que son las cosas. de tener intenciones 
aviesas. 

Lo que y o  le decía, es que esta Ley deslegalizaba, que 
esta Ley deslegaliza, y no me lo puede negar, y Espana 
entera. cuando lea el ((Boletín Oficial del Estado)). si es 
que ustedes persisten en su errónea posición. verá que 
deslegaliza. y que esta Ley y o  decía es un cauce de politi- 
zación, y usted es lo únco que n o  ha negado, que es un 
cauce de politización; y y o  le digo que desprofesionalizar 
la Función Pública y ponerla al capricho de los hombres 
que, legitimados por el v o t o  popular, lleguen pcriódica- 
mente al poder, sea cual sea su color, es peligroso, por- 
que por muy buena que sea la intención de quienes tic- 
ncn el poder, si esos hombres, de izquierda o de derecha, 
llenos de buena intención, no están limitados por el prin- 
cipio de legalidad, esos hombres abusarán del poder. 

Esa es la experiencia universal, esa es la experiencia 
que España ha tenido durante gran parte del siglo XIX, y 
esa es la experiencia que ustedes están en trance de resu- 
citar. Que me digan que eso es modernizar a Espana. 
volver a un sistema del que salimos a principios de este 
siglo. es algo tan pintorcsco como la afirmación del Pre- 
sidente Gonzálcz de que el cambio consistía en que Espa- 
ña funcionase. ¡Ya vemos cómo funciona Espana! Mu- 
chas gracias. ( A p l ~ i i ~ o ~  eii los buricos de Iu derecha. Rirrm- 
res.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Herre- 
ro. 
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El señor Martín Toval tiene la palabra para replica. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente. señorías. 
señor Herrero, mire usted, pudo concederle que su dis- 
curso -por lo demás muv escrito, conforme ha habido 
ocasión de constatar en la fotocopiadora correspondiente 
que lo ha fotocopiad- ha sido más pensado que el mío. 
El mío ha querido ser respuesta al suvo. Es bueno que el 
debate se produzca as¡. Es bueno que el debate, para que 
sea vivo, para que tenga argumentos adaptados a los del 
litigante, sea un debate. no va preparado como el suvo 
(Risus.) ,  sino un debate en el que el papel no cstC tan 
rehecho y previamente hecho como el suvo. Porque, cla- 
ro, así es posible ciertamente que, como vo he indicado 
antes, usted base sus posiciones, no en la lectura atenta 
de la Ley, que ahora tendremos ocasión de leer (dos cosas 
voy a leer despues, para que ustedes se sientan plena- 
mente satisfechos), n o  sólo en la lectura dc las ponencias 
programáticas de su Partido, señor Herrero, y esto se lo 
digo muy en serio, no en el nivel si usted quiere distcndi- 
d o  que hasta ahora afortunadamente ha tenido este dc- 
bate. 

N o  admito, señor Herrero -aunque usted, obviamcn- 
te, reiterará esa práctica-, la utilización malversada de 
mis palabras; no se la admito. ¿Me entiende? Porque vo 
en ningún momento he afirmado, señor Herrero, que sea 
buena o que n o  sea mala la politización de la Función 
Pública. Es mala. N o  lo he dicho, reitero. He afirmado al 
referirme a este tema de la politización que hay un con- 
cepto genérico de politización v que ustedes, desde la 
derecha, atacan pevorativamentc a la politización (( in gc- 
ncre» no de la Función Pública. He indicado que la poli- 
tización en democracia es buena v que desde el 20 de 
noviembre de 1975, a mi casi toda la politización, salvo 
algunos supuestos concretos, me parece buena. El ataque 
a la política por la política no es bueno, v menos cuando 
se hace desde esta Cámara. Otra cosa aparte -v de ahí 
la malversación de mis palabras por el señor Herrero de 
Miñón- es la politización de la Función Pública v el 
sistema de expolio de la Función Pública, que, evidentc- 
mente, señor Herrero, todos conocemos lo que es v lo que 
significa. Usted también conoce, sabe v entiende que de 
ninguna de  las maneras es posible hov en este pais un 
sistema de expolio, que no sólo n o  se ha producido, uno, 
sino que, dos, esta Ley de ninguna de las maneras abre el 
portillo. 

Ustedes saben que la Disposicion adicional sexta no 
permite, efectivamente, porque se impide en la Lcv, que 
existan va contratados administrativos. La Ley dice que 
no hay contratados administrativos; ya no entra gente a 
dedo en la Administración Pública, que es lo que se hacía 
antes; va no se entra a dedo. ¿Saben ustedes lo que dice? 
Como no se entra a dedo, ¿qué hacemos a partir de  ahora 
con esos senores? Ahí espero que SS. SS. estén de acuer- 
do, como la mayoría de  los sindicatos, en que les demos 
una oportunidad para que consoliden su situación en la 
Administración Pública. ¿ A  quién se va  a dar  esa oportu- 
nidad? Mayoritariamente, a los contratados por Gobier- 
nos anteriores. El Gobierno socialista ha sido el primer 

Sobicrno y no me digan que no, que no sabe de que va la 
;osa. (Riciiiores.) 

El señor PRESIDENTE: Continúe sin dialogar, señor 
Martín Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: El Gobierno socialista ha 
sido el único Gobierno que ha cumplido un Decreto-lcv 
bien conocido por algunos señores de esta Cámara no 
prorrogando contratos administrativos pasado el ano, n o  
prorrogando el contrato pasado el año a los contratados 
administrativos propios, es decir, contratados por el Go- 
bierno socialista, porque propio no quiere decir propic- 
dad en este caso. Lo que hace la Disposición adicional es 
resolver ese problema fundamentalmente a los contrata- 
dos administrativos de etapas anteriores. Por tanto, son 
los contratados por muchos de ustedes (dirigikirúose u los 
senores Dipiitudos de los rscutios de la derechu), alguno 
que fue Ministro en etapas anteriores contrataría tam- 
bien a alguien. (Ut i  serior Diputado: A Moscoso. Risus) 

Se  sigue afirmando (y yo  e n  mi discurso barroco n o  
tcngo más remedio que recogerlo) que el Gobierno socia- 
lista n o  tiene modelo, aquí se ha afirmado que n o  tiene 
modelo el provecto de Ley. De nuevo otra malversación 
de palabras por el scnor Herrero. ¿Que no se define un 
modelo en cl provecto de Ley? De acuerdo, no se dcficnc; 
pero ¿que hav un modelo? S i n  duda, al que se llegará 
como consecuencia de la aplicación del provecto de Lcv. 
y ese modelo, e n  lo sustancial, es el que estaba en los 
acuerdos frustrados con el Grupo Popular y con otros 
Grupos de esta Cámara. Porque el acuerdo institucional. 
señor Herrero, se producirá con luz v taquígrafos, porque 
así será posible que nos enteremos de por que el Grupo 
Popular rompe los acuerdos. Cuando hava luz y taquigra- 
los será posible que esa entelequia de no saber bien por 
que se rompe el acuerdo, no decir las razones y afirmar 
textualmente: n o  tcngo razones que dar.  Seguiremos ha- 
blando, pero s in  romper acuerdos. Eso, con luz v taquí- 
graíos. espero que se pueda conocer en otra ocasión. 

Senoria. usted ha afirmado que yo, en mi discurso ba- 
rroco, no he hecho sino contradecir cosas, pero sin argu- 
mentarlas o afirmándolas sin el suficiente soporte. Usted 
ha leido el artículo 14.2 de la Lev como soporte de su 
argumentación de desprofesionali/.ación, politización, 
sistema de expolio, ctcktcra (esta Ponencia del Grupo 
Parlamentario Popular en su Congreso) que la Lcv prc- 
tendc para los funcionarios. Dice, efectivamente, el artí- 
culo 14.2.: «Los puestos de trabajo serán de adscripción 
indistinta para todos los funcionarios incluidos en el ám- 
bito de aplicación de esta Ley. Unicamcntc podrán ads- 
cribirse con carácter exclusivo puestos de trabajo a fun- 
cionarios de  un determinado Cuerpo o Escala cuando tal 
adscripción se derive necesariamente de la naturaleza v 
de la función a desempeñar en ellos y en tal sentido lo 
determine el Gobierno. a propuesta del Ministro de la 
Presidencia)). El número 3 dice: uLas relaciones de pucs- 
tos de trabajo serán púbiicasn. 

Mire usted, esto lo que significa es que cs lo que se 
quiere, y es razonable -y no sólo razonable, sino racio- 
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nal y modernizador-. es decir, que los Cuerpos no mo- 
nopolicen los puestos de trabajo. Los puestos de trabajo 
corresponden a la Administración Pública. Las funciones 
corresponden a la Administración Pública. Unas funcio- 
nes se adscribirán a determinados Cuerpos porque tienen 
especialización profesional para realizarlas. pero eso no 
significa que tengan el monopolio de esos puestos de tra- 
bajo. Eso es lo que establece esta Ley. Lo establece y,  
pjo,  señorías!, también el acuerdo - e n  eso no contesta- 
do- con el Grupo Parlamentario Popular. 

Decía el articulo 19 de ese texto pactado con el Grupo 
Parlamentario Popular y frustrado, al parecer, por las 
transitorias, pero no por el articulo 19.2, espero; decía: 
aLos puestos de trabajo serán de adscripción indistinta 
para todos los funcionarios incluidos en el ámbito de 
aplicación de esta Lev.. 

Seriedad v lectura de papeles, señorías, v no hablen 
nunca de memoria ni malversando las opiniones de los 
demás. (;Muy bien! Aplausos en los escaños de la izqiiier- 
da. El setior Sudrez Gonzalez. don Fernando, pide la pala- 
bru.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
Senor Suárez, la Presidencia considera que se ha hecho 

una referencia generica a que ex Ministros de ese Grupo 
habían realizado contrataciones administrativas. Sobre 
ese extremo, que es juicio de valor o puede ser inexacti- 
tud, v a esos solos efectos, le dov la palabra. Si se excede, 
como dice el artículo 31 del Reglamento, se la retirarti. 

El scrior SUAREZ GONZALEZ (don Fernando): Señor 
Presiden te.. . (Rrirnores.) 

El scnor PRESIDENTE: ;Silencio, por favor! 

El señor SUAREZ GONZALEZ (don Fernando): No de- 
seo ni mínimamente entorpecer la labor de vuestra seño- 
ría. 

El señor PRESIDENTE: Attingase a la cuestión. 

El señor SUAREZ GONZALEZ (don Fernando): Si no 
sc' puede hablar a fondo de las cuestiones, prefiero no 
hablar. (Aplaiisos en los escaiios de lu derecita.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Suárez. S. S. tiene que 
respetar el Reglamento como todos los Diputados de esta 
Cámara v los acuerdos de la Junta de portavoces suscri- 
tos por su Grupo Parlamentario. En esos acuerdos se pre- 
vi. una intervencibn que creo que ha sido suficientemente 
amplia v generosa v es injusto para la Presidencia que 
diga S. S. que no se puede hablar. (;Miry bien!. ;Muy biett! 
Aplaitsos en los esca,ios de la izquierda. El  seiior Osorio 
pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Osorio. 

El scnor OSORIO GARCIA: Señor Presidente, S. S. se 
ha referido a que ha habido una alusión a anteriores 

Ministros que habían realizado contrataciones adminis- 
trativas. ¡El señor Martfn Toval: Seguramente.) 

Me permitirá el señor Presidente que le diga que esta 
es una cuestión de fondo. 

El senor Martín Toval hacía referencia a contratos ad- 
ministrativos y citaba un Decreto-ley de marzo de 1977, 
Decreto-ley del cual fui autor yo como Ministro de la 
Presidencia, y quiero que quede constancia, en la misma 
línea de lo que ha dicho el señor Martin Toval, que ese 
Decreto-ley. firmado por el entonces Presidente del Go- 
bierno, pero redactado por el entonces Ministro de la 
Presidencia y Vicepresidente del Gobierno, y que forma 
parte del Grupo Parlamentario Popular, precisamente lo 
que ponía era límites a la contratación de funcionarios 
por un período de más de un ano. 

Eso es todo. 

El señor PRESIDENTE: Muv bien. 
Tiene la palabra el senor Cuatrecasas para defender las 

enmiendas del Grupo de Minoria Catalana al articulo 1 .U 

(Miinnirlhs.) 
;Silencio, por favor! 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, si no recuerdo mal, 
estamos en el debate sobre el artículo 1 .<O de este proyecto 
de Lcv que hoy llega al Pleno. Mi Grupo querrá ccntrar- 
se, por tanto, en el contenido de este artículo 1 ;*, al cual 
tienc planteada una enmienda. Hará un esfuerzo, porque 
este Capítulo I realmente es fundamental para la inter- 
pretación de todo el proyecto de Ley, para ver la dimen- 
sibn que este proyecto de Ley otorga a estas medidas 
para la reforma de la Función Pública. 

El señor PRESIDENTE: Perdbn, señor Cuatrccasas. 
¿va a defender tambikn las enmiendas al Capítulo I? 

El senor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: No, señor 
Presidente. al artículo I :' Mi Grupo va a intentar centrar- 
se en ello, haciendo, por tanto, la rcflexibn, como han 
hecho otros senores Diputados que me han precedido en 
el uso de la palabra, sobre el contexto global de la Lcv, 
pero sin entrar en excesivas disquisiciones, barroquismos 
ni cuestiones que quizá no vengan al caso de un debate 
que ha de tener la seriedad conveniente. En este aspecto, 
sinceramente, ante lo que he oído anteriormente, querría 
manifestar primeramente. antes de entrar cn esta consi- 
deración que he anunciado, que mi Grupo no tienc voca- 
cibn de fiscal para entrar en los dimes y diretes de la 
negociación entre el Gobierno y el Grupo Popular que, 
sorprendentemente. nos ha expuesto el senor Ministro de 
la presidencia. 

Afortunadamente, mi Grupo me parece que se ha guia- 
do, se guia y se guiará por unos criterios de objetividad y 
para dar. en deinitiva, a la política v a la función parla- 
mentaria aquella altura v aquel nivel sin el cual los ciu- 
dadanos -v en definitiva las personas a las cuales afecta 
este provecto de Lev- poca cosa podrían comprender de 
lo que aquí estuviésemos debatiendo. 
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Evidentemente, podríamos hacer consideraciones so- 
bre las negociaciones mantenidas entre el Gobierno y el 
Grupo Popular, por qué no, pero, señores, ahora estamos 
iniciando un debate sobre un proyecto de Lev, con unas 
enmiendas vivas mantenidas para este Pleno, sobre las 
cuales, lógicamente, sería deseable que no prejuzgáse- 
mos si van a ser admitidas o no, o si este provecto de Lev 
es mejorable o no, y nos ciñésemos a este contexto, por- 
que si el debate se circunscribe pura y exclusivamente a 
un intercambio de opiniones entre la oposición (el Grupo 
Parlamentario Popular) y el Gobierno sobre lo que qui- 
sieron hacer y no llegaron a realizar, poca utilidad va a 
tener este debate. 

Otra cuestión que querría poner de relieve. es que, en 
su intervención, realmente soprendente, el señor Minis- 
tro -y lamento que no estk aquí presente, pero me pare- 
ce que la alusión es totalmente obligada- ha manifesta- 
do que. a diferencia del Grupo Popular, ellos habían ne- 
gociado, que habían llegado casi a un acuerdo v que en el 
último instante todo esto se fue al traste, despues, preci- 
samente, de las elecciones catalanas (por tanto, ha hecho 
una fijación temporal de la ruptura de este acuerdo) y ha 
invocado la actitud de otros Grupos, refiriendose a altas 
instancias de Comunidades Autónomas, que han conoci- 
do este proyecto de Ley y que, en definitiva, han cxpresa- 
do al Gobierno cuáles eran sus criterios. 

La referencia en cuanto a que han existido estas con- 
versaciones es perfectamente válida. Pero yo le diría al 
señor Ministro que no se anticipe. porque de lo que aquí 
se trata es de discutir este proyecto de Lev, de debatir 
nuestras enmiendas v nosotros, en cada articulo y en 
cada Capítulo, diremos concretamente en lo que estamos 
de acuerdo y en lo que no estamos de acuerdo. Por tanto, 
me hubiera complacido mucho más, sin esa valoración 
inicial del señor Ministro, poder expresar libremente 
cuál es el criterio de mi Grupo sobre este provecto de 
Ley. 

Entrando va en el fondo de la cuestión del artículo I ..I, 
¿qué hace este artículo l:, al cual nosotros hemos pre- 
sentado una enmienda? Deslindar de una forma clara 
-y nos parece positivo que se haga- preceptos que tie- 
nen carácter básico, según lo previsto en el artículo 
149.1.18.' de la Constitución, y otros preceptos que, por 
tanto, afectan concretamente a la Administración Civil 
del Estado y ,  en definitiva, a los organismos a ella t'incu- 
lados que aquí se enumeran. Se está, por consiguiente, 
configurando el sistema de las diversas Administraciones 
Públicas con un diferente tratamiento, digamos en tanto 
en cuanto la Ley tiene unos preceptos de universal apli- 
cación a todas las Administraciones Públicas, y,  despuks, 
otros preceptos que son, única y exclusivamente, de apli- 
cación para el personal al servicio de la Administración 
Civil del Estado, y organismos a ella anejos, con una 
función también de carácter supletorio. 

Que ello se haga aquí, que se haga de la forma que 
aquí se ha planteado, no nos parece mal. En este aspecto 
no me duelen prendas decir y repetir, en definitiva, lo 
que ya mi Grupo dijo en el debate de totalidad en cuanto 
a la filosofla de esta Ley, lo que incide plenamente en 

este artículo 1:: que se haga ahora un avance importante 
en la configuración de lo que ha de ser la Función Públi- 
ca en el Estado de las Autonomías, que se precisen prin- 
cipios básicos que den cumplimiento va a lo que impone 
el  artículo 149.1.18.* de la Constitución, a íin de que pue- 
dan organizarse las diversas Administraciones Públicas 
del Estado en función precisammtc de estas bases y aco- 
meter, de una vez por todas, el desarrollo legislativo ne- 
cesario. Que esto se haga de la forma que aquí se hace, 
nos parece bien. 

Discreparíamos si se atribuyese a este tratamiento que 
aquí se da un carácter de mera temporalidad, intcrpre- 
tando el concepto de temporalidad como provisionali- 
dad, que quiere decir que manana puede modificarse ra- 
dicalmente lo que aquí se establece. Porque, si alguna 
critica habremos de hacer a esta iev  en Capítulos postc- 
riorcs -v no querríamos tenerlo que hacer en este artí- 
culo 1 .II- es que de su contexto se desprende, más de una 
VKZ. una notable inseguridad. El Gobierno tiene la obli- 
gación de aclarar en este debate público que realmente 
no pretende esta inseguridad y que no pretende un arbi- 
trismo (E1 serior Vicepresiderite, Verde i Aldea. ociipu lu 
Presiúericiu.), sino que está dando cauce -y nos parece 
bien el planteamicnt- a una reforma que, por lo com- 
pleja, por lo delicada, puede ser pcrtectamcntc válida la 
postura que se ha adoptado, en el sentido de ir avanzan- 
do, dc ir tratando la problemática complejísima que 
sicmprc representa la reforma de una Administración 
Publica y,  a la vista de los resultados, sobre todo, con 
diálogo entre todas las partes interesadas, ir adoptando 
aquellas medidas para, al final. completar el cuadro dcfi- 
nitivo dc la FunciOn Pública en Espana. 

Pero no se invoque tanto el remitir a un estatuto final 
el tema de la Función Pública. que lo que aqui se debata 
sean pasos ciertos y seguros para dar a los funcionarios 
afectados, en primer lugar, v en definitiva a todos los 
ciudadanos, aquellas seguridades jurídicas que merecen, 
sobre lo que se va a hacer. Además, en este campo el 
Gobierno tiene posibilidades concretas de avanzar muy 
sobre seguro, con el debate necesario, sin asumir, por 
tanto, responsabilidades muy grandes, que serían las que 
debería asumir si lo hiciese sin este contraste con todos 
los sectores de opiniones, de pareceres, que justamcntc 
está empezando, porque ahora se está conociendo la di- 
mensión real de lo que se pretende hacer. y el Gobierno 
habrá de ir informando sobre ello. 

Por tanto, de la misma manera que aquí se contienen 
preceptos de carácter básico de universal aplicación a 
todas las Administraciones Públicas. a partir de los cua- 
les estas Administraciones públicas y ,  en concreto, las 
Administraciones autonómicas, van a poder empezar a 
legislar y a crear su propia FunciOn Pública, la Adminis- 
tración del Estado se verá afectada por aquellos otros 
preceptos que no tienen este carácter básico, pero que sí 
sientan criterios que requieren de un posterior dcsarro- 
110, y este posterior desarrollo sería bueno que el Gobicr- 
no no lo circunscribiese a un puro ejercicio reglamcnta- 
rio, con la acusación de arbitrismo que esto puede conllc- 
var, sino que siempre que sea necesario traiga a esta 
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Cámara cuantos proyectos de Ley estime oportunos. para 
ir completando y desarrollando los principios que, en 
definitiva, son los que se contienen en esta Ley. 

Si asi lo hace, pienso que el camino que ha planteado 
puede ser válido. Veremos qué resulta, veremos si al final 
de  este debate, después de  oír opiniones (que n o  se limi- 
ten pura v exclusivamente a este intercambio al que hc- 
mos asistido anteriormente, y que me parece que poco 
enriquece lo que los ciudadanos desean oír de  nosotros), 
tras el examen de todas las enmiendas y cuando el Go- 
bierno nos haya aclarado este aspecto. Si realmente ha 
planteado bien lo que se refiere al personal al servicio de 
la Administración Civil del Estado v desea comparecer 
en esta Cámara tantas veces como sea necesario con 
proyectos parciales, concretos, especificos. en aquello 
que estime importante y oportuno, más que reservarse 
de  forma omnimoda el procedimiento reglamentario, 
pienso que habremos dado un gran paso en la tranquili- 
dad de muchos ciudadanos, los cuales en este momento, 
posiblemente por desconocimiento, posiblemente porque 
están a la espera de  lo que se les concrete, de lo que se les 
precise, pues aún no existen los órganos de diálogo ade- 
cuados que esta Lev preve -y nos parece positivo que 
existan en esta Lev esos órganos de diálog-; cuando 
todo este engranaje entre en funcionamiento y se haga 
realmente con luz v taquigrafos,.como se dice, aquí, mi 
Grupo n o  escatimará en absoluto su colaboración para 
que este esquema vava adelante. 

Es demasiado importante el tema de la Función Públi- 
ca. es demasiado importante el desarrollo legislativo que 
han de acometer sin demora las Comunidades Autbno- 
mas. que en este momento va tienen responsabilidades 
muv importantes sobrc sus espaldas y que no pueden 
estar bloqueadas en espera de  lo que nosotros hagamos 
aquí, para que esto pudiera fracasar. Pero hágase, con el 
dcbatc nccesario, en esta Cámara, no cn otros ámbitos. Y 
si se negocia, que sea una negociación de verdad, para 
dcspu&, aquí, no traer los dimes y diretes de esta nego- 
ciación, sino los resultados objetivos a los cuales se ha 
llegado. Y si n o  se ha llegado a este resultado, intdntcsc 
avanzar en el debate sobrc enmiendas y no se entre en 
Disposiciones, que a nada bueno conducen, sobre el pro- 
greso que ha de tener la política v la actividad parlamcn- 
taria en Espana. 

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias. 
sehor Cuatrecasas. 

Para la defensa de la enmienda número 200 ,  del Grupo 
Parlamentario Vasco. tiene la palabra el scnor Monfortc. 

El señor MONFORTE ARREGUI: Senor Presidente, se- 
norias, me corresponde intervenir en un momento e n  que 
la atención se ha desviado a un elemento externo, como 
es el de la ruptura de esa luna de miel entre la Coalición 
Popular y el Partido Socialista, idilio administrativo so- 
bre el cual no vamos a entrar en consideraciones. 

Cuestiones de  confidencias y confesionarios aparte, si 
antes aquí se ha planteado una lista de  ausencia, tengo 
que constatar que, independientemente de  que falte del 

Presidente del Gobierno y de que falte el Jefe de la oposi- 
ción de  Coalición Popular, en estos momentos la lista de 
ausencias es mucho más numerosa. 

Como cuestión previa a las enmiendas que tiene pre- 
sentadas mi Grupo, quisiera formular unas consideracio- 
nes en el sentido de  que en este proyecto de Lcv cabe 
diferenciar dos grandes bloques. Por un lado, el relativo 
a las líneas generales, las líneas maestras de la reforma 
de  la Administración publica. Por otro, su incidencia en 
aspectos autonómicos por la implantación del Estado de 
las Autonomías. 

Se ha dicho en algún momento, fuera de esta Cámara, 
que el Grupo Parlamentario Vasco, PNV, apoya este 
provecto de Lev en la medida en que hemos resuelto los 
problemas autonómicos, que eran los que a nosotros nos 
preocupaban. Tengo que decir que esto es absolutamente 
falso v que no se corresponde con la realidad, porque 
seguiinos manteniendo diferencias importantes en los te- 
mas autonómicos, como lo demuestra la presente en- 
mienda número 200 y otras que defenderk a lo largo de 
este debate. 

Tengo que reconocer que ha habido mejoras importan- 
tcs en los procesos anteriores, de las cuales nosotros nos 
felicitamos. Ahora bien, este dato, con ser importante y 
vital para nosotros, no minimiza ni permite ignorar el 
conjunto de la Ley. 

Desde esta perspectiva -y tengo que decir que el se- 
nor Ministro ha senalado que, efectivamente, nosotros 
estamos de acuerdo con estas líneas generales, y es ver- 
dad- de contribución a una política de Estado, nos pa- 
rece absolutamente imprescindible la reforma de la Ad- 
ministración que se pretende con el presente proyecto de 
Ley y que se acometa. de una vez por todas. la reforma 
de la Administración, 

N o  basta con meras declaraciones de intenciones por- 
que, al final, la palabra ureforma» se va a quedar en un 
tópico. Hace falta abordar la innovación de unas estruc- 
turas obsoletas y anquilosadas, ancladas en el pasado. 
Para ello, hay que terminar, entre otras cuestiones, con 
este sistema anárquico de cuerpos y escalas que consti- 
tuye, de alguna forma, una especie de confederación la- 
beríntica de cuerpos, con un sentido patrimonial de la 
Función Pública. 

En este sentido, es necesario introducir un aire liberal 
que tenga el efecto de remover una serie de gremialismos 
que podemos considerar absolutamente anacrónicos. 
Existen tambikn reajustes necesarios, a veces duros, en 
una epoca de  crisis que afecta tambikn a la Administra- 
cidn, aquejada de un dkficit público sin precedentes, mo- 
tivado por un sector público absolutamente desfasado. 
Por coherencia, no podernos pedir en unas ocasiones, 
cuando se discuten los Presupuestos Generales del Esta- 
do, la reducción del déficit para, a continuación, mante- 
ner una posición providencialista, paternalista, de la si- 
tuación precedente, en base a una serie de derechos ad- 
quiridos que no encubren muchas veces más que una 
resistencia al cambio. 

N o  se podrá contener déficit alguno sin racionalización 
previa de  la Administración. Desgraciadamente, se lleva 
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muchos anos sin abordar este tema, cuando hace tam- 
bién muchos anos los países de Europa Occidental tienen 
resuelto parte de este problema, y cuando en los momen- 
tos presentes, de futura entrada en la Comunidad Econó- 
mica Europea, se hace todavía mucho más acuciante. 
Mientras la sociedad exige más a la Administración y 
cada vez es más crítica con ella, se nota un progresivo 
deterioro del aparato administrativo, que, de  seguir así, 
puede producir una progresiva parálisis del mismo. En 
este contexto, nosotros - c o m o  he dicho antes- no po- 
demos dejar de apoyar estas líneas generales que se in- 
troducen en este proyecto de Ley, en el loable intento por 
parte del Gobierno de lograr introducir el sentido común 
y la racionalidad en la organización de la Administración 
Pública. 

La enmienda número 200,  que presenta el Grupo Par- 
lamentario Vasco, PNV, persigue o pretende la reducción 
del ámbito de los preceptos básicos, una nueva dclimita- 
ción de los preceptos básicos. La exposición de motivos 
del proyecto de  Ley de medidas urgentes senalaba la 
obligación de abordar, siquiera sea parcialmente, la re- 
forma del régimen funcionaria1 y .  en consecuencia, dar  
carácter de bases a alguno de los preceptos que se contie- 
nen en el precepto que ahora se presenta. Esta parte 
transcrita no se corresponde con la realidad. si se tiene 
en cuenta que en la regulación parcial el tkrmino .algu- 
nos», que tiene un carácter restrictivo, se convierte de 
hecho en [(casi todos), por la generalización que se propo- 
ne. Así ,  de los 51 preceptos contenidos en el provecto, 22 
artículos, tres disposiciones transitorias y dos adiciona- 
les se consideran bases del rtigimen cstatutario de los 
funcionarios públicos v ,  en consecuencia, aplicables a to- 
das las Administraciones Públicas. Fundamentalmente, 
nosotros reconducimos la conccptuación como básicas a 
las siguientes materias: regulación cic las situaciones de 
los funcionarios transferidos: aspectos administrativos, 
como registros, relaciones de puestos de trabajo, ofertas 
de  empleo, etcetera, movilidad. selección y provisión de 
puestos, conceptos retributivos básicos, grupos de clasifi- 
cación, situación de funcionarios y rtigimen disciplinario. 

En definitiva, como he dicho antes, esta enmienda nú- 
mero 200 -y vo no quisiera reproducir ningún debate de 
totalidad, que ya lo tuvimos e n  su momcntu- es de deli- 
mitación de los preceptos básicos del apartado 3 del artí- 
culo 1: 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, senor Monforte. 

Para turno en contra de las enmiendas de Minoría Ca- 
talana y del Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra 
el senor Gimeno. 

El señor GIMEN0 MARIN: Muchas gracias. 
Señoras Diputadas, senores Diputados, voy a contestar 

a los intervinientes en representación de sus Grupos. Al-  
gunos de los planteamientos serán generales para los dos 
Grupos, pero en principio me referiré al portavoz de Mi- 
noría Catalana. (El setior Presidente occcpa la Presideticia.) 

Nuestro Grupo considera que una de las razones im- 
portantes -que ha sido ya manifestada por el Ministro 
de la Presidencia, y que creo que se expresan en la expo- 
sición de motivos- para la presentación de este proycc- 
to de Ley es que obedece a una situación nueva, como 
consecuencia de  la Constitución, que no es otra que el 
Estado de las Autonomías. Hay algunos otros aspectos, 
sin duda, pero ése es un aspecto fundamental. 

Hay otro aspecto fundamental, que incide de manera 
especial cn el contexto de esta Lev, y es que nuestra 
intención era y es que se discutiera en csta Cámara v 
aceptar todos los planteamientos que nos parezcan posi- 
tivos en esta Ley. Aquí no hay cerrado nada. Ustedes 
saben que en Comisión y en Ponencia se han rccogido 
aspectos que nos parecían positivos, y cuando no se han 
recogido es porque creíamos que no eran adecuados a la 
intencionalidad que este proyecto de Lcv tenía. 

En este sentido, yo diría que csta Ley, por el tiempo 
que lleva en esta Cámara, quizá sea una de las Leves más 
conocida y con más posibilidades de haber efectuado 
aportaciones, enmiendas, ctcitcra, y n o  sólo por el Grupo 
Popular, s ino tambibn por los otros Grupos; a mí me 
consta que desde luego, evidentemente, han existido 
tambibn conversaciones por nuestro Grupo y recogido 
opiniones de otras instituciones v colectivos, que siempre 
envían aportaciones a csta Cámara cuando se debate un 
proyecto que les interesa. 

En cualquier caso, no pretendemos que por eso se 
prcjuzgucn, bajo ningún concepto, las opiniones del Gru- 
po Minoría Catalana en los debates que va a haber a lo 
largo de estas sesiones y de los capítulos y artículos de 
csta Ley. Tendremos ocasión de discutir aspectos en los 
que no si. si las explicaciones de mi Grupo serán suíicicn- 
tcs para convencer o las de otros Grupos para convcnccr- 
nos a nosotros de la necesidad de aceptar sus enmiendas. 

Esa es nuestra voluntad, y nuestra voluntad tambiin 
muy clara. lo quiero manifestar, es que lo que se apruc- 
ba,  tenga o no  carácter básico, constituvc unos principios 
no provisionales o temporales, porque creo que sería sui- 
cida para nosotros y para el Gobierno intentar introducir 
unas modificaciones importantes en la Administración y 
c n  la Función Pública y luego tener que dar marcha atrás 
y crear en definitiva nuevos problemas a los va muchos y 
graves existentes en la estructura administrativa. 

En este sentido, no hay ninguna intención en el Grupo, 
y estoy convencido que tampoco en el Gobierno, de dar- 
les un carácter temporal a estos principios, sino que van 
en una línea y encauzados en una dirección que son posi- 
tivas, porque en definitiva lo que pretenden es racionali- 
zar y conseguir una Administración mucho más eficaz. 

Por tanto. tenga S.  S.  tranquilidad, porque n o  va a ha- 
ber problemas; en cualquier aportación que se tenga que 
hacer por esta Cámara vía proyecto de Ley o en cual- 
quier otro tipo de aspcctos, lógicamente estaremos dis- 
puestos y abiertos a recoger todos los planteamientos, v 
entre todos conseguir las aportaciones necesarias, por- 
que, en definitiva, estamos construyendo el modelo buro- 
crático, que es una parte fundamental del Estado. En 
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este sentido, tendremos debate y veremos los plantca- 
micntos v posiciones. 

Con esta Ley se pretende, desde el punto de vista del 
ámbito de las Comunidades Autónomas (y algunos artí- 
culos específicos de la Ley se refieren a ello), que de  
alguna manera las Comunidades Autónomas que tienen 
competencia legislativa -c jccut iva .  desde luego. pero 
tambibn legislativa- sobre materias de Función Pública, 
empiecen a funcionar v a darle contenido a su propia 
lunción pública, porque es necesario tambicn que entre 
todos se vaya construvcndo ese Estado v ese aparato bu- 
rocrá t ico. 

Esa es la intención. y e n  ese sentido n o  hav por parte 
de nuestro Grupo ninguna reticencia a ninguno de  los 
aspectos que se planteaban. 

El Grupo Parlamentario Minoría Catalana presentaba 
una enmienda. que quiza n o  ha defendido en concreto, 
pero que yo planteo porque creo que va en ese espíritu de 
intentar explicar que la voluntad de nuestro Grupo Par- 
lamentario, y vo creo que del provecto de Ley. es rcspc- 
tar claramente las competencias de las Comunidades Au- 
tónomas. Respecto al artículo 19.1, que se pretende que 
no  tenga carácter básico y que regula concretamente, co- 
mo S .  S .  sabe, el tema de la designación y los procedi- 
mientos de provisión de puestos de trabajo. por un lado 
nos parece que es ncccsario que se fijen una serie de 
principios mínimos que consideramos como básicos para 
el conjunto de la Función Pública. Pero quiero dejar bicn 
clara. porque si. que no ha quedado clara en los distintos 
debates que se han producido, nuestra opinión en lo que 
hace referencia a los aspectos rcglamcntarios que se sc- 

nalan, como mínimos, como mtkitos preferentes, es dc- 
cir. mcritos que se citan, como la valoracihn de los tra- 
bajos desarrollados en los anteriores puestos. cursos de 
promoción y perfeccionamiento superados en las Escuc- 
las de Administración Pública, las titulacioncs acad th i -  
cas en su caso y la antigucdad; pues bicn. todo esto es 
1ambii.n para que las Comunidades Autónomas puedan 
regular su Función Pública por esos procedimientos. tc- 
nicndo e n  cuenta tambien esos principios mínimos. 

N o  se pretende introducir ninguna limitación a las 
competencias de las Comunidades Autónomas, s ino esta- 
blecer unos principios mínimos iguales para todos los 
funcionarios porque parece adecuado dentro dcl modelo. 
Dcspui.~, a lo largo del debate, podremos ir vicndolo. Esa 
es la significacicin por la cual nosotros introducimos co- 
mo básicos algunos artículos, pero no pretendemos que 
eso signifique ningún recorte, bajo ningún concepto, de 
las competencias de las Comunidades Autónomas. 

El portavoz del Grupo Parlamentario Vasco hacía refe- 
rencia a aspectos que tambicn ha citado el Grupo Parla- 
mentario Minoria Catalana. Debatamos aquí v aportc- 
mos las consideraciones necesarias para mejorar este 
provecto de Lcv. N o  prejuzgamos tampoco la opinión de 
su Grupo Parlamentario, scnor Monfortc, sobre los dis- 
tintos artículos v capítulos del provecto de Lev. Ustedes 
saben que en Ponencia v en Comisión hemos recogido los 
aspectos que nos parecían positivos. aunque posiblemen- 

te ustedes consideran que todavía hay más cuestiones 
que se pueden plantear. 

La voluntad de su Grupo Parlamentario coincide clara- 
mente con la nuestra cuando usted plantea la necesidad 
de racionalizar una Administración excesivamente patri- 
monializada, arcaica, con unas estructuras procedentes 
de otras épocas y que eso imposibilita, mínimamente si- 
quiera, cumplir el mandato de  la Constitución que esta- 
blece que hav que construir una Función Pública y una 
Administración que esté, en definitiva, al servicio de to- 
dos los ciudadanos; una Administración eficaz. 
Eso es cierto, y esta es otra de las razones por las 

cuales surge este proyecto como un proyecto de  medidas. 
Antes daba una razón importante: el nuevo Estado de las 
Autonomías. La otra razón importante por la cual este 
provecto de medidas aparece en la Cámara es porque 
hay que avanzar, racionalizar mínimamente y aportar 
una serie de elementos nuevos que puedan introducirse 
los nuevos aspectos necesarios para llegar algún día,  sin 
duda. a elaborar también el estatuto definitivo de la Fun- 
ción Pública. 

Partimos de una situación tan arcaica de la Función 
Pública que es necesario que se adopten medidas ahora 
para poner un orden mínimo que sirva para conseguir 
una Función Pública al servicio de  los ciudadanos v una 
Función Publica que sirva de  estímulo y de incentivo a 
los propios funcionarios a la hora de prestar ese servicio 
público. 

Usted planteaba una enmienda, la número 200, que 
considera importante sin duda, y es lógico, porque se 
relería a la consideración de artículos que tienen el ca- 
rácter de  básicos en el proyecto de Ley. Me va a permitir 
que me refiera -puesto que S .  S .  lo ha citado- a la 
necesidad de  dichos artículos, tesis que nuestro Grupo 
Parlamentario defiende en este proyecto de Ley. 

El artículo l.", 3, se refiere a los artículos básicos, que 
se irán debatiendo en esta Cámara. No estoy rechazando 
la posibilidad de retrasar la votación; realmente quizá se 
puede considerar la posibilidad de retrasar la votación 
de ese artículo l:*, 3, igual que se hizo en Comisión. En 
cualquier caso, creo que es en el debate dc  los artículos y 
capítulos donde podremos abundar en las razones por 
las cuales consideramos nosotros que esos artículos tic- 
nen ese carácter de  básico. 

Termino, simplemente. manifestando -vuelvo a decir- 
lo claramente- nuestra voluntad de que aquí se produz- 
ca un debate. Nuestro Grupo Parlamentario no prejuzga 
la posición de  ninguno de los Grupos Parlamentarios y si 
hay aspectos que consideremos positivos, lógicamente, 
los recogeremos en este provecto de Ley. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el senor Cua- 
trccasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Scnor Presi- 
dente, señoras y senores Diputados, sobre el contenido 
específico de la respuesta que ha dado el representante 
del Grupo Parlamentario Socialista. senor Gimeno, en- 
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traré después. Quiero empezar diciendo que, al menos, 
celebro el tono y que se haya circunscrito - q u e  era lo 
que pedía mi Grupo- a lo que deben ser los términos de 
este debate, por tanto, al análisis del provecto de Lev y ,  
en definitiva, a sus enmiendas. Esto era necesario que se 
produjese; al menos así ha habido una cierta respuesta a 
lo que planteábamos anteriormente. 
Lo que yo le puedo garantizar por descontado, señor 

Gimeno, es que nosotros continuaremos con el criterio de 
objetividad que siempre queremos defender aquí y al 
cual intentamos servir. Por tanto, a todo lo que S .  S .  ha 
aludido, como aportación de criterios, etcétera, vo tam- 
bién me he referido antes a ello v creo que me he expre- 
sado con claridad sobre el concepto que tenemos de este 
provecto de Lev. 

En este artículo 1 .O hav un deslinde entre preceptos de 
carácter básico, de aplicación a todas las Administracio- 
nes públicas, v los otros preceptos dirigidos básicamente 
al personal al servicio de la Administración del Estado. 
Sobre lo que representan los primeros a los cuales he 
aludido y que son de aplicación universal, he manifesta- 
do mi criterio sobre ellos. Pienso que posibilitan una ac- 
tuación de las Comunidades Autónomas de desarrollo le-/ 
gislativo en este campo, absolutamente urgente por otra 
parte, respecto a las responsabilidades v los funcionarios 
que en este momento tienen. 

Sobre los otros preceptos, nosotros iremos expresando, 
a lo largo del debate, con absoluta libertad de criterios, 
nuestra opinión. Por este motivo he lamentado anterior- 
mente que se hubiese anticipado una valoración global 
como atribuible a mi Grupo. Mi Grupo hará su valora- 
ción al final de todo el debate sobre esta Lev. v no única 
v exclusivamente en los temas autonómicos. También 
nos importa el tratamiento que se dt! a todos los funcio- 
narios de la Administración del Estado. N o  nos circuns- 
cribirnos única y exclusivamente a contemplar el tema 
autonómico como a veces exageradamente se subrava 
aquí y en otros ámbitos, como si fuese nuestro exclusivo 
y particular interés. También nos guían motivaciones ju- 
rídicas, de legalidad, de crear una Función Pública, la del 
Estado y la de las Comunidades Autónomas, pero todas 
ellas con una influencia decisiva de una sobre otra. Por 
tanto, lo que se haga en una afecta a la otra, aunque 
haya plena independencia en cuanto a la creación y a la 
conformación, en función del principio del Estado de las 
Autonomías, de los criterios básicos aquí sentados J del 
desarrollo legislativo posterior que, por tanto, no será 
uniforme, dependerá de cada Comunidad Autónoma se- 
gún los derechos que tenga reconocidos para ello. Estos 
aspectos generales de todos los funcionarios de la Adrni- 
nistración pública también nos importan. 

Por consiguiente, no prejuzguemos en este sentido co- 
mo se ha prejuzgado. Si en el trámite en que nos encon- 
tramos tuviésemos que hacer una votación final, me pa- 
rece que sería totalmente aventurado, quizá contrario a 
la realidad, pensar que nuestro voto sería positivo, tal 
como está el texto que viene a esta Cámara. Esperemos 
que se acepten las enmiendas (sobre todo en este Capítu- 
lo que estoy mencionando, relativo a los funcionarios al 

iervicio de la Administración del Estado en sus aspecto! 
más puntuales, concretos v específicos, sobre los cualcr 
rl señor Gimeno sabe perfectamente cuál es el sentido dr 
nuestras enmiendas v no vov a reiterarlas); esperemos 
que en el trámite que ahora estamos iniciando el texto se 
mejore v ,  en función de ello, no  tcndriamos ningún in- 
xmvenientc en dar nuestra opinión cn cada caso. 

El sciior PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mon- 
lorte. 

El scnor MONFORTE ARREGUI: Muchas gracias. sc- 
aor Presidente. 

La discusión de los preceptos que habría que considc- 
rar como básicos, tal como ha señalado el portavoz so- 
cialista, quizá podría efectuarse al final, como hicimos 
en Ponencia v en Comisión. 

N o  quisiera dejar pasar la ocasibn de hacer una rcllc- 
xión sobre los preceptos básicos. ¿Que se debe entcndcr 
como legislación básica? Yo recuerdo quc, cuando sc dis- 
cutió la Constitución, nuestro Grupo, a travks de las cn -  
miendas a la Disposición adicional u otras, pretendía que 
esta competencia fuera auténticamcntc exclusiva, si 
bien, finalmente, quedó reducido a la fijación por parte 
del Estado de unas líneas básicas. Esto plantea un pro- 
blema de interpretación, que muchas veces pucdc ser in- 
cluso una frontera convencional: usted puede entender 
que la legislación básica tiene que ser una determinada 
serie de principios comunes, mientras que mi Grupo puc- 
de considerar que son otros diferentes. 

En mi intervención he expuesto cuáles son esos princi- 
pios comunes que permiten el mavor desarrollo Icgislati- 
vo por parte de las Comunidades Autónomas. en la mcdi- 
da en que creemos que la interpretación constitucional 
del concepto material de ubascsu, no solamente a traves 
de la legislación básica, sino a travks de otras Leves pos- 
teriores y de los Reglamentos, puede ser una limitacibn 
progresiva de estas competencias de las comunidades 
Autónomas. 

Voy a parafrasear al señor Ministro, quc ha hablado 
antes de la letra pequcna. En la interpretación que tuvi- 
mos en su momento en  el Estatuto, nosotros crciamos 
que este concepto de lo básico iba a ser un concepto 
pequeno que permitiese ese desarrollo a que ha aludido, 
y que de alguna forma confirmara ese carácter de compc- 
tencia exclusiva. Y digo que voy a parafrasearlo al señor 
Ministro porque se podía producir un fenómeno contra- 
rio y es que el Estatuto diga una cosa y luego pase como 
con las companías de seguros: que la letra pcquena diga 
otra, y donde era competencia exclusiva nuestra, salvo la 
delimitación de ese margen de los preceptos básicos, pos- 
teriormente por un desarrollo de una serie de preceptos, 
en base a esta interpretación de noción material de lo 
básico, puedan irse reduciendo estas competencias de las 
Comunidades Autónomas. 

De todas formas, tengo que decir que este provecto de 
Ley es mucho más respetuoso que el proyecto de Ley de 
Bases de Régimen Local en cuanto a la delimitación de 
lo básico, porque aquello parece la <<Enciclopedia Britá- 
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nica., como dije en Comisión, y es que lo ciñe a una serie 
de preceptos que, como he señalado antes, pueden tener 
un cierto carácter convencional respecto a lo que debe 
entenderse por básico y lo que no debe entenderse como 
t a l .  

En cualquier caso, tambitin aceptaría la sugerencia de 
que el número 3 del articulo I .I' -nuestro Grupo en todo 
caso va a pedir votación separada porque discrepamos 
en el- se viese al final, como se hizo en Comisión. Mi 
Grupo no tcndria ningún inconveniente. 

Nada más v muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el  señor Gi- 
mcno. 

El señor GIMEN0 MARIN: Gracias. señor Presidente. 
De las  intervenciones de los portavoces que me han 

precedido, yo quiero indicar que para mi Grupo es una 
satisfacción el escuchar que este proyecto de Ley posibi- 
lita el funcionamiento de las Comunidades Autónomas. 
Lo digo porque era un objetivo fundamental del proyx-  
to. En tal sentido, parece positivo que coincidamos en 
esto con el señor Cuatrccasas, sin perjuicio de que es 
posible mc,jorarlo. Me parece muy positivo que usted ma- 
nifieste -lo digo porque estaba convencido de e l l o -  que 
n o  sólo se preocupa por los artículos relativos a las Co- 
munidades Autónomas, sino 1ambii.n por todo el articu- 
lado. Yo lo daba por supuesto, y es lógico que sea así 
porque es cierto. Y no sólo por eso. Existe la preocupa- 
ción por la burocracia del Estado y de las Comunidadcs 
Autónomas, tanto por su mutua incidencia como prcocu- 
pación lógica dc los propios funcionarios del Estado, que 
me parece muy positiva en sus planteamientos. 

El Grupo Vasco planteaba que esta Ley la considera 
respetuosa con las Comunidades Autónomas. A nii me 
parece bien, y me parece positivo por lo mismo que Ic he 
dicho antes. En cualquier caso. nuestro Grupo comparte 
su criterio, y propone que el articulo i ; * ,  3 ,  señor Prcsi- 
dcntc, quc hace referencia a los artículos básicos de la 
Ley se vote al final de todo cl debate, una vez que haya- 
mos debatido todos los artículos y Capítulos de la Ley.  

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ginicno. 
Evidentemente, teniendo en cuenta el contenido del 

artículo l . " ,  3, y la referencia expresa que hace a unos 
artículos cuyo contenido todavía no se conoce, es claro 
que la decisión que tomó el señor Presidente de la Comi- 
sión es muy razonable y la va a tomar 1ambii.n el  Prcsi- 
dcntc de la Cámara. 

Por consiguiente, de acuerdo con las peticiones del 
Grupo Vasco y del Grupo Socialista, se votará al final de 
la Lev este articulo l : * ,  3 .  

Vamos a proceder a la votación de las enmiendas del 
Grupo Popular a este articulo 1.- 

Comienza la votación. (Patrsa.) 

E/Pctiiadu Ir iutucióri, dio el sigiiierite rrsiiltudo: Votos 
erriiiidos, 220; u favor, 54; e r i  coritru, 162; uhsiericiories, 
citutro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Popular a este articulo 1." 

Las enmiendas del Grupo Minoría Catalana y del Gru- 
po Vasco las votaremos en su momento cuando sc vote el 
articulo I .", 3. ¿De acuerdo? (Asentirniento.) 

Vamos a votar exclusivamente el artículo I .", números 
i y 2 ,  de acuerdo con el dictamen de la votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efrctitudu Iu ivtucióri, dio el sigiiierite resitltado: Votos 
rrtritidos, 226: u fuilor, 179;  err coritru. 44: uhstericioties, 
tres'. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 
i:', números 1 y 2,  de acuerdo con el dictamen de la 
Comisión. 

Votamos los números 4 y 5 del articulo I .I' de acuerdo 
con el dictamen de la Comisión, que no tenían cnmicn- 
das y que n o  han sido votados. 

Comienza la votación. IPaitsu.) 

Efeciiiuda Iu i*otuc*i&, dio el sigirietite resiiltudo: Votos 
mi t idos ,  230; u fuvor, 180: e11 coritru, seis; ahs'tericiories, 
44. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los aparta- 
dos 4 y 5 del artículo I ;* de acuerdo con el dictamen de la 
Comisión. 

Pasamos al Capítulo 1. Organos superiores de la Fun- Capiiuioi 

ción Pública, que comprende los artículos 2:. al 9;, ,  am- 
bos inclusivc. Para la defensa de las enmiendas del Gru- 
po Parlamentario Popular, tiene la palabra el  señor Ro- 
ma?. 

El señor ROMAY BECCARIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, el Capitulo I de este 
proyecto de Ley se titula, dcsputis de un cuidadoso ma- 
quillaje cn Comisión. ((Organos superiores de la Función 
Pública)). con lo cual, por cierto, estamos haciendo órga- 
nos superiores de la Función Pública a los Gobernadores 
Civiles, y se refiere al Gobierno, a los Ministros de la 
Presidencia y de Economía y Hacienda. al Consejo Supc- 
rior de la Función Pública. a la Comisión Coordinadora 
de la Función Pública, a los Delegados del Gobierno y a 
los Gobernadores Civiles. 

Nos  hemos opuesto a la aprobación de estos articulos 
mediante la defensa de las correspondientes enmiendas 
por tres órdenes de razones. En primer lugar, porque 
tambibn en estos artículos, el proyecto remite al Gobicr- 
no -dándole ese cheque en blanco del que aquí se ha 
hablado muchas \'eces- la regulación de cuestiones bá- 
sicas del Estatuto de los Funcionarios Públicos que, a 
nuestro juicio. están amparadas por el principio dc reser- 
va de Ley; segundo, porque renuncia a cualquier prctcn- 
sión seria -aunque diga lo contrari- de una verdade- 
ra coordinación de las politicas de Función Pública del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, y,  tercero, por- 
que tiene muchos y graves defectos tctnicos que a noso- 
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tros nos corresponde subrayar y a la mayoría corregir. Y 
voy a fundamentar estas razones. 

El proyecto tiene, en efecto, previsiones inconstitucio- 
nales. Ya sé que este es un «ritornellon que aparece per- 
manentemente, pero estamos iniciando el desarrollo de 
la Constitución y es de lamentar, pero a veces inevitable, 
que ocurran estas cosas. Es inconstitucional, por ejem- 
plo, a nuestro modo de ver, que se autoricc al Gobierno 
para que apruebe «los criterios para coordinar la progra- 
mación de las necesidades de personal a medio y largo 
plazo de  las Administraciones Públicas)), como hace el 
artículo 2." en su apartado e). ¿Es que a alguien que no 
sean las Cortes Generales, en el sistema de distribución 
de poderes de nuestra Constitución, puede corresponder 
la aprobación de esos criterios, de esas normas para la 
programación, nada menos que a medio y largo plazo, de 
las Administraciones Públicas, con la influencia que eso 
tiene sobre el gasto público y sobre el modelo de Admi-/ 
nistración que queremos construir? ¿Es que no vienen' 
aquí los planes de modernización de las Fuerzas Arma-/ 
das o el Plan Eléctrico Nacional o no acabamos dc apro- 
bar la modernización de las estructuras industriales? ¿Es 
que esa gran modernización de la Administración de la 
Función Pública no es una cuestión para sorncter a las 
Cortes Generales? 

Es inconstitucional también el apartado 0 dcl mismo 
articulo 2." cuando atribuve al Gobierno la facultad de 
aprobar ulos criterios de coordinación de los planes de 
oferta de  empleo,), porque el articulo 103 de la Constitu- 
ción reserva a la Ley dc regulación del acceso a la Fun- 
ción Pública. 

Es inconstitucional el apartado h) del mismo articulo 
2: en virtud del cual el Gobierno va a «Aprobar la es- 
tructura en grado del personal de la Administración del 
Estado, los intervalos de niveles de puestos de trabajo...)), 
dos cuestiones fundamentales para el régimen de retribu- 
ción y para la carrera administrtiva de los funcionarios. 
¿Puede haber algo más importante para la propia carre- 
ra administrativa y el perfeccionamiento de nuestra Fun- 
ción Pública que «los criterios generales dc promoción 
profesional de los funcionarios públicos.? Pues también 
estos criterios los va a señalar el Gobierno. Y no es un 
capricho -aquí se ha dicho y voy a insistir- del consti- 
tuyente reservar a la Ley la determinación de las ciicstio- 
nes básicas del régimen estatutario de los funcionarios. 
Sólo una Administración profesionalizada, competente, 
seleccionada con arreglo a criterios de mérito y capaci- 
dad objetivos, acreditados en las pruebas correspondien- 
tes, puede servir con eficacia a la Administración públi- 
ca. 1 

No se está cambiando un modelo de Administración1 
Pública por otro, como aquí se ha dicho ya; se está supri- 
miendo un modelo de Administración Pública y otorgan- 
do  al Gobierno y a diecisiete Comunidades Autónomas la 
posibilidad de hacer lo que estimen conveniente en cues- 
tiones muy importantes para el Estatuto de los funciona- 
rios. Eso es malo para los funcionarios y es malo para la 
Administracion y para la sociedad a quien la Administra- 
ción sirve. 

El proyecto en este Capítulo renuncia tambikn, aunque 
enfáticamente diga lo contrario, a una verdadera coordi- 
nación de  las política de Función Pública del Estado y de 
las comunidades Autónomas y a instrumentar una au- 
tkntica participación del personal en los asuntos que Ic 
afectan. 

s e  crean unos órganos que enfáticamente se iiaman 
Consejo Superior de Consulta de la Función Pública y 
Comisión Coordinadora de la Función Pública. 

Ese Consejo Superior es el máximo órgano consultivo 
en materia de política de Función Pública y de coordina- 
ción. La verdad es que lo que pueden hacer estos órga- 
nos, señoras v señores Diputados, es muy poco. Pocas 
veces, si se aprueban estos artículos tal como están, se va 
a legislar tan inútilmente. Estamos en presencia de unos 
órganos que se van a reunir cuando quieran, pero cso s í ,  
para no hacer absolutamente nada. ¿Es quc se pueden 
crear unos órganos de  esta naturaleza a los que no es 
preceptivo, por ejemplo, consultarles nada? Deliberan 
sobre los anteproyectos de Ley del Estado y de las Comu- 
nidadcs Autónomas y las disposiciones o decisiones im- 
portantes, pero sólo si se les consulta. Si no se les consul- 
ta,  no pasa nada, no delibcran sobre nada de esto. ¿Es 
que se puede convocar a tan alta representación del Esta- 
do -Secretarios de Estado, Subsecretarios- y de las 
Comunidades Autónomas -Consejeros de Gobicrn-, 
así como de las Administraciones locales -su pcrsonal- 
-, para que simplemente deliberen o debatan y n o  tomen 
acuerdos? Porque estos Organos consultivos no producen 
acuerdos. no  producen informes, deliberan y sus delibe- 
raciones constan en unas actas para aquellos casos en 
que se les contulte, porque si no se les consulta. tampoco 
pasa nada. N o  es serio, a mi modo de ver, regular los 
órganos consultivos de la forma en que lo hace este 
proyecto de Ley. N o  son unos órganos consultivos juridi- 
camente hablando, son en verdad una tertulia, por muy 
cualificados que sean sus asistentes, y no estoy caricatu- 
rizando. En teoría se crean, como digo, esos órganos, 
pero si no informan y n o  opinan sobre csias grandes 
cuestiones sobre las que teóricamente tendrían que infor- 
mar, no pasa absolutamente nada. Esto es legislar al 
margen del mundo del Dcrccho, porque el Dcrccho es el 
mundo de las relaciones necesarias, de las relacioncs vin- 
culadas, de las relaciones entre hombres que una dctcr- 
minada sociedad establece como necesarias; es el poder 
al servicio de la norma, que es expresión de la voluntad 
general. Lo demás son usos sociales, y esto no cs Icgislar, 
es n o  legislar. Estamos fuera del campo del Derecho. 
Nuestras enmiendas trataban de corregir estas anoma- 
lias. 

Hemos dichos también que votaremos en contra de cs- 
tos artículos, porque no hay una verdadera coordinación, 
y es que este órgano se llama de coordinación, pero no 
coordina nada, porque su informe y su asistencia, si fue- 
ran preceptivos en estos grandes temas que afectan a 
todo el Estado y a las Comunidades Autónomas, tendría 
un sentido que se le llamara de coordinación, pero corno 
lo que hace es opinar sólo cuando se le consulta y se le 
puede no consultar nada de esas cuestiones importantes, 
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va me dirán ustedes qué tipo de coordinación sale de ahí. 
La coordinación alude, como serlala la doctrina del Tri- 
bunal Constitucional, a la idea de conjuntar o sistemati- 
zar elementos diversos e implica una cierta noción de 
superioridad del sujeto a que esa función se atribuye so- 
bre todos los demás, lo que implica la titularidad por su 
parte de poderes de dirección sin alcanzar la intensidad 
de los poderes jerárquicos. Pero encierra la posibilidad 
de impartir directrices y criterios de actuación de obliga- 
do cumplimiento. Esto naturalmente está absolutamente 
ausente de estos artículos del proyecto de Ley. 

Tengo que decir tambikn que votaremos en contra de 
estos artículos -hemos votado en contra en Comisión v 
lo haremos si no se atienden nuestras enmiendas- por 
su baja calidad tkcnica. Mucho del contenido de estos 
artículos, señoras y señores Diputados. es mera rcpeti- 
ción de facultades que tienen los órganos a los que se 
refieren. incluso con reproducciones dc la Constitución o 
de Leyes anteriores; son verdaderas obviedadcs, como es 
una obviedad que no hace falta decir en ninguna Ley que 
el Gobierno da las instrucciones a sus representantes pa- 
ra que negocien con los funcionarios. Naturalmente, 
;quien las va a dar! Y luego. cuando no innovan, la ver- 
dad es que lo hacen mal. lo hacen con una tecnica muy 
mala, corno es, por ejemplo. este mismo articulo 2:*, 
cuando atribuve al Gobierno la facultad de aprobar los 
acuerdos a los que lleguen las partes negociadoras, pero 
dándole a esa aprobación no sólo la virtualidad de dar 
eficacia a los acuerdos, sino de darles validez, como si se 
tratara de una convalidacibn de presuntos acuerdos ilc- 
galcs. Y se refiere tambikn a la facultad de dictar normas 
v directrices para la ejecución en esta materia de la Ley 
de Presupuestos. Pero ¿quien, sino el Gobierno, va a te- 
ner facultad para dictar esas directrices para la ejecución 
cn estos temas de la Ley de Presupuestos? Sin embargo, 
no se dice en el texto que sea en desarrollo de la Ley de 
Presupuestos. Cuando en nuestras cnmicndas pedimos 
que sea en desarrollo dc la Lcv de Presupuestos. para 
acotar ese margen dc discrccionalidad del Gobierno en 
materia dc directrices para la ejecución de la política dc 
retribuciones. no se acepta. y cuando se pide tambikn 
que sca antes del 31 de enero de cada año. para que 
puedan cumplir puntualmcntc esas instrucciones, tarn- 
poco se accpta. 

El artículo 3:0 se refiere al Ministro de la Presidencia, 
¿Es que hay que decir que el Ministro de la Presidencia 
es el que debe proponer al Gobierno el provecto de Ley 
de Bases del Estatuto de los Funcionarios Públicos? (0 es 
que hav que decir que es el Ministro de la Presidencia al 
que compete impulsar v coordinar los planes tendentes a 
mejorar el rendimiento en el servicio del personal? ¿O al 
que corresponde cuidar del cumplimiento de las normas 
de general aplicación en materia de personal de la Admi- 
nistración del Estado? 

El señor PRESIDENTE: Le ruego vava terminando. 

El señor ROMAY BECCARIA: Enseguida, señor Prcsi- 
dcnte. Sin embargo, cuando innovan, tambikn lo hacen 

mal, porque atribuyen al Ministro de la Presidencia la 
facultad de velar por el cumplimiento de las disposicio- 
nes y normas estatales por parte de las Comunidades 
Autónomas. Esta es una materia delicada, y ahí habría 
que estar al tenor literal de la Constitución, dejar a la 
Constitución, que ya tiene previsiones sobre esto. Y,  de 
decir algo. cuidar que sea el Ministro de Administración 
Territorial el único interlocutor que tengan las Comuni- 
dades Autónomas y las autoridades locales en estas ma- 
terias, que son delicadas, porque se refieren a los ámbi- 
tos de autonomía de las instituciones, y no conviene que 
haya distintos interlocutores; sería preferible que lo fue- 
ra el Ministro de Administración Territorial, que es el 
que se cuida de esas parcelas dentro de los ámbitos de 
competencia del Gobierno. 

Y cuando se habla del Ministro de Hacienda, no sabe- 
mos que se quiere hacer con kl ;  porque el Ministro de 
Hacienda es el que tiene que autorizar las transferencias 
o los incrementos de gasto, etcétera. Lo sabemos todos. 
Pero ahora parece que tienen que autorizar también 
cualquier modificación del gasto, aunque sea para re- 
bajarlo. Si se toma una medida que suponga una reduc- 
ción del gasto, como, por ejemplo. un cambio de horario, 
que puede significar una disminución en el coste para la 
Administración, parece que tambien lo tiene que autori- 
Lar el Ministro de Hacienda. 

Sobre las deficiencias del articulo que se refiere al Con- 
sejo Superior de la Función Pública, creo que va he dicho 
bastante. 

Comisión de Coordinación de la Función Pública. Es 
realmente este artículo un pequeño juego de despropósi- 
tos, porque si se llama Comisión de Coordinación de la 
Función Pública, en principio parece que deberían coor- 
dinar toda la Función Pública. Pues no. Sólo coordina 
pretendidamente la Función Pública de la Administra- 
ción del Estado y de las Comunidades Autónomas, pero 
la local ya no, esa no se coordina. La Administración 
local esta representada en ese Consejo Superior de Coor- 
dinación de la Función Pública que veíamos antes. pero 
en esta Comisi8n de Coordinación de la Función Pública 
ya no está. 

Tampoco están aquí los funcionarios, a los que por 
cierto se les llama a bien poco en este contexto normati- 
vo que estamos comentando. 

Y,  luego, los apartados 3 y 4 de este artículo que se 
refieren a la Comisión Superior de Coordinación, dicen 
que se pueden constituir grupos de trabajo o gabinetes 
tkcnicos. Pero ¿hay que decir en una Ley estas cosas? 
¿No son estos preceptos reglamentarios donde los haya? 

El articulo 8:- se refiere a la Comisión Superior de Prr- 
sonal. Resulta que la Comisión Superior de Personal va 
no va a ser la Comisión Superior de Personal, porque va 
a ser Comisión Superior dc Personal de la Administra- 
ción del Estado. Pedimos que se le cambiara el nombre 
para ajustarlo a la realidad. Era una enmienda puramen- 
te tecnica, para que saliera un texto mucho más ajusta- 
do. No se aceptó la enmienda v se seguirá llamando Co- 
misión Superior de Personal, pero no será Comisión Su- 
perior de Personal, sino Comisión Superior de Personal 
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de la Administración del Estado. El proyecto de Ley 
mantiene esta Comisión, y la mantiene con todas sus 
funciones, pero para decir, a renglón seguido, que el Go- 
bierno puede cambiar su composici6n y sus funciones. Si 
estamos convencidos de que hay que mantenerla y de 
que hay que mantener sus funciones, no digamos a ren- 
glón seguido que el Gobierno las puede modificar. Y si no 
estamos convencidos de que hay que mantener esas fun- 
ciones, digamos aquí que funciones queremos para esa 
Comisión de personal. 

El señor PRESIDENTE: Tiene un minuto para termi- 
nar. 

El señor ROMAY BECCARIA: Termino va, señor Prcsi- 
dente. 

El artículo 9." se refiere a los Delegados del Gobierno v 
a los Gobernadores Civiles. Lo que se hace aquí es some- 
ter a los funcionarios de los servicios perifkricos a una 
doble dependencia jerárquica; así, los médicos van a de- 
pender del director correspondiente del servicio y tam- 
bién del Gobernador Civil o del Delegado del Gobierno. 
Realmente, creo que así no mejoramos nuestra Adminis- 
tración. De este proyecto no resulta esa futura Adminis- 
tración y esa futura función pública que todos deseamos. 
esa Administración moderna que sirva a todos los ciuda- 
danos con objetividad, competencia y profesionalidad, 
que es el objetivo que nosotros proclamamos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Romav. 
Para defender las enmiendas del Grupo Parlamentario 

Minoría Catalana, tiene la palabra el setior Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Senor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, en este Capítulo 1, al 
que mi Grupo mantiene diversas enmiendas, quiero refe- 
rirme básicamente a aquéllas que hacen referencia al 
artículo 2: del mismo, donde se establecen diversas posi- 
bilidades de actuación que se otorgan al Gobierno, tanto 
desde el punto de vista de lo que se refiere al personal, al 
servicio de la Administración del Estado como, en gene- 
ral, de las diversas Administraciones Públicas. 

Es cierto que, en el debate, sobre todo en Comisibn, 
han sido aceptadas varias enmiendas de mi Grupo, que 
tendían básicamente a que lo que se dice en el artículo 
1 .Y quede auténticamente concretado en los restantes ar- 
tículos, y así ha sido, digamos que no de forma plena 
pero sí suficiente, en este artículo 2.- por lo que se refiere 
a las competencias del Gobierno en uno y otro campo. 

De todas maneras, quedan temas importantes a los que 
me gustaría hacer referencia, precisamente los relativos 
a aquellos aspectos en que el Gobierno habrá de actuar 
sobre el personal al servicio de la Administración del 
Estado. Concretamente uno de ellos, contenido en la en- 
mienda 143 que plantea mi Grupo, dice que cuando no 
haya acuerdo en la negociación planteada en el ámbito 
de la Administración del Estado, cuando no haya acuer- 
do sobre condiciones concretas entre las partes, el Go- 

bierno establecerá las bases sobre las cuales se habrá de 
actuar. En definitiva, el Gobierno se convierte en Juez y 
parte en el ámbito de esta negociación. Pienso que esto 
debería haberse previsto de otra manera, puesto que no 
faltan los precedentes para poderlo así organizar; sim- 
plemente acudiendo a los Convenios internacionales sus- 
critos por España, v concrctamrnte con la Organización 
Internacional del Trabajo, al Convenio 151 de la misma, 
se hubiese podido prever algún órgano neutral en donde 
esto pudiese dilucidarse sin atribuir al Gobierno esta 
función de Juez v parte en un  ámbito tan delicado como. 
es la negociación cuando se trata de cuestiones de em- 

Hay otro aspecto, v es acabar de dilucidar de una for- 
ma clara este deslinde que se ha hecho dentro del artícu- 
lo 2." entre lo que es personal al servicio de la Adminis- 
tración del Estado v lo que son las funciones que este 
propio artículo contempla cuando se trata de intervenir 
cn las restantes Administraciones Públicas. Sc emplea 
con demasía el concepto genérico de funcionarios públi- 
cos y parecería bueno que se corrigiese esto haciendo 
constantemente la distinción para que despuks no haya 
ninguna confusión posible sobre quk Administración Pú- 
blica estamos contemplando v sobre cuál estamos ha- 
blando. v a ello se refiere nuestra enmienda 147. 

Querría, en definitiva, hacer tambien una valoración 
global sobre lo que en este capítulo se contempla, no 
solamente estas funciones del Gobierno, sino los diversos 
órganos, el Consejo Superior de la Función Pública v la 
Comisión de Coordinación de la Función Pública. Plan- 
teado va nuestro punto de vista sobre el esquema que 
dibuja esta Ley, la existencia de estos órganos nos parece 
de todo punto necesaria; porque, aceptado el principio 
de que hav una normativa básica de gcneral aplicación v 
un desarrollo legislativo diverso; aceptado el principio, 
por tanto, de que hav diversas Administraciones Públicas 
con una normativa específica, para poder plantear con 
garantía, con eficacia y sin que quede en letra muerta, o 
sirva de obstáculo o rémora para una futura legislación 
por parte de las Administraciones Públicas. es necesario 
que hava estos órganos de encuentro, en donde las partes 
interesadas puedan dialogar, en donde se planteen los 
problemas v se pueda llegar, al final, al máximo consen- 
so posible en temas tan delicados como éste. Precisamcn- 
te sería negar lo fundamental de este diálogo el querer 
otorgar a estos órganos una capacidad decisoria -implí- 
cita o explícita- vinculante. Eso no es así. Suficiente 
peso específico tiene el informe, la deliberación; porque, 
en definitiva, sería grave irresponsabilidad por parte del 
Gobierno, por parte de las Administraciones Públicas de- 
satender, porque no se ha de llegar a conclusiones, lo que 
se aporta como criterios, como información, en definiti- 
va, como pareceres absolutamente indispensables a tener 
en cuenta si se quiere legislar en esta Cámara con rcali- 
dad y no al margen de la realidad de nuestra sociedad 
civil. Por tanto, este órgano del Consejo Superior de la 
Función Pública nos parece muy adecuado, así como la 
Comisi6n de Coordinación de la Función Pública, en don- 
de, evidentemente, el diálogo ha de ser exclusivo entre el 

pleo. 
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Estado y las Comunidades Autónomas si se quiere que el 
proceso de creación de  las propias Administraciones au- 
tonómicas, que ahora se inicia, pueda hacerse sin crear 
las graves dificultades que conllevaría el que por no ha- 
ber un órgano de encuentro en donde libremente se pu- 
diera dialogar, la tentación de tutela, de intervención. de 
interferencia de una Administración sobre otra sería un 
riesgo constante. Al  menos en estos temas que se pongan 
claramente sobre la Mesa todas las cuestiones a debatir 
en un órgano como Este v ,  despucs, cada una de las Ad- 
ministraciones Públicas, la del Estado y las Autonómi- 
cas, bajo su responsabilidad, que les reconoce la Consti- 
tucibn v las Leves, hagan el desarrollo legislativo que les 
corresponda, y que no se llamen a engaño si una de estas 
Administraciones reprocha a la otra haber dictado una 
legislación que, de algún modo, interfiera dentro de su 
campo. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Cuatrccasas. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco. El señor 

Monfortc tiene la palabra. 

El señor MONFORTE ARREGUI: Señor Presidente, se- 
ñorías, la enmienda 202 pide la supresión de las letras f) 
v g) del artículo 2:, 2. En estas letras f) y g) se atribuye al 
Gobierno la facultad para aprobar las normas de coordi- 
nación en materia de programaciones de necesidades de 
personal v de elaboración de  las ofertas de empleo públi- 
co. Basamos nuestra supresión en el artículo 10.4 del 
Estatuto de Autonomía, que atribuye competencias ex- 
clusivas a la Comunidad Autónoma en relación con el 
Estatuto de  los Funcionarios del País Vasco. 

Tengo que recordar, como hice antes, que en todo el 
proceso constituvente v estatutario, ninguno de  nosotros 
cuestionó el que la ejecución. entendida en un sentido 
amplio, correspondiese a las Comunidadcs Autbnomas, v 
un aspecto esencial de la cjecución es la gestión relativa 
a la programación dc las necesidades v los planes de  
oferta de empleo. 

La Exposición de Motivos de este provecto de Lev 
avanza el contenido de este precepto cuando dice: (<Así ,  
se aborda en esta Lcv una reforma de profundidad de  las 
competencias e n  materia de personal, estableciendo cla- 
ramente que el Gobierno será el que de manera efectiva 
definirá la política de  personal ... )), contenido que. a nucs- 
tro juicio, contraviene la doctrina reiterada de que los 
Estetutos de Autonomía son las normas llamadas a fijar 
las competencias asumidas dentro del marco establecido 
en la Constitución. 

Pese a las modificaciones introducidas anteriormente, 
sigue existiendo ese riesgo - q u e  ya  ha señalado ante- 
riormente el representante de la Minoría Catalana-, si- 
gue existiendo el peligro de una cuna, de  una interfercn- 
cia en algo como es la ejecución, que en todo momento 
hemos considerado a la Comunidad Autónoma como t i -  
tular de ella. 

Al artículo 3.", hemos presentado la enmienda 203 que 
pide la supresión de la frase: u ... v velar por la observan- 

cia en las demás Administraciones Públicas de las Leyes 
o Disposiciones estatales que les sean directamente apli- 
cablesu. Esto referido a las competencias del Ministro de 
la Presidencia, y nos basamos en que nos parece una 
concreción innecesaria, porque, en cualquier caso, la Ad- 
ministración del Estado dispone de los mecanismos cons- 
titucionalmente previstos para conseguir el objetivo que 
se señala en este artículo. 

La enmienda 207 propone la supresión de los artículos 
5: , ,  6." v 7: por desacuerdo con la figura de  este Consejo 
Superior de la Función Pública y que en su momento ya 
tuvimos ocasión de expresar también en el debate de  la 
fenecida LPA, en base a la cual aparece esta figura del 
Consejo Superior de la Función Pública. Nuestra oposi- 
ción inicial en su momento v en la actualidad a este 
Consejo Superior de  la Función Pública deriva del riesgo 
de que este órgano dejase de ser un órgano de encuentro 
y se convirtiera en un brgano de  control, lo que anulaba, 
de alguna forma, ese caracter participativo. La rcprcsen- 
tación preeminente del Estado, unida a la indetermina- 
ción del contenido de  la palabra ~ ~ c o o r d i n a c i ó n ~ ~ ,  nos 
obligaba a una posición muy crítica respecto de la exis- 
tencia del propio Consejo Superior de la Función Públi- 
ca. Sin embargo, en Comisión se aceptó el que el conteni- 
do  de las deliberaciones y propuestas de este Consejo 
Superior de la Función Pública no tenga carácter vincu- 
lante, v ello motiva que retiremos las enmiendas 208, 
209, 210. 21 1 ,  214 v 215, que alteraban la composición 
del Consejo Superior de la Función Pública, para equili- 
brar de forma más paritaria o fortalecer la presencia nu- 
merica de las distintas Comunidades Autónomas. N o  
obstante, quiero decir que seguimos manteniendo la cita- 
da  enmienda 207, así como las enmiendas 204 v 205. 

La razón por la que mantenemos la enmienda 207 obe- 
dece al hecho de  subsistir ciertas funciones del Consejo 
Superior de la Función Pública que exceden de ese carác- 
ter asesor v participativo que nosotros queremos atribuir 
al citado Consejo Superior de la Función Pública. La pri- 
mera de ellas está en relación con la atribución al Gbier- 
no de la aprobación de estas normas para coordinar las 
oíertas de empleo o la programación de las necesidades 
de personal que, como he reiterado antes, consideramos 
que entra dentro del campo de la ejecución. La segunda, 
la interferencia que supone para la Comunidad Autóno- 
ma -pero esto va lo vrrcmos posteriormente en el artí- 
culo 10- o para sus asambleas legislativas la presencia 
de este Consejo Superior de  la Función Pública. 

Finalmente, mantenemos la enmienda 205, que prcten- 
de sustituir, la frase: <(les corresponde debatir v proponer 
medidas de coordinación,,, por la expresión <<por medi- 
das dirigidas al buen funcionamiento de las distintas Ad- 
ministraciones públicas., porque consideramos -v vuel- 
vo a insistir- la necesidad de definir el Consejo como un 
órgano de colaboración, de encuentro y no de coordina- 
ción, como dije va en el debate de totalidad, ya que es un 
concepto un tanto errático, a través del cual se pueden 
instrumentar una serie de medidas de control o de direc- 
ción, y nosotros insistimos en este carácter estrictamente 
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asesor y participativo del Consejo Superior de la Función 
Pública. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Señor Monfortc, se mantienen 
las enmiendas 202, 203,  2 0 4 ,  205 y 207. Las restantes, j se  
retiran? (Asenrimieiito.) Se dan por decaídas. 

Para turno en contra, tiene la palabra el señor Gimcno, 
por el Grupo Parlamentario Socialista. 

El señor GIMEN0 MARIN: Gracias, señor Presidente. 
Señoras Diputadas, señores Diputados, voy a intentar, 

para contestar a las enmiendas, fundamentalmente, dar 
una explicación del sentido del conjunto de artículos re- 
lativos a este Capitulo 1 que nos toca discutir, órganos 
superiores de la Función Pública. 

El Grupo Popular alegaba un planteamiento, hecho 
por su anterior portavoz, sobre el problema. a lo largo de 
diversos capítulos de esta Lev, concerniente a la dcslcga- 
lización, aunque introducia un matiz nuevo, por cuanto 
hablaba de inconstitucionalidad respecto a algunas cues- 
tiones especificas. Creo que ese tema ya se ha debatido 
anteriormente y que tambicn el representante de mi 
Grupo que me ha precedido ha dado sus razones respecto 
de lo que significa el articulo 103 de la Constitución. Le 
voy a decir, por ejemplo, señor Roma?, que la enmienda 
327 de su Grupo hace rclcrencia, precisamente a normas 
para coordinar la programación de las necesidades de 
personal. Si el texto de nuestro proyecto es inconstitucio- 
nal, su enmienda, la de su Grupo, tambicn. Es un argu- 
mento, quizá lógico o, en todo caso, para evitar que ~ i s t c -  

des entren en contradicciones. En algunas de sus en- 
miendas hacen referencia a esos aspectos v plantcamien- 
tos. Permítame que le diga que la intencionalidad clara 
de este Capítulo al regular las funciones del Gobierno, de 
los Ministros y de una serie de organismos de coordina- 
ción. participación, etcl'tera, es la de centralizar en un 
organismo específico la dirección de toda la política de 
personal del Estado; ese es el objetivo. centralizarlo y 
manifestarlo claramente. Primero, bajo el principio de 
un planteamiento general de la competencia v ,  luego, 
bajo el planteamiento específico de distintos aspectos 
singulares en que se concretan ese tipo de competencias, 
algunas de las cuales, no voy a decir que usted parecía 
ridiculizar, pero sí advertirle que n o  hacia falta poncrlas 
ahí, porque, por supuesto, se plantean. El critcriu era 
ese, y esa la intención clara del proyecto del Gobierno, 
porque hoy la política de personal, igual que en tiempos 
anteriores, no está suficientemente centralizada v clara- 
mente señalada, v no sólo por lo que respecta al Gobier- 
no, sino por lo que respecta a marcar las competencias 
del Ministro de la Presidencia y del Ministro de Econo- 
mía y Hacienda, porque usted sabe que los distintos Mi- 
nisterios también participaban y dirigían esa política de 
personal en muchas ocasiones, aunque luego, al final, 
lógicamente se tradujera en una Ley de Presupuestos, 
que tenía que proceder de una propuesta del Gobierno. 
Pero en la realidad práctica de cada momento, había 
como mínimo tantas políticas de personal como Ministe- 

ios, si es que algún Ministerio conseguía 1ambii.n coor- 
linar la política de sus organismos autónomos. En todo 
:aso, la única coordinación global era la económica, que 
ie presentaba en la Lev de Presupuesios, en la que el 
Vlinistro de Economía tenía mucha importancia. 

Lo que ahora se pretende es marcar claramente la im- 
portancia del Ministro de la Presidencia para dirigir, eje- 
cutar y coordinar esa politica de personal, que global- 
mente le tiene que corresponder al Gobierno. 

Esa es la intencionalidad del artículo cuando se refiere 
a l  Ministro de la Presidencia; marcar claramente una 
diferenciación cntrc lo que son aspectos económicos de 
la politica de personal, v lo que son el resto de las políti- 
:as de personal que dirige el Gobierno, pero que c,jccuta 

:.I Ministro de la Presidencia. 
Al  Ministro de Economía j cu i l  es la parte dc esa políti- 

ca de personal que le corresponde en estos organos supc- 
riores de la Función Pública? Lógicamente la que hace 
rclercncin a la niodilicación del gasto. y no solamente a l  
incremento del gasto -y lo digo porque, si mal n o  re- 
cuerdo. alguna de sus enmiendas hacia incidencia en ese 
aspcct-, sino tambil'n a la posibilidad de disminución 
del pasto, porque si vamos a una racionalimción global, 
tan importante es el incremento conw la disminución. Y 
?se es el  sentido de la diferenciación cntrc el Ministro de 
la Presidencia, el Ministro de Economía y el  Gobierno 
que, en dclinitiva, es el que dirige y el que va a ccntrali- 
zar claramente toda esa politica de personal. Usted hacia 
referencia al modelo; creo que hcnios hablado suficicntc- 
mente aqui, y en algunos capítulos podrcnios discutir 
más cspccíficarncntc el tema. 

Dcspuí .~ se rcfcria a los problemas que se han suscita- 
do por su Grupo y que se manilcstaban claramcntc e n  
toda una serie de enmiendas. Sobre el Consejo Superior 
de la F u n c i h  Pública. la Comisión de Coordinaci<in de la 
Función Pública, y tambil'n citaba otros organismos a los 
que luego me rclcriri.. El problema del Consejo Superior 
de la Función Pública se deriva claramente del modelo 
de Estado en el que estamos, v como consecuencia de 
que  estamos e n  un Estado de las Autonomias, necesita- 
mos configurar ese Consc,jo en la forma que nosotros 
planteamos en el provecto. ¿.Por qui.? Le pongo un  ejeni- 
plo muy concreto. Si ese Consejo tomara decisiones por 
mayoría en la elaboración de informes -que es lo que 
usted proporic en su cnniicnda-, nos  cncontrariamos 
con que esas decisiones scrian mucho más problemáticas 
para el objetivo principal que nosotros pretendemos que 
tenga ese Consejo. Es decir, funciones de coordinación, 
funciones de impulsar una política más homogl'nca cntrc 
el conjunto de las Administraciones. porque en definitiva 
eso beneficia al conjunto de la política global de la buro- 
cracia. 

Ese es el objetivo v usted plantl'csc la situación politi- 
ca.  Esta es una Lev que, en definitiva, traduce plantca- 
micntos politicos en planteamientos tbcnicos, en que el 
Gobierno, con una Comunidad Autónoma tomara una dc- 
cisión mayoritaria por encima de las dcmas Comunida- 
des Autónomas. En nuestra opinión eso plantearía unos 
problemas de muv dificil solución. Ya sí. que el informe 
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de ese Consejo no tiene por qué ser preceptivo. Pero no 
nos engañemos, un informe, sea preceptivo o no, tiene 
una repercusión política, eso es evidente y sería alegado 
constantemente. Creemos que bajo ese aspecto se cumple 
más el objetivo que el proyecto del Gobierno y nuestro 
Grupo le da a ese organismo. 

En cuanto a la Comisión de Coordinación o la compo- 
sición del Consejo Superior de la Función Pública, noso- 
tros planteamos que en ese Consejo Superior estén todas 
las Administraciones y los representantes de los trabaja- 
dores. El origen legislativo podría plantearse en ese Con- 
sejo, y la introducción de los trabajadores, que no esta- 
ban introducidos, en la Administración local, nos parece 
adecuado. Es un órgano de encuentro de las Administra- 
ciones Públicas v los trabajadores. Y pensamos, porque 
en el Estado de las Autonomías tiene una especial signifi- 
cación, que la Comisión de Coordinación es un organis- 
mo en el que están el Estado v las Comunidades Autóno- 
mas. Es un organismo paritario que no toma unas deci- 
siones mayoritarias. sino que pretende de alguna manera 
acercar y resolver los múltiples problemas que, lógica- 
mente, se tienen que dar y que se pueden dar en la cons- 
trucción de cualquier planteamiento en la construcción 
del Estado de las autonomías v en la creación de un 
mecanismo legislativo relativo a la Funcibn Púb!ica. IEl 
setior Vicepresidetire, Verde i Aldeu. ociipu Ir Presideticid 

A nosotros nos parece que son dos organismos nccesa- 
rios v que cumplen claramente unas finalidades detcrmi- 
nadas. En tal sentido, n o  creemos que se vavan a concre- 
tar sus actuaciones en una mera tertulia o en no hacer 
nada. Nosotros creemos que no. Nosotros creemos -por- 
que tiene esa significación y porque esos informes no 
tienen ese carácter preceptivo, tal v como se establece, 
sin perjuicio de lo que se dice a lo largo del articulado- 
que tendrán una mavor relevancia politica y que conse- 
guirán una consideración v unos objetivos mucho más 
posi t i  vos. 

En cuanto a la Comisión Superior de Personal. nuestra 
intención -v así lo hemos manifestado en otras ocasio- 
nes- es darle la mavor importancia legal, con unas fun- 
ciones específicas que se deducen claramente del propio 
texto de la Lev. Pretenden que sea un órgano colegiado 
de coordinación. documentación v asesoramiento para la 
elaboración de la política dc personal al servicio de la 
Administración del Estado. 

Aunque en una de sus enmiendas se dice que se incluva 
el Estado en el titulo del articulo es evidente que nos 
estamos refiriendo al Estado. y usted lo sabe porque se 
ILY' claramente en el texto del articulo. Por eso, simple- 
mente consideramos que no es necesario, aunque no hav 
ningún problema de fondo en su enmienda. 

Estas son las razones, a grandes rasgos, con las cuales 
pretendo contestarle, sin hablar de cada una de sus en- 
miendas, porque creo que pucdc dar una visión de 
conjunto más interesante que hablar de cada una de 
ellas. 

En cuanto a las enmiendas presentadas por la Minoria 
Catalana, en una que se refiere a la necesidad de concre- 
ción y delimitación de lo que es la Administración del 

Estado y las Administraciones autonómicas, vengo a de- 
cir lo que ya le he planteado en otras ocasiones. Cuando 
se hace referencia a este tema -y por lo menos el artícu- 
lo al que se refiere su enmienda no está afectado, por ser 
precepto o artlculo básic- creemos que no hay ningún 
tipo de problema. 

Por otro lado. respecto al otro problema, quizá más de 
fondo, .que usted plantea, sobre cuál es la solucián cuan- 
do no hay acuerdo entre la representación del Estado v la 
otra parte que negocia. en este caso, los representantes 
de los funcionarios, usted dice que el Estado no puede ser 
Juez y parte. Lo que pasa es que es mucho más difícil 
todavia buscar otros mecanismos cuando una de las par- 
tes resulta que es el Estado y que además está condicio- 
nada por la soberanía de esta Cámara, que tiene que 
aprobar la Ley de Presupuestos en las negociaciones del 
Estado. 

El régimen estatutario tiene una serie de limitaciones 
en cuanto a los derechos de los funcionarios, y digo que 
tiene limitaciones por ese carácter estatutario que lo di- 
ferencia del resto de los trabajadores. Esas, en definitiva, 
son las razones que a nosotros nos llevan a considerar 
que es adecuado cl planteamiento que se produce. 

El Grupo Vasco, en las enmiendas a las que ha hecho 
referencia, continuamente se plantea y urge el tema de la 
coordinación. En nuestra opinión, ese terna de la coordi- 
nación proviene v encuentra su justificación en el articu- 
lo 103 de la Constitución v en ningún caso hay intención 
de disminuir las competencias que tienen por sus propios 
Estatutos las comunidades Autónomas v,  sin duda, por 
la Constitucibn. 

N o  pretendemos en ningún caso minimizar esas com- 
petencias. pero se habían introducido enmiendas que, en 
vez de hablar de normas de coordinación, habláramos de 
criterios, para dejar bien claro que eso no pretende intro- 
ducir, bajo ningún concepto, ninguna cuna que pueda 
plantear menoscabo de las competencias de las Comuni- 
dades Autónomas. 

El senor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que vava terminando. 

El senor GIMEN0 MARIN: Con las explicaciones que 
le hemos dado para el tema del Consejo Superior de la 
Función Pública. en parte está resuelta la problemática 
fundamental de su Grupo en las enmiendas que plantea- 
ba. Nosotros creemos que es mejor que exista ese orga- 
nismo, con las funciones que tiene, porque es un organis- 
mo institucionalizado para llegar a acordar una serie de 
problemas o politicas que puedan referirse a la Función 
Pública. 

Nada más y muchas gracias. 

El setior VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

iTurno de réplica? (Pausa.) Tiene la palabra el setior 
gracias, seiwr Gimeno. 

Romay, por tres minutos. 
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El señor ROMAY BECCARIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Antes de nada, y para evitar confusiones sobre las en- 
miendas que defendemos y mantenemos, vov a entregar 
a la Presidencia una relación de las que dejamos para 
votación. (El señor Romav Beccaria entrega a la Presiden- 
cia la relacibn de enmiendas.) 

Senor Cimeiio, es usted un modelo de Diputado dialo- 
gante, con el que da gusto tratar estas cuestiones, tanto 
aqui.como antes en Comisión, v vo me complazco en 
reconocerlo así. Por eso, el diálogo con usted pienso que 
cs un diálogo fácil. 

Es verdad, nosotros pensamos que establecer los crite- 
rios de las necesidades a medio Y largo plazo de nuestra 
Administración es competencia de las Cortes Generales, 
cualquiera que sea el sentido de alguna de esas enmien- 
das que retiramos. 

Usted se ha referido a manifestación de voluntades po- 
líticas. Las voluntades políticas se pueden manifestar de 
muchas maneras. Yo creo que la manifestación de la vo- 
luntad política a través de la Lev debemos reservarla 
para aquellas materias que son propias de la Ley. Y en 
este debate, como en algunos otros, se produce una situa- 
ción paradójica: que vienen muchas cosas a la Lev que 
no tenían que venir porque son obvias o reglamentarias 
y ,  realmente, la voluntad política que hav detrás de estas 
normas se puede manifestar de otras muchas maneras, y ,  
sin embargo, no vienen cuestiones básicas que a nuestro 
juicio sí están reservadas a la competencia del legislador 
y son cuestiones sobre las que la voluntad política se 
tiene que traducir en normas jurídicas de rango legal, 
competencia de estas Camaras. Esta es una diferencia 
que resulta de estos debates v de estas posiciones distin- 
tas. 

Me dice usted que quieren potenciar la posición del 
Ministro de la Presidencia. Yo, la verdad, no la veo nada 
potenciada. Las competencias del Ministro de la Presi- 
dencia para presentar al Gobierno los proyectos de Lev 
sobre el régimen estatutario de la Función Pública me 
parcce que las tenia; la de impulsar. v coordinar estas 
políticas para la mejora de los servicios, creo que la tenía 
también, y para velar por el cumplimiento de estas dis- 
posiciones en materias generales de personal de la Admi- 
nistración del Estado, de verdad creo que las tenía y que 
no le potencian ustedes nada con estos preceptos; como 
creo que el Ministro de Hacienda ya tenia las que se le 
dan. En este sentido, creo que hay niuchas previsiones 
innecesarias en estos artículos. 

El Consejo Superior de la Función Pública: yo. natural- 
mente, cómo voy a negar que estamos en el Estado de las 
Autonomías y que hace falta crear foros de entendimien- 
to entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Pero 
estos temas hay que tocarlos con seriedad y saber hasta 
dónde se puede llegar y a dónde no se puede llegar, y no 
plantearse estos temas retbricamente. Y es que esta coor- 
dinación y estas facultades de consulta que ustedes dan a 
este enfático Consejo Superior de la Función Pública son 
retóricas, no tienen ninguna trascendencia, no tienen 
ningún valor jurídico; políticamente se pueden resolver 

estos problemas de muchas maneras, pero hacerlo crean- 
do órganos de esta naturaleza creo que no tiene sentido. 

Desde luego, no hay congruencia entre las subvencio- 
nes que se le asignan y las competencias que se le dan 
para ejercitarlas. Esto me parece muv claro; no hav con- 
gruencia, no hay una verdadera coordinación, no puedc 
haber coordinación. Estamos en un estado difícil, en una 
situación política difícil v no podemos coordinar las polí- 
ticas de Función Pública, pero no digamos que las vamos 
a coordinar creando unos órganos que no tienen compc- 
tencia para ejercer csa función, porque me parece que no 
añade nada. 

La Comisión Superior de Personal: vo no he dicho que 
ni sea del Estado ni que del artículo se deduzca que no es 
del Estado. ¡Claro que se deduce del artículo que es del 
Estado!, v es del Estado. Simplementc pedía que se Ila- 
mara Comisión Superior de Personal del Estado, para 
evitar confusiones, v que no tuviera un nombre que no se 
correspondiese con su contenido. Nada más. 

Sigo pensando, señor Presidente, que este Capítulo, 
que estos artículos deslegalizan materias que son cornpe- 
tencia de las Cortes Generales, que renuncian a una au- 
tkntica coordinación v a una participación seria en órga- 
nos ,jurídicamente relevantes de los funcionarios, y que 
tiene muchos defectos tkcnicos. Y que así, desde luego. 
no se moderniza nuestra Administración. Nosotros sabc- 
mos que la Administración tiene muchos delectos y que 
cntre todos teníamos que trabajar por corregirlos v por 
mejorarlos, pero vo me temo que con este provecto de 
Ley, la Administración no mejore. sino que empeore, n o  
se modernice. sino que retroceda en el  tiempo. 

Nada más v muchas gracias. señores Diputados. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Tiene la palabra el señor Cuatrecasas. 
gracias, senor Romav. 

El señor CUATRECASAS I MEMBRADO: Señor Prcsi- 
dente, señoras v señores Diputados, en la rbplica que me 
ha hecho el representante del Grupo Socialista ha aludi- 
do a un aspecto concreto que vo querria puntualizar. 

Dice: .Es lógico que en el caso concreto de funciona- 
rios se contemple la solución dada en el proyecto de Ley 
de que el Gobierno es juez v parte-. 

Bien. Ya le he expuesto mis argumentos. Lo que reco- 
mendaría es que. al menos. se atendiese a los convenios 
internacionales suscritos por España, va la luz de esos 
convenios seguro que puede crearse el órgano neutral 
que evite al Gobierno este enojoso papel. 

Por otra parte, hay en estc'tema de la representación 
funcionaria1 (ya lo discutimos en Comisión) una enmien- 
da sobre la cual no querría insistir. Me parece que la 
representación de los funcionarios públicos en este Con- 
sejo de la Función Pública (que es un órgano de encuen- 
tro, que es un órgano de deliberación, sobre el cual va 
hemos debatido anteriormente,' y,  por tanto, ya se han 
precisado esas posibilidades y esos límites, y el Gobierno, 
con absoluta y total libertad, hoy entiende. escucha v 
después actúa) debe corresponder realmente a lo que son 
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hoy los funcionarios en todo su ámbito, en toda su di- 
mensión, sin excluir, evidentemente sin privilegiar, evi- 
dentemente sin dar mayor fuerza a un colectivo que a 
otro. A todos. 

Por tanto, cuando se habla de representación funciona- 
rial -nuestra enmienda hablaba de centrales sindicales 
y asociaciones profesionales- (ya sé la respuesta, uste- 
des me dirán que en el texto de la Comisión csto quedó 
englobado en el concepto de organizaciones profesiona- 
les), que en la realidad sea así y que, por tanto, la prescn- 
cia funcionaria1 en este ámbito quede absolutamente ga- 
rantizada y no, en función de eufemismos de representa- 
tividad, en exclusiva para unos o para otros, sino para la 
totalidad del colectivo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Tiene la 
palabra el señor Monfortc. 

El señor MONFORTE ARREGUI: Muy brevemente, pa- 
ra decirle al portavoz del Grupo Socialista que tomo no- 
ta de la interpretación que ha dado a todo el concepto de 
la ejecución, v que csto n o  supone e n  ningún caso ningu- 
na interferencia, ninguna cuña, v que esta programación 
de personal o elaboración de ofertas de empleo corres- 
ponde a las Comunidades Autónomas. 

Sin embargo, nosotros seguimos manteniendo las en-  
miendas que he señalado anteriormente. porque rcspon- 
den a una filosofía que ya la expresamos desde la tipoca 
en que se discutió la fenecida LOAPA. 
Nosotros lo que procuramos es evitar cualquier con- 

cepto que encierre una subordinación, una dependencia. 
a travgs de vías muy diversas. 

Cuando se discutió la Constitución, en el articulo 149 
hubo materias concretas en que se hablaba de coordina- 
ción. En aquellas materias concretas sí cabia la coordi- 
nación, y de hecho, en temas sanitarios, por ejemplo, se 
establecía, pese a que cuando el Gobierno anterior de 
UCD sacó un Decreto de coordinación y planificación sa- 
nitaria nosotros presentamos una moción e n  la que pe- 
díamos la anulación del citado Decreto. v el Grupo So- 
cialista nos apovó en su momento, porque consideraba 
que a travks de la coordinación se establecía una distri- 
bución de competencias diferentes. La lástima es que 
ahora ustedes estkn aplicando ese Decreto de coordina- 
ción y planificación v que no lo hayan anulado. pero 
quiero decir con ello que, de alguna forma, csto no es un 
recelo que se me ofrece a mí con relación a la coordina- 
ción, sino que tiene una plasmación práctica v concreta 
ante unos hechos, como puede scr este Decreto que he 
mencionado. 

En cualquier caso, agradezco la intcrprctación que se 

da  al concepto de la ejecución, pero consideramos que1 
tenemos que seguir manteniendo estas enmiendas por' 
este concepto de filosofía de lo que es ese órgano superior 
que para nosotros tiene que ser, evidentemente, un órga- 
no participativo, un órgano de consulta y que, en ningún 
caso, se caiga, a través de vias indirectas, en un órgano 
de naturaleza distinta. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Tiene la 
palabra el señor Gimeno. 

El señor GIMEN0 MARIN: Gracias, señor Presidente, 
el senor Romay ha repetido parte de sus argumentos, 
pero sinceramente creo, v se lo digo así, que el proyecto 
de este capítulo mejora la situación anterior y para no 
repetir los argumentos no voy a decir más. 

En cuanto a la intervención del portavoz de Minoría 
Catalana, yo creo que en el desarrollo de la propia Ley 
Sindical, que lógicamente prevé mecanismos para que 
este derecho sea ejercido por parte de los funcionarios, 
con las peculiarida+ que tienen éstos, se encuentran 
soluciones adecuadas para resolver estos problemas que 
a usted le preocupan. 

Lo que sí le garantizo es que hav voluntad de negociar 
con la representación de los funcionarios y que el térmi- 
no de organizaciones sindicales está claramente referido 
tanto a lo que son sindicatos como a lo que son asociacio- 
nes profesionales, porque, en nuestra opinión. se englo- 
ban jurídicamente dentro del misnio concepto. 

En cuanto al reprcscntante del Grupo Parlamentario 
Vasco. S.  S.  ha puesto un ejemplo malo. En cl Decreto de 
cooidinación de la politica sanitaria y en la sentencia del 
Tribunal Constitucional n o  se cuestionaba el tema de la 
coordinación, sino el rango de Decreto, y n o  dc Lcv. para 
establecer el inicio, y n o  voy a seguir discutiendo el tema 
porque el ejemplo es inadecuado. 

N o  hay ningún intcnto dc menoscabar ni de disminuir 
ninguna competencia de las Comunidades Autónomas; 
eso t&ngalo muy claro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Vamos a 
piuccdcr a las votaciones 

En primer lugar las enmiendas del Giupo Parlamcnta- 
rio Popular que se mantienen para este capitulo y que 
son las siguientes: 

Enmienda número 2 ,  suscrita por el señor Carro. En- 
miendas números 54 y 55. del señor De la Vallina. En- 
mienda 336, del Grupo Parlamentario Popular. Enmien- 
da 578, suscrita por el señor Romay. Todas estas al arti- 
culo 2.<* 

En cuanto al articulo 3:', se va B votar la enmienda 
340. Al articulo 4.,# la enmienda 344. Al articulo 5." las 
números 56 y 57,  del señor De la Vallina; las números 
346 y 348, del Grupo Parlamentario Popular y la número 
4 del señor Carro. 

Al articulo 6." las enmiendas números 5 v 6 del señor 
Carro; las numcros 58 y 59, del señor De la Vallina; y la 
número 353, del Grupo Parlamentario Popular. 

A l  articulo 7: la enmienda número 8 ,  del señor Carro y 
la número 363, del Grupo Parlamentario Popular. 

Al artículo 8.", las enmiendas 585 v 586, suscritas por el 
señor Romav. 

Al  articulo 9:,, la enmienda número 9 suscrita por el 
señor Carro v la número 369, del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Estas son las enmiendas que se someten a votación. 
Comienza la votación. ( fausa . )  
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Efectitada la votacion, dio el sigiriente resitltudo: Votos 
entitidos, 234; u fuvor, 52; en contra, 169; abstenciones, 13. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario Po- 
pular que se han señalado al principio de la votación. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario de la Minoría Ca- 
talana, números 143, 144, 147 v 150. 

Comienza la votación. (Pairsu.) 

Efictiiadu lu votuciórr, dio el sigrrierite resirltudo: Voros 
er?titidos, 234; u fuiwr, 21; en contra, 164; uhstericiorres, 49. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario de la 
Minoría Catalana. 

Votamos las enmiendas números 202, 203, 204, 205 y 
207, del Grupo Parlamentario Vasco. 

Comienza la votación. (Parrsu.) 

Efictirudu la votución, dio el sigirieiiie vesrtltudo: Votos 
eriiitidos, 235; a fuiwr, 22; eit contra, 165; uh.stertcioiies, 48. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 
rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario Vas- 

Vamos a votar el texto de los artículos del Capítulo 1, 
conforme al dictamen de la Comisión. ( € 1  serior Crrurrecu- 
sas pide la palabra.) 

co. 

Tiene la palabra el señor Cuatrccasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Señor Prcsi- 
dentc, pedimos votación separada del artículo 2." 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Sólo e l  
2:,, ¿los demás se pueden votar conjuntamente? (Aseriii-  

rnierzto.) 
Procedernos, por consiguiente, a la votación de los arti- 

culos 3:, 4:,, S.,,, 6.", 7:', 8:* y 9." del Capítulo 1, según el 
tvx to  de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pairsu.) 

Efictuuda lu votación, dio el sigiriente resirltudo: Votos 
emitidos, 232; a favor, 183; en contra, 42; ahstertciones, 
siete. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Quedan 

Procedernos, seguidamente, a votar el artículo 2.,#, con- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

aprobados los artículos que se han indicado. 

forme al texto de la Comisión. 

Efectuada la votación, dio el sigitiertte resultado: Votos 
emitidos, 233; u favor. 171; en contra, 44; abstenciones, 18. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Queda 
aprobado el artículo 2:', conforme al dictamen de la Co- 
misión. (El señor Presidente ociipa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Entramos en el debate del Ca- 
pítulo 11. Enmienda número 35, del Grupo Parlamentario 
Centrista. Para su defensa, tiene la palabra el señor Gar- 
cía Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, intcrvcn- 
go en rcprcscntacibn del Grupo Parlamentario Centrista 
para defender, fundamentalmcntc, la enmienda número 
35 que hemos articulado a lo que entonces era un trozo o 
cacho de este provecto de Ley, y que hoy ya más digna- 
mente, se bautiza como Capítulo 11, Ordenación de la 
Función Pública de las Comunidades Autónomas. 

Nosotros no teníamos una propuesta especial que ha- 
cer por haber estado totalmente marginados en las con- 
versaciones que hubo al respecto, tampoco tenemos re- 
presentación de alguna Comunidad Autónoma que tam- 
bien ha estado prctcrida en la negociación y elaboración 
de este provecto de Ley, pero creemos conectar con la 
opinibn pública del país cuando despues de haber oído, 
incluso esta mañana, ratificar las afirmacioncs del señor 
Ministro de la Presidencia y escuchado y leído en alguna 
ocasion anterior la Exposición de Motivos de este proycc- 
to de Ley, nos encontramos con este modesto proyecto de 
Ordenación de la Función Pública de las Comunidades 
Autónomas. 

Si fuere cierto lo que se dccia en la Exposición de Mot i -  
vos de que el ob,icti\.o prioritario. fundamental, cl  primc- 
ro de todos los que persigue este proyecto de Lcy. era 
suprimir los obstaculos que la vieja legislación del antc- 
rior sistema, incluso de Gobiernos anteriores, olrccía a la 
cstructuración v a la modernización de la Función Públi- 
ca e n  las Comunidades AutOnomas. tambikn como objcti- 
vo prioritario, si nos referimos despues a i.1 recogemos 
las aspiraciones fundamentales de los funcionarios afcc- 
tados. pareco que la opinión pública escucharía en este 
momento del debate unas grandes innovaciones que los 
scnorcs del Partido en el Gobierno aportarían para solu- 
cionar ese grave problema que es la csti'ucturación de la 
Función Pública en las Comunidades Autónomas. 

El señor Ministro de la Presidencia explicaba esta ma- 
ñana algo que nosotros no habíamos entendido hasta el 
prcscntc, v era que el Partido en el Gobierno no se atrc- 
vía a acometer un Estatuto de la Función Pública. De 
modo que, a pesar de habcrlo programado v explicado 
así en sus proclamas electorales, había llegado a la con- 
vicción de que son tales los problemas que la Función 
Pública tiene que había que ir por trozos, había que ir 
legislando a base de parchcos para que en su día, en un 
día no muv lejano al fin, la opinión pública, la sociedad 
española, los funcionarios afectados pudieran examinar .y 
comprobar el nuevo Estatuto de la Función Pública que 
la Constitución exige. 

El fraude es absoluto porque este Capítulo 11, al cual 
estábamos encabezando la crítica, no tiene más que dos 
preceptos, que son absolutamente ineficaces. Decía el 
compañero del Grupo Popular, señor Romay, que lo peor 
que se puede hacer en una Lcv es dictar normas que no 
sirven para nada, v eso acontece con este Capítulo de 
ordenación de la Funci6n Pública de las Comunidades 
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Autónomas. Como SS. SS. no ignoran, porque en Ponen- 
cia y en Comisión, senor Gimeno, habíamos pedido con 
más entusiasmo que eficacia la supresión de todo el 
proyecto de Ley que no sirve absolutamente para nada, 
pedimos en esta enmienda. cuando menos, la supresión 
del articulo I l .  ¿Por qué? Porque es reproducción fiel y 
exacta de la Ley del proceso autonómico. Si hay una Ley 
que tuvo un debate larguísimo. que tuvo que acceder al 
Tribunal Constitucional, que allí quedó clara y mutilada, 
pero al final con una parte dispositiva y vinculante, en la 
que se recoge cuál es la situación jurídica de  los funcio- 
narios de las comunidades Autónomas. repetirla aquí ca- 
si literalmente no vemos que tenga algún sentido. Como 
tampoco vemos que tenga algún sentido decir que con 
esto se remozan, se destruyen, se trituran los obstáculos 
que el senor Ministro de la Presidencia encontraba para 
ordenar al fin la Función Pública, incluso la de  las Comu- 
nidades Autónomas. Repetir un precepto legal que está 
perfectamente aplicado y que tiene seis meses de  vida 
jurídico-legal realmente no tiene sentido. 

Otro precepto al que también nos vamos a referir es el 
articulo 10 del proyecto de  Ley, el cual, senores Diputa- 
dos, si alguno de ustedes no recuerda el texto que contie- 
ne. dice simplemente que las Comunidades Autónomas 
mcdiantc Lcv de sus asambleas legislativas ordenarán la 
Función Pública, Y la única limitación que se establece a 
las Comunidades Autónomas v a las asambleas legislati- 
vas es que habrán de respetar, a partir de  ahora, el sacro- 
santo grupo que conticnc cl articulo 24. 

La gran novcdad. señoras y senores Diputados, la novc- 
dad a la cual se remiten todas las Disposiciones de las 
asambleas legislativas de las comunidades Autónomas 
scrá que hav que respetar los grupos a ) ,  b), c )  v d)  que el 
artículo 24 consagra, v es una mera referencia a la «titu- 
litis» respecto a que los ti'cnicos de grado superior, van 
e n  cl grupo a); los tbcnicos de grado medio, van en el 
grupo b); los titulados inferiores van en el grupo c),  y asi 
sucesivamente. Esta es,  scnoras v scnores Diputados, la 
gran innovación. 

Cuando la opinión pública, el ciudadano corriente que 
se ha visto envuelto sin digerirlo totalmente -v esto es 
natural, tenemos que hacer una labor didáctica entre to- 
dos- en una serie de  transferencias, y lo que antes se 
resolvía en una ciudad ahora se resuelve en otra,  y no 
entiende porquí. los mecanismos no funcionan, y no en- 
tiende porqué no funcionan mejor que antes (esto es lo 
que nosotros los politicos defendemos, esto es lo que tie- 
ne  que acontecer: que la Función Pública mejore v preste 
mayor y más eficaces servicios a los ciudadanos), la opi- 
nión pública se va a encontrar en una situación atormen- 
tada y confusa porque no funcionan mejor los servicios 
publicos administrativos, va a llegar a la convicción de  
que ahora únicamente se dice que las asambleas legisla- 
t ivas podrán dictar lo que tengan por conveniente y que 
lo único que deben hacer es respetar esos grupos llama- 
dos sacrosantos, a),  b), c) y d )  que no sirven absolutamen- 
te para nada. 

Eso ya venía, de alguna manera, difuminado e n  ese 
caos que efectivamente existe, cual es el entramado de 

cuerpos, escalas y demás clasificaciones que la legisla- 
ción vigente consagra. 

En definitiva, creemos que si el Partido en el Gobierno 
no es capaz -puede que sea un tema muy dificil- de 
afrontar el Estatuto de  la Función Pública, si no es capaz 
de decir a los atormentados ciudadanos que la burocra- 
cia no va a mejorar en absoluto porque la única novedad 
en este punto es que habrá que respetar unos grupos 
determinados, puede que no sea ocioso decirles que de 
alguna manera ésta es una nueva clasificación que ana- 
dir a las anteriores. Si esa es la única novedad, la remo- 
ción de  obstáculos que supone el proyecto, el fraude que 
se produce a la opinión pública y tambien a los funciona- 
rios, de  alguna manera, es inevitable. Nosotros no hubié- 
ramos puesto obstáculos -y ya t e r m i n e  para que el 
proyecto de  Ley hubiera llegado aquí rápidamente, por- 
que la urgencia acaso lo demandara, si hubiera venido 
sin el necesario debate en el seno de la Función Pública, 
sin haber escuchado a las organizaciones sindicales; ha- 
biendo marginado a determinadas Comunidades Autóno- 
mas que asi lo han hecho notar. Si todo ello hubiera 
producido un proyecto de Ley tccnicamente decoroso, 
unas normas claras, coherentes quc pusieran fin al caos 
en que vivimos v que, de alguna manera, supusiese un 
avance hacia la modernización y hacia la eficacia de los 
servicios públicos, nosotros estaríamos conformcs; pero, 
scnores Diputados, por desgracia nada de eso acontece, 
como tendremos ocasión de defender más adelante en el 
resto de nuestras modestas innovaciones reglamentarias 
que el texto contiene. Desde luego. no acontece en abso- 
luto en la ordenación de la Función Pública de las Comu- 
nidades Autónomas que, con todos los respctos, quedaría 
mucho mejor como están aun sabiendo que está franca- 
mente mal. 

El senor PRESIDENTE: Enmiendas del Grupo Parla- 
mentario Vasco. Tiene la palabra el senor Monfortc. 

El senor MONFORTE ARREGUI: Muchas gracias, se- 
nor Presidente. Voy a proceder a la defensa de las en- 
miendas 217 y 218. 

La enmienda 217 presenta un texto alternativo que re- 
conoce de forma clara la capacidad legislativa de las Co- 
munidades Autónomas sin injerencias o interferencias de 
órganos ajenos. 

En segundo lugar, limita la agrupación de los funcio- 
narios a los grupos establecidos en el articulo 24. La exi- 
gencia que contempla el provecto del requisito de la deli- 
beración previa del Consejo Superior de la Función Pú- 
blica nos parece una rebaja de la consideración debida a 
los Parlamentos Autónomos. 

El artículo 5.0, 2 atribuve al Consejo Superior de  la 
Función Pública informar a los anteproyectos de Ley que 
le sean consultados por los órganos ejecutivos de  la Ad- 
ministración pública. Sería mucho más coherente con 
este precepto y el respeto a la función de las Asambleas 
legislativas de las Comunidades Autónomas que la deli- 
beración no fuese preceptiva sino discrecional, al igual 
que ocurre con el Estado. 
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En el trámite de Ponencia se llegó a afirmar por los 
representantes del Grupo Socialista que esta limitación 
se refería a los órganos ejecutivos, y surgió una fórmula 
que precisaba o acotaba esta limitación del Consejo Su- 
perior de la Función Pública al acto ejecutivo del gobier- 
no de las Comunidades Autónomas. Desafortunadamente 
se perdi6 en los trámites subsiguientes. Yo le diría de 
esta forma al señor Ministro de la Presidencia, si estuvie- 
ra aquí, que también en el Congreso se nos pierden cosas 
a los Diputados, y esta fórmula fue una pena que no se 
pudiera haber logrado plasmar en una formulación con- 
creta. 

En cuanto a esta limitación, como digo, consideramos 
que podía haberse regulado una fórmula que pudiera ar- 
bitrar esa consulta al Consejo Superior de la Función 
Pública, pero en determinados supuestos y a voluntad de 
las propias Comunidades Autónomas. 

Respecto al resto del contenido del artículo, la supre- 
sión se justifica no solamente por la consideración que he 
hecho antes al Consejo Superior de la Función Pública, 
sino también por la imposición de agrupar a los funcio- 
narios de las Comunidades Autónomas en las categorías, 
clases y cuerpos que procedan, cuando el Tribunal Cons- 
titucional se ha pronunciado en el sentido de que la orde- 
nación de los funcionarios en Cuerpos no es un principio 
organizativo que se imponga con carácter excluyente a 
todas las Administraciones públicas, de lo que se deduce 
que la ordenación de los funcionarios es un principio 
organizativo que podría corresponder a las Comunidades 
Autónomas. 

La enmienda número 218 afecta a la regulación de la 
situación dc los funcionarios transferidos. Nuestra cn- 
mienda ciñe los derechos adquiridos en relación a la pro- 
visión de puestos de trabajo o traslados. En los trámites 
anteriores se ha incorporado la referencia a los derechos 
económicos inherentes al grado personal que tuvieren 
reconocido. En los decretos de transferencia, en la propia 
LPA, se introducía una matización importante en rela- 
ción a este punto, ya que los derechos económicos se 
limitaban temporalmente al momenjo del traspaso. El 
respeto a las expectativas de carrera, al horizonte profe- 
sional, parecía algo fundamental al que no hemos objeta- 
do ni objetamos nada en absoluto. El problema se centra 
en la interpretación que se dé al reconocimiento de los 
derechos económicos inherentes al grado personal. Si ya 
se establece en el propio articulo la garantía de la igual- 
dad entre todos los funcionarios que ocupen puestos de 
trabajo idénticos, ¿quiere decir ello que en sus condicio- 
nes económicas el personal transferido puede optar entre 
la que se aplica a su Cuerpo o escala de origen y la 
vigente en la Comunidad Aut6noma? 
Yo no tendría ningún inconveniente en admitir incluso 

una opción globalmente considerada, pero tengo que ex- 
presar mi preocupación ante la redacción propuesta, ya 
que la retribución tiene varios sumandos y cabe la posi- 
bilidad de que en esa opcibn se acojan en cada partida a 
la norma más favorable; esto me interesa, aquello no me 
interesa. Esto, naturalmente, iba a introducir una disfun- 
cionalidad en el sistema de retribuci6n muy peligrosa y 

no sólo se produciría una disfuncionalidad sino una dis- 
criminación en relación al mismo puesto de trabajo que 
ocupe un funcionario propio de la Comunidad Autóno- 
ma, ya que el funcionario transferido podría en cada mo- 
mento y por cada concepto optar por aquella norma más 
favorable, lo que iría precisamente en contradicción con 
este principio de igualdad y ,  coino he dicho antes, conlle- 
varía la imposibilidad de que por las Comunidades Autó- 
nomas se proceda a homogeneizar, conforme a la propia 
organización, todo el personal al servicio de la misma, ya 
sea transferido o sea autonómico, debido al manteni- 
miento de todos los derechos en relación al personal, y 
originaría una reproducción o el riesgo de una doble cs- 
tructura en la Administración del Estado mediante la 
superposición de estructuras económicas y organizativas 
diferenciadas. 

Se omite, además, la concreción que se introducía en 
la LPA de la dependencia orgánica y funcional que para 
nosotros queda sobreentendida de todas formas cuando 
se habla de integración como funcionarios propios. Si en 
la LPA se hablaba de funcionarios estatales dependientes 
de las Comunidades Autónomas, aquí se va más lejos 
resultando su situación administrativa especial de servi- 
cios en la Comunidad Autónoma, lo que abunda nuestro 
razonamiento de que en  la práctica, desde una pcrspccti- 
va política, se sigue manteniendo una doble dependencia 
orgánica y funcional que en la práctica dificulta v com- 
plica la estructura del sistema administrativo al seguir 
dependiendo de sus propias estructuras los Cuerpos cen- 
t rales. 

Para desvelar cualquier duda de nuestra intención de 
modificación. tengo que destacar que no tendríamos nin- 
gún inconveniente en la modificación que se introdujo en 
el dictamen, cuando decía «derechos económicos inhe- 
rentes al gradou añadir «globalmente considerados.. 
porque nuestras prevenciones van dirigidas a ese riesgo 
de multiplicidad de los sumandos retributivos que haga 
que en cada caso se acoja el funcionario transferido a la 
norma más favorable, en c u y  caso se produciría una 
clara discriminación frente al funcionario autonómico 
que ocupe el mismo puesto de trabajo. 

Nada más y muchas gracias. 

El senor PRESIDENTE: Muchas gracias, senor Mon- 

Enmiendas del Grupo Popular. Para su defensa tiene la 
forte. 

palabra el setior Romay. 

El señor ROMAY BECCARIA: Gracias, serior Presiden- 
te. Senoras y senores Diputados, el Capítulo 11 de este 
proyecto de Ley tiene también un título muy enfático y ,  
desde luego, desproporcionado con el contenido. Se titu- 
la *Ordenación de la Función Pública de las Comunida- 
des Autónomas y regulación de la situación de los funcio- 
narios transferidos*. Nosotros nos hemos opuesto a la 
aprobación de los dos artículos de este Capítulo y no 
tanto por lo que dicen, sino por lo que no dicen y por lo 
que resulta del proyecto para el conjunto de la Función 
Pública de las Comunidades Autónomas. Y es que, seno- 



- 

CONGRE50 
5810 - 

24 DE MAYO DE 1984.-NüM. 127 

ras y señores Diputados, el proyecto que debatimos pro- 
duce en este ámbito dos efectos igualmente no deseables: 
en primer lugar, proyecta sobre la Función Pública de las 
Comunidades Autónomas al caos que crea en la Función 
Pública estatal; en segundo lugar, rompe la actual Fun- 
ción Pública en 17 partes y da  lugar a la aparición de 17 
Funciones Públicas autonómicas que podrán operar per- 
fectamente como compartimentos estancos, cercenando 
gravemente, además, los derechos dc  los funcionarios a 
la movilidad. Y voy a dar mis razones. 

Toda la deslegalización que opera el proyecto en cues- 
tiones fundamentales -desaparición de  la estructura de 
cuerpos, desvinculación de cuerpos v funciones, asimila- 
ción de grados, promoción. etcetera- se provecta a las 
comunidades Autónomas, a quienes entregamos una 
Función Pública desvertebrada, y en muchas cuestiones 
esenciales les decimos: hagan ustedes lo quc quieran. La 
Constitucion ha querido, sin embargo, que scan las Cor- 
tes Generales las que por Ley regulen el Estatuto de los 
Funcionarios Públicos y ha atribuido al Estado compe- 
tencia exclusiva para aprobar las bases del regimen esta- 
tutario de los funcionarios. A l  renunciar este provecto a 
sustituir el modelo de Función Pública por otro acabado 
al menos en sus lineas maestras, deja en manos del Go- 
bierno de la nación v de las 17 Comunidades Autónomas 
la posibilidad de regular cuestiones que a nuestro juicio 
corresponden a la Ley. Esto. cualquiera que sea el respe- 
to que nos merecen el Gobierno v las Comunidades Autó- 
nomas -v a nosotros nos merecen much-, no debería 
ocurrir. 

Y o  sé tambien que en muchas comunidades Autóno- 
mas con muy buen sentido superior, estoy seguro, al del 
Gobierno y al de la mayoría, al regular por Ley de sus 
parlamentos o asambleas legislativas esta materia, van a 
volver a legalizar cuestiones que ahora se deslegalizan, 
pero eso n o  nos libera a nosotros de la responsabilidad 
de deslegalizar lo que debe estar regulado por la Lev, 
porque basta que pudiera haber una sola Comunidad Au- 
tónoma que no procediera con ese mismo buen sentido, 
para que los efectos de la deslegalización debieran ser 
evitados. 

He dicho también que el proyecto rompe e n  17 partes 
la Función Pública estatal y da  lugar a la aparición de 17 
Funciones Públicas autonómicas que pueden operar per- 
fectamente como compartimentos estancos. Esto es rigu- 
rosamente cierto. N o  queda ninguna permeabilidad obli- 
gada entre las Funciones Públicas de las distintas Admi- 
nistraciones. El derecho de los funcionarios a una desea- 
ble movilidad ha quedado totalmente cercenado. N o  creo 
que ganemos nada compartimentando territorialmente 
una Función Pública que hasta ahora ha podido desem- 
peñar sus funciones sin problemas en todo el Estado. 
¿Qué queda de  los Cuerpos nacionales, de los programas 
mínimos o de  las homologaciones de Cuerpos o Escalas a 
que se refiere la Ley del proceso autonómico y cuya regu- 
lación el Tribunal Constitucional ha considerado ajusta- 
da  a la Constitución? ¿Que del derecho de los funciona- 
rios transferidos a servir en otras Comunidades Autóno- 
mas? ¿Es que no es posible avanzar algo más en esta 

línea de integración de la Función Pública negociando 
con las Comunidades Autónomas y, en su caso, con los 
partidos nacionalistas? ¿Es que ustedes, señores de la 
mayoría, que tan partidarios se muestran de la fusión de 
Cuerpos, son conscientes de que van a dar  lugar a que se 
multipliquen por 17 muchos de los que hav y los van a 
acotar territorialmente en muchos casos al ámbito dc 
una sola provincia? 

¿Se ha pensado en las consecuencias de hacer cornpar- 
timentos estancos entre una Administración Central, or- 
denadora, programadora, coordinadora, v las Adminis- 
traciones de  ejecución y desarrollo que van a ser, en mu- 
chos casos, las Administraciones autonómicas? ¿Donde 
van a adquirir esas experiencias prácticas los coordina- 
dores en materia de Sanidad de la Administración Cen- 
tral, si están incomunicados con los funcionarios gestores 
de la Sanidad en las Comunidades Autónomas? 

Esto no interesa, creo yo, a la Administración ni a las 
Comunidades Autónomas. N o  interesa, ciertamente, a los 
funcionarios, pero tampoco interesa a la Administración 
Central y a la sociedad a la que los funcionarios tienen 
que servir. Y estamos en lo de siempre. Al  prescindir de 
una Función Publica profesionalizada, despolitiLada, ver- 
tebrada en todas las Administraciones, nuestra Adrninis- 
[ración será cada vez peor, en perjuicio de todos y de esa 
modernización de España que todos decimos buscar. 

También en estos artículos la calidad del provecto deja 
mucho que desear. Aqui se ha dicho ya, v no vov a insis- 
tir, que el artículo 1 1  es una mera repetición de disposi- 
ciones que están va en nuestro ordenamiento v creo que 
no tiene sentido realmente traerlo aquí en estos tkrmi- 
nos. 

Algunas de  nuestras enmiendas trataban de subsanar 
en lo posible estas deficiencias, pero, en todo caso, corno 
estos articulos no son malos sólo por lo que dicen, sino 
porque se remiten a otros articulos, y ,  de alguna manera, 
trasladan a las Comunidades Autónomas muchas de las 
deficiencias que nosotros hemos señalado y a ,  y algunas 
que se irán señalando en este mismo debate al discutir 
los Capítulos siguientes, me temo que, aunque se acepta- 
ran nuestras enmiendas, sería imposible para nosotros 
dar  la aprobación a estos artículos, porque. como digo, 
su mal no está tanto en lo que dicen, s ino en lo que no 
dicen v en lo que dicen otros artículos a los que éstos 
necesariamente se remiten. 

Nada más v muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en contra, tiene la 
palabra el señor Martin Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. Voy a intentar referirme pormenorizadamente a 
todas v cada una de  las intervenciones que se han produ- 
cido en relación a este Capítulo de  la Ley. 

Señor Garcia Agudin, quizá por ser su primera inter- 
vención en esta Ley, se ha visto usted obligado a hacer 
una referencia genérica a la misma, naturalmente que 
peyorativa. más no faltaba. Mire usted, señor García 
Agudín: la Ley no es un fraude; la Ley es una forma de 
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caminar diferente de  la Función Pública al camino que 
históricamente se ha demostrado ineficaz, porque ha de 
reconocerme usted que ni el Estatuto de Maura ni las 
Leyes López Rodó sirvieron psra reformar la Función 
Pública. Buena prueba de ello es que, en su momento, 
tendremos ocasión de hablar del tema. Ustedes saldrán 
seguramente con lo relativo a los incentivos de  producti- 
vidad, y yo les explicaré lo que son los incentivos de 
productividad de  la Ley López Rodó (se lo anuncio ya 
para que se lo lea) y su aplicación en la realidad f‘uncio- 
narial actual. Se ha visto usted obligado a hacer esa in- 
troducción, senor García Agudín, seguramente con poca 
convicción y porque formalmente le era necesario. 

No es un fraude la Ley, es una forma diferente y ,  por 
tanto, imaginativa y ,  consecuentemente, si lo conocido KS 

tan malo, hay posibilidades de eficacia, presunciones de 
eficacia en el proceso de reforma de la Función Pública 
con un modelo, como he intentado antes explicitar, cla- 
ramente transparentc. 

Pero, yendo a lo que hay que ir, que son las enmiendas 
concretas a este Capitulo, la enmienda que usted propo- 
ne es justamente suprimir toda referencia al tema de la 
articulación de los tuncionarios transtcridos en el siste- 
ma del Estado de  las Autonomias. Usted lo que hace cs 
una referencia generica (sustituye los dos preceptos), v 
dice que las Comunidades Autónomas dictarán sus Leves 
de acuerdo con lo previsto en los Estatutos y en la Cons- 
ti tución. 

Pues bien, nosotros creemos que es nccesario precisar, 
porque para eso estamos desarrollando la Constitución y 
enmarcando de alguna manera el artículo 149.1.18, aun- 
que parcialmente, va que no es esto -va se ha dicho, lo 
reiteramos, y nosotros lo reconocemos, n o  faltaba más- 
el Estatuto de la Función Pública. Por consiguiente, en  
ese sentido creemos que es conveniente el articulo 10, 
que no hace, señor Garcia Agudin, se lo digo con toda 
cortesía, la interpretación que usted le da. Lo que dice el 
artículo 10 es que las Comunidades Autónomas deberán 
dictar, cuando lo tengan competencialmente atribuido, 
sus Leyes de desarrollo de la Función Pública e n  base al 
artículo 149.1.18 y, en todo caso (no únicamente, sino en 
todo caso, y ,  por tanto, aparte del genkrico sometimiento 
a la normativa de bases de la Función Pública), en todo 
caso, agrupará a sus funcionarios en los grupos del arti- 
culo 24. Grupos del artículo 24, señor García Agudin, que 
no plantean un problema de «titulitis». Es quc ustedcs, 
para intentar contradecirnos, llegan a querer pasarnos 
por la izquierda, y llega un momento en que uno no 
puede por menos que sonreír. 

El artículo 24, como en su momento debatiremos, es la 
ordenada articulación del empleo público con el sistema 
educativo del país. Si usted traza un sistema educativo 
donde hay bachilleres y después no  les da  puestos de 
trabajo en la sociedad, i pa ra  qué sirve que usted cree el 
título educativo de bachilleres? Si usted dice que hay 
títulos universitarios y después no crea puestos de tra- 
bajo para universitarios en la sociedad, y particularmen- 
te en el empleo público, i pa ra  qué da  usted títulos uni- 
versitarios? Si usted crea titulados de grado medio en el 

sistema educativo del país y la empresa pública princi- 
pal, la Administración, que es la que tiene que dar  conte- 
nido laboral a ese titulo, no crea puestos de trabajo ade- 
cuado, estamos destrozando el sistema articulado y ar- 
mónico educativo y de empleo de este país. Por tanto, no 
hay un problema de «titulitis». N o  hagamos demagogia 
con cosas que son mucho más serias que eso. En conse- 
cuencia, ese precepto es necesario, repito, por lo que he 
indicado. 

Sirve esa referencia tambikn, me imagino, para los res- 
tantes enmendantes, porque tambith el señor Monforte 
se ha referido a los grupos del artículo 24. La enmienda 
del senor Monforte, la número 217, mantiene textual- 
mente en ese punto cl texto del provecto, y, por tanto. n o  
st. cómo lo contradice. Dice la enmienda 217, del señor 
Monforte: .A estos efectos, agruparán a sus funcionarios 
propios, respetando en todo caso los grupos establecidos 
en el artículo 24 de esta Levb,. Por tanto, aunque lo ha 
contradicho desde la tribuna, me imagino que segura- 
mente cs una contradicción que se le ha pasado por alto. 
Lo que propone el senor Monforte en su enmienda no 
contradice el texto. 

Me voy a referir lundamcntalmentc a esa previa deli- 
beración del Conse,jo Superior de la Función Publica, tc- 
ma que, como sabe, hemos tratado y al q u e  i.1 ha hecho 
alguna referencia en Ponencia, en Comisión v ahora en 
Pleno. 

¿Todavía me queda tiempo, señor Presidente? 

El señor PRESIDENTE: Le quedan cuatro minutos. 

El senor MARTIN TOVAL: Terminar6 en ese tiempo, 
señor Presidente. 

Señor Monforte. usted sabe que esa referencia lo único 
que cambia en relación al artículo 5.”. el Consejo Supe- 
rior de la Función Pública, es el elemento de obligatorie- 
dad o preceptividad del informe. N o  tiene un carácter 
vinculante. que sigue sin existir; no cambia tampoco que 
es un informe al órgano de gobierno, n o  al legislativo, 
pues es e l  antcprovecto. en su caso, del Gobierno el que 
tiene que ser sometido a esa previa deliberación. El Con- 
lsejo Superior de la Función Pública nunca deliberará 
previamente a la adopción de un acuerdo por un órgano 
legislativo, sea estatal, Cortes Generales, sea autonómico, 
Parlamento, Cortes o Asamblea de las Comunidades Au- 
tónomas. 

Por tanto, esa relación interpretativa que hay que ha- 
cer entre el articulo 5:, uEI Consejo Superior de la Fun- 
ción Pública)), y el artículo 10 es clara. Lo único que 
cambia -es cierto, queremos que sea asi y creemos que 
es bueno que sea así- es que en este caso la Ley de la 
Función Pública de cada Comunidad Autónoma que com- 
petencialmente lo tenga atribuido sí que deberá pasar 
por ese lugar de encuentro, no vinculante, pero de en- 
cuentro, que permitirá la armónica construcción del Es- 
tado de  las Autonomías. Estamos convencidos y es nues- 
tro propósito -y sabemos que también el de ustedes- 
que pase por el Consejo Superior de la Función Pública 
no con carácter vinculante, pero sí preceptivamente en 
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ese caso. Ese es el único elemento que, en todo caso, 
contradice al artículo 5.0. al artlculo 5: que usted ya ha 
reconocido que ha sido objeto de una redacción adecua- 
da en Ponencia y en Comisión. 

Paso a referirme, finalmente, a la intervención del se- 
ñor Romay, porque las enmiendas ya ha dicho -puestos 
a decir- que no pide ni que se voten, porque si se vota- 
ran igual es peor, o algo así me ha parecido entender del 
final de su intervención. 

Ha salido de nuevo el tema de la deslegalización. de 
que ésta va tan allá, que deslegalizamos incluso para las 
Comunidades Autónomas. No, señor Romav, no. La 
Constitución otorga facultades legislativas a determina- 
das Comunidades Autónomas; en cuanto a las Cortes Ge- 
nerales, no dice nada al respecto. Son las Leyes de las 
Comunidades Autónomas las que tienen que decir en qué 
medida ellas, con sus facultades competenciales de Co- 
munidad Autónoma en el ámbito de la Función Pública, 
la legalizan o deslegalizan. De manera que aqui no se 
deslegaliza nada del ámbito competencia1 de la Comuni- 
dad Autónoma. Se les dice: estas son sus competencias 
-articulo 1 .", 3, de esta Ley-; éstas son bases. Legislen 
de acuerdo con estas bases, v en esa legislación que ha- 
gan, ustedes decidirán que se queda en su Parlamento y 
qué otorgan a sus respectivos Gobiernos para actuar en 
Función Pública. 

De manera que, señor Romay, esta Ley deslegaliza o 
no en la medida en que el debate inicial de esta sesión lo 
ha dejado claro u oscuro, pero sólo eso, no en relación a 
las Comunidades Autónomas. Lo digo, señor Romav, por- 
que en el debate inicial ya he indicado que me parecía 
que no se habían leído bien la Ley. Tengo que reiterarle 
que creo que no se han leido bien la Ley, v me sabe mal 
decirlo. porque, señor Romav, entiendo que S .  S .  normal- 
mente si se las lee. Pero, entonces, itengo que apreciar 
malicia en sus expresiones? No quisiera tener que hacer- 
lo. 

Se dice que se acaba con la permeabilidad de la Fun- 
ción Pública, que se crean diecisiete funciones públicas 
diferenciadas. 

Primero, partamos de la base de que estamos cons- 
truyendo el Estado de las Autonomias, con diecisiete Co- 
munidades Autónomas v ,  por consiguiente, con diecisicte 
adscripciones orgánicas v funcionales de funcionarios a 
esas Comunidades Autónomas. aparte del Estado v apar- 
te de las Corporaciones locales. Quizá sean tambikn exce- 
sivas las Corporaciones locales que se tienen en este pais, 
pero esto es así, constatación constitucional v ade facton. 

Pero no se niega la permeabilidad, y no sólo no se 
niega, sino que en el artículo 16 (usted ha hablado sóio 
del Capítulo 11 de esta Ley). se proclama la permcabili- 
dad: en el número 1 ,  la permeabilidad entre funcionarios 
de Comunidades Autónomas y funcionarios del Estado v,  
en el número 2, la de funcionarios de Corporaciones loca- 
les y de Comunidades Autónomas. Y eso está ahi, señor 
Romay, y a S. S.. atento lector de Leyes, no se le podía 
haber pasado por alto. Pero no sólo eso, sino que tampo- 
co se le ha pasado por alto que esta Ley tiene una cláusu- 
la derogatoria -y también de vigencias. consecuente- 

mente- que deja vigente todo lo no contradicho por esta 
Ley de la Ley del Proceso Autonómico, digamos de la 
LPA moderna, porque la otra es la de Procedimiento Ad- 
ministrativo. La deja vigente y está ahí. Por consiguiente, 
todas sus crlticas en el sentido de que esta Ley deja de 
lado y echa por tierra lo que ya la LPE y, consecuente- 
mente, el Tribunal Constitucional habían avalado como 
sistema armónico de permeabilidad de funcionarios, et- 
cétera, no es así, pues no lo deja de lado, no lo echa por 
tierra, sino que sigue vigente porque esta Ley no lo dero- 
ga. 

Por consiguiente, señorías, está claramente demostra- 
do que es conveniente que este Capítulo se mantenga. 
Entiendo, por tanto, que no es procedente -como el se- 
ñor Romay ha indicado respecto a las suyas- que se 
voten las enmiendas que se han presentado. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Martin 

Tiene la palabra el señor Carcía Agudín. 
Toval. 

El señor GARCIA AGUDIN: Sólo un minuto para con- 
testar al señor Martin Toval. He de decirle que nuestro 
estilo nunca ha sido la demagogia, y créame el señor 
Martin Toval que nunca hemos acudido a la demagogia; 
no hemos acudido hov ni acudiremos jamás. 

La expresión que utilicé no era muv feliz en cuanto que 
hablé de *fraude*. Diriamos que ufrauden lo empleo en 
la segunda acepción que tiene en el Diccionario de la 
Lengua en cuanto defraudación es desilusión frente a las 
expectativas que todos los españoles tenían de que se 
pusiera orden en el caos de la Función Pública. 

En tercer lugar, tomo buena nota y aprendo algo que 
n o  sabia, y es que los titulos academicos son garantía de 
un futuro puesto de trabajo. Hasta ahora yo creia que el 
Ministerio de Educación y Ciencia cxtendia los titulos 
como prueba y reválida de la capacidad adquirida en un 
determinado nivel. pwo nunca supe que estuvieran per- 
fectamente coordinados con futuros puestos de trabajo. 
Tomo buena nota y aprendo la lección del señor Martin 
Toval. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Garcia 

Tiene la palabra el serior Monforte. 
Agudin. 

El señor MONFORTE ARREGUI: El señor Martin To- 
val, al comienzo de su intervención. ha dicho que no 
entendía por qué vo respetaba, en cualquier caso, el pá- 
rrafo 2.  Yo creo que si se ve la enmienda se comprueba 
que no es así, que es una equivocación. Incluso me ha 
entrado la duda de que ésta no era la enmienda que yo 
había redactado. Realmente, este párrafo 2,  como verán, 
suprime la referencia a los Cuerpos, Clases y Escalas a 
que yo he aludido como principio organizativo diciendo 
que era más conveniente no citarlo expresamente, de for- 
ma que se condicione a las Comunidades Autónomas pa- 
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ra que recojan su organización en función de los Cuerpos, 
Escalas y Clases. 

El párrafo 2 de la enmienda 217, evidentemente, es 
diferente, lo que quiere decir que el que no se la ha leído 
es el señor Martín Toval. Yo le digo que hasta me ha 
entrado la duda de cómo había redactado yo la enmien- 
da. 

En cuanto a la argumentación de que el artículo 5.”, 2 
se cumple, tengo que decir que no se cumple, porque el 
artículo 5.”, 2 dice: ... cuando le sean consultadas por las 
comunidades Autónomas o por las Administraciones Pú- 
bbcasn. Y el artículo 10 no dice eso, el artículo 10 dice 
que antes de legislar tienen que consultar de forma prc- 
ceptiva al Consejo Superior de la Función Pública, en¡ 
cuyo caso hay una contradicción entre lo que dice el artí-8 
culo 5: y lo que dice el 10. 

A mí me preocupa esta subordinación procedimental, 
que además va a plantear algunas cuestiones, no en el 
proyecto general que puedan hacer las Comunidades Au- 
tónomas sobre la Función Pública, pero imagínense que 
su Grupo Parlamentario, una vez desarrollada la Lev de 
Reforma de la Función Pública, presenta en el Parlamen- 
to vasco una proposición de Ley sobre un determinado 
punto de la Función Pública. Según esto, como en mate- 
ria legislativa no lo podría hacer, tendría que estar supe- 
ditado a ese preceptivo informe del Consejo Superior de 
la Función Pública, porque todo ordenamiento Iegislati- 
vo, según dice aquí, queda supeditado a ese trámite pre- 
ceptivo, salvo que se acepte la interpretación inicial quc 
se refería al Consejo de Gobierno, en cuyo caso y o  no 
tendría ningún inconveniente en aceptar una enmienda 
transaccional -porque veo ciertos gestos del señor Mar- 
tín Toval- que era la que se formuló en un principio, 
que decía: .Los Consejos de Gobierno, a estos efectos, 
procederán . . . u ,  y que siga el resto igual, en cuyo caso no 
tendría ninguna duda. Pero en la medida cn que se me 
rechaza esa enmienda o ese acuerdo que hubo en su mo- 
mento y ,  por otro lado, se dan las interpretaciones que se 
están dando ahora, estamos en un mar de confusión te- 
rrible. 

A la enmienda 218 no me ha podido contestar el señor 
Martín Tova1 porquc sólo disponía de cuatro minutos. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ro- 
may por tiempo de tres minutos. 

El setior ROMAY BECCARIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. Muy brevemente. 

Señor Martín Toval, yo me suelo leer las Leyes, pero 
me parece que S. S .  muchas veces no me oye bien. Hav 
planteadas dos o tres cuestiones importantes. 
Yo creo que sí, señor Martín Toval, que aquí se opera 

una deslegalización y que esa deslegalizacion tiene vir- 
tualidad sobre la ordenacibn de la Función Pública por 
las Comunidades Autónomas; que no s610 se deslegalizan 
cuestiones en favor del Gobierno de la nación, sino que, 
al no regular esta Ley cuestiones básicas del Estatuto de 
los Funcionarios, que según el artículo 149.1.18 de la 
Constitución son competencia exclusiva del Estado y se 

leben aplicar a todos los funcionarios de todas las Admi- 
iistraciones Públicas, al deslegalizar cuestiones básicas, 
se está ampliando el ámbito de competencias de las Co- 
nunidades Autónomas, aunque sea a través de compc- 
:encias de sus asambleas legislativas. Las asambleas de 
ias comunidades Autónomas van a poder legislar sobre 
:uestiones básicas que, según el articulo 149.1.18 de la 
Zonstituci6n, tendría que regularlas el Estado, a nuestro 
modo de ver. 

Hay aquí deslegalizaciones en materia de desvincula- 
iión de Cuerpos y funciones (que nos parece que debían 
ser materia del Estatuto básico dc los funcionarios), de 
asignación de grados y de criterios generales de promo- 
i ó n  de personal, que, al no regularse en una Lcv básica 
del Estado, que tendrían que respetar las asambleas le- 
gislativas de las comunidades Autónomas, se está arn- 
pliando el ámbito de poder de las asambleas legislativas 
de las Comunidades Autónomas en perjuicio de esa orde- 
nacion común, básica, general. que la Constitución quie- 
re para el Estatuto básico de los funcionarios. 

No es un problema de estudiarse las cuestiones o no. 
Creo que puede ser un problema de entenderlas de dis- 
tinta manera, señor Martín Toval. 

Cuando vo me he referido a la permeabilidad de las 
Funciones Públicas me he cuidado de matizar y he ha- 
blado de permeabilidad obligada, porque lo que quería 
era que esta permeabilidad fuera obligada y no potcstati- 
va, como la que resulta del artículo 16 -que seguro quc 
usted se la ha leído bien- v que dice que los puestos dc 
trabajo podrán ser cubiertos por funcionarios que perte- 
nezcan a otras Administraciones. Pero n o  se trata de quc 
puedan ser cubiertos si ello parece bien, sino que se po- 
dría pensar que determinados funcionarios lucran nacio- 
nales y tuvieran esta posibilidad de prestar servicio en 
las distintas Administraciones Autónomas. Hav que pcn- 
sar que estarnos construvendo un Estado de las Autono- 
mías, pero no a partir de unas regiones va constituidas y 
unas Administraciones Públicas precxistcntcs, sino a par- 
tir de un Estado unitario centralizado. Y hav condicio- 
nantes de esta naturaleza que creo sería bueno tcner en 
cuenta a la hora de ordenar, corno lo ha tenido en cuenta 
la Constitución cuando ha previsto ese Estatuto básico 
de los funcionarios como una competencia exclusiva del 
Estado para mantener. sin duda, una unidad en estas 
cuestiones fundamentales. 

De modo que creo que, legalmente, la permeabilidad 
hay que entenderla en estos términos. De la Lev dcl Pro- 
ceso Autonómico algunas de estas cuestiones me gustaría 
verlas aquí con el carácter de básicas para que hayan de 
ser tenidas en cuenta en el desarrollo legislativo de las 
Comunidades Autónomas. 

Efectivamente, nuestras enmiendas resolvían poco en 
este Capítulo, porque los males no están en este Capítulo; 
este Capítulo sobra. no dice nada. Lo único que dice es 
que las asambleas legislativas de las Comunidades Autó- 
nomas tienen facultades para regular estas materias. ¡Ya 
lo sabemos! La Ley del Proceso Autonómico ahí está. De 
verdad que en este Capítulo lo único que es nuevo es lo 
que dice de que los Grupos son una cuestión básica, pero 
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eso lo podían decir en cualquier sitio. Realmente llamar 
ordenación de  la Función Pública de las Comunidades 
Autónomas a lo que dicen aquí es poco de recibo. El mal 
está en lo que resulta del conjunto de la Ley. El Capítulo 
se titula enfáticamente uordenación de  la Función Públi- 
ca de  las Comunidades Autónomas)) - q u e  va vemos que 
es un parto de  los montes lo que resulta de ahí-, pero 
donde está el problema es en los otros Capítulos. Y ,  natu- 
ralmente, con atender algunas enmiendas que dicen que 
se suprima esto o que se arregle lo otro, poco se resuelve, 
porque e l  mal no está aquí sino en el conjunto de la Lcv. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mar- 
tín Tova]. 

El señor MARTIN TOVAL: Muv rápidamente, señor 
Presiden te. 

Senor García Agudín, de nuevo la malversación de pa- 
labras. Yo no he dicho que ser bachiller comporte ser 
funcionario, digo que conviene ordenar las categorías ad- 
ministrativas del empleo público en función de las catc- 

gorías del sistema educativo, que eso es bueno y eso no 
es «titulitis»; eso es armonizar acceso al sistema cducati- 
vo v resolución de un determinado nivel en el sistema 
educativo con puestos de trabajo en el empleo publico. 
como debe serlo 1ambii.n en el privado; pero, en todo 
caso, el  empleo público es de obligado cumplimiento, 
porque el sistema educativo lo ordenamos nosotros, aquí 
tambith,  desde el sector público por excelencia que es el 
Parlamento. 

En relación al señor Monfortc. yo quisiera dcshaccr los 
entuertos, porque o y o  n o  me explico dcmasiado bien o 
no nos acabamos de entender. 

El Consejo Supcrior de la Función Pública actúa sicm- 
pre en relación a Consejo de Gobierno; nunca en relación 
a Asamblea legislativa. Tambii.n en el articulo 10. De 
manera que en este artículo lo que se somete por esta 
Ley a deliberación previa -que no informe, que eso es 
una enmienda del Grupo Popular- del Consejo Superior 
de la Función Pública es el provecto de Lcv del Gobierno. 
interpretación que cl Grupo mavoritario hace en este 
momento, ha hecho en Ponencia y ha hecho continua- 
mente, v el Gobierno tambii.n, porque está en  relación 
con el artículo 5.0 Lo que no puede someterse, porque 
sería seguramente anticonstitucional, es un acto legisla- 
tivo de  la Comunidad Autónoma a informe o dclibcra- 
ción previa de un órgano consultivo-ejecutivo. N o  puede 
ser, es el proyecto del Gobierno. Y, jen qui. único caso? 
En el caso del artículo 10. La Lcv de la Comunidad Autó- 
noma que desarrolle esta Lev de la Función Pública, n o  
la proposición de Lev. en el ejemplo que usted ha puesto. 
que el Grupo Socialista Vasco pueda plantear en cl Par- 
lamento Vasco para regular aquella materia concreta, 
sino la Lcv genérica. 

Tambiin se ha entendido esto por otros Grupos v en- 
mendantes. Concretamente, la enmienda en el mismo 
sentido de Minoría Catalana fue retirada, creo recordar, 
en Comisión, como consecuencia de  que se dejó bien cla- 
ro, porque es así, y queda claro en el texto, por la concor- 

dancia del artículo 5:’ con el artículo 10, que esa dclibc- 
ración previa lo es del proyecto gubernamental del Go- 
bierno autónomo para la Lcv de desarrollo -una- de 
las bases la función pública en el ámbito competencia1 
correspondiente a la Comunidad Autónoma. 
Es por lo que hace a ese punto. Por lo que respecta a la 

siguicntc enmienda, la voy a tratar muy somcramcntc. 
Dice el texto que usted pretende suprimir que las Comu- 
nidades Autónomas garantizarán a los funcionarios que 
se les transfieren los derechos económicos inherentes al 
grado personal que tuviesen reconocido. Obvio. Quien 
niegue eso está negando la posible articulación de las 
Comunidades Autónomas y de los funcionarios que nece- 
sariamente han de ser transferidos de una Comunidad a 
otra. Y no solamcntc en este procco de transferencias, 
sino que cuando un funcionario de una Comunidad AutG- 
noma, la vasca, por ejemplo, acceda, en base al funciona- 
miento de la permeabilidad, a un puesto de trabajo de la 
Administración del Estado, habrá que garantizarle los 
derechos económicos correspondientes al grado, porque 
e n  esta Ley la Administración del Estado está paranti- 
zando, por primera vez en este pais, que el grado pcrso- 
nal del funcionario comporta un reconocimiento de dere- 
chos econóinicos irrenunciables. aunque sean de dos era- 
dos inleriores. pero irrenunciablcs, cosa que, corno sabe 
s. S. ,  no pasa en la situación funcionaria1 actual. Luego 
garantizamos tanto cl cambio de un puesto de traba,io 
dentro de una misma Administración conio el cambio de 
puesto de traba.@ de una Administración a otra. Eso es 
obvio y,  por tanto, no podemos acceder en  ningún modo 
a lo que S. S. solicita. 

Finalmente, por lo que hace rclcrcncia a la rcplica del 
señor Roma?, ya si. lo que S.  S.  entiende por deslegaliza- 
ción; ya lo si. y casi podría darle la razón, una vez que le 
explique yo lo que y o  entiendo que entiende S. S. por 
dcslcgalización. 

perdóneme la aventu- 
ra de interpretarle, es que como esta Ley intenta climi- 
nar el cursi. corporativo para la articulación de la Fun- 
ción Pública en  la Administración Pública. tambicn pasa- 
rá esto en las Comunidadcs Autónomas, pero n o  es por- 
que la ley dcslcgalicc, sino porque legaliza de manera 
diferente a como a S.  S .  Ic gustaria. 

La Lcv dice, n o  el Gobierno: Hay que quitar el cursi. de 
los Cucrpos en el funcionamiento de la Administración. 
N o  hav que quitar los Cuerpos, iojo!, y usted sabe que no 
es eso lo que dice el provecto de Ley. Hay que evitar, hay 
que eliminar los obstáculos que el corporativismo, pre- 
sente e n  nuestra Función Pública, opone a la racionaliza- 
ción y modernización. so es lo que dice la Ley, ! no climi- 
nar los Cuerpos; eliminar sus consccucncias nefandas en 
el proceso histórico de su funcionamiento. Nefandas dcs- 
de nuestra perspectiva; scnor Romav, no dcsdc la suva, 
‘sin duda. Y eso 1ambii.n para las Comunidades Autóno- 
mas. Pero eso no es delegalizar, es que la Ley dice cosas 
que a S. S .  no le gustan v que. siendo básicas, iambii.n 
han de aplicar, obviamente, las Comunidades Autóno- 
mas. 

Por tanto, no  puedo darle la razón, salvo que esla sea 

Lo que S.  S.  entiende, creo yo, 
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la interpretación y entonces si se la daría: n o  deslegaliza 
tampoco, sino que, legalizando, lo que se hace es Icgali- 
zar en sentido contrario a sus propósitos, apetencias v 
criterios, lo cual, por lo demás, es obvio y reconocible, 
porque para eso tienen SS. SS. posición contrapuesta a 
la nuestra. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Martin 

Vamos a proceder a las votaciones. 
La enmienda número 154, del Grupo Parlamentario 

Vamos a votar la enmienda número 35,  del Grupo Par- 

Comienza la votación. í fai isu.)  

Toval. 

Minoría Catalana, ha sido retirada. 

lamentario Centrista. 

E/L'ctiiudu lu iuruci8ir. dio el sigiiieirre resirlrudo: Votos 
eirtiti~1o.s. 246; u fuipor, 6 0 ;  L'II coiilru, 179; uhsrrriciories, 
siete. 

El scnor PRESIDENTE: Queda desestimada la cn- 
micnda número 35,  del Grupo Parlamentario Centrista, 
al artículo 10. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco, números 
217 y 218.  

Comienza la votación. S(Pausa.1 

Elcctiiada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 249: a favor. 24: en  contra. 172; abstenciones. 
s3. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

miendas del Grupo Parlamentario Vasco LI este Capitulo. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Popular. números 

273 ,  277 y 276.  
Comicnm la votación. íPu i r su .  

El scnor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
micndas 273, 277 y 276,  del Grupo Parlamentario Popu- 
lar. 

Vamos a votar el articulado de acuerdo con el dicta- 
men de la Comisión, artículos 10 y I l .  El votar f n  contra 
del articulo I I supone votar a lavor de la enmienda 375, 
del Grupo Popular. que es de supresión. 

Comienza la votación. (Puiisu.)  

Eféctiiudu Ir iwrucióri. dio el sigiiteriie r-rsiiltudo: Volo.s 
eiuiridos, 248; u f u i u r ,  177: tJr i  corilru. 68; uhsrrriciories. 
r w s .  

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los articu- 
los 10 y i i ,  de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Se  levanta la sesión, que se reanudadará a las cuatro y 
media en punto. 

Se reunirdu Iu sesidri u Ius ciIurro .v cirrcirentu minutos de 
lu /urde. 

El señor PRESIDENTE: Señorías, se reanuda la sesión. 
Pasamos al Capitulo 111. Enmiendas del Grupo Parla- 

Tiene la palabra el señor De la Vallina. 

CapltUlO 111 

mentario Popular. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Con la venia, 
señor Presidente, señorías, este Capitulo 111 del proyecto 
de Ley de medidas para la reforma de la Función Públi- 
ca, en cuyo debate entramos esta tarde, comprende los 
artículos 12 a 17, y lleva por rúbrica: Registro de Pcrso- 
nal. Programación y oferta de empleo público. Su exa- 
mcn permite poner de manifiesto, en mi opinión, alguna 
de las claves de la reforma provectada por el Gobierno v ,  
en consecuencia. el juicio de valoración que dicha rcfor- 
ma puede merecer, en la linca expuesta en e l  debate de 
esta mañana, en el arranque de estos debates, por mi 
compañero de Grupo Miguel Herrero y Rodrigucz de Mi- 
nón. 

A este Capitulo, mi Grupo Parlamentario ha formulado 
las enmiendas 378 a 398,  aparte de una scric de cnmicn- 
das suscritas personalmente por diversos Diputados. A l  
final de mi intervención, con la venia de la Presidencia, 
concretar6 el número de aquellas enmiendas que se su- 
nictcn a votación y las que, en consecuencia. quedan rcti- 
t-adas. 

La primera observación que debe hacerse en relación 
al contenido de este Capitulo 111 -y a ello responden en 
buena medida nuestras enmiendas- es que, regulando 
cuestiones básicas, nucleares. en relación al modelo bu- 
rocrático, al modelo de Función Pública, permite consta- 
tar que no existe criterio alguno, que el legislador en esta 
ocasión carece de un modelo definido de Función Públi- 
ca,  y que ello es así lo ha reconocido esta mañana - 
aunque pueda resultar un tanto paradójico- el Ministro 
de la Presidencia en su intervención de presentación de 
este proyecto de Ley. 

El proyecto de Ley, hay que repetirlo, n o  realiza la 
reforma de la Función Pública de una manera global, 
como exige por una parte la necesidad de adaptar .la 
Función Pública a los nuevos condicionamicntos de la 
sociedad y,  por otra, a las exigencias constituconalcs, en 
la linca expuesta por el Presidente del Gobierno ante esta 
Cámara en su programa de investidura y más rccicnte- 
mente, en el debate de totalidad sobre el estado de la 
nación. Los criterios programáticos entonces expuestos 
por el Jefe del Ejecutivo no se ven cumplidos con el 
proyecto propuesto. Pero tampoco nos encontramos, pro- 
piamente hablando, con una reforma parcial, sino ante 
medidas inconexas, de carácter muchas de ellas como 
veremos reglamentario, que permitan facilitar la rcfor- 
ma futura. 

Como su nombre pone de relieve, este proyecto de Lcv 
contiene medidas no de reforma, sino para la reforma. La 
reforma queda pospuesta para un momento posterior v 
encomendada al Gobierno, pero sin saber en que va a 
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consistir dicha reforma, porque el provecto ciertamente 
no  contiene criterios precisos al respecto. 

Lo que persigue este proyecto. digámoslo sin tapujos, 
cs quitar, suprimir los condicionarnientos legales deriva- 
dos del carácter estatutario de la Función Pública que 
hoy consagra la Constitución española; persigue deslega- 
lizar todas las cuestiones referentes al personal; dejar sin 
garantías legales a los funcionarios; otorgar, en  dcfiniti- 
va, manos libres al Gobierno para actuar con absoluta 
libertad, sin condicionamiento legal de ningún tipo; la 
consagración, tbcnicamente hablando, de la arbitrarie- 
dad. es decir, de la auscncia de normativa legal. 

La reforma se va a efectuar en un doble momento. 
inicialmente, mediante este provecto de Lev. que facilite 
la actuación posterior del Gobierno. Autorizado por esta 
Lcv, el Ejecutivo podrá actuar con absoluta libertad v sin 
que se pueda vislumbrar la dirección en que lo va a ha- 
cer. El que no exista un modelo burocrático, un modelo 
de Función Pública, el que no se aborde en esta Ley glo- 
balmentc la reforma de la Función Pública. no se sabe si 
es por falta de capacidad tccnica, porque se carece de 
criterios claros y precisos acerca de la organiración del 
Estado en este importante ámbito de su burocracia o si 
ello es porque se quieren ocultar las intenciones últimas 
que se persiguen con la reforma, porque se considera que 
la reforma efectuada en un doble momento se hace más 
digcri blc. 

Sea una u otra la razón del proyecto, es evidente que 
ambas son recusables. y ello tanto desde el punto de 
vista de los funcionarios como de la propia Administra- 
ción. Los funcionarios, a partir de esta Ley. carecerán e n  
buena medida de un auttintico rtigimen cstatutario que 
hov les garantiza la Constitución; entrarán en una diná- 
mica de absoluta inseguridad jurídica, con todos los dc- 
fcctos y consecuencias que de ello se deriva. y fundamcn- 
talmente se habrá conseguido una total politización de la 
Administración Pública, de la que tenemos algunos cx- 
presivos v negativos ejemplos durante el mandato socia- 
lista; politización que, de aprobarse este proyecto, se gc- 
neralizará a todos los niveles. 

Esta situación habrá de repercutir en la actuación de 
la propia Administración, aumentando el desorden y la 
ineficacia. ciertamente, con ello se habrá perdido una 
ocasión importante de  poner remedio, de  reformar la Ad- 
ministración eri la línea de la Constitución y en la línea 
de  las exigencias de nuestra sociedad. 

Si se examina la cuestión institucionalmente, desde los 
cometidos v responsabilidades que correspondcn a esta 
Cámara, el juicio tampoco puede ser favorable. El Parla- 
mento, aprobando este proyecto, hace dejación de sus 
competencias en un ámbito trascendental para la organi- 
zación del Estado, ya que, en última instancia, esta Ley 
es, como se ha dicho esta mañana, un cheque en blanco, 
una autorización de plenos poderes al Gobierno, al mar- 
gen de los condicionamientos constitucionales. 

En relación a lo expuesto y examinando e n  primer lu- 
gar la crítica que queda formulada de  quc se trata de 
medidas inconexas de carácter reglamentario, faltas de 
un mínimo de  criterio, ello se puede deducir del hecho de 

que en estos artículos 12 al 17 nos encontramos con prc- 
ceptos impropios del contenido de  un provecto de Ley. v 
de  un proyecto de Lev de esta naturaleza, que pretende 
encontrar su apoyatura, su fundamento, en el artículo 
149.1.18 de  la Constitución, es decir, ser una de las Leves 
básicas cuva competencia corresponde al Gobierno, cuva 
competencia corresponde al Estado v cuya aplicación se 
extiende horizontalmente a todas las Administraciones 
públicas. 

As¡ sucede que esta Ley incluye como contenidos bási- 
cos cuestiones, como digo. de orden menor, referentes a 
los registros de personal o a la oferta de empleo público 
que, por otra parte. va tenían una suficiente regulación 
en nuestro ordenamiento jurídico; cuestiones dc carácter 
menor que. si es necesario conseguir una adccuada coor- 
dinación en relación con ellas, entre todas las Adminis- 
t rac ioncs Públicas, pod ia consegui rse por proccd i micn tos 
distintos de los de esta Lcv, y concretamente. por lo que 
se refiere a la coordinación entre el Estado v las Comuni- 
dades Autónomas, el tema ya estaba regulado, va estaba 
previsto en la Ley de Proceso Autonómico del pasado 
mes de octubre. 

Pero al lado de estos preceptos insustancialcs, mcra- 
mente reglamentarios, en este Capitulo 111 nos cncontra- 
mos con uno de los artículos clave del proyecto y que 
puede ser valorado, enjuiciado, como tema testigo acerca 
del sentido y alcance que con este proyecto se quiere 
conseguir. se persigue. Se trata del artículo 14, en cuyo 
precepto, dcspucs de referirse a las relaciones de puestos 
de trabajo, con defectos -tambii.n habría que d c c i r l w  
de  carácter tticnico, defectos y errores de pura tccnica 
normativa. se regula una cuestión trascendental para el 
regimen de la Función Pública,! es que los puestos de 
trabajo serán de adscripción indistinta para todos los 
funcionarios incluidos en el ámbito de esta Ley. 

Con ello, el Gobierno, los órganos encargados de la 
política dc personal, tienen las manos libres para enco- 
mendar a los funcionarios las tareas que cstimcn oportu- 
nas. Es indiferente pertenecer a un Cuerpo o a otro. N o  
existe condicionamiento legal alguno. Un ingeniero po- 
drá ejercer de jurista, un profesor de EGB podrá dcscm- 
pcñar funciones de astrónomo, los funcionarios de Co- 
rreos podrán dirigir un centro penitenciario. 

La profesionalidad con esta Ley está llamada a dcsapa- 
recer e n  el ámbito de la Administración. He aquí una de 
las claves del provecto: dcsvcrtebrar la Administración 
Pública, desprofesionalizar la Función Pública, ir hacia 
un modelo indefinido de burocracia. Consciente o incons- 
:¡entemente, este es el resultado final de este provecto. 

Sabido es, v no sc trata de una cuestión puramente 
i cad th i ca ,  que existen dos grandes modelos de Función 
Pública, dos grandes criterios a la hora de estructurar 
3urocráticamente el Estado: el sistema anglosajón y ,  
nás propiamente, el sistema americano de puestos de 
.rabajo. en quc lo importante, el criterio básico, es el 
3uesto de trabajo v las condiciones subjetivas para su 
ksempeno: frente a el está el modelo curopcw de Cucr- 
30s v Escalas de funcionarios. Cuerpos v Escalas que, en 
'unción de sus características, de sus exigencias para el 
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ingreso, están llamados a desempeñar determinados co- 
metidos en la Administración Pública, v nuestra Admi- 
nistración, fundamentalmente a partir de la reforma de 
Maura de 1918. responde al modelo continental. 

Pues bien, con el precepto al que me cstoy refiriendo, 
con este articulo 14. se desmonta el sistema tradicional, 
sin ofrecer recambio alguno; se opera el dcsmantcla- 
miento del sistema burocrático actual. s in  ofrecer un cri-  
terio alternativo, s in  discnar un nuevo modelo de Fun- 
ción Pública. Por eso. nuestras enmiendas en relación a 
este articulo 14, apartado 2 ,  proponen su supresión. 

El señor PRESIDENTE: Señor De la Vallina, le ruego 
que termine, por tavor. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Gracias, señor 
Presidente; atcndcri. en la medida en que pueda su rue- 
@ O .  

Y n o  se diga que la critica que se torniula a este pre- 
cepto responde a un criterio corporativo. a un criterio de 
detensa de Cuerpos. como en ocasiones se hace por 10.4 

responsables directos de este provecto. N o  se trata en 
estos momentos de la defensa de los Cuerpos de Funcio- 
narios, se trata de que el provecto n o  incorpora ningún 
criterio, carece de un modelo burocrático; su critica n o  
se hace porque vaya en contra de los Cuerpos de Furicio- 
narios, sino porque no incorpora ningún criterio que sus- 
tituya al criterio que tradicionalmente viene configuran- 
do la Función Publica en nuestro ordenamiento. 

Sc quiere que el provecto responda a un criterio, el que 
se quiera, el de cuerpos o el de puestos de trabajo, pero lo 
que en ningún caso se puede apoyar, lo que en ningún 
caso se puede asumir es que se desmonte el criterio cxis- 
lente sin ofrecer un  recambio coherente. 

Esta permisividad a la hora de dcscmpcnar las disiin- 
tas tareas en la Administraci6n pública cs expresión, co- 
mo ya quedó indicado en distintas ocasiones. de la dcslc- 
galización que se pretende operar. y en esta misma Iinca 
responden otros preceptos de este Capitulo 111. como 
puede ser el articulo 16. 

Con estas medidas proyectadas dcsaparccc, cicrtanicn- 
te, el principio de seguridad juridica, se corisag1.a la ai.bi- 
iraricdad y se entrará cn una completa politi/.acióri de la 
Administración pública, contraria a los pijncipios basi- 
cos de u n  Estado de Derecho. 

Electivamente, una de las conquistas del Estado de 
Derecho es que las garantias básicas del  rcgimcn de la 
Función Publica se encuentran establecidas por la Ley, lo 
cual, a su vez, es exigencia de la objetividad con que la 
Administración tiene que actuar, de que la Administra- 
ción - c o m o  dice nuestra Constitución- sirve con ob.jc- 
tividad a los intereses generales. Y esa relación entre Ad- 
ministración v funcionarios tiene que estar rcgulada por 
la norma .juridica objetiva y ,  lógicamente, no debe estar 
rcgulada por una de las partes, por la Administración 
pública, por lo cual esa norma debe emanar del Parla- 
mento v no de la propia Administracióii. 

Esto es lo que da  lugar al llamado Estatuto de los 
funcionarios, que es algo elemental en Derecho público, y 

esto es lo que con propiedad y rigor dice nuestra Consti- 
tución, tanto en el articulo 149.1.18, cuando señala que 
la regulación, el Estatuto de los funcionarios, es compe- 
tencia del Estado -es una de esas Leyes básicas que 
corresponde al Estado- como en el artículo 103, que 
determina expresamente que la Lev regulará e l  Estatuto 
de los funcionarios públicos. 

En contra de estos principios constitucionales, nos cn- 
contramos con esta absoluta deslegalización. con la con- 
sagración del puro arbitrio, con la consagracibn de la 
falta de normativa jurídica e n  materia cstatutaria, en 
materia de funcionarios. que  este provecto pretende con- 
sagrar. 

Por todas estas razones, y voy a terminar, señor Presi- 
dente, atendiendo su ruego ... 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que lo haga, 5C1¡01. 
De la Vallina. El ruego. en definitiva, cricubria una lor- 
ma linguistica de un  mandato. ~ R ~ S L I S . )  

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Muchas gracias. 
Por todas estas ramncs, señor Presidente, no podemos 

prestar nuehti-o apoyo il estos artículos 12 al 17 que com- 
prende el Capitulo 111 del proyecto que debatimos. 

La falta de criterios legales, la falta de inodclo buro- 
crático, la dcslcgalización, que conducirá a una total y 
absoluta politización de la Administración, hacen rccha- 
zablc, desde nucstiu punto de vista, el  contenido de estos 
ptccc p 1 os. 

Las enmiendas que sornctcrcmos concretamente a vo- 
tación en este trimiic plenario son las que se contienen 
en la relación que entrego en este momento a la Presi- 
dencia, enmiendas que persiguen, en la l ima delendida 
cn las distintas intervenciones de los representantes de 
nii Grupo y en la que esta tarde acabo de clcctuar, la 
aplicación de principios constitucionales en e l  iimbito de 
la Función Publica, que resultan decisivos para la conli- 
guración de una Adniinisti.ación moderna y clical que, al 
mismo ticnipo. di. cumplida exigencia al Estado de Dere- 
cho al servicio de los ciudadanos como nuestra Constitu- 
ción establece. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. sciioi. De la Vallina, 
por su coniprcnsión. (R i sc i s . )  

Por consiguiente, se manticncn las enmiendas 6 2 .  379. 
380. 382, 385. 588. 63 bis. 387 y 300, sólo al  númei-o 1 ;  y 
1arnbii.n las enmiendas números 393. 395. 270 y -590. El 
resto se retiran. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto .  El señor 
PcrcL Royo tiene la palabra. 

El señor PEREZ ROYO: Scnor Presidente. sciioras Di- 
putadas, señores Diputados, voy a defender la cniiiiciida 
que los Diputados comunistas mantcncnios en idación a 
este Capitulo 111. Pero siendo esta la primera iiitervcii- 
ción quc, en nombre de los Diputados comunistas. hago 
en relación al presente provecto de Ley en este trriiiiite 
dcl debate del dictamen, v con la benevolencia dc la Prc- 
sidcncia, vov, con la máxima brevedad de que sea capar. 
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a exponer nuestro planteamiento general en relación al 
presente dictamen. 

En relación a ello, he de indicar nuestra discrepancia 
general con este dictamen, discrepancia que se basa, fun- 
damentalmente, en un hecho, y es en la distinta concep- 
ción e n  cuanto al tipo de Ley, al tipo de provecto. al tipo 
de  medida legislativa. que  a nuestro juicio. debería ser 
enviada a la consideración de  esta Cámara. 

Hay que recordar que el Partido Socialista en su pro- 
granla electoral se había comprometido a presentar, en 
el más breve plazo posible en esta Cámara, un proyecto 
de Ley global sobre la Función Pública, un Estatuto de la 
Función Pública, dando cumplimiento a lo que establece 
la Constitución. El tema es importante y el Partido So- 
cialista tenía sobre 61 una sólida jurisprudencia. 

Es ncccsarior recordar la actitud del actual Presidente 
del Gobierno cuando ejercía como líder de la oposición. 
con ocasión del celebre debate de la moción de censura, 
que dio una importancia singular al tema de la Función 
Pública. Coherentemente con esto, el Partido Socialista, 
dentro de su programa electoral, dedicaba todo un titulo 
al tema de la Función Pública. compromctiCndosc a prc- 
sentar un provecto de reforma global de la misma para 
adecuar nuestra Función Pública a lo que son las pautas 
en países civilizados. 

Pero las cosas no  acaban aquí. El propio Gobierno. en 
sus primeros días de mandato, se comprometió a prcscn- 
tar igualmente un Estatuto de la Función Pública, y el 
Ministro de la Presidencia, señor Moscoso, en fecha, si no 
recuerdo mal, de 25 de febrero de 1983, en su primera 
comparecencia ante la comisión de Regimen de las Ad- 
ministraciones públicas de esta Cámara. anunció que n o  
más tarde de ese otoño -otoño de 1983- se prescntaria 
en esta Cámara un provecto de Ley que abordara global- 
mente la reforma de la Función Pública. 

Pues bien; en lugar de eso, el Gobierno ha presentado 
un provecto de medidas urgentes parciales y provisiona- 
les, en que todo el mundo está de  acuerdo que no van a 
permitir una reforma en profundidad de la Función Pú- 
blica, n o  van a permitir abordar racionalmente la globa- 
lidad de este problema, no van a pcrrnitir sentar nuevas 
bases para la edificación de una Función Pública a la 
altura del momento en que nos encontramos y, sin cm- 
bargo, sí que ha tenido una virtud, la de enojar. práctica- 
mente sin distinción, a todos los sectores del funcionaria- 
do, no solamente al funcionariado de  elite. n o  sólo a los 
cuerpos privilegiados. no solamente a los funcionarios 
que, como digo, podrían tener algo que temer a partir de 
una reforma hecha desde perspcctivas de  izquierda, pro- 
gresistas, sino tambikn a los funcionarios que se encuen- 
tran hoy representados en los que llamamos los sindica- 
tos de clase dentro de la Función Pública. 

En segundo lugar, tampoco estamos de acuerdo con el 
procedimiento -y creo que es un tema igualmente im- 
portante- elegido por el Gobierno para sacar adelante 
este proyecto de  Ley. Hay que recordar la ofcrta del Pre- 
sidente del Gobierno cuando hablb de  un amplio acuerdo 
institucional entre todas las fuerzas representadas en es- 

ta Cámara para sacar adelante temas importantes corno 
tiste del que hov nos estamos ocupando. 

Esta mañana cuando el señor Ministro se ha prcscnta- 
do a hacer la introducción de este provecto de Ley, noso- 
tros, como siempre, pero incluso en esta ocasión con 
mayor atención. nos hemos aprestado a escuchar al se- 
nor Ministro para ver que es lo que tenia que decirnos en 
relación a la tramitacion actual del presente dictamen. 
Pero la verdad es que, en lugar de asistir a una explica- 
ción del contenido del dictamen, incluso de lo poco - 
prácticamente nada- que ha cambiado el provecto dcs- 
de el debate de totalidad hasta el momento actual, en 
lugar de eso, hemos asistido a la crónica de fracaso cntrc 
unas relaciones, de esta parte íseiiukuizdo u 1u.s rscuiios de 
Iu derecliu) y de esta otra parte íseiiuluiido u los escuiios de 
ku icqrrirrúul, e n  dclinitiva, de las relaciones cntrc el Par- 
tido Socialista y AlianLa Popular. 

En relación con este tema, nosotros tenemos que decir 
dos cosas fundamentalmente. En primer lugar. que si n o  
entendimos mal al Presidente del Gobierno. si no  cntcn- 
dimos mal la oferta del Partido Socialista, se trataba dc 
unas negociaciones a desarrollar no  solamente con Alian- 
za Popular, sino con todos los Grupos de esa Cámara. 
Pero, sobre todo. entendemos. si me lo permiten, que hay 
un tema incluso más importante: aparte de la ncgocia- 
ción politica, existía una negociación inexcusable, y era 
la negociación con los sindicatos, la ncgociacibn con los 
rcprcscn tantcs de la Admi iiist ración , porq uc, cvidcn te- 
mente, si hay alguna i-cforma que n o  se pucdc hacci- sin 
negociación, sin allanar previamente el camino con los 
directamente interesados, es Csta. Ninguna rcloi-ma de la 
Función Pública que quiera llegar a buen puerto pucdc 
hacerse -ni siquiera con la fuerza que da una mayoria 
electoral, como la que tienen ustedes- si n o  se negocia, 
y se negocia amplia, profunda y sinceramente con los 
representantes de los propios interesados. En lugar de 
eso. iquC han hecho ustedes? Una mezcla de negociación 
pscudo-política v pscudo-sindical, en la que han elegido 
al Grupo de Alianza Popular. incluso, y o  diría, conl'igu- 
rándolo más que como representante de la mavoria de la 
oposición, como representante de los Cuerpos privilcgia- 
dos, de los Cuerpos de elite. dándole. en cierta medida, 
esta representación, y negociando ustcdcs. desde el pun- 
to de vista político, con esta cspccic de pscudo-rcprcscn- 
tación de  los Cuerpos de blitc.  En cambio, ustedes han 
obviado, sistemáticamcntc -v han obviado, a mi juicio, 
con muy mal critcrio para el tixito de la reforma- a los 
autenticos interesados, a los principales interesados, es 

decir, a los representantes de los funcionarios. a los sin- 
dicatos de toda clase existentes en el campo de la Admi- 
nistración pública, y no se nos oculta que destinatarios 
de esta reforma son no solainente los funcionarios, sino 
el Cuerpo de la nación, toda la nación, en definitiva, toda 
la ciudadanía; pero hay unos situados en primera línea. 
que son los funcionarios. con los cuales ustedes no han 
contado o no han contado al menos en la medida nccesa- 
ria. 

Los comunistas presentamos una enmienda a la totali- 
dad en relación con este proyecto de Lcv, por las razones 

. .  
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que he indicado; enmienda a la totalidad, con texto altcr- 
nativo, en la cual planteábamos una autl'ntica reforma 
de la Función Pública, reforma que constituía un todo 
orgánico ... 

El señor PRESIDENTE: Eso va está discutido, señor 
Pi.re/ Ro,vo. 

El scnor PEREZ ROYO: SI ,  señor Presidente, pero, si 
me lo permite, es para centrar las enmiendas parciales 
en csta primera intervención. 

El scnor PRESIDENTE: Adelante. 

El señor PEREZ ROYO: Gracias, scnor Presidente. 
,.. Uri auti.ntico Estatuto de la Función Pública, que se 

basaba en una serie de prcmisas compartidas por todos 
los Giupos de izquierda, prcmisas de racionalización, de 
simplilicación. de prolcsionalización, de negociación con 
los inicrcsados. 

En las criniicridas singulares, que delendemos en pun-  
tos especialmente importantes, como son la carrera ad- 
niinistrativa o el  sistema de retribuciones, tendremos 
ocasión de referirnos a los elementos más importantes 
que hov mantenemos -derrotada aquella enmienda a la 
totalidad, seguimos manteniendo-, en relación con el 
p iucn te  dictamen. 

He de decir que damos especial importancia, coiiio se- 
nalaba. al tema de la carrera administrativa, que, cntcn- 
denios. sigue niantcnida en unos terminos de elite, en 
gran nicdida heredados del pasado, introduciendo peque- 
nas modilicacioncs +>ii cualquier caso niodilicaciorics 
no importantes o íundamcntalcs en este tema y en el 
tcnia de las retribuciones- y ,  como tendremos ocasión 
de ver c n  su momento, en las presentes propuestas del 
dictamen actual, el Partido Socialista se aparta significa- 
tivamente de lo que fue su olcrta electoral. 

Finalmente, scnor Presidente, voy a pedir el voto alir- 
mativo a la única enmienda que mantenemos en relación 
a este Capítulo 111 que actualmente estamos discutiendo. 
He de decir que e n  este Capitulo 111 mantenemos un gra- 
do apreciable de coincidencia, incluso. una casi total 
coiiicidcncia. entre otras cosas. porque parte importante 
de este Capitulo 111 recoge proposiciones que nosotros 
mismos. los comunistas. hemos hecho en las pasadas Ic- 
gislaturas v en  la actual en relación con el tema de la 
Función Pública, por ejemplo, el tema de la oferta públi- 
ca de cniplco, tema ciucial dentro de este Capítulo 111, 
tema que los comunistas hemos venido repitiendo ano 
tras año en el debate de la Ley de Presupuestos, y que ha 
sido derrotado e n  ocasiones con los votos de la derecha. y 
que ha sido derrotado en las últimas ocasiones con los 
votos de la izquierda. 

Bien está el que actualmente ese tema se incorpore en 
una Ley. Para nosotros es motivo de congrutularsc el 
coincidir en cstc punto con el Gobierno. Sin embargo, 
mantenemos una enmienda singular en relación a este 
Capitulo 111, enmienda que no  dcbcria tener obstáculos 
para ser aceptada. Se trata de la enmienda al articulo 12, 

que trata del Registro de Personal. Nosotros pretende- 
mosquc en ese Registro de Personal se precise que no se 
pedirá a los funcionarios ningún dato relativo a la raza, 
religión u opinión. Entendemos que es un derivado de 
preceptos constitucionales. que no costaría nada introdu- 
cir en este dictamen y que ustedes, señores de la mayo- 
ría. harían. a mi juicio. bien en aprobar. 

El scnor PRESIDENTE: Muchas gracias, seaor Pkrez 

Las enmiendas de Minoria Catalana han sido retiradas. 
Enmienda número 222, del Grupo Parlamentario Vas- 

co (PNV). Para su defensa tiene la palabra el señor Mon- 
fortc. 

Rovo . 

El señor MONFORTE ARREGUI: Scnor Presidente, va- 
mos a mantener para votación la enmienda 222, ya que 
consideramos que a lo largo de csta manana hemos rcitc- 
rado una serie de reflexiones y opiniones que, de alguna 
forma. hacen innecesario el profundizar en la defensa de 
csta enmienda, por lo que. sencillamente, solicito que se 

someta a votación en su momento. 
Nada mas y muchas gracias. 

El scnor PRESIDENTE: Gracias. scnor Monl'ortc. por 

Para turno en contra tiene la palabra, por el  Grupo 
la colaboración en la brevedad. 

Socialista. el scnor Gimcno. 

El señor GIMEN0 MARIN: Gracias, scnor Presidente. 
Señoras Diputadas, señores Diptuados; voy a referirme, 
c n  principio, a la exposición cfcctuada por el señor De la 
Vallina, en representación del Grupo Popular, que ha hc- 
cho una explicación global del sentido de sus enmiendas 
al conjunto de los artículos del Capitulo que estamos 
discut icndo ahora. 

Ha hecho respecto del proyecto del Gobierno una serie 
de consideraciones, ya expuestas al principio de csta ma- 
nana en el debate por el portavoz del Grupo Popular. Y 
acusa cspccilicamcntc al proyecto de la falta de modelo 
de que adolece y que, como consecuencia, trae consigo 
toda una serie de deficiencias importantes. 

Y o  quiero insistir en que creo que el proyecto del Go- 
bierno pivscnta un modelo; lo que pasa es que es distinto 
del modelo que ustedes están defendiendo. Ese es el pro- 
blema. Y voy a intentar centrarme únicamente en los 
aspectos fundamentales a los que usted se ha referido 
para que  sea más clara la exposición y por la falta de 
tiempo que tengo. Concretamente son: el relativo al arti- 
culo 14. especialmente, y el relativo al articulo 16. 

El proyecto del Gobierno dice claramente que los pucs- 
tos de trabajo serán de adscripción indistinta para todos 
los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley. Tambil'n scnala y especifica posteriormente ese 
mismo articulo que. en cualquier caso, cxccpcionalmcn- 
te. por la naturaleza de la función, podrán adscribirse 
determinados Cuerpos a determinadas funciones. 

Aquí está la problemática fundamental de las difcren- 
cias que ustedes tienen con nosotros, v ese es el proble- 
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ma, porque usted sabe, como experto en Derecho Admi- 
nistrativo, que uno de los problemas de la burocracia 
española es el corporativismo existente actualmente. NO 
voy a citar otros aspectos que indudablemente existen 
como deficientes y que se van a referir a lo largo de los 
siguientes artículos. Esta deficiencia se produce no sólo 
por el modelo continental de Función Pública que existe 
en Espana, sino por la degeneración de ese modelo a lo 
largo de la historia de España y ,  desde luego, en muchos 
anos anteriores. 

Y ese es el problema, el problema es que tenemos una 
Administración excepcional y anacrónicamente corpora- 
tivizada. En la Administración se ingresa a través de un 
Cu-rpo. Sociológicamente, el ingreso en un Cuerpo de la 
Administración, sobre todo en los Cuerpos superiores, 
condiciona el prestigio, condiciona la retribución y con- 
diciona la posibilidad de cualquier carrera; pero no por 
los méritos individuales de cada uno de los funcionarios, 
sino porque se ha penetrado v se está en la Administra- 
ción a través de un Cuerpo. 

Los Cuerpos, en esa degeneración del sistema burocrá- 
tico en Espatia. llegan a convertirse y son unos instru- 
mentos de organización, que, a la vez, son unos grupos 
de presión. Pero es que, además, y Ocurre aquí lo más 
problemático, los Cuerpos patrimonializan la función v ,  
bajo ese planteamiento y bajo ese aspecto, usurpan las 
funciones de los órganos administrativos. Usted sabe 
muy bien -v lo sabemos todos- que hov se dice, v se 
puede decir, que en determinados Ministerios de alguna 
manera dominan influyentemente determinados Cuerpos 
especiales de la Administración. Y ese es el problema, 
porque el Cuerpo no está al servicio de la función, sino la 
función al servicio del Cuerpo y,  como consecuencia, no 
está al servicio del servicio público y de los ciudadanos. 
Este es el problema de fondo y el más importante, en el 
cual discrepamos, porque usted dice: puestos de trabajo 
que se asignen a esas funciones, a los Cuerpos, y nosotros 
decimos que no. Ese es el problema de fondo e importan- 

Por lo que se refiere al artículo 16, a la movilidad en 
concreto, nos encontramos dentro de ese binomio Cuer- 
po, con todos sus problemas. y esa movilidad en una 
situación anacrónica. Y se les han puesto ejemplos en 
diversas ocasiones y no los que pone usted. Puede ocurrir 
y está ocurriendo que un auxiliar administrativo que tra- 
baja para el IRYDA, y que está en el piso de arriba, no 
puede ir a trabajar al Icona porque pertenece a Cuerpo 
distinto, y no hay ningún tipo de movilidad. Esa es la 
realidad, pero no simplifique usted el tema y diga ejem- 
plos tan curiosos como los que señala, de si un ingeniero 
va a hacer de jurista, u otros por el estilo. N o  nos consi- 
dere tan ingenuos, porque usted sabe que ni nosotros ni 
el Gobierno es ese el problema que se plantea. Además, 
existen las cautelas necesarias para garantizar que no 
exista ningún tipo de arbitrariedad, por los límites que 
pone la propia Ley, sin duda, y porque, afortunadamen- 
te, en un sistema democrático, a través de la representa- 
ción de los funcionarios y del propio mecanismo que se 
genera, se produce una situación de control, porque, ade- 

te. 

más, el propio proyecto define claramente que todas es- 
tas situaciones quiere que sean públicas, es decir, que 
sean conocidas por todos. Esos son los problemas funda- 
mentales que a ustedes les preocupan, y ese es el proble- 
ma que yo creo que nos diferencia. Nosotros sí que tene- 
mos un modelo, pero diferente al suyo, v ahí está la cues- 
tión. 

La pretensión de los demás artículos que, de alguna 
manera, usted dice que corresponden fundamentalmente 
a un contenido reglamentario o que, en todo caso, están 
descritos va en la LPA v ,  como consecuencia, no haría 
falta su establecimiento, vo quiero indicarle que creo que 
hay aspectos importantes. aunque a usted no le parezcan 
tanto. A mí me parece que: la oferta de empleo público es 
una innovación importante en la forma que se plantea en 
el proyecto, aunque sólo fuera por garantía para todos 
los ciudadanos. Digo por garantía porque hoy el ciudada- 
no no sabe siquiera cuándo se va a convocar una oposi- 
ción para que tenga acceso a una plaza en la Función 
Pública, y por lo menos a través de esta Ley se pretende 
que a principio de ano se pueda hacer esa oferta de em- 
pleo para que todos los ciudadanos puedan, si quieren. 
elegir acceder, de acuerdo con los principios de acceso a 
la Función Pública que establece la Constitución. 

Para nosotros. este artículo es importante. v la movili- 
dad de los funcionarios, abundando en lo que decía el 
artículo 16. es un aspecto importante para racionalizar v 
mejorar la propia Función Pública. 

Voy a contestar ahora va -y por ello doy más o menos 
por contestadas las enmiendas del Grupo Popular, opo- 
niéndome a ellas lógicamente- al portavoz del Grupo 
Mixto. El Grupo Mixto plantea, a traves del seiior Pérez 
Royo, que se opone al provecto porque no aborda global- 
mente la reforma, y dice que ese es precisamente el as- 
pecto fundamental de su oposición, pero vo no sé si ha 
oído usted suficientemente - e n  todo caso en la Exposi- 
ción de motivos se explica- hoy la explicación que ha 
dado el señor Ministro. Es evidente que en la voluntad 
política del Gobierno estaba el establecer estas medidas 
de reforma de la Función Pública, en un primer avance, 
de una serie de situaciones que había que corregir para 
poder avanzar en su momento hacia una reforma defini- 
tiva, hacia un Estatuto de la Función Pública, y es que en 
la complejidad de la Administración y de la burocracia 
actualmente existente en España es muy dificil sentarse 
a discutir y definir una reforma global de la Función 
Pública con la situación anacrónica de la que partimos. 
En nuestra opinión hay que avanzar en asumir una serie 
:de reformas necesarias para poder abordar, con seriedad 
y con posibilidades de realización práctica, precisamen- 
te, esa reforma de la Función Pública. Pero en cualquier 
caso, este proyecto ya aborda aspectos de la reforma im- 
portantes, y yo creo que con eso estaremos de acuerdo. 

Se ofrecieron unas negociaciones y por parte de nues- 
,tro Grupo ni qué decir tiene que se hubiera avanzado en 
las negociaciones con todos los Grupos y se tuvieron con- 
versaciones con todos: con ustedes posiblemente todavía 
no, pero en la intención estaba haberlo hecho si hubieran 
avanzado positivamente. Parece lógico que con el Grupo 
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de la oposición mayoritario se empezara a hablar en 
aquellos momentos, pero no me voy a referir más a ello. 

Además. le quiero decir que por lo menos en su prime- 
ra intervención a este capítulo no he visto enmiendas 
hasta ahora y, como usted dice, en este capítulo el grado 
de coincidencia parece que es importante en estos mo- 
mentos. Yo espero que a lo largo de todo el debate vea- 
mos hasta dónde llega ese grado d e  coincidencia y espero 
convencerle para que usted, en cualquier caso, vote a 
favor de muchos de  los artículos de  esta Ley. 

Me parece que usted tenía a este capitulo dos cnmien- 
das, la 118 y la 119. La enmienda 119 no sé si está retira- 
da  o no, ahora no  lo recuerdo v ,  en cualquier caso, le 
digo que esa va está incluida en el texto del provecto. En 
cuanto a la 118, en la que usted plantea que en los regis- 
tros no figuren datos relativos a raza, religión, etcétera, y 
el libre acceso personal a sus expedientes, quiero decirle 
que, aunque no lo pusiera el provecto, es obvio, pero en 
cualquier caso, para evitar cualquier tipo de susceptibili- 
dad por parte d c  S .  S., nuestro Grupo está perfectamente 
en disposición de decirle que sí a su enmienda. En todo 
caso, y o  le planteo que, en vez de upersonal., diga ((indi- 
vidual., para evitar que se repita la palabra ((personal. 
dos veces seguidas en el texto de su enmienda, 

El scnor PRESIDENTE: ¿Se puede prescindir de la r& 
plica, señor De la Vallina? 

El senor DE LA VALLINA VELARDE: En este capitulo, 
no. senor Presidente. 

El senor PRESIDENTE: Tiene la palabra, señor De la 
Vallina. 

El señor DE LA VALLINA VELARDE: Con la venia, 
señor Presidente. 

El portavoz socialista en este trámite del debate del 
Capítulo 111 se opone a las enmiendas por nosotros for- 
muladas y entiende que el provecto tiene un modelo bu- 
rocrático, aunque un modelo distinto del que nosotros 
defendemos, y que nosotros estamos defendiendo un mo- 
delo burocrático basado en los Cuerpos de  funcionarios. 
Yo tengo que decir clatamente que esto no es así, que 
este proyecto no tiene un modelo v que además, en cierta 
forma, podría el representante del Grupo Socialista en 
este punto ponerse de acuerdo con el Ministro de la Prc- 
sidcncia, que no ha tenido empacho esta mañana en re- 
conocer desde esta Tribuna que, efectivamente, este 
provecto no responde a un modelo determinado. 

Nosotros no estamos defendiendo el modelo de Cuer- 
pos en este momento. Admitimos que pudiera presentar- 
se ante esta Cámara un provecto que estructurase buro- 
cráticamente el Estado desde el punto de vista de los 
puestos de trabajo, pero lo que no nos parece serio por 
una parte es deslegalizar, como efectivamente se hace, 
las cuestiones básicas referentes al contenido estatutario 
de la Función Pública y, por otra, no tanto que se mez- 
clen elementos de  dos criterios burocráticos distintos, el 
de puestos de  trabajo y el de  Cuerpos, mezcla que en 

cierta manera la reforma de 1963 introdujo ya  en nuestro 
ordenamiento de la Función Pública, sino que se confun- 
dan planos, que desde el punto de  vista de la carrera 
administrativa se apliquen soluciones que son propias 
del criterio de puestos de trabajo al criterio de Cuerpos 
que este proyecto no se atreve, por lo menos directamen- 
te, a desmontar, aunque es posible que, en virtud de la 
autorización conferida al Gobierno, en virtud de  la desle- 
galización, de esas manos libres que va a tener el Ejecu- 
tivo, pueda acabar con el sistema de Cuerpos y establecer 
el sistema de estructura basado en los puestos de  trabajo. 
Realmente, este Capítulo tercero es expresión del princi- 
pio v de los criterios que con carácter general presiden 
todo el provecto; es la expresión de  falta de  una normati- 
va precisa. En definitiva, es la expresión, como indicaba 
en mi intervención anterior, de la arbitrariedad. No voy 
a prejuzgar el  uso que puede hacer el Gobierno: podrá 
ser un uso incluso oportuno v bueno, lo puedo admitir 
dialécticamente, pero me parece que esa es una postura 
decimonónica, es una postura anterior a la consagración 
de los principios del Estado de Derecho que en materia 
de Función Pública suponen el reconocimiento estatuta- 
rio, el reconocimiento por norma del Parlamento, porque 
n o  puede emanar de una de las partes, de los principios 
básicos estructuradores de la Función Pública, de la ca- 
rrera administrativa, en definitiva, de los contenidos 
esenciales de esa relación funcionaria1 v eso es, senor 
Diputado, lo que este proyecto de Lev no  hace al deslega- 
lizar todas las cuestiones referentes a la Función Pública, 
sin un criterio claro y preciso a la hora de estructurar 
burocráticamente el Estado. 

Gracias, señor Presidente. 

El scnor PRESIDENTE: Gracias, senor De la Vallina. 
Para un turno de replica, tiene la palabra el senor Gi- 

meno. 

El señor GIMEN0 MARIN: Gracias, senor Presidente, 
Señor De la Vallina, en mi opinión, no se trata sólo de 
dcfinirse entre un modelo anglosajón o un modelo conti- 
nental. Digo sblo, porque, en su estado puro, sólo quizás 
exista en la teoría. como ya dijimos en Comisión, porque 
lo que se da  en la práctica son elementos de un sistema y 
de otro, y lo que pasa es que dentro de nuestro modelo 
continental se ha producido una degeneración de tal en- 
vergadura, que tenemos una situación realmente difícil 
dentro de lo que es el sistema burocrático en Espana. Y 
Ose es el problema. Lo que queremos es mejorar esa si- 
tuación, porque también está claro, v usted lo sabe, que 
no se han terminado los Cuerpos, y este provecto de Lev 
no dice que los Cuerpos no existan; lo único que dice es 
que los Cuerpos no asumen funciones que corresponden 
a órganos administrativos - e n  este Capítulo se dice de 
otra manera v ,  entonces, los Cuerpos siguen existiendw 
-; lo que pasa es que. como decía anteriormente mi com- 
pañero Martín Toval, se les quita ese corsé que de alguna 
manera suponía una dificultad para una mayor eficacia y 
para un mejor servicio público para los ciudadanos e,  
incluso, r , los propios funcionarios, porque estoy to- 
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talmente convencido de que con este provecto de Ley el 
funcionario que realmente quiera mejorar su situación 
-y hay otros Capitulos que se referirán especificamente 
luego a la carrera administrativa- va a tener más posi- 
bilidades, que no sólo va a depender de que esté dentro 
de un Cuerpo, sino que va a depender fundamentalmente 
de  su capacidad y de  su voluntad de hacer mejor y de 
funcionar mejor. 

Nada más. señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a las vota- 

En primer lugar, votamos las enmiendas del Grupo 

Comienza la votacibn. (Paitsa.) 

ciones de este Capítulo tercero. 

Popular. 

Efectiiada la votacióti. dio el sigirietite resiiltado: Votos 
etiiiridos, 229; a favor, 57; eti cotitta, 163; ahsteticiories. 
tiiieve. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular a este Capitu- 
lo 111. 

Votamos la enmienda 222 del Grupo Parlamentario 
Vasco. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguietite resirltado: Votos 
emitidos, 241; a favor, riueve; en coiirra, 163; abstericioties, 
69.  

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda 222 del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

Vamos a proceder a votar el texto de los artículos de 
acuerdo con el dictamen de  la Comisión. (E l  setior Pérez 
Rovo pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Pérez Rovo. 

El senor PEREZ ROYO: Señor Presidente, queda por 
votar la enmienda número 118 que he defendido ante- 
riormente y respecto de la cual acepto, de buen grado, la 
modificación de redacción que propone el señor Gimcno. 

El señor PRESIDENTE: La votaremos después. porque 
es de adicibn, seiior Pérez Royo. 

El senor PEREZ ROYO: Tiene razón, señor Presidente. 
(El señor Monforte pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mon- 
forte. 

El señor MONFORTE ARREGUI: Señor Presidente, yo 
pediría votación separada del número 3 del articulo 12. 

El senor PRESIDENTE: Del artículo 12, número 3. 
¿Hay alguna otra petición? (Denegaciones.) 
Vamos a votar los artículos del Capítulo 111, con excep- 

ción del articulo 12.3, de acuerdo con el dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Ef2cfiiadu la \wfucióti. dio el sigirietite resirirado: Voros 
ettriridos. 245; a favor, 167; eti cotirra. 76; ahsreticioties, 
dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los articu- 
los 12.1, 12.2. 13, 14, 15, 16 v 17, dc acuerdo con el dicta- 
men de la Comisión. 

Vamos a votar el articulo 12.3, de acuerdo con el dicta- 
men de la Comisión. 

Cornicnza la votación. (Pausa.) 

Efectitada la votacick, dio el sigirietite resirltado: Votos  
etiiiridos, 247; u fuiwr, 164: eti coittru, 80; uhsreticioties. 
tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 
12.3 de acuerdo con el dictamen de la Comision. 

Ahora vamos a votar la enmienda número 118. de adi- 
ción. del Grupo Parlamentario Mixto, en cuyo segundo 
párrafo dice que el personal tendrá libre acceso a su ex- 
pediente personal. Se sustituirá el segundo ((personal)) 
por U individual)). ¿Es asi? (Asetititiiietifo.) Con esa correc- 
ción tkn ica .  que no es una enmienda transaccional, se 
somete a votación esta enmienda que pretende la adición 
de un nuevo número 5 al articulo 12. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Eficriiada la votacii>ti, dio el sigirietite resirltado: Votos 
erniiidos. 247; a fu iwr ,  168; eii cotirru, ctrutro; uhsrrticio- 
>les, 75. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
número 118 del Grupo Parlamentario Mix to ,  señor Pcrcz 
Rovo, de adición de un nuevo número 5 al articulo 12. 

La Prcsidencia, teniendo en cuenta la altura del debate 
cn que nos encontramos y consultados los señores porta- 
voces. ha decidido prescindir de las rcplicas a partir de 
este momento. 

Vamos a entrar e n  el Capitulo IV.  
Capitulo IV. Enmiendas del Grupo Parlamentario Ccn- 

Tiene la palabra el señor García Agudin. 

Capitulo IV 

trista. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, dcfendc- 
mos en este momento las enmiendas 36 v 37 que hacen 
referencia a los articulos 18 y 19 del provecto de Lev, y 
anuncio que es una intervención de tono menor. 

Nosotros partimos de la constatación, por supuesto 
opinable, de que es el peor texto legal de los que han sido 
presentados por el Cobicrno socialista en la presente Ic- 
gislatura, y con esta enmienda pretendemos, con toda 
ingenuidad, mejorar un poco la redacción, que quede 
más inteligible, que colme algunos vacíos, modestos va- 
cíos que hemos apreciado. De verdad que no entendemos 
que exista aquí una verdadera manipulación en cuanto 
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al sistema de  provisión de  puestos d e  trabajo mediante 
libre designación. 

La enmienda número 36, que corno SS. S S .  recuerdan 
hace referencia a los sistemas de selección de personal, 
no es más que, como decía al principio, simplificar un 
poco la expresión; hace referencia a que efectivamente 
hay varios sistemas de  selección cuales son el concurso, 
la oposición y el concurso-oposición, y hacemos referen- 
cia únicamente al principio constitucional de igualdad, 
mkrito y capacidad, en lugar de  publicidad a que hace 
referencia el texto legal, pero no tiene importancia. 

En el número 2 utilizamos, sin embargo, una mejor 
redacción tecnica para evitar el barroquismo del proyec- 
to de Ley cuando dice aquello de que los procedimientos 
de selección cuidarán especialmente la conexión entre 
las pruebas a superar y la adecuación a los puestos de 
trabajo a desempeñar, incluyendo las pruebas prácticas 
que sean precisas. Y decirnos muy sucintamente que las 
pruebas de acceso a la Función Pública se racionalizarán 
para garantizar la objetividad v la mejor selección de los 
aspirantes. Eso de que hav que cuidar los tipos de pruc- 
ba, la adecuación de las pruebas a los puestos de trabajo. 
si son escritas u orales, nos parece que se simplifica di- 
ciendo que se racionalizarán, porque, en efecto, hav que 
racionalizar los sistemas de provisión de puestos de tra- 
bajo y sobre todo volviendo a recordar que lo que se 
persigue aqui es la objetividad que a todos nos importa v 
la mejor selección de los aspirantes. 

La enmienda 37 tiene un alcance de más entidad por- 
que ya se refiere concretamente a la dctcrminacion. a la 
precisión, casi la definición, de cuáles son y cuándo se va 
a atender por el Gobierno a los distintos sistemas de 
selección. 

Llamo la atención, señoras v señores Diputados, creo 
que puede ser un lapsus v que no se debe a la mala 
intención, sobre que dcspucs de haber dicho en el artícu- 
lo 19 -que entro a comentar- que el concurso es el 
sistema normal de provisión de puestos de trabajo en la 
Función Pública -lo cual nos parece correcto-, inme- 
diatamente se dice que ;ojo!, está la libre designación 
con la convocatoria pública, eso si. con mucha publici- 
dad, para cubrir cuantos puestos de trabajo se dctcrmi- 
ncn en la relación de puestos de trabajo. 

De modo que junto al principio general que nosotros 
compartimos de que el concurso es el sistema ordinario 
normal de provisión de puestos de trabajo, lo que no 
estamos dispuestos a apovar en la expresión de que hav 
un segundo sistema que en cualquier caso se puede aco- 
modar, cuál es que la libre designación, con mucha pu- 
blicidad, eso si, es el sistema normal para cubrir cuantos 
puestos de trabajo se determinen en la relación de los 
puestos de trabajo. Y nos parece que es importantc intro- 
ducir aquí alguna reforma, que sucintamente vov a ana- 
lizar. 

En prinicr lugar. es verdad que el concurso de niciitos 
pucdc ser e l  sistema nornial, el primero a utilimr para la 
provisión de puestos de traba,jo. Menos mal que en Conii- 
sión hemos conseguido el que de alguna niancra se adi- 
cionase a la Ley algo de lo que carecía por completo, que 

cra establecer cuáles son los mkritos que vamos a com- 
putar. 

La experiencia de largos anos de jurista práctico. nos 
pone de relieve que la jurisprudencia ha dicho en otra 
ocasión que las reglas del concurso son, corno saben 
S S .  SS., la Ley de la convocatoria, de suerte que si el 
Gobierno tiene las manos absolutamente libres para cs- 
tableccr las reglas de la convocatoria, de tal suerte que el 
provecto Únicamente obliga a respetar las reglas de  la 
convocatoria, esto. scnorcs de la rnayoria. es la ley del 
embudo, porque ciertamente, a travcs de este sistema. se 
pucdc acceder, por mucha publicidad que se diga, a cual- 
quier p u c s ~ o  dc traba,jo en la Función Pública. 

El texto legal ha mcioi.ado. Electivamente se cstablc- 
ccn algunos mkritos que habi-a que contemplar en la con- 
vocatoria y ,  de alguna iiiancra, reducir esa omnirnoda 
discrccionalidad que hncc prácticamente improspcrablc 
cualquier tipo de recurso contra la resolución del concur- 
so de niki-¡tos cuando, Lideniris, en el proyecto de Ley ni 
siquiera liguraba la menor rclcrcncia ;I los rncriios a 

c o ni pu 1 a r . 
En prinicr lugar, 110hOtI'Oh aducimos algo que  parece 

lógico, porque si el iii-ticulo 18 del pro\wto de Ley del 
Gobierno toda\,ia dc~liciiclc la subsistencia de la oposición 
para cubrir puestos de trabajo dctcrniinados, lo que n o  
cnticiido es cómo se puaida absoluto silencio \ no se 
\ucI\.c a hacer i c l~~ i~c i i c i~ i  en todo el proyccio de Le\,. 

Nosoltus somos consciciitcs de que la oposición no es 
c l  nicjor sistcnia; clclcndciiios con el Gobierno que el con- 
curso sea el sistciiia en ~oclos los puestos de trabajo. pero 
si el  articulo 18 dc- l  tcs~i )  del Gobierno dclicridc v dclinc 
toda\.ia la oposicioii cotiiu uno de los tres sistemas que se 

cstablcccn \ '  dcliciidcii para acccdci. a la Función Públi- 
ca, habria que decir cómo, cuándo y en quc condiciones 
se \'an a pro\.ccr nicdiantc oposición algunas plazas que 
nosotros rcscr\'arnos para aquellos que el  propio Gobicr- 
no, los scñorcs de la inayoria o las Comunidades Autóno- 
m a s  cstablc/.can en sus relacioties de puestos de trabajo, 
pero p a r d a  dcspucs absoluto silencio, de tal manera que 
despucs de haber consagrado la oposición conio sistema 
de provisióii. no se diga m i s  de ella. Eso nos parece que 
cs poco aloi.tunado. \ '  con\,iciic decir que en algunos ca- 
sos \ 'a  las Coiiiunidadcs Autónonias. ya el propio Gobicr- 
no, podráti coritcniplar \ '  pensar que la oposición no es el  
tiic.joi. sistema. pero tanipoco es ti i i i  dcnosiablc, cti todo 

La  últinia, y acaso la más iiiiportaritc clc nuestras cn- 
iiiiciidas, sctioras y senorcs Diputados, es la que se rcfic- 
re,  \ '  ya lo anticipaba al principio. a los procedimicntos 
rlc libre designación. 

El proyecto de Le!.. señores de la niayoria. es realmen- 
inndniisiblc. cuando se establece. se iiistitucionaliza 

mn carrictet. general la libre designación. de tal manera 
que dcspu6s de haber hablado de la publicidad en  la 
:otivocatoria para el concurso, se institucionaliza con ca- 
rácter general la libre provisión de puestos de trabajo 
mediante libre designación. y esto, señores, no responde 
a aquellas i-ci\,indicaciones que se recogen en la Exposi- 
i ó n  de motivos, y que fueron una de las verdaderas pcti- 

;aso. 
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cioncs tradicionales de la Función Pública; el que de al- 
guna manera se ob,jctivasc el acceso. N o  hnii \ , ¡ S t o  iiuiica 
los funcionarios públicos csc entrar e n  In Función inc- 
diantc un sistema de libre designación. s ino a tr:i\~% dc 
procedimientos obictivablcs al másimo, y cstc Capiiulo 
que estamos contemplando se llama "Noimias para objc- 
tivar el acceso a la Función Pública.. Y nosotros hacc- 
mos una petición unánime de la carrera \ '  de los luncio- 
narios administrativos. diciendo que únicanicntc cabrian 
los pilcstos de libre designación que sean de Diiwioi. 
Gcncral o asimilados, y los que con cai-ácici. csccpcioiinl 
y previo inlormc del Coiiscjo Superior de la Fuiicióii Pu- 
blica se puedan establecer por el Gobici-iio o por los Go- 
biernos de las Coiiiunidadcs Autónonias. De niodo que si. 
clcctivamcntc, hay alguna posibilidad de que se estable/.- 
can puestos de libre designación, nosotius los iucnx i i io s  

únicamente para los que icngan catcgoiia de Director 
Gcncral o asimilado, y aquellos que csccpcionnlnicntc, \. 
previo inlormc, o conio dice el testo. pi.c\,ia dclibcracióii 
del Consc.jo Supcikw de la Función Pública se scnalcn, y a  
por el Gobierno. y a  por las Comunidades Auiónonias. 

Y por ultimo tcrniiiio diciendo que en el personal cvcii- 
tual 1ambii.n hay qtic restringir. de tal inaiici'a que qiicdc 
clarisimo y pcr1c.L tamcntc determinado en quc puestos, 
e11 qui. sitio se admiten los traba,ios cvcniualcs. 

En suma, pues. dccia ya al principio que son dos en- 
miendas de menor rango. pero nos parece. s in  embargo. 
que dcbcn ser acogidas por la Cámara. para evitar csíi 
institucionalización de la libre designación como medio 
de acceso a la Función Pública, para cstablccqi- nieiiios 
objetivos al concurso y obligar al Gobierno v ;I los Tribu- 
nales, en su caso, y ,  en dclinitiva, tanibic'n r c s c n w  un 
Capítulo residual para la oposición, en aquellos casos 

que el propio Gobierno y las Comunidades Autóiionias 
quieran utilizar para definir mejor y ob.jcti\amcntc a sus 
funcionarios públicos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. s ~ n o r  G;ircia 

Por el Grupo Parlamentario Minoria Catalana ticnc la 
Agudin. 

palabra el scnor Cuatrccasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Scfior P i u i -  
dcnte, señoras y scnorcs Diputados, entramos ahora en el 
debate de cstc Capítulo en donde, como el t i t u lo  del mis- 
mo indica, se trata de las normas para ob.jcti\.ir la sclcc- 
ción del personal. la provisión de puestos dc tixbajo y la 
promocibn profesional de los funcionarios. 

En este sentido, mi Grupo querría centrar su atención, 
dentro de las enmiendas que tiene planteadas y que son 
del conocimiento de SS. SS., básicamente en todos. Una 
de ellas es la que se refiere precisamente al tema de sc- 
leccibn del personal. 

Evidcntcrncntc, esta es una cuestión que \'a a plantcar- 
se con carácter general para todas las Administraciones 
públicas v en el deseo de que la carrera adminisirativa 
sea algo que un funcionario, bien sea a partir de la Admi- 
nistración del Estado, bien sea a partir de la Adii i i i i ist ia-  

ción auionómica. pueda hacer, praniizándosc la niovili- 
dad para estos luiicionarios, sin pcrdida alguna de sus 
derechos por el hecho de pasar de una i i  oii'ü Adminisiru- 
ción en lunción de cii'cunstancias muy diversas, cii niu- 
chas casos queridas por el propio Iuiicionario. Es una 
necesidad pcrlcctanicntc lógica de todas Iris Adiiiiiiistiw 
cioiics en general, si qucrcnios niantcnci. que csia c a i ~ c r r i  
adniinisti.ati\a tenga el giado de prcpai.acióii. de gaixn- 
tia y de prolcsionalidad absoluianiciiic. iiidispcnsablc. 

Por tanto. cii cstc aspccio. ni¡ Gi.upo pl:iiitca uii;i cii- 
niicnda de adicioii ril iipaixido I clcl ;irticulo 18 clcl tcstc~ 
que vicnc del diciuiiicii de Coniisióii, propoiiiciiclo qiic 
esta 1ipui.a del coiicüi'so libre qüc aquí se coiitciiipla. 
tenga cai%ctcr csccpciuiial. Eii dcliiiiii\.n, no iiciicii por 

coiic.ui.so-oposicióii, conio gaianiin de uiiii scikdad, de 

ca r i ~ ~ a  ad ni i n is t i'ii t i \.a. Pucdcii \.ni.i iii'sc los iiiciodos en 
cumto a oposición y coiicuiso-oposicióii, pucdcii agili- 
zarsc. pucdcii iiiodcimizai-se, pucdcn supriiiiirsc los as- 
pectos nicmoristicos de esta cucsiión, pucdc acudii.sc a 

otras lormas dentro del mismo cuadro, pero iio por ello 
pucdcn introducir en este campo, sobre iodo para el tc- 
nia de acceso a la cari'ci'a admiiiisti.aii\.a. ciiicrios dc 
discrecionalidad. \'a que simplcniciiic coiiicniplando. 
equiparando la 1igui.a del concurso ;I las otim, e11 cstc 
estadio piimciu de la sclcccióii clcl pciwiial ,  podi.i;i iiicu- 
rrii.sc en aquella con u n a  c s i i x d i i i n r i a  Inciliclad. Esto cii 
cuanto a la pro\.isión de puestos de tixbiiio por parte elc 

coriqido de l o m a  susiancial. 
El rcprcscntaiitc del Giupo Ccnii'istn quc i i i tc iuwin 

aiitcriormcntc, ha aludido a csic tcniü Iiiiciciido i.clci.cii- 
cia al articulo 19.1 y ,  c\,idcntciiicnic. ciiiiiiciidas que se 
admitieron precisamente a mi Grupo, planteniun, al iiic- 
nos por lo que i.cspccia a la pro\,isión de puestos de ti-a- 
baio por paric de luncionarios. las cautelas y las gaiu i -  
tías sulicicntcs de publicidad, el plazo de quiiicc dies 
incluido en el diciaiiieii de Comision. que al iiiciios pci.- 
mitc una igualdad de opoi.iunidadcs ;i cunlquici. luiicio- 

nario de las di\,cisas Adniiiiisiracioiics Públicns paix po- 
der concurrir a ello. 

Pero esto que está contemplado en este aspecto, dii.ia 
que en cuanto id aspecto de selección paia el inicio de la 
carrera administrativa, vale la pena puiici. el eiiliisis cii 
las garantías necesarias por parte de todas las Adiiiinis- 
tracioncs Públicas para que los cii icrios de i'igoi. \ '  de 
prolcsionalidad n o  queden disniinuidos y se iiiiiuIuLcan 
los criterios de disci.ccionalidad que podiian introduciiw 
con el redactado que vicnc del texto de Comisión. 

Otro aspecto que qucrria comentar es la lunción que se 
otorga al Instituto Nacional de la Administración Públi- 
ca,  que ticnc su cometido, que pucdc ser un instrumento 
extraordinariamente útil, que duda cabe. cia la modcrni- 
zación y e n  la agilización de estos proccsos de selección. 
a los cuales aludíamos. que pucdcn iiinovai-se alli. Poi- 
tanto, pucdc prcscindirsc de lórmulas tradicionales, daii- 
do a este Instituto todo el quehacer que habria de tcnci. 
en cstc aspecto de selección de luncionarios. Y lo niisino 

que i~cgulai-sc los sisiciiina ii-adicioii¿ilcs clc oposicióil \' 

un;i csigciicia \' de U n a  pi~olcsioiiiilidnd CI1 el ileL'esU a lil 

luiicionarios que se coiitcnipla e11 o11'o iiriicL11c) \ ha sido 
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se preve para cscuclas de luncionarios en las diversas 
Administraciones Públicas que posibiliten tambien, a su 
ve/., en estos diversos ánibitos, el acceso a la carrcia ad- 
ministrativa. Nos parece lógico que en este articulo se 

plantee la necesidad de colaboración cntrc estos diversos 
institutos o cscuclas, para intentar cambiai.. en dcliniii- 
va, criterios sobre sus dilcrcntcs actuaciones: lo que n o  
nos parece tan lógico es que el Instiiuio Nacional de 
Administración Pública tenga una lunción de coordina- 
ción sobre las cscuclas o institutos que sc crccn a ni\cl 
de Comunidades Autónoriias. 

dci i~&ciado que \.iciic de Coiiiisioii, sci-iii buciio que se 

supi.iniicsc, poi-que i i  ira\,& de la palabi.ii ((cooidiriu- 
ciórin. niuchus \ u x s  se piicdcii iiiiroducii-. clc foimia s u -  
brepticia, conceptos i.cglariiciiiaih dc t ~ i t ~ * l i i  qLic si tiaii  

de ser, que se diga, que si han de csistii., que se coiicictc, 
pciu en dcl'initi\a, si iiu ha de ser así, dcbcnios ccnii.nos ;i 
lo que se dice conci.ctaiiiciitc en el tcsio de cstc pi.oyccio 
de Ley en cuanto que, conio ci.itciios básicos, C I I  sus di- 
\'ci"ios aspectos -que \ 'a tiernos coinciitado-. i.caiiiicntc 
o t o i p  a las di\,crsas Adniinisiixcioiics publicas pci.lccia 
capacidad para oiyanizai. en su seno cómo Iia clc iiiiciar- 
se la cai'rcra administi.ati\.n. a partii- de unas picniisas 
de cxipcncia que no Iiaii de \,cnii. dadas poi. otiu iimhito 
que n o  sea por esin luncion de cooidinacioii del  Iiisiiiuto 
Nacional de Adiiii iiistracioii Pub1 ica. 

Yo diria que csta cspi.csiói1, que est i  el1 ci iticisu litial 

Muchas gracias. 

El scrioi. PRESIDENTE: Giaciiis ,  sciioi- Cuiiti.cciisiis, 
Paix la dclbiisii dc iiis ciiiiiicndas clcl G i u p o  Pai-lanicii- 

taiio Populai.. ticiic la pn1abi.a el sciioi- De la Valliiiri. 

El sctioi. DE LA V A L L I N A  VELARDE: Con 111 \,ciiia, 
scnoi. Pi-csidcntc. scnoi.ias, csic Capirulo IV ityulii cucs- 

tioncs básicas, cuestiones cciiti.alcs del contciiido piupio 
del Estatuto de los luiicioiiiiiios, \ '  cii \,irtuel de las pi.c\.i- 
sioiics conicnidas e n  los ;ii.iiculos v a  citados. I 4 Y . l .  18 \ 

103 de la Constitución. tinbiiaii de sci' iiintciiiis i.cgiil;i- 
das dircctaiiientc por la  Lcv cucsiioiics tales cuiii<) la 
selección de pcrcoiial, el ingreso en la Adiiiiiiisiiacioii 
Púhlica. la pi-o\,isióii de puestos de trabalo \ '  la pi.oiiio- 
c ióii pi.olcs ioiia I clc I 1 u iicioiin i. io , e11 del i 11 i 1 i \ ¿ l  , In cii i ~ l ~ c i ~ ~ l  

adnii iiist rat ¡ \ .a.  
Y de nUc\'o, un CSi l l l lCl l  del contctiido clc este Cnpiiulo 

IV pci~iiiitc constilt~ll~ los pi-aves dclccios qLIc, coi1 ciliic- 

icr genci.al, se \,iciicii airibuyciido ii csic p i y c c i o  de Le\ , 
dclccios que se pucdcii coiici'ciui' en lo lalia de ci'ilci'ios 
clai-os \ '  prccisos. lo cunl. irili;iiidosc clc cucstioncs 1;in 

centrales. t a n  lundaiiiciiialcs coiiio Fiis qiic se i.cgulaii cii 

este Capíiulo IV (sclcccióii. pi~occdiiniciiios de sclcccióii, 
provisión de puestos de ira ba,jo, c i i i~~c i~a  ridiiii iiisi i.nii\.ii 
del I'uncionario), i.csulin i.cainiciiic prcocupniiic, a s ¡  co- 
mo una clara politiaación o. al iiiciios. dciai. abici.i:i la 
pucria a una cornplcia poliiimcióii de la luncióii pública 
en contra de ciitci'ios de prolcsionaiidiid. 

As¡. en el ai-iiculo I H .  en itlacióii con la sclcccioii de 
personal. no se cstablccc u11 criicrio pi.cciso ;icci~cii del 
piwcdiiniciiio para esta selección. indistintriniciitc la 

Ley se remite a los procedimientos de concurso. oposi- 
ción o concurso-oposición, sin que realmente se establcz- 
ea un criterio sobre cuál de estos proccdiniiciiios. cri ca- 
da caso. deberá ser el utilizado. Todo queda en manos de 
la Administración a la hora de decidir. en concreto, el 
sistema o procedimiento de selección. Se produce una 
iotal y absoluta deslegalización que incluso llega, según 
el pi 'oycct~, a que puedan no existir normas i'cglamcnta- 
rias. normas emanadas de la propia Administración que 
condicionen cl  actuar de la misma, iinpidicndo dciuga- 
cioncs singulares de esa norma. Será la decisión dc los 
óiyanos conipctcrites en iiiatcria de personal la que,  en 
cada cabo, dcicrininc el sistema a aplicar. Eii tcoria, en 
la Le\, iio se cstablccc que el sistema de sclcccióii tenga 
que cstai- piuictci-minado. rii siquiera. corno i'cngo di- 
ciciido, por normas i.cglanicntarias, poi. iioimias cinanli- 
das de la propia Admiiiistracióri. Con ello, al api-obarsc cI 
proyecto se habrá consagrado la pura y siniplc arbitra- 
ticdad, la lalta de garantias legales en i.clación a cstu 
cuestión básica de la sclccci<>n de personal, pudicnclo, 
incluso. como ya he señalado, cambiar el piuccdiniicnto 
de sclccci<iii de una cori\.ocntoiia íi  otra. 

Algo aniilogo succdc cii i.claci¿)n con la pio\.isióii clc 
puestos dc ii.abaio. t a l  como se regula cii  el iii.ticLilo 19. 
Eii los concursos. quc soii uiia de las posibles loi.iiias 
para cubrir  los puestos de trabaio. tampoco Iia piuicici-- 
niinado la norma iui.idica los rnL'ritos csigidos. En cada 
caso la Adniinistiacion pucdc lijar aquellos riithitos que 
Ic pai.c/.cnii opoi'tuiios, buscaiido los que se aconiodcii a 
uii caiididaio dctciminado, que será, ci i  coiisccuciicia, el 
\.encedot. del coiic~ii'so. Es decir. cada coii\~ucatoi.ia de un 
posible co~icui"io para pi.o\.isióii de puestos clc ii-abajo, 

túa dicho concurso. 
No se ha querido admitir que esos concursos puedan 

estar obictivados, lo mismo que antes dccia para la sclcc- 
ción, aunque sea por norma reglamentaria, por norma 
emanada de la propia Administración, que  impida las 
derogaciones singulares para un caso concreto, como al- 
gunas de nuestras cnrnicndas solicitaban e n  relación a 
csic aspecto. 

Las coniucatorias de los concursos pueden ser un sistc- 
ma poco serio. Y no vale argumentar, como \'a incluso cii 
los dcbatcs de esta mañana quedaba apuntado, que en la 
situación actual, en el Derecho vigente, los órganos com- 
petentes en materia de personal, los Subsecretarios bas¡- 
camcntc, pomii de una amplia discrccionalidad a la hora 
de cubrir los puestos de trabajo dentro de una localidad. 
Y ello porque, aparte de oiras consideraciones, en la ac- 
tualidad los condicionamientos se derivan, cii primer lu- 
gar, de la pertenencia a una Administración y ,  en scgun- 
do lugar, de la pertenencia a un cuerpo o escala de la 
Función. Pero con el sistema absolutamente abierto y 
Ilcxiblc que acabamos de ver en el Capitulo anterior. de 
movilización horizontal de los funcionarios cntrc las dis- 
tintas Administraciones, y de adscripción indistinta de 
los puestos dc trabajo a todos.los cuerpos y escalas de 
funcionarios. no existirán. a partir de este provecto de 
Ley, ni siquiera los condicionamientos que en la actuaii- 

podri  cstnr apuntando al luiicioiiai~io pai-a el  que se clcc- 
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dad se derivan de la forma de estructurar nucstra Fun- 
ción Pública. 

Aparte de  esto, la promulgación de  la Constitución e n  
este punto debería también notarse, en el sentido de que 
el principio de  sumisión plena de la Administración a la 
Ley y al Derecho, tuviera aplicación en este aspecto a la 
organización burocrática de la provisión de los puestos 
de  trabajo en la Administración pública. 

Esta misma critica se puede hacer en relación al arti- 
culo 20, al regular el grado personal del funcionario, in- 
troducido recientemente en el Derecho funcionaria1 espa- 
ñol a partir de las reformas de 1977 en materia de dere- 
chos económicos, que quiere ser una pieza básica, una 
pieza clave de la carrera administrativa del funcionario, 
de su promoción profesional. 

N o  obstante, tambitin e n  este punto de la carrera ad- 
ministrativa, del grado personal del funcionario, aparece 
una abierta deslegalización y, en consecuencia, una posi- 
ble politización de la carrera administrativa. La falta de 
criterios legales, como es obvio, se cubrirá con criterios 
puramente politicos. Y el provecto, en este punto. clara- 
mente establece que el Gobierno podrá determinar las 
condicioncs, los requisitos en virtud de los cuales los lun- 
cionarios pueden adquirir. sin más, el grado superior de 
su cuerpo o escala. 

Al margen del criterio normal de promoción del lun- 
cionario o de adquisición de los grados de uno en uno y a 
traves del desempeño de tareas administrativas durante 
un determinado periodo de tiempo, en cstc articulo 20, y 
concretamente en la letra D. se establece que el funciona- 
rio, por gracia y decisión del Gobierno, pueda adquirir el 
grado más elevado de su cuerpo o escala, ni siquiera el 
grado inmediato superior al que personalmente tiene de- 
recho, sino directamente, insisto, el grado superior. 

En este punto, algunas de nuestras enmiendas, concre- 
tamente la número 69, pcdia que en ningún caso pudiera 
el Gobierno, a la hora de atribuir esos grados, reconocer, 
premiar actividades politicas o representativas. Ni  en Po- 
nencia ni en Comisión se quiso aceptar nuestro criterio, 
porque la intención del provecto, la voluntad del Icgisla- 
dor es, en este punto, manipular, politizar la carrera ad- 
ministrativa del funcionario. 

El dejar la puerta abierta para que el Gobierno pueda 
reconocer a los funcionarios servicios politicos o rcprc- 
sentativos; el premiar, con importantes consecuencias 
profesionales, con importantes consecuencias cn la carrc- 
ra administrativa del funcionario, mcritos politicos es. 

ciertamente, un mal criterio para configurar una Admi- 
nistración pública neutral, profesional v eficaz, como ex- 
presamente exige nuestra Constitución. 

Asimismo, la letra f )  del número 2 de este articulo 20 
no es expresión de las debidas garantías cstatutarias pa- 
ra el funcionario al dejar la regulación de la situación de 
disponibilidad de los funcionarios en manos de los órga- 
nos políticos. Por eso, en relación a esta letra D. nuestras 
enmiendas van dirigidas a su supresión. 

Igual ausencia de garantias legales, de  deslegalización, 
en esta crítica que con carácter general hay que formular 
a este desafortunado proyecto, ofrece el articulo 21. El 

articulo 21, el último de este Capitulo IV, establece que 
el Gobierno podrá determinar los requisitos, los criterios 
v condicioncs en virtud de los cuales los luncionarios 
pueden ingresar en cuerpos o escalas distintas de aquc- 
llos a lol. que pcrtcnccen. De nuevo no se establece por la 
Lev ning:ún criterio; de nuevo esas decisiones quedan en 
manos del Gobierno. 

Nuestra postura es que. si en algunos momentos la 
racionalización del aparato burocrático del Estado puede 
requerir ese trasvase de funcionarios de un cuerpo a otro, 
esos critcrios. por exigencia de las garantías cstatutarias 
que la Constitución reconoce. tienen que estar establcci- 
dos en la. Ley, tienen que ser conipctcncia del legislativo, 
no se pucde hacer dejación de esa competencia en manos 
de la Administración. 

El scnDr PRESIDENTE: Le ruego que vaya tcrminan- 
do. scnor De la Vallina. 

El scnor DE LA VALLINA VELARDE: Gracias, scnoi~ 
Presiden t c .  

Ello atenta a esos principios básicos del Estado de Dc- 
rccho del que venimos hablando en relacibn a la rcgula- 
ción de .os funcionarios. que hoy están clara y prccisa- 
mente establecidos en nucstra Constitución. 
Si no 'ie sabe cuáles son los criterios en virtud de los 

cuales uii funcionario puede pasar de u n  cuerpo a otro, 
hay que supriniir ese precepto, y cuando se concreten 
esos critcrios, cnvicsc el corrcspondicntc proyecto a esta 
Cámara para que sean discutidos en el Parlamento con 
luz y taquigralos, para que se trate de una ordenación 
racionalizadora que responda a motivos serios y riguro- 
sos y n o  al puro arbitrio o capricho politico. 

Esta es, en  definitiva, la clave para comprender- cstc 
proyecto de Ley e n  su conjunto, y tambicn en lo referente 
a las cuestiones básicas, a las cuestiones centrales que 
quedan reguladas en este Capitulo IV. 

N o  se quiere que la verdadera reforma la clcctúc la 
Lev, la cicctúc el Parlamento. sino que se deja al Ejecuti- 
vo,  porque no se quicrcn poner dc manifiesto ante la 
opinión pública las intenciones últimas de la rclorma. y 

Buistcn habrá qL.c convcnir que ello se hace porque, o n o  L. ' 
razoncs, o esos razoncs no son serias por n o  ser razona- 
bles. 

Scnor Prcsidcntc, las enmiendas que en concreto mi 
Grupo mantiene para la votación plenaria son las que se 
contienen en la relación que Ic hago entrega, quedando 
retiradas las restantes. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El scnor PRESIDENTE: Se mantienen las enmiendas 
del Grupo Popular números 275, 401 v 591. la 406 en la 
parte no retirada, la 403, 404 y 41 1 ,  la 69, 70, 414. 284 y 
285, la 72 v la 432. Las restantes se retiran. 

Quedan por defender las enmiendas del Grupo Vasco v 
despues las del Grupo Mixto. 

Tiene la palabra el señor Monfortc. 

El señor MONFORTE ARRECUI: Señor Presidente, se- 
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norias, la enmienda 224 se refiere a las competencias del 
Instituto Nacional de Administración Pública en relación 
a los centros que tengan atribuidas dichas competencias 
en las restantes Administraciones Públicas. N o  tenemos 
nada que objetar a las funciones de colaboración y coo- 
peración. que de hecho, en la práctica, se están produ- 
ciendo a traves de intercambios diversos en materias de  
formación administrativa o en tecnicas más especiales. 
Nuestra oposición se centra en un concepto reiterado a lo 
largo de los distintos puntos del provecto, como es la 
coordiriación, y la Administración ha pretendido, va en 
bpocas anteriores, coi-regir, precisamente a travbs de esta 
medida, las disfuncional idadcs organizat ivas. 

La necesidad de coordinación, al final fue un tópico 
habitual y un punto de referencia imprescindible para 
entender la existencia de las famosas Comisiones Coordi- 
nadoras Intcrministcriales, que en 1972 se cilraban en 
223. 

Algún autor ha señalado al respecto lo siguiente: ((La 
tijación del concepto de coordinación presenta enormes 
problemas por la originaria indefinición del concepto. 
por la cquivocidad del termino, por la perversión en su 
uso en la praxis administrativa española. pucs ha servido 
v sirve, en gran parte. para encubrir la patología de 
nuestra organización, como la intlación orgánica, lo que 
en definitiva la convierte e11 un concepto CXClUSiVO».  

Conviene recordar que e n  la Constitución se alude ex- 
presamente a dctcrmiiiadas materias como susceptibles 
de coordinación, y que e n  los distintos Estatutos es un 
concepto que 1 1 0  aparece, salvo e n  referencias muy cspc- 
cialcs, porquc no cstaba previsto e n  el espíritu de aquc- 
llos pactos estatutarios. 

El concepto de autonomía política supone el rcconoci- 
miento de una titularidad concreta en determinadas rna- 
terias. Si e n  Función Pública algunas Comunidades Autó- 
nomas timen competencias exclusivas, la aparición pos- 
terior de múltiples alusiones a la coordinación, solamen- 
le la podernos entender como recorte, como cuñas a la 
autonomía, desnaturalizando el sentido inicial de los Es- 
tatutos que definan jmbitos de competencias que ahora 
se pixxcndc volver a discutir de nuevo. Se mitifica así la 
función coordinadora y,  a la postre. además de no  saber 
que quicix decir, puede encubrir dcsdc funcioncs de ins- 
pección y control, hasta posibles funciones directivas. Si 
las Comunidades Autónomas tienen sus propias escuelas 
de formación de funcionarios, iqui'  sentido tiene atribuir 
al Instituto Nacional de la Administración Pública lacul- 
tadcs coordinadoras? De ahí  que pidamos la supresión 
de la palabra «coordinación)) o la referencia a la coordi- 
nación y s u  sustitución por tCrminos diferentes que ha- 
gan hincapic en la colaboración mutua, que se basa en la 
reciprocidad, a diferencia de esta coordinación que tiene 
un carácter unilateral. 

Tambibn mantenernos una enmienda « i n  \~oce», que 
presentamos en Comisión al articulo 19.1, a) ,  párrafo se- 
gundo, Y que está e n  el capítulo de objetos perdidos al 
que he aludido esta mañana, propio del Ministerio de la 
Presidencia, e n  la que se decía que «se considerarán mi.- 
ritos preferentes, conlormc rcglamcntariamcntc se deter- 

minen», y aquí anadíamos "por la Administración a la 
que pertenece c l  puesto de trabajo)) y a continuación si- 
gue todo el texto igual. 

La enmienda 226 se centra en la objetivación de la 
selección de personal, y añade a la mera enunciación de 
los méritos, su adaptación a las exigencias del puesto. En 
definitiva, tal como establece la Constitución, conjugar 
no sólo el mérito como elemento excluyente, sino conju- 
garlo, como digo, con la capacidad. De hecho, en el acce- 
so a la Función Pública se ha introducido un aspecto 
importante, como es el de la conexión de las pruebas a 
ejecutar con pruebas prácticas que tengan relación con el 
trabajo a desarrollar posteriormente. 

Esta mañana se han citado supuestos referentes a la 
adscripción indistinta, como el de un médico que podría 
hacer papeles de astrónomo. Lo que es indudable es que 
en los tcmarios de las oposiciones, hasta ahora se daba el 
caso de que temas de astronomía se ponían para ocupar 
puestos que no tenían nada que ver con esa ciencia. De 
esta manera, creo que se ha avanzado al incluir esta co- 
nexión con las pruebas prácticas. 

Se  ha señalado muchas veces por la doctrina la convc- 
nicncia de unir la objetividad v la neutralidad con la 
eficacia. En definitiva, la elección del más capacitado. La 
pregunta que nos formulamos es la siguiente: i S e  intro- 
ducen a traves dc este provecto y de este Capítulo facto- 
res de discrccionalidad, de arbitrismo, en los sistemas de 
selección que contempla esta ley? Nosotros sinceramente 
pensamos que no. Para responder a esta pregunta no te- 

nemos más remedio que analizar la situación anterior. 
de la que extraemos la conclusión de que era un sistema 
nada racional, en el que la discrccionalidad o la valora- 
ción de criterios ajenos a los méritos del aspirante eran 
la regla fundamental. La sociedad. principal beneficiaria 
de la Administración Pública ... 

El scnor PRESIDENTE: Señor Monforte, le ruego que 
vava terminando. 

El señor MONFORTE ARREGUI: Sí señor Presidente. 
La sociedad, como decía, es la principal beneficiaria de 
la Administración Pública y demanda un buen servicio 
en  el que la selección del funcionario responda a su capa- 
cidad, que atienda eficientemente el puesto que ocupa. 
De ahí que pidamos el mayor rigor basado en la objetivi- 
dad y la imparcialidad, pero tomando como punto de 
referencia. conjuntamente. el mérito y la capacidad, que 
son nociones diferentes. y así lo dice la Constitución. 

Estoy convencido de que en la mavor parte de los pucs- 
tos de trabajo podrá aplicarse un criterio estrictamente 
reglado de méritos, pero en puestos de responsabilidad o 
de contacto con el administrado, debe conciliarse este 
mkrito con los requisitos v las características de ese 

puesto de trabajo. 
Finalmente, las enmiendas números 227 v 228 están 

relacionadas con los argumentos que he desarrollado es- 
ta mañana en relación al artículo I ..>, 3, en orden a limi- 
tar el alcance de los preceptos básicos para posibilitar el 
máximo desarrollo de las competencias legislativas de la 



Comunidad Autónoma. Por ello. do\, por cldcncliilas cstiis 
enmiendas dentro del contesto de las iii.riinicniacioiic.s 
de esta mañana. 

El scnor PRESIDENTE: Gixciüs.  scnoi. hlonloi.ic. 
Enniicndas del Grupo Misto.  Tiene Iii polübri i  '4 sciior 

Percr. Rovo. 

El senor PEREZ ROYO: Scnor Presidente. senoras Di- 
putail:!s. senores Diputados. estamos cii ~"ite Capitulo 1" 
dcl proyecto. en cl cual los Dipiitndos coniunist:is nirintc- 
nenios las que yo dirin que son las eiiniiendas niiis ¡ni- 
portantes dc, Iris que hemos torniulado ril prcscntc 
pr,+cctodt* Ley. Son las  numcros 121. 121. 123. 17.1, 125. 
126 y 127. que trat i in dcl tema de los nietodos de desig- 
nacion o recluta del personal administriiti\,o. ilc la pro\-¡- 
sion de puestos de trabajo. de clasiticricion de pucsios \ 

de la carrera íidministrritiva. 
Voy u d e t n d c r  estas cnniicndas en el ordcw ~ ' r i  que las 

he enumerado. e intentar hacerlas inteligiblcs  par^ uste- 
des y ,  naturalmente. pedirles el voto rifirmati\u para 
ellas. 

Quiero indicar. w n i o  cncabe/.aniiento. que niiintenc- 
mos en este punto serias discrLbpanciascon el p r o ~ e c t o  de 
Ley. A nosotros nos hubiera gustado continuar en esic 
punto con l a  tonica del anterior. es decir. con la tonica de 
una sustancial coincidencia con e l  planteamienro del Go- 
bierno, y entendemos que no hubicra sido dificil de ha- 
ber procedido el Gobierno trayendo a esta Cimara u n  
proyecto de Ley concorde con lo que habia sido su doctri- 
na tradicional. En definit iva. s i  el Part ido Socialista hu- 
biera mantenido en el Gobierno los mismos planteamien- 
tos que mantenia en la oposición. (€1  srrior i'icepresideii- 
te, L2rd.e i .4ldeci. ocicpci lci Prrsitlritc%i.i Desgraciadamente 
no ha  sido asi y en esta ocasión nos toca a nosotros. que 
continuamos en la oposicion. el t r is te  papel de recordar 
los compromisos incumplidos. 

Empecemos por orden. Primero, la enmienda 12 I trata 
del tema de los puestos a cubr i r  mediante la l ibre dcsig- 
nacion. Estamos en este punto ante un tema capital: la 
protesionalización de l a  Función Publica, la objctivación 
de l a  Función Publica. t i tu lo  con el que se abre este Capi- 
tulo. Esta manana se hablaba por el scnor Herrero Ro- 
dr igurz de Miñón, s i  no  recuerdo mal ,  del sistema de 
expolio como un sistema en e l  cual la suerte personal del 
funcionario. la carrera del funcionario. aparece ligada a 
las vicisitudes politicas, a la  suerte, en dc.!initiva. del 
partido triunfante en las elecciones. Afortunadamente, 
hace t iempo que ya en Españii se ha superado el sistema 
de expolio y, en consecuencia, la  figura del cesante > del 
paseante en Cortes. t ipica de l a  l i teratura del siglo XIX. 
Pero todavía queda un reducto del sistema de expolio en 
nuestra legislación; es e l  reducto, ciertamente pequeño 
pero muy importante y significativo. que afecta a los 
puestas directivos. básicamente los directores Generales, 
los cuales hasta ahora en nuestro país sí \.en ligada su 
suerte a la posibilidad, a la  casi seguridad de su relevo, 
aunque en algunos casos hay afortunados que continúan 
con una Administración y con otra. incluso por diferente 

quc S L ' ~  cl signo clc cstii Adriiii i isti.~icióii, pciu In norma es 

Nosotros ciitciideiiios -y mi lo tin ciitcndido sienipi.c 
lii i/.qiiici.da- qiic debe aci ibaiw con esic reducto del 
sistcniii dcl cspolio. y que la ciirrci'ii i idni i i i is t iat iva debe 
IIcgai- hiisia el puesto cle Director Gcncriil. yii que niús 
ii I IIi , nii tiira Inieiitc , los Mi i i  ist IU, los Sii bsccrctaiios, es 
obvio qiic son cargos politicos ligados a Ins vicisitudes 
politicas. iil triiiiifo. cii i lcf i i i i t iv i i ,  de las elecciones. pero 
hasta el puc-Sto ilc Dii'c*c?or Cciicriil, insisto, debe cubr i r -  
se en basc a In L.; i i . iwi i  í idni i i i istrí i t iv i i .  

Esto cs lo qiic Iiciiios dcLciidido siciiipi.c iiosoit'os. In 
i/ .quierki;  lo quc ha dcleiidido cii lu oposición el Part ido 
Social ista \ qiic. sin c i i i b i i r p ,  cstii nuseiitc en cl pi.cscnie 
proycvlo de Lcy. cn L*I cunl. cuaiido sc habla de los pues- 
tos de l ibre designación. no se hace esta prccisibn que 
nosotros qucrcnios. que es discipl inar el i n i b i t o  de la 
l ibiv desigiiiicion en el siguiente scntido: en pr imer  lu- 
gar. espccil'icai. que los Dircctorcs Gencriilcs -puestos 
tipicos de l ibre designación- debcn cubrirse entre (un- 
cionarios. siendo este el tope de la cai'rera administrat i-  
\ a .  con lo cual. conio digo, se cumple una aspiración de 
los funcionarios y,  al niisnio ticnipo. un plantcamicnto 
pol i i ico progresista de la ir.quicrda. En  segundo lugar. 
entendemos que dentro del pr incipio de objciivación que 
preside este Capitulo. debe establccersc csprcsamcntc en 
la Ley e l  elenco de puestos susceptibles de ser cubiertos 
mediante este sistcma que sc califica csprcsamcntc como 
esccpcional. puesto que. en principio. el elenco de los 
puestos a cubr i r  dcbc quedar reducido a los  puestos di- 
rec t i \u .  es decir. Director General o asimilado, jefatura 
de la secretaria de los  cargos politicos y aquellos otros 

que mu!' csccpcionalmente se establcLcan. previo in lor-  
me del Consejo Superior de l a  Funcion Publica. 

Segundo punto. que tarnbicn es candenic. importante 
\ '  que concita la atención de la Función Publica. el tema 
de los l lamados puestos de conlianLa, la designación del 
personal eventual de confianr.a, en dcfinit i \ .a, del pcrso- 
nal  que nombran los cargos politicos como elementos de 
apoyo, como personal de su confianza para auxiliarles en 
su funci6n. Aqui tambien tenemos discrepancias. algunas 
de ellas importantes. En pr imer lugar. [quicn les puede 
nombrar? Nosotros entendemos que deben ser las Lcycs 
de la  Función Publica, que no son solamente las que esta- 
rnos aprobando. sino las que aprueben las correspondien- 
tes Comunidades Autónomas. Deben ser estas leyes las 
que establezcan quicncs son los cargos politicos habil i ta- 
dos para nombrar personal de confianza. 

Sin embargo. este no es el punto central de nuestra 
oposicibn. El punto central se refiere al contenido de este 
nombramiento, a l a  forma o mctodologia de este nom- 
bramiento. Nosotros entendemos que no es un tema so- 
bre el que se pueda pasar de punti l las, es un tema que  
concita la  atención de la  opinión publica. Esto que I la- 
rnamos cufcmísticamcntc o correctamente -yo entiendo 
que correctamente- el personal eventual de confianza 
es lo que u n  sector importante de l a  opinibn pública 
fonocc como los t<cnchufados.. Nosotros entendemos que 
es una cosa -y en esto estoy de acuerdo con el señor 

qiic se piod1ir.ca e l  cr*sc en los pucstos dircctivos. 
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Martiii Toval- que hay que desterrar. Hay que regular 
I:is cosas de la1 Ibrma que sea inadrnisiblc. que n o  tenga 
ninguna cabida ese calilicativo peyorativo de ucnchulü- 
do.; hay que hacer lo que proponemos en nuestra en-. 
niicndii. Primero, que esos cargos se nombren con un;i 
cscrupulosa publicidad, que dcbc establecerse en los Bo- 
Ictincs Ol'icialcs dc la correspondiente Administración, 
e n  los cuales se habrán de indicar las luncioncs concretas 
que se les asignen. así como sus retribuciones, que se 
publicarán igualmente en el Bolctin. En dcl'iniiiva, es 
necesario que se sepa quienes ocupan esos puestos de 
confianza, cuál es csc personal eventual de conlianza y 
cuánto cobra. Este es un tema sobre el cual creo que 
tcndria que haber acuerdo. 

Toda\.ia recuerdo pcrlcctamcntc que- e n  la legislatura 
pasada. conio consecuencia de una pregunta del scnor 
Ramos. cl correspondiente Ministro de la Presidencia cn- 
v ió  a estas Cortes un documento en el cual constaba la 
idación nominal con las percepciones del personal de 
conlianm de aquella l'poca y nos Ilc\.amos sorpresas im- 
portantes. al menos yo que voy de ingenuo. como cncon- 
trai'nic con que personajes ~~dis t inpuid is in ios~~.  entre co- 
niillas, del anterior rtigimcii. que se habian signilicado 
por su oposición, incluso radical. a la actual democracia. 
figuraban como personal de conlianza de Ministros de 
aquel Gobierno. Entiendo que lo importante seria que no 
lucra necesario recurrir a esas preguntas al Gobierno pa- 
ra que nos digan quitincs son, sino que por Le! se 1ijiii.a 

quien nombra el personal de esta naturalcm. cuánto se Ic 
va a pagar. poi. que se Ic nombra y culilcs son sus Iuiicio- 
narios. Creo que esto clcbcria estar  e n  la Le!. para evitar 

estas suspicacias a las que he hecho rclcrencia antcrior- 
nicntc. 

En segundo lugar. cntcndcmos que dcbcria consignar- 
sc cxprcsanicntc que a este personal le sera de aplicación 
el r6gimcn cstatutario de los luncionarios públicos. que 
n o  gozan de ninguna bula, s ino que podrian ser dcsipna- 
dos. en  lunción de esia peculiaridad. pero que debe apli- 
cárselcs, una \'cz integrados en la Función Pública, aun- 
que sea eventualmente, el normal il'gimcn cstatutario de 
los luncionarios publicos. 

En tcrccr lugar. cntcndcmos que no deben ocupar 
pucstos que. por su  propia naturaleza. se encuentren rc- 
scr\,ados a los I'uncionarios. 

Por último, ciitcndcmos que clcbc hacerse constar cs- 
prcsamcntc la posibilidad, aunque sea una pciugrullada. 
de que 1ambii.n los luncionarios pucdcn ocupar estos car- 
gos. En dcl.initiva, que tambil'n los luncionarios pucdcn 
ser de conlianza de los cargos politicos. 
Yo creo que son unos principios tan de sentido coniún 

que lo lógico seria que estuvieran incluidos directamente 
e n  la Ley. 

Las preguntas que mc hago es por qul' n o  sc pone todo 
c s ~ o  en la Lcv: por qul' el Partido Socialista tciiia estos 
puntos en su platalormü anterior: por quti los puso en las 
enmiendas que e n  la pasada legislatura pi.csciitó y hoy. 
cuando tiene oportunidad de prcscniai. el provecto de 
Ley, los ha dejado cacr; por que el  schoi- Rniiios, quc iiic 
está cscuchando, v veo algurin ve/, s u  soi ir isn,  tcniii un 

comportamiento dilcrcntc cuaiido era líder sindical de 
un importante sindicato de la Administración al de aho- 
ra. cuando es Secretario de Estado de la Administración 
Pú bl ica. 

1.a siguiente enmienda se rc1ici.c a la carrcra adiiiiiiis- 
t i a t i v a .  Nosotros cntcndcmos que dcbc dcfinirsc cxprcsa- 
niciitc la carrera administrativa v cspccilicarsc que Csta 
coiisisic en la promoción de los funcionarios de un deter- 
niinado grupo a otro superior, dentro de un mismo grupo 
dc un Cuerpo o Escala a otro, en acceso de categoría 

dciitro de un mismo Cuerpo o Escala v ,  en último termi- 
no, en i.clación a la provisión de puestos de trabajo. En- 
teiidciiios que la carrera administrativa se encuentra 
mal i.cyulada en cstc proyecto de Ley, con unos criterios 
brisicünicnte elitistas, que bloquean en un determinado 
punto la carrera administrativa. impidiendo cl dcsarro- 
110 normal deseado de esta carrera al conjunto de los 
funcionarios. Entendemos que no debe solamente hacer- 
se una declaración gcnl'rica para lacilitar las posibilidn- 
des de promoción, sino que n o  deben ponerse trabas, 
como se ponen en esta Le!., que dificulten a un cierto 
nivel la promoción de los funcionarios. 

La siguiente enmienda, 12.1, 5c rcficrc a la clasificación 
de los puestos de traba.jo. Esta clasilicación entendemos 
que dcbc hacerse, en primer lugar, cii base a un criterio 
fundamental para nosotius, que encontramos ausente c n  
la Ley. aunque sobre i.1 se habla en niuchas ocasiones, 
que es el  principio de negociación, principio fuiidamen- 
tal reclamado tradicionalmente por las plataíormas del 
funcionariado. que ho!, aparece negado en esta Ley. 

En relación a la clasificación de los puestos clc tixbaio, 
al igual que decia anteriormente en otros tenias, cntcn- 
demos que debe regirse por unos principios lundamcnta- 
les de publicidad y seguridad juridica, que deben concre- 
tarsc e n  la mención csprcsa de la catcgoria necesaria 
para cubrir los puestos de trabajo: en el complcniciito 
que tienen asignado dichos pucstos de trabajo y en la 
mención cxprcsa de cukl es el mctodo para c u b i i i h .  

Siguiente enmienda: pro\ision de pucstos de tixbajo. 
Entendemos que debe hacerse mediante un sistcnia de 
concurso dentro de la misnia caicgoi-ia. \ '  cuaiido sc ti'iitc 

de pasar de una catcgoiia íi otia. \.aloiaiido cspc-c.iiiliiicii- 

te la carrci~a adniinisirati\,a, lo cual coiicc'tii con el tenia 
que hcnios abordado antei.iornicntc. 

Conio ya se cnciciidc la ¡u/, \o\. ii i i .  niu\' i.iipidüniciitc. 
Va loi-ac ión es presa dc 1 a cii iw r;i iid ni i ni s t r;i t i \.a , c ii 1 ;I 

cual se tendrán e n  cuciita. ciitrc otros, de. nimicra luiicla- 
mental. los siguientes clciiieiitos: cii piiiiici' Iugiii., la L i i i -  

tigucdad, y ,  en segundo lugar. los coiiociiiiiciitos iidquiii- 
dos en  el dcssrrollo de puestos de tixbiijo ocupados c u i  

anterioridad, y no iicccsariaiiieiite c.1 tcniii del titiilo. quc 
es obicto de otra ciiiiiicndn. la 126. Eiiiciitlenios quc c.1 

titulo, como requisito. conio coiidicióii .siiic qua i i o i i ~ ~  
para asccndci. de catcgoriii c1ciiti.o de la Fuiicióii Púb1ic.a 
dcbc cnigii.se úiiicaiiiciiic cüiiiido In titulíic.ióii de qiic se 
tratc sea requisito iiicscusablc pnra el c-jci.cicio d'. L l l l i l  

dctci~iiiiiiild¿l pi~olcsióii o iictividnd, pci.0 110 C ~ L I i l I i L l o  se 
Il'alc d e  lo que podi~inilios l l ~ l ~ l l ~ l i ~  la bui~oci.acia pciiei.al. 

Poi. úliiiiio, 1i1 e,i i i i i iL*iicli i  127 sc i.clici.e ;I o t ~  tciii i i  que 
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tradicionalmente ha estado incluido en todas las plata- 
formas de reforma progresista de la Función Pública, v 
que actualmente. por razones que no se me alcanzan. 
aparece el iminado. 

Se trata del tema del correctivo al carácter vitalicio 
del funcionariado y las disluncioncs que como consc- 
cucncia de este carácter vitalicio se producen en el dcsa- 
rrollo de la función, en detrimento de la propia Función 
Pública, del propio funcionario y,  sobre todo, del intcrcs 
público. 

Entendemos que, como complemento necesario del 
procedimiento de selección que se instrumcnta en la prc- 
scntc Ley, debe establecerse el sistema de evaluación 
continuada disciplinada, cosa que n o  existe, de suerte 
que se obvicn todos estos inconvenientes. 

Solicito, naturalmente, el voto lavorablc para todas es- 

tas enmiendas, sin demasiada confianza en  obtenerlo. pe- 
ro en el deber de recordarles que la mavor parte de ellas, 
si no todas. corresponde a planteamientos que hasta hace 
poco tiempo han sido comunes al Grupo que represento, 
el Partido Comunista. y al Partido Socialista, que tenia 
ocasión de haber incorporado todos estos planteamientos 
progresistas y ,  por otra parte. nada descabellados. cuan- 
do ha estado con la posibilidad. al estar en el Gobierno, 
de incorporarlos y hacerlos realidad y no simplemente 
un mero dcsidcratum. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Para tur- 
n o  en contra, de todas las enmiendas, tiene la palabra el  
señor Martin Toval. 

El scnor MARTIN TOVAL: Si me permiten. voy a hacer 
este turno en contra ( in t cn ta r~  que dentro del tiempo 
asignado; si n o  lo consigo, me imagino que el señor Prc- 
sidente me llamará la atención) por el orden que ir6 indi- 
cando, orden que facilitará mi intervención. No cs el mis- 
mo que han seguido los scnorcs portavoces de los difc- 
rentes Grupos al intervenir. pero facilitará mi intcrvcn- 
ción. 

El último portavoz, representante del Partido Comu- 
nista en el Grupo Parlamentario Mis to ,  ha afirniado -v 
y o  n o  lo niego, seria negar la evidencia- que muchas dc 
sus enmiendas son n o  ya trasunto, s ino  copia litci.iil de 
textos signados por el Grupo Parlamentario Socialista en 
otros momentos. Por eso creo que estamos iiiuy cerca de 
nuestras posiciones el Partido Comunista y el Grupo So- 
cialista, porque vo alirmo aqui, e intentar6 dcmostriirlo, 
que las posiciones hoy dclcndidas por el Grupo Socialis- 
ta, y plasmados en este proyecto de Ley que estamos 
debatiendo. son plenamente coherentes con las que en su 
momento lucron signadas tambicn por nosotros y que 
ahora aparecen signadas lormalmcntc por el Partido Co- 
munista, Grupo Mixto. en estas enmiendas. 

ioui. es lo que se pretende en el sistema de selección 
de personal en la Administración y provisión de puestos 
de trabajo en la Administración, todo ello ligado al tema 
de la promoción y ,  por tanto, a la carrera administrativa 
en su con,junto? Se trata de resolver dos cuestiones bási- 
cas vigentes hoy en la Administración cspanola y que 

entorpecen claramente la posibilidad de una funcionali- 
zación dr la Administración v de una garantía de  dere- 
chos para los funcionarios en tanto que son trabajadores 
que deben promocionarse profesionalmcnte. (El senor 
Presidetite ocitpu la Presidericia.) 

Una primera tara es la tara por selección cerrada, por 
colectivos cerrados, y no ligada esa selección a las cxi- 
gcncias del puesto de traba.jo que despues se ocupa; pri- 
mera cuestión. La segunda cuestión, tara, limite o pro- 
blemática que hay que resolver, actualmente vigente, es 
la posibilidad de que exista una movilidad interna, hori- 
zontal o vertical, en la Administración, con plena garan- 
tía de profcsionalidad, punto primero, y con plena garan- 
tia, punto segundo, de los derechos del ciudadano funcio- 
nario, cuando asciende y es nombrado para ese puesto 
superior y cuando deja de ocupar tambikn ese puesto 
superior. Pues bien, esto se contenía en aquellas posicio- 
nes socialistas y se contiene tambii.n en las actuales, y la 
solución a todos estos problemas es claramente coheren- 

En cuanto a la selección y la provisión de puestos. que 
es un tema clave, he tenido la impresión de que el senor 
Garcia Agudin lo confundia, porque nos planteaba la po- 
sibilidad de que se provean los puestos de trabajo por 
oposición. cosa que seria realmente imaginativa en el 
mundo de la Administración pública. 

La oposición es un sistema o una fórmula de selección 
de personal en esa empresa que es la Administración, y 
la provisión de puestos de trabajo puede hacerse de niu- 
chas formas: digitalmcntc, como hasta ahora se habin 
hecho, o por concurso o por designación de coiivocatoria 
pública, pero hacer una oposición para cambiar de un 
puesto de trabajo a otro, dentro de la niisnia carrera 
administrativa, parece realmente imaginativo o inusita- 
do. Eso es válido si se cambia de lunción, si se cambia 
absolutamente de carrera. Yo  tu\^ que hacer dos oposi- 
ciones porque con la segunda cambiaba absolutamente 
la carrera administrativa inicial, y habrá que hacerlo en 
el futuro tambicn. pero si sigues tu misma carrera y lo 
que haces es cambiar el puesto de trabajo, obviamente 
no podemos pedir oposiciones, porque. ciertamente, esta- 
riamos castigando de manera innecesaria a ese personal 
funcionario de la Administración pública. Creo que quizá 
ha sido un lapsus del Grupo Parlamentario Centrista en 
este tema. 

En todo caso, lo que yo qucria señalar claramente es 

que ninguna de las enmiendas aportadas por los Grupos 
Parlamentarios modifican el esquema de selección cspli- 
citado en el proyecto de Ley. En este sentido, yo quisiera 
decirle al señor De la Vallina que yo, de verdad, me leo 
los textos que se reparten de preparación de los Plenos. 

El scnor De la Vallina nos habla de que su enmienda 
preve la existencia de un Reglamento general no dcroga- 
blc por acto singular para regular los concursos, cosa que 
nosotros no negamos, puesto que está en la legislación 
vigente que, como ustedes saben, no queda derogada por 
este provecto de Lcv v el Reglamento del concurso scgui- 
rá vigente. Quede tranquilo el scnor De la Vallina, aun- 
que y o  no quedo tranquilo, porque S .  S .  dice que tiene 

te. 
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una enmienda, que y o  no encuentro, en la que pide ese 
Reglamento. Ustedes están defendiendo posiciones que 
parecen legítimas y que yo  avalo porque reconozco que 
ese Reglamento tiene que existir y lo reconoce la legisla- 

. ción vigente. De manera que no hav ningún problema: 
existe ya el Reglamento v existirá un nuevo Reglamento 
de concursos-oposiciones. pero su enmienda no dice na- 
da.  Quizá conviene que ustedes, de entrada, defiendan 
las enmiendas que erectivamentc tienen señaladas. 

Decía que el tema de la selección, reitero, concurso, 
oposición v concurso-oposición libres no está contestado 
por ninguna enmienda. Hav una enmienda, curiosamcn- 
te del Grupo Parlamentario Minoría Catalana, que señala 
que quizá deben primarse otros sistemas y dejar el con- 
curso en segundo lugar - c reo  que la ha defendido el 
señor Cuatrccasas-, v digo curiosamente porque así co- 
mo hay enmiendas del Grupo Parlamentario Popular en 
las que se señala que el artículo debe iniciarse no  con la 
selección de personal al servicio de las Administraciones 
públicas, sean funcionarios laborales o no, sino diciendo 
que la selección de los funcionarios al servicio de la Ad- 
ministración pública se hará ..., la suya, no,  la suya sigue 
hablando de personal al servicio de las Administraciones 
públicas y de funcionarios laborales, lo cual hace cntcn- 
der que el Grupo Parlamentario Minoria Catalana es par- 
tidario de que el personal laboral tambien se seleccione 
por oposición o que, en todo caso. prime la selección de 
todo el personal de las Administraciones públicas. Voy a 
leer su enmienda, señor Cuatrccasas, dice así: ((Las Ad- 
ministraciones públicas seleccionarán su personal, ya 
sea funcionario o laboral, de acuerdo con su oferta de 
empleo público, mediante convocatoria pública y a tra- 
ves del sistema de oposición, concurso-oposición, ctcetc- 
ra.. Es en el segundo punto donde se establece el concur- 
so con carácter excepcional, pero &te scrá con carácter 
general para los trabajadores al servicio laboralmcntc de 
las Administraciones públicas, n o  para los funcionarios. 
Con ello quiero decir -y n o  contradigo esencialmente su 
enmienda- que la Ley, siendo de bases. no debe decir 
más de lo que dice: que los sistemas que garanticen los 
principios constitucionales de igualdad, capacidad y mi.- 
rito son los siguientes: oposición. concurso y concurso- 
oposición libres. Punto. Dcspuks se desarrollarán regla- 
mentariamcntc para la Administración del Estado v las 
Comunidades Autónomas, a traves de su legislación cspc- 
cífica. 

En el tema de la selección, creo que no hav más que 
estas alternativas, señorías, y que las enmiendas literales 
de los diferentes Grupos no aportan ninguna novedad al 
respecto. Si se aportan esas novedades, o se quieren 
aportar -en muchos casos son más las intenciones que 
las realidades- e n  cuanto al tema de la provisión pro- 
puesta. 

Como he explicado en algún momento de este debate, 
hoy los funcionarios cambian de puesto de trabalo por- 
que el superior lo decide discrecionalmente v punto, dcn- 
tro de  los puestos de  trabajo de  cada Cuerpo o Escala -y 
hay Cuerpos que tienen miles de funcionarios v ,  por tan- 
to, miles de puestos de trabajo- pueden ser cambiados 

por decisión discrecional de su superior de un puesto a 
otro; por tanto, esto es lo que hav que cambiar v se cam- 
bia. Y se dice, forma común normalizada de proveer los 
puestos de trabajo en la Administración pública: concur- 
so de mbritos; creo recordar que en Ponencia se introdujo 
un texto que cxplicitaba, además, el mínimum oricntati- 
vo  de meritos que esos concursos debieran tener. Era una 
enmienda socialista coincidente n o  e n  el orden -otros 
primaban la antiguklad. en su enmienda. señor De la 
Vallina, creo recordar-, sino que en esta enmienda, y ,  
e n  definitiva. en el texto. prima el curriculuni y capaci- 
dad dcmostrada por el funcionario. Pero de ese critcrio, 
de esos meritos y de ese concuIw dcviciic ahora v dcven- 
drá en la lorma normal la designación del puesto de tra- 
bajo de cada funcionario, y se dice que eso es politizar la 
Función Pública, que eso es vaciar de profcsionalidad la 
Funcibn Pública, y ,  sin embargo, n o  lo era que pudieran 
ser nombrados a dedo. N o  lo era. Ahora hay que hacerlo 
por concurso de mcritos ob,ictivo, y cuando se dice que se 
politiza y se desprofesionaliza. sigo s in  entender nada, 
salvo que ustedes tengan que seguir diciendo cosas malas 
de los socialistas, pero la realidad es que el proyecto de 
Ley en este tema es una avance sustancial en la prolcsio- 
nalización de la Adrninistracibn pública. Scñorias. reco- 
nozcámoslo, si somos rigurosos y serios. 

Pero, además. se introduce la libre designación liniita- 
damcntc. Limitadamente ;en que? En que. en todo caso. 
mediante convocatoria pública -primera cuestión i rr i -  

portantisima y aún más lundaincntal- scnaliindosc con 
claridad, y \'oy a leer textualmente para que no quede 
ningún tipo de duda, en que consiste esa convocatoria 
pública: «Para su provisión deberán anunciarse cn los 
"Boletines" y "Diarios oficiales" por la autoridad conipc- 
tcntc para efectuar los nombramientos. La convocatoria 
indicará la denominación, nivel y localización del pues- 
to, así como los requisitos mininios exigidos a los funcio- 
narios que aspiren a desempeñarlo, y concederá un plazo 
no inferior a quince dias para la presentación de soliciiu- 
des. Dichas solicitudes, ctci.tcra». 

Y ,  ;cómo se establecerá que puestos de trabajo pueden 
ser o n o  de libre designación? Por un previo acuerdo del 
órgano de gobierno correspondiente que ha de ser públi- 
co tambien por estar en las relaciones de puestos de tra- 
bajo. 

Le recuerdo al señor PCrcz Rovo que su cnmicnda a la 
clasil'icación de puestos de trabajo está mal situada cn  el 
texto, porque debía haber sido planteada -aunque n o  
dcbcria scrl- e n  el articulo 14, que se refiere a las 
relaciones de puestos de trabajo; v digo que n o  dcbcria 
porque prácticamente es textual, de manera que todas 
las condiciones que el señor Pcrcz Royo introduce en su 
enmienda a la clasificación de puestos de trabajo están 
de hecho incluidas en  el articulo 14 del proyecto, incluso 
la publicidad de esas relaciones que dctcrminaiin esos 
pucstos que deben ser de libre designación. 

¿Cuál ha sido la práctica socialista en este pc*rioclo? 1.a 
práctica socialista en el tema de los puestos clc lit1i.c dc- 
signación -porque ha habido va una práctica que esti  
en la linca de este provecto de Lcv- signilica 10 iiiisriio: 
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que ha habido una práctica de incompatibilización de 
Diputados y Senadores, en una Ley todavia no vigente 
por razones de todos conocidas en esta cámara. Esa prác- 
tica es la primera instrucción a los Subsecretarios del 
Ministro de la Presidencia, dictada en diciembre de 1982 
en la que se indica que la norma general. el concurso lo 
será hasta la jefatura de servicio. 

Hay un avance sustancial respecto a una situación pre- 
via ya en la práctica. Por tanto, no solamente se profesio- 
naliza con el provecto de Lcv sino que la acción del Go- 
bierno socialista ha profesionalizado el que el concurso 
hasta la jefatura de servicio sea la norma. Como saben 
S S .  S S .  las jefaturas de servicio y de sección eran de 
designación discrecional del superior hasta la fecha. 

El señor PRESIDENTE: Le ruego que termine. señor 
Martin Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: Voy terminando, este es sc- 
guramcntc uno de los puntos sustanciales del provecto 

Se han scnalado -me refiero a la intervención del se- 
ñor De la Vallina- algunos elementos más de critica en 
la línea de la politización y de la no profesionalidad a 
cste provecto de Lcv. muv particularmente a los articu- 
los 20 y 2 I ; al 20 por lo que hace al grado, v al 2 1 por lo 
que hace al fomento de la promoción intcrna. 

Por lo que sc refiere al articulo 20, se ha señalado que 
sus apartados 1 ,  letra 1) y 2,  lclra d )  no  son de recibo poi- 
esa politización. iQui. dicen esos apartados? El apartado 
1 ,  letra 1) del articdo 20 donde se cita qui. es el grado 
personal, cómo se adquiere, ctcetcra, tiene un último pá- 
rrafo residual en el que se indica que, además de los 
supiicstos claramente objetivos. no contestados por el sc- 
nor De la Vallina a este discurso, el Gobierno o los Con- 
sc,jos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, los 
plenos dc las corporaciones locales. ctcetcra, podrán 
lijar criterios de promoción -el dccia de grados superio- 
res; los superiores son los que cstán por encima, n o  el 
último, no el de arriba. son todos los que cstán por cnci- 
ma del que se tiene, es para cualquier grado superior-; 
esa promoción para el grado superior puede ser debida 
tambii.n a la realización de cursos de promoción. Es la 
promocih que obviamente se pretende que se legitime 
en este provecto de Lcv por todas las organizaciones sin- 
dicales. n o  sólo por la promoción, por la realización de 
un puesto de trabajo de grado supcrior, sino 1ambii.n la 
promoción intcrna mediante la realidación o superación 
de cursos de formación u otros requisitos ob,jctivos que 
han de ser de análoga naturaleza - c l  scnor De la Vallina 
es un  buen hcrmcncuta Icgislativ-; en el texto del 
provecto hemos puesto la expresión u... u otros ... » de su- 
peración de cursos dc formación, de manera que estamos 
en una clara dinámica de profesionalización. 

Al  número 2 ,  letra d )  del mismo articulo el señor De la 
Vallina había presentado una enmienda que creo fue ci- 
tada en  el discurso del señor Herrero de Miñón esta ma- 
ñana que a mi se me pasó replicar en aquel momento, en 
la que se indica que el Gobierno y los brganos de Gobier- 

de Ley. 

no de las Comunidades Autónomas, junto con los plenos 
de las Corporaciones locales, establecerán los criterios 
que permitan computar la antigüedad de los funciona- 
rios que transitoriamente son cargos públicos electivos, 
y,  según el proyecto de Ley, en situación de aservicios 
especiales.. Aquí se está diciendo que se está primando a 
los que se dedican a la politica siendo funcionarios. No, 
señor De la Vallina; se está manteniendo la situación 
vigente. En la situación vigente, el Diputado que les ha- 
bla está en excedencia forzosa v consecuentemente se le 
respeta la antigüedad a todos los efectos. Aqui se está 
hablando de cómo se computará para la determinación 
del grado; a mi también se me determinará lo mismo 
que a todos los funcionarios en activo cuando entre en 
vigor esta Ley; se me computará tiempo-antigüedad sin 
más que he pasado. y se me reconoce en la Ley vigente y 
en ésta obviamente la situación de excedencia forzosa 
hasta ahora y de servicios especiales en el futuro. 

De manera que de nuevo no intenten ustedes sacar de 
quicio las cosas, porque lo que se está aquí diciendo es 
textualmente lo que está en la normativa vigente, y signi- 
fica una garantía lógica para que el ciudadano funciona- 
rio tenga también el ejercicio de ese derecho constitucio- 
nal de acceso al cargo público v al cargo de representa- 
ción politica. 
Y acabo. señorías. Las enmiendas presentadas por el 

Grupo Minoría Catalana y por cl Grupo Vasco son coinci- 
dentes cn un punto al menos. 

El señor PRESIDENTE: Señor Martín Toval, termine, 
por favor. 

El señor MARTIN TOVAL: He dicho que acabo, señor 
Presidente, porque &te es el último tema que me queda 
por tratar. 

Minoría Catalana y el Grupo Vasco plantean que el 
INAP. el Instituto Nacional de Administraciones Públicas 
-perdón por la utilización de las siglas-, no se debe 
convertir en órgano de coordinación de las diferentes es- 
cuelas de Administraciones Públicas. El texto no lo dice. 
El texto dice, scnorias, que es función del INAP la coordi- 
nacibn, colaboracibn y cooperación con las restantes es- 
cuelas de Administraciones Públicas. Lo que ocurre es 
que a ustedes el termino «coordinación# -no st! por qué 
cxtrana razbn- les produce una cierta inquietud. Pero 
es que si no coordinamos en este pais -lo digo con toda 
seriedad-, todos y en igualdad de acción coordinadora y 
de dedicación a la coordinación. las acciones politicas 
con,juntas que normalicen el funcionamiento del Estado 
de las Autonomias, ese Estado de las Autonomias no fun- 
cionará. Y no funcionará imperativamente desde el cen- 
tro, sin duda, pero tampoco funcionará si  desde las Co- 
munidades Autónomas no se coordina, sobre todo en te- 
mas de tanta trascendencia como la articulación de las 
funciones públicas permeables que estamos constituyen- 
do. 
Y reitero: kanse ustedes el precepto, el cual dice: coor- 

dinación, colaboración y cooperación con las escuelas de 
las Administraciones Públicas, de unas y de otras. Y eso 
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evidentemente no se puede eliminar ni de la ley ni de la 
práctica subsiguiente a la Ley. 

Muchas gracias. 

El setior PRESIDENTE: Antes de  proceder a las vota- 
ciones tiene la palabra el  señor Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Gracias, se- 
ñor Presidente. Simplcmcntc intervengo para hacer la 
precisión de que cu;iitdo se vote nuestra enmienda 157 
para que se sepa lo que se vota, sea positiva o negativa- 
mente, se entienda que la intencionalidad del sistema de  
concursos está previsto por nuestra parte única y exclusi- 
vamente para la selección de los funcionarios de carrera. 

El señor PRESIDENTE: ¿Quiere S.  S. que se vote apar- 
te esa enmienda? 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: No, señor 
Presidente. 

El scñor PRESIDENTE: Bai !.unto que ha replicado, 

Sometemos a votación las enmiendas del Grupo Cen- 

Comienza la votación. (Puirsu.) 

jverdad, señor Cuatrccasas? 

trista. 

Efictirudu la iwtucióri, dio el sigitierite resiiltudo: Votos 
emitidos, 2.58; u fuiwr, 57; eti coritru, 174; uhstericiories, 26; 
nlllos, 11110 .  

El scñor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
miendas d d  Grupo Centrista a este Capitulo IV. 

Votaremos a continuación las enmiendas de  Minoria 
Catalana, entre ellas la 157 a la que se ha referido el 
señor Cuatrecasas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 259; a favor, 20; en contra, 175; abstenciones, 64.  

El senor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
miendas del Grupo Parlamentario Minoría Catalana, in- 
cluida la 157. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Popular. 
Comienza la votación. (Puusu.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 259; a favor, 61; en contra, 181; abstenciones. 17. 

El sefior PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular a este Capitu- 
lo. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 259; a favor, 19; en contra, 176; abstenciones, 64.  

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto, señor PC- 

Comienza la votación. (Puirsu.) 

miendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

rez Royo. 

E/ixtiiudu ¡u iwtuciciri, dio el sigrlierite rrslrltudo: Votos 
emitidos, 261; u fuvor, 1 1 ;  rti corrtru, 180; uhsreirciories, 70. 

El señor PRESIDENTE: Oucdan desestimadas las cn- 
miendas del Grupo Parlamentario Mix to  a este Capítulo. 

Vamos a votar los artículos 18 a 21, de acuerdo con el 
dictamen de la Comisión. ( E l  setior Cicutrecusus i Merdwu- 
do pide lu pu1ubru.l 

Tiene la palabra, señor Cuatrccasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Pediría vota- 
ción separada del artículo 18, scnor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar el artículo 18. 
Comienza la votación. (Puiisu.) 

EJktiradu lu vorucion, dio el sigitietite resirltudo: Votos 
emitidos. 256; u fuvor, 169; err coritru, 661; uhstericiones, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 

Vamos a votar los articulos 19, 20 y 21,  de acuerdo con 

Comienza la votación. ít>uir.su.l 

18, de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

e1 dictamen de la Comisión. 

E/k/ i iudu lu iwtuciciji, dio el sigirieritc resiilrudo: Voto.\ 
eriiitido.s, 256; u fuvor, 178; err coritru, 63; u/>.stericiorres, 1.5. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados los artícu- 
los 19, 20 y 21 de acuerdo con cl dictamen de la Corni- 
sión. 

El scñor PRESIDENTE: Vamos a entrar en el debate 
del Capítulo V.  

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto. (Rirrriores.) 
isilencio!, por lavor. Tomen asiento, señorías. Señor PC- 
rcz Rovo, licnc la palabra. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, señoras Di- 
putadas, scnorcs Dipulados, estamos en el tema de las 
retribuciones, tema cuyo propio enunciado indica la im- 
portancia del mismo, tanto dcsdc el punto de vista sindi- 
cal como dcsdc el punto de vista politico. 

En relacikn al tema de las retribuciones. el panorama 
que tradicionalmente se ha presentado en este campo es 
el de que una disfunción en cuanto a sistemas de rctribu- 
ción de  los funcionarios públicos, disfunción o dcforma- 
ción originada fundamentalmente por lo que yo mismo 
en alguna ocasión, con motivo de debates presupucsta- 
rios, he llamado la jungla retributiva derivada de la ma- 
raña de retribuciones complementarias. 

Una aspiración general en los funcionarios y al mismo 
tiempo una aspiración inexcusable de la simplificación v 
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racionalización de la Función Pública es la de la simplifi- 
cación, la reducción de esta maraña de retribuciones 
complementarias, que generan, en primer lugar, situa- 
ciones tremendas de desigualdad entre funcionarios de la 
misma categoría según que pertenezcan a un cuerpo o a 
otro, y aquí se encuentra uno de los males más importan- 
tes de esa proliferación de cuerpos de que tanto se ha 
hablado en estos días con ocasión del presente dcbatc. 

En segundo lugar, estas retribuciones complcmcnta- 
rias tienen unos efectos perversos en cuanto al sistema de 
retribuciones de las clases pasivas, como consecuencia de 
que las jubilaciones, las retribuciones pasivas, se miden 
en relación a las retribuciones básicas sin tener en cucn- 
ta las retribuciones complementarias con frecuencia re- 
presentan la parte más importante de la retribución real 
de los funcionarios. Como digo, aspiración importante, 
tanto desde el punto de vista sindical como imperativo 
de una racionalización política de la Función Pública, es 
la reducción v la simplificación sustancial de estas retri- 
buciones complementarias v ,  al mismo tiempo. la perdi- 
da de su significacibn en relación a los conceptos quc 
integran las retribuciones básicas. 

Pues bien, en este punto hay que reconocer que el 
proyecto del Gobierno introduce una cierta simplifica- 
ción, pero tampoco seríamos honestos si negáramos que 
esta simplificación se queda a mitad de camino y que, a 
fucr de sinceros. hay que reconocer que se encuentra más 
cerca de la situación actual que de la que generalmente, 
incluso por los propios socialistas. se nos ha planteado 
como objetivo a conseguir. Este objetivo a conseguir, en 
pocas palabras, se ha cifrado en el siguiente. que incluso 
creo recordar que está en el programa electoral del Parti- 
do Socialista: los funcionarios serán retribuidos en base 
a unas retribuciones básicas que serán el sueldo base 
más trienios y alguna retribución complementaria que 
estará integrada casi exclusivamente por el complcmcn- 
to del puesto dc trabajo, en razón de las condiciones es- 
pecíficas que concurran e n  cse puesto dc trabajo. es dc- 
cir, e n  razón de la responsabilidad, peligrosidad, inconi- 
patibiiidad, penosidad, ctcctcra, que requiera ci puesto 
de trabajo y no  en la categoría administrativa del funcio- 
nario. 

Pues bien. en lugar de eso. que es básicamente lo que 
se propone e n  nuestra enmienda numero 128. iqut! nos 
dice el actual articulo 22 del Dictamen? Nos dice que 
seguirán existiendo el sueldo. los trienios, las pagas ex- 
traordinarias. cosa que nos parece muy bien. pero, a con- 
tinuación, el articulo 22 nos habla dc.las retribuciones 
complementarias que serán: 11 El complemento de desti- 
no correspondiente al nivel del puesto que se dcscmpc- 
he»,  más .el complemento específico destinado a retri- 
buir las condiciones particulares de algunos puestos de 
trabajo, en atención., ctcCtcra. Es decir. además de este 
complemento cspccifico que, como decíamos. según los 
planteamientos tradicionalcs del Partido Socialista, era 
el único complemento a establecer. se introduce este 
complemento de destino, herencia de la situación actual. 
A estos dos complementos hav que añadir: ((El complc- 
mento de productividad destinado a retribuir el especial 

rendirnienton. El complemento de productividad fue una 
innovación introducida, si no recuerdo mal, hace dos 
Presupuestos para retribuir básicamente a aquellos fun- 
cionarios elegidos, seleccionados por cada Ministerio, en 
un número pequeño, y destinados básicamente a cubrir 
las misiones de  apoyo a la Dirección del Ministerio, a los 
cuales se atribuía de hecho un complemento de producti- 
vidad; complemento de productividad que fue objetado 
sistemáticamente desde los bancos de la izquierda, por 
supuesto por nosotros, y también por el Grupo Socialis- 
ta. Hoy se nos introduce este complemento de producti- 
vidad que puede generar situaciones de desigualdad cn- 
tre los funcionarios, situaciones de arbitrariedad v,  en 
todo caso, viene a reproducir un sistema de maraña, de 
degeneración de las retribuciones complementarias que 
quisikramos ver desterrado. 

El segundo punto e n  materia de retribuciones sobre el 
cual queremos llamar la atención -v voy muy rápido, 
señor Presidente, para intentar mantenerme en los lími- 
tes del tiempo- es cl relativo a la determinación de la 
cuantía de los conceptos retributivos. Nosotros entcnde- 
mos que aquí hay un principio esencial. Los funcionarios 
son trabajadores por cuenta ajena, ciertamente dotados 
de un Estatuto especial, el de funcionarios; no se les apli- 
ca la legislación laboral general; tienen un Estatuto cspe- 
cifico, una de cuvas partes estamos aprobando con esta 
Lev, pero, en cuanto que trabajadores por cuenta ajena, 
tienen unos derechos sindicales que les reconoce la Cons- 
titución y ,  entre los mismos, hay uno de contenido esen- 
cial sin el cual no se concibe la actividad sindical, que es 
el derecho a negociar sus condiciones de trabajo, a nego- 
ciar sus retribuciones v a negociar anualmente sus incre- 
mentos retributivos. Negar esto, prácticamente, es tanto 
como negar la actividad sindical de los funcionarios y ,  
sin embargo. esto es lo que se niega en la presente Lev; 
esto, que se reconocía expresamente y con letras negritas 
en el programa electoral del PSOE, es algo que hoy el 
Partido Socialista no quiere reconocer en este provecto 
de Lev. 

Nosotros entendemos que este, como digo, es un prin- 
cipio inexcusable de los funcionarios. en cuanto trabaja- 
dores, aunque con las particulares v especiales pcculiari- 
dades que tengan, y entendemos que la cuantía de los 
conceptos retributivos, con independencia de que figure 
en los Presupuestos - e n  tanto que están sometidos al 
régimen presupuestario-, sin embargo, debe ser nego- 
ciada con los funcionarios. Quiero recordar que uno de 
los puntos de los que más presumía recién llegado al 
Poder el Partido Socialista lo constituía el de que, preci- 
samente, era el primer Partido que había presentado 
unos Presupuestos cuyos conceptos relativos a personal 
habían sido negociados previamente con los reprcsentan- 
tes de  los funcionarios, y así fue, efectivamente. Sana 
costumbre que se perdió inmediatamente puesto que los 
segundos Presupuestos que presentó el Gobierno ya care- 
cían de  esta virtud, de este mérito, al no haber sido nego- 
ciadas las retribuciones con los funcionarios. 

Ahora llega esta Ley que trata este tema v prescinde de 
este requisito, de  este principio que, como digo, se había 
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atribuido el Partido Socialista como galardón importan- 
te. Nosotros queremos que se lo siga atribuyendo y ,  en 
consecuencia, que, aceptando la enmienda que les esta- 
mos proponiendo, incluya este principio de negociación, 
el principio de revisión anual, incluyendo en la Ley de 
Presupuestos, mediante la misma práctica de la negocia- 
ción, la actualización anual de las retribuciones. 

Finalmente, hay otro tema que también es importante 
subrayar y qlie también se encontraba bastante destaca- 
do en el programa electoral del Partido Socialista, con el 
cual consiguieron los 10 millones de votos, en base a los 
cuales tienen hoy la mayoría para imponer esta Ley. Me 
refiero al principio según el cual las retribuciones de los 
funcionarios deberán establecerse con criterios de analo- 
gía en cuanto a los incrementos que se generen en el 
conjunto de la economía del país para el resto del perso- 
nal laboral. Se trata de un principio importante, sobre 
todo este año, en el que se está produciendo la dispari- 
dad que todos conocemos, en que los funcionarios han 
tenido, hemos tenido, el incremento de retribuciones que 
se ha establecido en la Ley de Presupuestos, incremento 
muy por debajo del que se está consiguiendo en la nego- 
ciación colectiva para el resto de los trabajadores y que, 
como digo, es un principio importante, una guía pragmá- 
tica para esta negociación que debe establecerse en la 
Ley. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, senor Pérez Royo. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario Popular. Tiene la 

palabra el senor García-Tizón. 

El señor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: Señor Presidente, 
señorías, corresponde en esta intervención mía la defen- 
sa de las enmiendas del Grupo Parlamentario Popular, 
números 433 a 443. así como las enmiendas que indivi- 
dualmente han formulado a este Capítulo V los señores 
Diputados pertenecientes a este Grupo. 

El Capítulo V del proyecto de Ley de que se trata es 
quizá uno de los temas principales en una posible refor- 
ma de Función Pública. U n  tema de tanta trascendencia 
que todos los demás aspectos de la Función Pública co- 
bran su razón de ser en función de todo lo que en esta 
materia se regule por el proyecto del Gobierno. 

No se puede hablar seriamente de buscar una eficacia 
dentro de la Administración, de buscar buenos profesio- 
nales, de tener unos profesionales iricentivados si ese ré- 
gimen retributivo no se acomoda a los mismos. No cabe 
hablar de un sistema de previsión social si previamente 
no se ha resuelto el tema de las retribuciones. Además es 
un problema de una trascendencia sociológica y econó- 
mica que afecta nada más que a un 1 1  por ciento de la 
población activa, que en números redondos supone el 40 
por ciento del Presupuesto de gastos, y es que también, 
en definitiva, el sistema de retribuciones implica quizá el 
núcleo fundamental de todas las reivindicaciones de los 
funcionarios, el determinante de su astatus» social y pro- 
fesional y es, en definitiva, la realización para los funcio- 

narios del principio constitucional del artículo 31.1 de 
nuestro primer texto legal. 

Pues bien, las características que en los momentos ac- 
tuales presenta el sistema retributivo y se ha dicho ya 
por alguna de SS. SS. es la dispersión del sistema de 
retribuciones, la diversidad de los regímenes retributivos 
en función de la Administración en que se sirva, la com- 
plejidad que le afecta de escasa transparencia y de difícil 
comprensión, una fragmentación de los distintos compo- 
nentes de esta retribución, especialmente en lo que deter- 
mina lo que son retribuciones básicas y lo que son retri- 
buciones complementarias sin justificación real, salvo 
una puramente coyuntural o instrumentalista y es, en 
definitiva, inferior a la que se produce en el sector priva- 
do o en otros sectores de la población, por lo que ha 
venido a decirse, con toda justicia, que los funcionarios 
se encuentran en una situación de proletarización. 

Pues bien, ante esta situación, ante esta transcenden- 
cia del problema del sistema de retribuciones de los fun- 
cionarios, el proyecto de Ley se ha presentado, en pala- 
bras del propio señor Ministro y del propio proyecto en 
la Memoria y en la Exposición de motivos, como uno de 
los grandes logros de la reforma, como uno de los gran- 
des éxitos de este proyecto de Ley, diciéndonos que se 
produce una clarificación y simplificación considerables 
que han de redundar en la transparencia y en la raciona- 
lidad. Se dice que provoca una mejora sustancial de las 
retribuciones, que es sencillo y objetivo; sin embargo, 
estas matizaciones, estas aseveraciones o estos elogios 
propios, no se corresponden -ya se ha advertid- con 
lo que de verdad nos presenta el proyecto. 

El proyecto no es más que una nueva frustración, una 
nueva desilusión, un paso o un error más en el trata- 
miento sistemático que desde que el Gobierno socialista 
se hizo cargo de los destinos de la nación ha traido consi- 
go hacia los tuncionarios. Es una regulación que defrau- 
da, profundamente, quizá en un aspecto tan sensible a 
los funcionarios como el que más. 

En primer lugar se dice que el sistema introduce esca- 
sas variaciones con el sistema retributivo actualmente 
vigente y ese sistema actualmente vigente, esa distinción 
entre retribuciones básicas y complementarias es la cau- 
sa esencial, el núcleo profundo de la desigualdad en que 
se encuentran nuestros funcionarios públicos. 

Pues bien, este proyecto de Ley mantiene esa pernicio- 
sa clasificación entre básicas y complementarias que no 
tendría ninguna transcendencia si solamente fuese a la 
hora de determinar el abanico retributivo, pero sí cuan- 
do se mantienen básicas y complementarias para deter- 
minar situaciones de previsión social, situación de pagas 
extraordinarias, que, indudablemente, lo que hace es le- 
galizar y aplazar una situación ineludible en la reforma 
de los funcionarios. 

Los funcionarios seguirán siendo distintos con este 
proyecto de Ley al resto de los trabajadores, al resto de 
aquellas personas que prestan su trabajo. Con este siste- 
ma de distinción entre básicas y complementarias los 
funcionarios tendrán pánico a llegar al día de la jubila- 
ción, porque al jugar solamente las básicas, indudable- 
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mente, verán disminuidas sus retribuciones, sus haberes 
en cerca de un 40 por ciento de los actuales. Ademáf, este 
proyecto de Ley no cumple ninguno de los principios 
generales que en materia de adecuaci6n de un sistema 
retributivo han establecido y proclamado el Partido So- 
cialista y la UGT en cada una de sus comparecencias. 

En primer lugar, el sistema no es común a todos los 
funcionarios; quedan fuera de esta situación importantes 
colectivos cuya regulaci6n va a quedar a la discrecionali- 
dad del Gobierno. Es decir, una vez más el arbitrismo del 
Gobierno en el tratamiento de la Función Pública se pone 
de manifiesto. Pero no es tampoco socialmente equitati- 
vo, no guarda relación con el desarrollo del nivel econ6- 
mico del país, y las retribuciones de este sector son fran- 
camente inferiores a las del sector privado. No hay ni 
una sola norma que permita esa equiparación, que es 
una de las aspiraciones de los funcionarios. Los funciona- 
rios no solamente se ven desposeídos actualmente de la 
política del Gobierno, sino que, además, hay retribucio- 
nes políticas en donde discriminan absolutamente lo que 
son estamentos de funcionarios y lo que son estamentos 
propios de nivel político. Un ejemplo: mientras que en 
los niveles de titulados superiores el aumento ha sido del 
4.5 por ciento, en el momento de esa misma situación, 
cuando se alcanza a niveles políticos, a niveles de deci- 
sión o discrecionalidad, sube otra vez el baremo a un 6.5 
por ciento. 

Con esto es con lo que en este momento se encuentra el 
funcionario, que se ve castigado por la hostilidad perma- 
nente del Gobierno en tanto en cuanto los niveles políti- 
cos se potencian con grave perjuicio hacia los funciona- 
rios. Pero es que el provecto tampoco es racional y no es 
coherente entre los distintos criterios de retribuciones. 
Se establecen conceptos retributivos, sc establecen situa- 
ciones o factores a tener en cuenta que no se correspon- 
den con esa idea de racionalidad en el tratamiento retri- 
bu t i vo. 

Por otra parte, se hace la distinción entre básicas y 
complementarias, pero es que en las complementarias, 
tras afirmar la necesidad de adecuar las retribuciones a 
los puestos de trabajo, después de afirmar como hace el 
proyecto de Ley en el artículo 22, que no se cobre más de 
un complemento específico por puesto de trabajo, desa- 
rrolla una cascada de figuras de responsabilidad extraor- 
dinaria, etcétera, que dificulta, que desvirtúa todo el 
proyecto previamente clasificado. Y, finalmente, no pro- 
picia una sencillez de conceptos, no se produce una sim- 
plificaci6n y una trasparencia, porque la misma defini- 
ción que tiene de sueldos, la misma definición que tiene 
de complementos específicos o de destino, la misma defi- 
nici6n que tiene respecto a las gratificaciones extraordi- 
narias, vuelve a introducir el oscurantismo dentro de es- 
te proyecto de Ley. Vuelve, en definitiva, a afectar a 
nuestro sistema retributivo de Función Pública de los 
tradicionales defectos que se le vienen achacando. 
Y, por si todo ello fuera poco, en esta Ley se sacraliza 

un concepto de subjetividad totalmente ajeno a lo que 
debe ser un sistema de retribuciones. Se introduce un 
complemento de productividad que va a originar fortísi- 

mas tensiones dentro de la Funci6n Pública precisamente 
porque un complemento, sea de productividad o de cual- 
quier otra naturaleza, en la Función Ríblica tiende, en 
definitiva, a la permanencia y a la discrecionalidad, pe- 
ro, en definitiva, este complemento de productividad que 
no lo ha aceptado ninguna central sindical ni ninguna 
fuerza polftica en condiciones de plantearse seriamente 
el concepto de la objetividad en las retribuciones, sin 
embargo, ustedes, el Partido Socialista, introduce este 
criterio. 

Supongo que muchas de SS. SS. sentirán rubor a la 
hora de votar este complemento de productividad. Es 
una muestra más de la irracionalidad del Grupo Socialis- 
ta y de la obsesi6n por suprimir controles de legalidad y 
de objetividad en el tratamiento de la Función Pública. 
Primero fue un fondo del 2,5 por ciento de la masa sala- 
rial (Real Decreto 311983, de 20 de abril), v en este mo- 
mento es la sacralización de este complemento de pro- 
ductividad. 

¿Qué es lo que hace el proyecto de Ley en esta matc- 
ria? Pues culminar una política en este tratamiento retri- 
butivo que es hostil hacia los funcionarios, que es el úni- 
co colectivo de trabajadores al que se le piden sacrificios 
individuales v al que no se le ofrece ninguna mejora sus- 
tancial en su situación. Es el único sector laboral de la 
sociedad española al que el Gobierno no reconoce capaci- 
dad de negociación o de concertación, en un derecho tan 
básico como es la determinación de sus condiciones de 
empleo. 

Ahí están las numerosas peticiones de las centrales sin- 
dicales a ser oídas en este tema tanto por el Gobierno 
como por el Grupo Socialista, y ahí está también la res- 
puesta negativa a entenderse en temas tan básicos como 
son las retribuciones u otros temas de importancia en 
esta Lev. 

iEn que han quedado, en definitiva, tantas promesas? 
iEn qué han quedado tantas peticiones y tantos cantos 
de alabanza a las mejoras del sistema de la Función Pú- 
blica? Han quedado en una carencia absoluta de ideas. 
Han quedado, en definitiva, en un menosprecio de la si- 
tuación del funcionario, en una obsesión por obtener una 
Administración domestica y que se arraiga en incremen- 
tos de productividad o en complementos totalmente aje- 
nos. Es, en definitiva. un sistema, es una actuacibn que 
podríamos calificar de regresiva, de injusta, de obsoleta, 
que provoca la desilusibn y la frustracion entre los fun- 
cionarios públicos. 

Así, indudablerncnte, señores del Grupo Socialista, se- 
ñores del Gobierno socialista, no van a hacer ustedes el 
cambio, van a llevarnos a situaciones decimonómicas, 
van a hacer aun buenas cualesquiera otras reformas en 
paises tercermundistas. 

El seiior PRESIDENTE: Muchas gracias, señor García- 

Enmienda del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 
Tizón. 

Para su defensa tiene la palabra el seiior Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Señor Presi- 



~ 5837 - 
CONGRESO 24 UE M A Y O  UE 1L)84.-NLiM. 127 

dente, señoras y señores Diputados, este Capitulo V,  en 
donde se determinan las bases del régimen de rctribucio- 
nes, me parece que los portavoces que me han precedido 
en el uso de la palabra ya han centrado el contenido del 
debate, sobre todo, en esta cuestión de las retribuciones 
básicas y las complementarias. 

Si mi memoria no me falla, recuerdo que sobre todo en 
el debate de Presupuestos, y no ya en esta legislatura. 
sino incluso en la anterior, se decia que este concepto de 
las retribuciones complementarias era a extinguir. 

Se decía, sobre todo por parte de la oposición, que lo 
importante era aumentar la cuantía de las retribuciones 
básicas para evitar -y eran sus palabras- desigualdad 
de trato a los funcionarios, v recuerdo que el Ministro 
correspondiente en el debate presupuestario en aquel en- 
tonces replicaba que, ciertamente, la intención del Go- 
bierno iba en este camino v que, por tanto, era un sistc- 
ma a corregir. 

Bien. Aqui nos encontramos con la reproducción del 
modelo. No entro ahora en las explicaciones que se pue- 
dan dar sobre que esto no es posible suprimirlo de un 
plumazo; lo que sí me parece claro es que en la redacción 
que aquí se contempla, hay contenida evidentemente una 
filosofía en cuanto a las retribuciones complementarias. 
Se especifica, a más del complemento de destino, e l  com- 
plemento específico, y se incluye como motivación de 
este complemento específico, el premiar la dedicación, la 
responsabilidad y la incompatibilidad. 

Cuando en tantas Leyes y en tantos proyectos que akc-  
tan a la Función Pública de alguna manera en la legisla- 
ción anterior y en la actual, ha sido el « k i t  motiv» cons- 
tante el teme de las incompatibilidades, que eso se in- 
cluya y se contemple aquí no deja de ser un  poco sor- 
prendente. En cuanto a la dedicación v a la rcsponsabili- 
dad, mi Grupo no querría contemplar única y cxclusiva- 
mente este concepto desligándolo de otro que viene dcs- 
pués, que es el complemento de productividad. 

Parece que la exigencia del puesto de trabajo para todo 
funcionario habrá de comportar estas tres condiciones: 
dedicación, responsabilidad y productividad, y n o  se me 
alcanza que no haya otros medios posibles para lograr 
que eso sea así, y para lograr que hava incumplimiento 
en tres cuestiones, que habrían de ser las bases de la 
actuación del funcionario. Porque si lo que se pretende es 
preservar realmente esta dedicación. esta rcsponsahili- 
dad y esta productividad, ;cómo se mide?, ;quii.n los 
mide?, jcómo se establecen los criterios de discrecionali- 
dad? Evidentemente que puede introducirse, que en este 
tema puede ser muy amplio después de este tratamiento 
tan escueto que aquí se contempla. 
Es por ello por lo que mi Grupo, al introducir una 

enmienda de supresión, concretamente de este comple- 
mento de productividad, y de corrección en lo que hace 
referencia al complemento especifico en estos conceptos 
de dedicación, responsabilidad e incompatibilidad, en 
los otros, que podrían modificar este complemento, dada 
la especial dificultad técnica, la peligrosidad o la penosi- 
dad, que esto si que es motivación lógica de un comple- 
mento específica, se pide que tampoco sea permanente, 

que sea transitorio en tanto en cuanto no se haga una 
reclasificación de puestos de trabajo. 

Si se establece el nivel adecuado al puesto de trabajo 
en función de unas características, lógicamente el com- 
plemento especifico no  tcndria razón de ser, porque el 
puesto de trabajo, en cuanto a tal, lo habría de contcm- 
plar. 

Por tanto, me parece que cl camino que se sigue n o  
representa novedad sustancial sobre lo que aqui ha veni- 
do cstablecitindosc. Continuamos con la misma tónica, 
con aspectos inclusive de clasilicacion. corno es el hecho 
de las pagas extraordinarias que aqui se contemplan, que 
me parece muy bien que sean retribuciones básicas, pero 
al incluirlas en ese concepto, quiero decir que a los luri- 
cionarios rio Ics corresponde una mensualidad completa 
por cada paga. 

Por este sistema. en deíiriitii,a, continuamos con la  
misma situación que tantas veces, no ya en esta legisla- 
tura, sino sobre todo en la anterior, en aquel momento la 
cnergica oposición qucria coiwgir. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Cciatrc- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario CcnIi’istii. Ticnc 
casas. 

la palabra el señor Garcia Agudin. 

El señor GARCIA A G U D I N :  Scnor Prcsidcritc, lciicrrios 
únicamente la enmienda número 40, a l a s  retribuciones 
complementarias del articulo 22.3 del proyecto de Ley,  
en donde ciertamente nosotros estamos bastante niiis 
próximos al Gobierno que cii anteriores ocasiones. 

Cierto es que este talante de tan escasa esperanda Icb-  

pccto a las innovaciones y a la cticacia de este proyxto 
de Lcv, aqui se constata y se plasnia al ver que es rcpro- 
ducción tiel y exacta, con ligeros cambios de donomina- 
cioncs, de lo que acontece. 

Nosotros nos limitamos a tratar de objctivat al rnrixi- 
mo la dclinicibn de estas retribuciones complementarias 
para salir al paso de algunas objeciones que algunos Gru- 
pos Parlamentarios han hecho hace un momento rcspcc- 
to a este Complemento especifico que, amtin de n o  dccii- 
nada en cuanto a su nombre indica -porque todos los 
complementos son cspcciticos y parccia oportuno que se 
denominase de alguna í‘urma, y que nosotros le llamamos 
modestamente complemento de puesto de trabajo, en to- 
do caso, dcbcria estar concxioriado únicamente con ram- 
ncs objetivas, tal como el  proyecto de Ley pretende. ha- 
ciendo rclcrencia a la especialidad tccnica, a la dcdica- 
ción, que es un  concepto subjetivo, a la iricompatibili- 
dad. que es un concepto sub.jctivo, y a otros. 

Por ello, nosotros proponemos que se hable de un coni- 
plemento de puesto de trabajo objetivo, destinado a rc- 
tribuir una especial dificultad o responsabilidad cn la 
Función Pública a desempeñar. 

Si, efectivamente, algún funcionario ticnc la dificultad 
especial, excepcional, cabe la posibilidad de que el lun- 
cionario que estk llamado a desempeñarla tuviese un 
Complemento especial, que nosotros denominamos de 



puesto de trabajo por entender que llamado simplemente 
complemento especifico es una rcpctición. 

Nos separamos de otros Grupos de la oposición en 
cuanto aceptamos, teóricamente al menos, la pcrvivcncia 
y la consagración del complemento de productividad. 

Dccinmos e n  Comisión que los peligros que existen de 
nianc,jar \ '  aplicai- indebidamente el complemento de 
productividad son grandes. a pesar de lo cual, en esa 
tendencia que muchos mcntcncmos de aproximar el rcn- 
dimiento y la productividad de los scr.i.idorcs públicos a 
los traba,jadorcs del sector privado. e n  esa linca de cesión 
que muchos ambicionamos, n o  cstaria de rnás que de 
alguna suerte quedase lacultada la Administración Pú- 
blica para. en determinados casos y con todas las garan- 
tias rcglamcntarias y con la rnás absoluta y exclusiva 
transparencia y publicidad, poder establecer complc- 
mcntos de productividad. 

Scñoi-es de la mayoría, ticncn ustedes razón porque n o  
es justo, y repugna a la justicia, incluso a la eficacia de la 
Función Pública. que algunos funcionarios, estando en 
análogas tareas, cobren sin embargo. lo misnio cuando el 
rendimiento es totalnicntc dilcicntc. Por eso.  iiosotros 
objctivamos al máximo tambicn sstc complcmciito de 
productividad c indicamos que es aquel que pretende 
retribuir u n  rendimiento, esto es,  la productividad. que 
se pucdc nicdii. tccnicamcntc con las nuci'as i n n o i w i o -  
ncs iccnolbgicas. de niodo que el coniplcniciiio de pi-o- 
ductividad retribuirá un rendimiento superior al noimal 
de los traba,jadorcs de la Función Pública. 

En consecuencia, nosotros apoyamos en csic scntido 
csc complcmcnto de productividad. Crccnios quc con 
nuestra enmienda número 4 0  se objetiva el terna de las 
retribuciones complementarias en la linca de mantener 
una situación parecida a la presente. pero nic,jorándola 
sustancialmcntc. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. señor Carcia Agudiii. 
Enmienda del Grupo Mixto. Ticnc la palabra el sciior 

Pcrcz Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Está dclcndida, sc-ñor Prcsi- 
dcntc. 

El señor PRESIDENTE: Si, perdón. 
Para la defensa de la enmienda del Grupo Vasco, tiene 

la palabra el señor Monlortc. 

El señor MONFORTE ARRECUI: Señor Prcsidciitc. sc- 
norias, nic corresponde defender la enmienda 23 1 ,  i.cleii- 
da al número 5 del artículo 22. En ella se propoiic una 
adición por la que se faculta a las Comunidades Autóno- 
mas para que Cstas desarrollen, mediante sus respectivas 
Asambleas. el contenido y cuantia de estos conceptos 
complcmcn tarios. 

Cuando el ciudadano de la calle se acerca a conocer el 
sistema de retribuciones dc la Administracion pública, 
incluso aquellas personas que puedan estar cspccializa- 
das en sistemas de retribución propios de la empresa 

privada. se encuentra con la dificultad de entender cl 
contenido dc las mismas, y hasta cierto punto podemos 
dccir que ticncn hasta signos cabalisticos. Por ello es de 
agradecer todo esfuerzo que vaya dirigido a simplificar y 
a racionalizar el sistema de retribuciones. 

Este Capitulo permite una aproximación a este tenia. 
En definitiva, la solución derivará de la cuantia concreta 
que se estipule posteriormente e n  los Presupuestos Gene- 
ralcs del Estado. 

Estas  insuficiencias retributivas ticncn que corregirse, 
aunque somos conscientes 1ambii.n de las dificultades - -  

e n  una epoca de crisis. con unas limitaciones prcsupucs- 
tarias importantes- para adaptar de golpe este conjunto 
de medidas retributivas. La eficacia de la Administración 
creemos que cstara muy ligada en su momento a los 
estimulos económicos que se incluyan en futuras consig- 
naciones rctributiias. Porque, como se ha dicho muchas 
vcccs, la lilta de estimulos resulta paralela a la incfica- 
cia. 

Concretamente, en un libro titulado .La retribución de 
los funcionarios públicos)), se dice: «Pagar mal a los lun- 
cionarios sicniprc ha sido una solución demasiado costo- 
sa. Inevitablcmcntc desemboca en la fustración, el aban- 
dono. la corrupción y el pluriempleo. Pciu, adcmas, si 
sobre tal estado de cosas incide la desigualdad y la injus- 
ticia, surgen los cnfrcntamicntos y luchas entre unos y 
otros, la insolidaridnd ante los probismas ajenos, los dc- 
,.;equilibrios internos. En f in ,  una Administración conflic- 
i i \ ; i  c ineficaz es una remora demasiado pesada para 
ciialquicr Gobicrnoll. 

A lo largo del dcbatc de ho!. hemos discutido la natura- 
leza de básicos de algunos preceptos. y para nosotros. e n  
este caso concreto, n o  ticncn carácter de básicos, sino 
que, incluso, suponen la consagración de la indetcrmina- 
ción \ '  la presunción de una falta de dedicación, rcspon- 
sabilidad. rendimiento. intcrcs, iniciatii,a de los funcio- 
narios al toniar estos factores cuando existen como base 
de coiiccsióii de las retribuciones complcmcntarias. 

Estos apartados establecen cinco conceptos rctributi- 
vos. cada cual nias impreciso y adjctiw (complemento 
de destino, especifico, de producti\,idad, gratificaciones e 
indcninimcioncs). \ '  se fundan los mismos en factores 
aun nias imprecisos que los conceptos mencionados (es- 
pecial dificultad tccnica. dedicación, responsabilidad, ct- 

cctcra). 
El planteamiento de las retribuciones complementa- 

rias contenidas en  la Ley dara lugar a una interpretación 
,jurisprudcncial de cada u n o  de los conceptos retributivos 
mencionados. ya que n o  parece. por la litcralidad de la 
Ley. que se pretenda llegar en una aproximación a la 
ob,jctividad en el sistema retributivo de los funcionarios. 

La profusión de conceptos tctributi\.6s coniplcrncnta- 
rios presagia, salvo que se corrijan, como Iic dicho antes 
en el punto fundamental que son los Presupuestos del 
Estado, cstas deficiencias retributivas tradicionales en la 
Administración del Estado, con los efectos que hasta la 
fecha se han venido produciendo e n  el sistema de clascs 
pasivas. y que se pcr,judica a los trabajadores públicos e n  
relación con los de la empresa privada. 
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Por ello, nuestro Grupo tiene presentada esta enmien- 
da  en la que se pueda desarrollar y simplificar el conteni- 
do  y cuantías de los conceptos retributivos complcmcn- 
tarios, haciendo esta advertencia en el sentido de que al 
final, la bondad o no de  este Capítulo derivará de las 
cuantías definitivas de las consignaciones presupuesta- 
rias que permitan la adecuación a unos salarios dignos 
de los trabajadores del sector público. 

Nada más v muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. señor Mon- 

Para un turno en contra, tiene la palabra el señor Mar- 
fortc. 

tín Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente, señorías, 
un nuevo turno en contra del conjunto de enmiendas 
planteadas a este Capítulo de la Ley, sin duda importan- 
te normativamcntc, que no prcsupucstariamcntc. Es de- 
cir, todas SS. SS., y muy particularmente el señor Car- 
cia-Tizón en su encendido discurso (que no si. si tenía 
como motivo la necesidad de descargar su posible culpa 
«pácticap, en el seno dc su Grupo respecto a esta Ley), 
nos planteaba el problema de que no se aumentan los 
salarios de los funcionarios en esta Ley. N o ;  ni cuando 
hicimos el Estatuto de los Trabajadores dimos un au- 
mento colectivo y globalizado a todos los trabajadores 
del país. 

Estamos normando la Función Pública y normando, 
tambikn, el sistema de retribuciones de la Función Públi- 
ca,  no aumentando los salarios de la Función Pública, ni 
es el cometido de esta Ley. Eso está cn los Presupuestos y 
en las previas negociaciones, en su caso, como indicaba 
el señor Pí.rez Rovo, y como negro sobre blanco consta 
en el artículo 2:' de este proyecto, donde se atribuye, 
como saben S S .  SS., al Gobierno la facultad de fijar los 
criterios que han de seguirse por la Administración del 
Estado en la negociación de las condiciones de empleo 
con los funcionarios, e n  la decisión sobre esas condicio- 
nes de empleo, si no hay acuerdo y en la negociación de 
las condiciones de emplco con el personal laboral. 

Por tanto, negociación, si, y plasmada en esta Ley. N o  
se nieguen, por tanto, áI proyecto virtualidades que tic- 
ne, salvo que n o  se lea, como tanto he reiterado en este 
debate. 

He visto que la gran mavoría de los oponentes ;I <asta 
Capítulo basaban su oposición en que de aqui no sale 
aumento retributivo para los funcionarios. Ni  sale ni po- 
día salir. No sólo porque sea una Ley socialista v,  por 
tanto, mala, señor Garcia-Tizón, sino porque es Lcv de la 
Función Pública v no es Ley de Presupuestos. Al  no ser 
Ley de Presupuestos, no se puede aumentar en ella los 
salarios. Esta es una Ley normativa de esa Función Pú- 
blica y, por tanto, reguladora del conjunto de esas condi- 
ciones del Estatuto de  la Función Pública, pero en nin- 
gún caso de aumento de retribuciones. Creo que es un 
tema claro y debe quedar claro para todas SS. SS. 

Vamos ahora a lo que regula este Capítulo. Este Capí- 
tulo establece las clases de retribuciones o. si se quiere, 

cómo se distribuye el abanico salarial conjunto en con- 
ceptos diferenciados, y sin duda se produce, se diga lo 
contrario o no, una simplificación de esa distribución de 
conceptos retributivos o salariales para la Función Públi- 
ca que existen actualmente: sueldo, grado, pagas cx- 
traordinarias. trienios, ayuda familiar -recogida como 
un buen ancestro en la enmienda del Grupo Popular co- 
mo concepto que dcbcria mantenerse, es decir, esas 300 
pesetas que los íuncionarios cobran-, prolongación de 
jornada, destino, incentivo de Cuerpo, incentivo de pro- 
ductividad. 

Saben SS. S S .  que ese incentivo clc producti\,idad. pre-  
visto en el articulo 110 de la Ley de la Función Publica 
del año 1964, empezó a aplicarse según a qui. cuerpos 
privilegiados se pertcnccia -entre los cuales creo que se 
encuentra el del señor Garcia-Tizón y el ni¡- y e11 todo 
caso al de inspección. N o  LI otros c u e i p x .  DcspuCs se 
generalizó. Por eso cii la situación actual hay dos iiiceiiti- 
vos. el iiiccnti\u de cuci'po \ '  el  Ilaniado de piduct i \ , idad 
que. hay que decirlo con honradez, n o  es que rctribuyii 
direcianiente la mayot. productividad, sino que siniple- 
mentc es un complcnicnto o un añadido i.cti-ibuti\,o iiiás 

por aquello cle auniciitar por coiiccptos, no por cuantias. 
El auniento salarial no debe \,enir por coiiccptos, siiio 

por presupuestos \ '  cuantias. En cuso coiitrniio \ul\.ci.c- 
nios a hacer una scl\x de los conceptos saliiriiilcs que 
ahora siiiiplilicanios en esta Le\.. Conceptos tan cstixños 
corno el de prolongación de ioimido \ '  el de dedicación 
exclusiva todos sabcnios lo que signilicaii. 

La .jornada del I'uiicionario publico era de cuarenta y 
dos horas. y usicdcs saben que poi. iicucrdo del Consejo 
de Ministros dc u n  pasado rccieiitc se coii\.ii.tió cn joimn- 
da de 9 a 2 ,  que son cinco horas, que por cinco dins son 
vcinticinco, y si era por seis dins son ti.cinta horas clc l a s  
cuarenta y dos que estaban pi-c\,istas. Entoiiccs se invci i -  
tó la prolongación de jornada para poder hacer un au- 
mento enmascarado a los luncionarios que de hecho se 
les hahia reducido la ,jornada. Pero no bastó con la piu- 
longación de jornada. que ustedes saben que consistió e11 
dos horas por cinco días, y se aumentaba aún iiiás si 
habia cxclusi\,idad en la dcdicacibn. Entoiiccs et'aii i i ~ s  
horas más por cinco días. con lo que se llegaba de hecho 
en algunos supucsios a jornadas de cuarenta y ocho ho- 
ras, superiores a las de cuarenta y dos horas, que cstabaii 
e n  vigor c n  la legislación laboral, pero sobre la base de 
parcelar una jornada en tres, s in  que e n  ningún caso 
hubiera horas extraordinarias. Ese era u n  sistema que h a  
estado vigente hasta hace poco, y ha sido el  Gobierno 
socialista el que ha tenido que acabar de eliminar tal 
situación manteniendo una retribución adecuada a una 
jornada tambicn adecuada, exigiendo. naturalmente, el 
cumplimiento de esa jornada. 

Ahí hav una política de retribuciones diferente, una 
política dc rctribucioncs cuando sc' iguala, por cJcniplo 
cn los subalternos, las retribuciones básicas al salario 
mínimo intcrprofcsional y cuando dcia de existir en la 
Administración un salario para funcionarios inferior a 
54.000 pesetas; 54.000 pesetas que son bastante m i s  que 
el actual salario mínimo intcrprofcsional, como saben 
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SS. SS., v cuando en la distribución de la masa salarial 
producida en los últimos Presupuestos por el Gobierno 
socialista se prima el increnicnto en retribuciones bási- 
cas v se demrrita el incremento e n  retribuciones complc- 
mcntarias a fin de hacer posible que las retribuciones 
básicas vavan adquiriendo el peso de retribuciones bási- 
cas, es decir, fundamentales del componente salarial glo- 
bal de un funcionario. Ese proceso esta en marcha, \ .  lo 
saben ustedes, pero es un proceso de acción politica, n o  
de legislación, que es  lo que aqui estamos contemplando. 

Se critican los conceptos de distribución salarial que 
se establecen en el proyecto entre básicas y complemen- 
tarias. pero. en  el fondo dct fondo. la única critica que 
ciertamente vicnc asumida por todos los Grupos. cxccpto 
por el Centrista, es la contradicción frontal con el com- 
plemento de productividad. Entiendo. de alguna manera, 
por una intervención tan empresarial privada como la 
del representante del Grupo Vasco. que el complemento 
de productividad v el juego conjunto del complemento 
de destino y dcl complemento especifico (otra cosa es 
que quizá fuera más correcto buscarle otro nombre. y n o  
es este el momento, hay momentos posteriores en su tra- 
mitación en las Cortes Generales para modií'icar lo de 
especifico por puesto de trabajo, que es más correcto, 
senor Garcia Agudin) es el complemento de puesto de 
trabajo, tipico de un manual de valoración de puestos de 
trabajo en una empresa cualquiera. Es el manual de va- 
loración del puesto de trabajo y sus componentes son los 
tipicos; las condiciones o exigencias dci puesto dc tra- 
bajo respecto a la capacitación del empleado que lo sirve 
y las específicas del puesto que suponen peligrosidad, 
penosidad, exclusividad, etcetera, y dcspuk  el otro cle- 
mento básico para una funcionalización del servicio pú- 
blico, entendido el servicio público -lo he dicho desde 
cl inicio del debate- como el servicio de la empresa más 
importante del pais, y la empresa pública es la más im- 
portante, v tiene que ser eficaz porque es empresa tam- 
bién. 

Primar la productividad para esa eficacia es básico; 
primarla, ojo, con objetividad; primarla, ojo, con control 
sindical, con control de los trabajadores dc csa cmprcsa 
*n este caso el personal al servicio de las Administra- 
ciones públicas- v con control presupuestario, natural- 
mente. Esa es la redacción de la letra c)  del número 3 del 
artículo 22. 

Tienen que ser públicas las cuantías de esos conceptos, 
que sean conocidas por toda la representación y por los 
propios afectados en el órgano gestor de que se trate. Son 
conocidas y públicas, son fijadas en los Presupuestos sus 
cuantías globales v son distribuidas, v de su distribución 
adecuada y correcta es responsable el Jefe o Director del 
órgano gestor correspondiente. 

Sin perjuicio de que entendamos que deba seguirse 
atacando a la Ley sin más, incluso a estas alturas va más 
pacificas del debate, lo que no puede es negarse la evi- 
dencia. 

Por algún señor Diputado se ha hablado de  que la pro- 
ductividad es un concepto muy ambiguo e innecesario, 
quizás, a estas alturas del trabajo administrativo cn  la 

Administración pública. Es un concepto tan antiguo, co- 
mo saben SS. SS. (porque es el scnor Cuatrccasas, quicio 
recordar, el que ha hecho la rclercncia a la inncccsaric- 
dad del concepto de la productividad), en la Administra- 
ción pública. tan histórico, t an  estudiado, csternos o no 
de acuerdo -v yo con muchos de los pasa,jes dc esos 
estudios no estoy de acuerdo- para la empresa privada, 
pero conviene recordar que si queremos L'uncionalizar y 
modernizar la empresa pública, y esta es la empresa pú- 
blica más importante, cl elemento dc la productividad y 
la eficacia se inscrtc claraniente en el sistcnia. Natural- 
mente, tambic'n dar mc,jor retribución por u n  mejor ser- 
vicio público. Pero, reitero. cse no es cl terna de csta Ley. 
sino de la Ley de Presupuestos. y entonces hablaremos de 
ello, al tiempo que hablaremos tambicn de gastos, de 
dcficit y de ingresos. Dc todo ello tendremos que hablar. 
para hablar 1ambii.n del aumento salarial a los funciona- 
rios públicos para el próximo ano. 

El scnor PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Martin 
Tova1 . 

Terminado el debate. vamos a proceder a la votación 
de las enmiendas del Grupo Misto. 

ComicnLa la votación. ffairsu.)  

Efktiiurla lu iwtucióti, dio el sigiiiettte resiiltudo: Votos 
etiiifidos. 259: o fuiwr. 21: eti coiitru. 190; uh.steiicioiie.s. 48. 

El scnor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las c n -  
miendas dcl Grupo Mixto a este Capitulo V .  (El seiior 
Motifbrfe pide lu pa1uhru.i 

Tiene la palabra el senor Moníortc. 

El scnor MONFORTE ARREGUI: Pcdiria votación sc- 
parada, en su momento, del articulo 22. 

El scnor PRESIDENTE: De acuerdo. Enmiendas del 

Comienza la votación. f fu i t su . )  
Grupo Parlamentario Popular. 

E/kctrruda lu vofucióit, dio el sigiieiite resiiltudo: Votos 
ei?iifidos, 260; u favor, 46; eri coiitru, 190; üh.ifetic/otie.s, 24. 

El señor PRESIDENTE: Qucdan desestimadas las cn- 

Enmiendas de Minoria Catalana. 
Comienza la votación. í fu irsa . )  

micndas del grupo Popular a este capitulo. 

E/&trrudu Iu iutucióti, dio el sigirietite resrrltudo: Votos 
emitidos, 261; u fuiwr, 25; eti c*oiitru, 191; uhsteticiories, 45. 

El señor PRESIDENTE: Qucdan desestimadas las cn- 
miendas de Minoria Catalana a este capitulo. 

Enmienda número 40, del Grupo Centrista. 
Comienza la votación. ífuiisu.)  

Etectuadu Ir iwtucióri, dio el sigitierite residtudo: Votos 
emitidos. 261; u /¿mor. 13; en cotitru, 194; uhstericiones, 54. 
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El scnor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda número 40, del Grupo Parlamentario Centrista. 

Enmienda número 23 1 ,  del Grupo Parlamentario Vas- 
co (PNV). 

Coniicnza la votación. (Puiisu.) 

Electirudu ku iwtuciciii, dio el sigiririite resiiltudo: Votos 
eiiiitiúo.5, 262; u /¿iiw, 22; c)i coiitru. 188; uhsteiicioiics, 52. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la cn- 

Vamos a votar el articulo 22 ,  de acuerdo con el dicta- 

Comienza la votación. fPuiisu.) 

micnda 23 1 ,  del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

men de la Comisión. 

EfectiiLidu IU ilotLicióii, dio el sigitictitr revirl~udo: V u t o s  
eiriitidos, 263; u luiwr,  17.3; e t i  coiitru, 76: uhsteiiciories, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el  articulo 
22, de acuerdo con el  Dictamen dc la Comisión. 

Procedemos a la votación del articulo 23, de accrdo 
con el dictamen de la Comisión. 

Coniieiim la \utación. íPuii.5u.j 

El scnor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 
2 3 .  de ac~icrdo con el dictamen de In Coniision. 

Antes de entrar e11 e l  Capitulo VI .  quisiera indicai. ii 

SS. SS. que mañana por la niananii icndrcmos la satis- 
1 a ~ ~ i o t i  .." 
de Ministros de Italia, scnor Crasi.  v a l  Ministro de Asun- 
tos Exteriores, scnor Andrcotti. A las diez menos \,cintc 
se rcunii.rin con las Comisiones de Asuntos Extci. ioiu del 
Congreso y del Senado en la sala de la segunda planirt. 
Naturalmcntc. todas SS. SS. cstiii invitados a asistir a 
esta reunión, donde el scrioi. Pi.csidciitc del Consejo de 
Ministro5 dc Italia coiiicsiaiii ii las prcguiitiis de los SCI~O-  

IYS portavoces, y ,  cii su caso, si tuviera ticnipo, ianibicn 
a las dc los señores Diputados. 

Capitulo VI Capitulo VI .  Enmiendas del Grupo P;ii-lnmc*iitario de 
Minoria Catalaiia. El señor Cuatrccasas ticnc la palabra. 

de recibir cti la Ciniara i d  Presidente del  C o i i s c j ~  

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Scnor Prcsi- 
dente. señoras \ '  scñorcs Diputados, entranios cti este ca- 
pitulo y como ni¡ Grupo es e l  primero en iiitervcnir sohrc 
las enmiendas planteadas, por una i ' c ~  qucrria al nicnos 
rcl'lcjar nuestro sentir de que este es un capitulo scgui.a- 
mente decisivo en la rclornia que se plantea en cstc 
proyecto de Ley, en estos artículos del 24 al 27 ,  pero de 
especial signil'icacion el articulo 24 y cl  articulo 26; el  
articulo 24, donde se establecen los grupos de clasilica- 
ción y donde para estos grupos se cstablcce la titulación 
exigida para su ingreso. y dcspucs, el articulo 26, en don- 
de se trata de la racionalidación de la estructura de Cuer- 
pos y Escalas de la Administración del Estado. 

N o  tcndria sentido cstc proyecto. si n o  se abordasc la 
rclorrna en aspectos básicos como cstos que el Gobierno 

propone a 1ravi.s del proyecto, cn el que se han introduci- 
do unas ciertas mejoras en Comisión sobre el contenido 
de estos prcccptos. Me refiero, primero, al artículo 24, al 
tema de los grupos de clasificación, en función de la t i tu-  
lación, que se mencionan de forma especifica, introdu- 
ciendo en Comisión la palabra ~~cqu iva lcn tc~) ,  que quizá 
cubre las posibles rigideces, por no ser una mención di- 
gamos sulicicntc la que se contemplaba. 

La enmienda que mi Grupo plantea en este articulo 
concrctanicntc es que, aunque Ic parece lógico en las 
circunstancias actuales, cuando se trata de ingreso, con- 
templar el aspecto de la titulación, ponderado dcbida- 
nicntc. lo cierto es que no se plantea este tema «ex no- 
\'o», que habrri de aplicarse sobre un cuerpo luncionarial 
existente. e11 donde hay situaciones m u y  diversas y en 
donde no wria legitimo perjudicar situaciones perfecta y 
Icgitiiiiaiiicritc adquiridas en su rnonieiito, en lunción de 
las condiciones legales que se requirieron para el acceso 

a la Fuiici8n Pública en un instante dctcrniinado, condi- 
ciones legales equivalentes al aspecto de la titulación. 

Por tanto, la enmienda que  plantea mi Grupo al articu- 
lo es que se tcripa en cuenta esto y ,  en dcliniti\,a, que se 
posibilite el rcspcto de su situación a aquellos que adqui- 
rieron su condición coino miembros de una determinada 
lurici8n. e n  \,irtud de unos requisitos legales que para el 
ingreso, en s u  momento. se Ics csigicra; que se respete 
ahora,  al coiivcrtir en norma absoluta y cxclusi\,a, sin 
niayot. i.c.lcrciicia a estas situaciones antcriorcs, el con- 
cepto de titulacioti. Se nos dccia por parte del portayo/. 
del Grupo mayoritario que de lo que se trata es de hacer 
una tiornia que siciitc critcrios. que siente principios. Por 
tanto. c1csconocc.i. estas situaciones concretas podria Ilc- 
var e11 la prriciica a un perjuicio ilógico c irracional, por- 
que no lucroii estas las coiidiciones que se les csigicron 
cii el niomento tlcl irigi.eso. 

Paso a tratar del articulo 26. Hay otro ahpecto a consi- 
dcrai. cn la ixionali/.ación de la estructura de Cuerpo5 \ '  

Escalas clc la Adniinistrcición del Estado. ( € 1  5 t V i C J t .  Vicc- 
p i t ~ s i t l c i i i c .  V L V ~ L ,  i AItleci, u ~ i t p u  la Pwsideticiu.) En este 

articulo el Gobicrno solicita, a tra\'cs del proyecto de 
Lcv, una auioiimcion, tan amplia como un derecho sea 
nienester, para coniucar pruebas. conwcar concursos. 
unilicui. Cucrpos y escalas, declararlos a cstinguii.. ctcc- 

Dicho esto asi, sin n i i i s ,  la reacción de ni¡ Grupo ha 
sido plantcni- una enmienda de suprcsióii porque nos pa- 
rece que la petición del Gobicimo es,  a todas luces. cxcc- 
si\.a c iiiiiuiucc aqui una discrccionalidad que i.calnicntc 
podria colocai~ e11 una situación de iiiscguridad impor- 
tante a iodo el colccti\.o luricionaiial. De todas maneras, 
no escapa a nii Giupo la iieccsidad de esta rcorganiza- 
ción y ,  por tanto, todo aquello que sea racionalizar au-  
tcnticaniciite, posibilitar la mo\ilidad. n o  solamente cn-  
trc las di\wsas Administraciones públicas. de lo que ya 
se Iia hablado en capitulos anteriores. sino dentro de la 
Adniinistracióii pública y concrctamcntc del Estado, pa- 
ra que no ha'a rigideces y que se solucionen todos estos 
problemas. nos parece lógico. 

El Gobierno pide una autorización para poderlo hacer 

tcra. 
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de  forma ágil. Pero tal como la pide, a nuestru entender, 
es excesiva v pensamos que debería comparecer ante el 
Parlamento en su debido momento, cuando la considcra- 
ción de una dctcrrninada reforma en este aspecto cstuvic- 
se más elaborada, v plantear aquello que necesitase para 
solucionar el tema. Pero como mi Grupo no tiene dcma- 
siadas esperanzas de que su opinión tenga un consenso 
niavoritario, plantea como enmienda alternativa que pa- 
ra ello sea oído el Consejo Superior de la Función Públi- 
ca. 

Este tema nos parece inexcusable y lo sometemos a la 
consideración del Gobierno y del Grupo que le apoya 
porque, al menos, si hay debate en el Consejo Superior 
de la Función Pública, donde las partes interesadas con- 
curran y donde toda la problemática ha de exponerse y 
analizarse, el Gobierno en su actuación conocerá opinio- 
nes, conocerá criterios y podrá argüir que obra con cono- 
cimiento y cargándose de razón, pues supongo que tam- 
bii.n el Gobierno necesita cargarse de razón para actuar 
en un tema tan delicado como i\ste. 

Por tanto, seriamente planteamos que se considere esta 
enmienda, porque nic parece que scria poco logico \ '  po- 
co razonable que en este tema tan importante, que alccta 
a tantos funcionarios, se actuase con rigidcL e n  su trata- 
miento sin considerar. al menos, esta enmienda altcriia- 
tiva que hemos planteado, >' nial presagio scria, en cuan- 
to a rigidez, por lo que dcspu6s pudiese venir e n  el nio- 
mento de la aplicación. 

Se ha hablado mucho de esta Ley como de un chcquc 
en blanco al Gobierno. Nosotros --y reitero la posición 
de mi G r u p u -  n o  somos contrarios a que, cfcctivamcnte, 
se contemple cómo dar un medio rigil de racionalización 
de la estructura de Cuerpos y Escalas de la Administra- 
ción del Estado pero, t a l  como está planteado el tema, 
nos parece inaceptable. 

Evidcntcmcntc. muchas cosas habrán de pondcraiw. 
No voy a entrar aqui e n  la critica sobre el tenia de Cuer- 
pos, la rigidcx. ctci-tcra; todo esto ya se ha dicho pero, de 
alguna niaiicra, si- ic*iidrá que contemplar una determi- 
nada cspcci:ilidad. \ I;I iiiovilidad no es incompatible con 
la cspccia1id;i~l. coii 1;i dctcrminada preparación para 
ciertos coniciiclo3. lii~x\ iiablcmcntc, el Gobierno habrá de 
conicrnplai. coiiiii 1iac.c.i. c - 4 ~  de una forma equilibrada y 
justa, sin ccdci. ;I Iiit-sioiich de un tipo o de otro. Pues que 
sea a iraves dc c.31~- órpiiio donde, al mcnos, haya una 
deliberación y se piicda llegar a unas concreciones sobre 
el tema. 

Hay otro aspecto que qucrria indicar. Para la rcfundi- 
ción de que se habla hay que tener en cuenta que aqui no 
se establece un criterio especifico, y parcccria lógico que. 
al menos en una normativa que sienta criterios, como es 
esta Ley, se estableciese que aquello que se rcí'unda sea 
en  base a funciones coincidentes en su contenido profc- 
sional, que realmente sea porque hay coincidencia "-que, 
por tanto, se eviten esas rigideces, evidentemente absur- 
das, de Icona e IRYDA. cuvo ejemplo t an tas  \'cccs se ha 
repetido v que, porque hav coincidencia en la función, 
desde el punto de vista profesional, es lógico que se re- 

funda, pero que se siente y se explicite aquí el principio, 
y a ello va otra de nuestras enmiendas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que vava concluvendo, señor Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS J MEMBRADO: Sí, señor Pre- 
sidente, acabo al instante. 

La última enmienda que qucria defender es una de 
adición de un párrafo al apartado 4." dc este artículo, 
cuando se refiere a la extinción de determinados Cuerpos 
o Escalas. 

La enmienda plantea que a estos Cuerpos o Escalas se 
les respeten las mismas condiciones económicas que hu- 
bieran mantenido caso de haber continuado pcrvivicndo, 
y que no por el hecho de dcclararlos a extinguir resulten 
perjudicados en su tratamiento, desde un punto de vista 
comparativo, con otros Cuerpos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Enmiendas del Grupo Popular. Tiene la palabra el se- 
gracias. señor Cuairccasas. 

nor Roma?. 

El señor ROMAY BECCARIA: Muchas gracias, señor 
Presidente. Setioras y señores Diputados; este Capitulo 
VI  se titula «Racionalización de la estructura de los 
Cuerpos y Escalas ... ),. Los titulos son ciertamente prctcn- 
ciosos, ¿verdad. señor Martin Tuiral? 

Realmente y o  no  mido bien el alcance del articulo 24. 
Los Cuerpos. Escalas. clases y categorías se van a clasifi- 
car en grupos, en raxón de la titulación acadcmica. Pare- 
ce que esto es difícilmcntc objctablc. Lo que yo  no si. es 
realmente la luncionalidad que ticnc esto en el seno de la 
Adniinistración. Pucdc scri,ir como punto de referencia 
para acercar las retribuciones entre funcionarios de ti tu- 
lación similar; me parcccria bien, y no tcndria nada que 
objetar. Pero, realmente, no  si. si tiene mucho sentido 
esta clasificación y si tiene mucha funcionalidad para la 
Administración. iQui. tienen que \'er los profesionales 
con cl mismo nivel acadcmico, pero con profesiones muy 
distintas? Todo lo que sean estos cajones de sastre. así, 
que no tienen mucho sentido íuncional, me parece que 
mas pueden perturbar que otra cosa. 

La mera clasificación estadística. es decir, asignar una 
letra por el titulo acadcmico, pues no sC si vale la pena 
este esrucrzo y la contemplación de esta íigura, que pue- 
de llevar a la tentación de considerar que. como están en 
el mismo grupo. valen todos paia lo mismo, y estoy segu- 
ro de que esa n o  es la intención del proyecto ni la de sus 
rcdac tores. 

Nosotros, realmente, no Ic vemos esa funcionalidad y 
ese sentido. Más bien nos preocupan esas otras' conse- 
cuencias que puedan salir de ahí. Pero ya, de hacer una 
clasificación de este tipo, si es que hay que hacerla, en- 
tonces tampoco lo entendemos, porque aquí íalta el titu- 
lo de doctor. que es un titulo que está m u y  bien y que 
tiene un gran reconocimiento, que exige unos csfucrzos y 
que se exige para ingresar en determinados Cuerpos. 
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Creo que, puestos a hacer una clasificación por títulos 
académicos, habría que recoger también la existencia de 
este título y no devaluarlo. N o  si. si se va a incluir en 
alguno de  los grupos que están contemplados en el 
proyecto, pero yo creo que va, de hacer grupos por títulos 
académicos, deberíamos dar  al título de doctor la consi- 
deración que tiene y recogerlo en un grupo aparte. 

N o  sé qu6 dificultad pudiera haber para hacer esto, 
que está en la misma lógica de la disposicion. Que conste 
que y o  no soy doctor y no estoy aquí reivindicando nin- 
gún privilegio. El señor Martin Toval podría tenerlo cn- 
tonccs reconocido, si es que ha ingresado en algún Cucr- 
po para el que se exigiera el título de doctor, que parece 
que es el criterio determinante de esta clasificación. 

Por eso, nosotros pedíamos o que se suprimiera el arti- 
culo o que, en todo caso, si no podía ser eso, que se 
recogiera un nuevo grupo para el título de doctor. 

El artículo 25 tiene un titulo especial: «Ordenación de 
la adscripción y funciones de los Cuerpos y Escalas de las 
Administraciones públicasn. La verdad es que y o  creo 
que, más que ordenar, desordena porque parte, a mi mo- 
do de ver -ya lo he dicho en Comisión-, de un dcscnfo- 
que de este aspecto del problema al tratar de desvincular 
las funciones de los Cuerpos de las funciones de los órga- 
nos administrativos. 

Y o  creo que e n  muchas ocasiones es imposible hacer 
esa desvinculación, porque los Cuerpos y los funciona- 
rios, si están especializados, muchas veces tienen que te- 
ner las funciones de los órganos. i0 es que se trata de 
que los Cuerpos de inspección no tengan funciones de 
inspección o de que los Cuerpos dc enseñanza no  tengan 
funciones de enseñanza? 

Si queremos que haya unos Cuerpos de los distintos 
grados de la enseñanza y unos Cuerpos de inspección en 
distintas materias, porque hacen falta Inspectores espe- 
cializados en distintas materias, naturalmente que todos 
los funcionarios de esos Cuerpos de inspección tendrán 
Iunciones de muchos órganos de inspección y ,  además, 
habrá muchos órganos de inspección que sean unipcrso- 
nales y que tengan que coincidir sus funciones con las de 
los funcionarios que sirven esos puestos. 

Y eso no tiene nada que ver con patrimonializar nada 
ni con ninguno de esos tópicos que a veces se oyen en  
estos temas. Lo que sí tendría sentido sería distinguir las 
funciones de autoridad de los organos administrativos, y 
esas funciones de autoridad si que se pueden reservar a 
los órganos políticos y a los que ostenten las funcioi1c.s de 
autoridad de los órganos políticos, o las que esten en la 
Escala superior de la Administración. que se puedan sc- 
parar de las funciones de los Cuerpos v de los funciona- 
rios, esas funciones de autoridad. 

Pero así. decir genéricamente que los funcionarios y 
que los Cuerpos de funcionarios no podrán tener las fun- 
ciones de los órganos, realmente no veo cómo se puede 
en muchos casos separar esas funciones de los funciona- 
rios y de los órganos que prestan esas funciones, que, 
como digo, en muchos casos son unipersonalcs y coinci- 
den en la misma persona. 

No  entiendo por qué tienen que ser únicamente las 

rclacioncs de puestos de trabajo las que determinen los 
Cuerpos o Escalas de funcionarios, que, además, no si. si 
tiene mucho que ver con lo que se ha dicho antes: <( ... los 
Cuerpos o Escalas de funcionarios que puedan dcscmpc- 
ñar los puestos a los que corresponda el ejercicio de las 
citadas funciones.. 

Naturalmente que las relaciones de puestos de trabajo 
pueden decir qui. Cuerpos de luncionarios están habilita- 
dos o qui. funcionarios se consideran capacitados para el 
ejercicio de esas funciones; eso es pcrfcctamcntc con- 
gruente con que haya Cuerpos especializados que tengan 
unas funciones muy especializadas y que coincidan con 
las de algunos órganos administrativos. 

El articulo 26, tambii.n con una denominación ambi- 
ciosa, donde las haya, se titula nada menos que «Racio- 
nalización de la estructura de Cuerpos)). La racionalim- 
ción de la estructura de Cuerpos puede consistir en algo 
tan curioso como convocar pruebas unitarias de selec- 
ción para ingreso en los distintos Cuerpos o Escalas, y 
aquí no se establece ninguna garantía ni ninguna limita- 
ción. Por cierto, que esta es una facultad, adcmis ,  que se 

le atribuve al Gobierno. 
Señor Martín Toval: estamos en el tema, otra vez. de la 

dcslcgalización. (E l  setíor MARTIN TOVAL: Lo esruhri 

Y se opera una dcslcgalización. señor Mai-tín Toval -y 
perdone el señor Presidente que me dirija al señor Dipu- 
tado que me duplicó esta manana en este tema de la 
deslcgaiización-: si se opera una deslcgalización, cuan- 
do materias reguladas por Ley y que nosoiros creemos 
que deberían seguir siendo reguladas por Ley, aunque sc 

cambiara la regulación por Ley, se dcslcgalimn porque 
se rebaja el rango normativo con que sc dcbcn regular 
estas materias, y lo que antes correspondía al Parlanicn- 
to y se regulaba por Lcv. ahora se autoriza al Gobierno 
para regularlo. y no es que se trate de eliminar unos 
corsi.s; nosotros tampoco queremos ningún cursi., pero 
una cosa es que se eliminen los corsi.s, que se pueden 
eliminar pcrfcctamcntc por Ley. rectificando, desde la 
Ley, las situaciones y las materias que no csttin bien re- 
guladas o que las Leyes anteriores las hayan encorsctado. 
y otra cosa distinta es autorizar, no  sólo para quitarle ese 
cursi. al Gobierno. deslegalizando la materia. sino para 
que haga con esa materia -yo no digo mangas v capiro- 
tes, porque no  es de mi estilo utilizar estas cxprcsioncs- 
-, lo que estime oportuno el Gobierno, que n o  tiene poi. 
qui. coincidir con lo que el Parlamento considere que cs 
lo que se debe hacer. 

Estamos, pues, en otro caso de dcslcgalimción. Ci-co 
que es pcrfcctamt*ntc compatible que se quite un coi-si. 
con mantener el tema a nivel legal, en el ordcii jcrárqui- 
co normativo, v lo que hace este artículo es dcslcgalizai- 
y ,  además, dejar realmente al Gobierno que pueda hacer 
-no digo que vaya a hacer- verdaderos disparates. Por- 
que esto de convocar pruebas unitarias de sclccción para 
el ingreso en los distintos Cuerpos y Escalas, sin estable- 
cer ninguna garantía, se presta a un uso que puede ser no 
muy afortunado de esta facultad. 

Fíjense que ustedes mismos utilizan otro criterio un 

oye1 Idv. I 
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poco más adelante. También, con la misma generosidad, 
se le otorga al Gobierno la facultad de convocar concur- 
sos unitarios de traslado para funcionarios de diferentes 
Cuerpos o Escalas: o sea, que va n o  se espera a unificar 
Cuerpos v a hacer la indicada racionalización, sino que, 
antes de hacer nada, ya  se pueden convocar concursos 
unitarios de traslado para funcionarios de distintos Cucr- 
pos. 

Si esto no es deslegalixar, v a fondo, y darle al Gobicr- 
no facultades importantes, y dárselas, además, absoluta- 
mente en blanco, pues ... Porque aquí no se establece nin-  
gún gi.nero de garantía ni de limitación. ni  ningún prin- 
cipio que pueda dar pie -como razonablemente scñala- 
ban en algún momento desde aquí algunos de los Diputa- 
dos que me precedieron en el uso de la palabra- a inter- 
poner un recurso jurisdiccional en amparo de las garan- 
tías necesarias contra un proceder del Gobierno en estas 
materias. De modo que se le autoriza para convocar con- 
cursos unitarios de traslado para funcionarios de dilcrcn- 
tcs Cuerpos y Escalas, ;s in  ninguna garantía! Si ustedes 
creen que eso es racionalización, pues esa es su opinibn, 
pero, desde luego, la mía es muy distinta. 

Tambicn se le autoriza al Gobierno a unificar Cuerpos 
v Escalas. y aquí sc han expresado ya reservas sobre esta 

lacultad. Pero por lo menos en este punto.  y n o  c n  los 
anteriores, el proyccío apunta e n  una dirección. y csa 
unificación puede tener lugar cuando los Cuerpos o Esca- 
las tengan asignadas !unciones sustancialmcntc coinci- 
dcntcs. Todos sabemos lo dificil que puede ser aplicar 
acertadamente este principio y los riesgos que tiene esta 
nicdida. Pero por lo menos aquí hay un criterio que sc Ic 
scnalaba al Gobierno para que lo utilice en e1 ejercicio de 
esta facultad que se le da. Ahora bien, no se dice que se 
contuqucn prucbas unitarias. tambicn teniendo estos 
mismos criterios; no ,  ahí no. Sc le autoriza al Gobicrno 
para proceder a la unificación de Cuerpos y Escalas de 
igual grupo; eso s í ,  tienen que ser de igual grupo, pero de 
igual grupo dice muy poco, sólo dice que tienen que tc- 
ner la misma titulación acadcimica. Luego admito que en 

este punto el proyecto cs más riguroso y Ic scnala al 
Gobierno un criterio que tiene que tener en  cuenta a la 
hora de hacer esta unificación de Cuerpos y Escalas. 

A mi me gustaría que eso no fuera así, que los criterios 
estuvieran mucho más desarrollados en la Ley, que se 
hiciera eso por Ley, pero tengo que reconocer que en este 
punto el proyecto da  un paso más y scnala un criterio. 
pero en los antcriorcs no. 

Señala el proyecto un criterio para que sc puedan dc- 
clarar a extinguir determinados Cucrpos o Escalas. pero 
el criterio es tan .jurídico como que es cuando lo exija el 
proceso general de racionalización. No sabemos cual es 
el proceso general dc racionalización. porque si cstc pro- 
ceso supone que se puedan convocar pruebas unitarias, 
sin saber para qui., ni  cómo, concursos unitarios, sin sa- 
ber como. ni por qui., y unificar Cuerpos en esos casos, 
pues. realmente, no vemos muv claro en qué consiste ese 
proceso general de racionalización. Y es que el provecto 
crco que parte erróneamente de la premisa de que unifi- 
car  es idkntico a racionalizar, v, realmente, si se unifican 

cosas que deben estar separadas, se está adoptando una 
medida irracional. 

Estamos en la era de la especialidad, en la era de  la 
complejidad creciente; hasta en la evolución está eso, y 
estamos en la época del pluralismo, y el proyecto identi- 
fica necesariamente, apriorísticamente, dogmáticamen- 
te, racionalización y unificación. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Le ruego 
que vaya terminando, señor Romav. 

El señor ROMAY BECCARIA: Termino enseguida, se- 
ñor Presidente. 

También hay otra dcslegalización, porque es el Gobier- 
no el que puede establecer criterios, requisitos y condi- 
ciones para que los funcionarios de los Cuerpos o Escalas 
declarados a extinguir se integren en otros Cuerpos o 
Escalas. Yo ya sé que no están amparados por el princi- 
pio de legalidad todos los Cuerpos de  la Administración; 
ya hay sectores que no disfrutan de esta garantía, pero 
n o  creo que sea ese el camino en el que tengamos que 
andar;  creo que habría que ir a uiiii ordenación racional 
de nuestra Función Pública, de esa proliferación de  Cuer- 
pos que todos pensamos que es excesiva, pero que habría 
que ir gradualmente, razonablemente, fundadamente, or- 
denadamente y n o  dando pie a esto que puede ser un 
bandazo; no sC; lo que va a ser, pero no me parece bueno 
tampoco que sobre estos temas pese permanentemente la 
posibilidad de quc el Gobierno pueda adoptar medidas, 
porque a esto tampoco se le pone ningún plazo, y se va a 
poder hacer permanentemente. Los funcionarios pueden 
estar sometidos permanentemente a una presión política 
que crco que n o  es bueno ni que pueda existir. porque me 
parece que hace mermar la deseable independencia de 
los funcionarios, que no creemos tampoco que sea una 
independencia disciplinada; son unos scr\,idores del Es- 
tado, unos servidores del poder político del Estado que se 
c.jcrcc en cada momento, pero que deben scrlo con indc- 
pendencia, con garantías legales, con lealtad y sin scrvi- 
lismo. Y este gran poder que se Ic da al Gobierno pucdc 
hacer caer a muchos funcionarios, contra su voluntad, en 
ese servilismo o en esa situación del tembiador, que se 
nos recordaba aquí esta mañana en boca del profesor 
Fcrnando de Pozas. 

Y termino ya, señor Presidente. La racionalización de 
las plantillas de personal es otro modelo de irracionali- 
dad. porque para las plantillas de personal laboral se van 
a aplicar los mismos criterios que para los funcionarios, 
cuando los temas son verdaderamente muy distintos, u 
otros ('de acuerdo con su naturaleza jurídica», dice el 
proyecto. El redactor del proyecto se ha dado cuenta. a 
medida que iba redactándolo. que los criterios cstableci- 
dos en los artículos anteriores iban a ser de difícil aplica- 
ción para el personal laboral, y ha tenido que añadir algo 
coherentemente con ese proceso de racionalización de los 
Cuerpos v Escalas de los funcionarios, proceso que de 
racionalización tenía muv poco. 

Nuestras enmiendas, señor Presidente. trataban de 
subsanarlo en algunos casos, pidiendo la supresion de 
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algunos artículos. Los que mantenemos a este capítulo 
figuran en esta relación que tengo el honor de  entregar a 
la Presidencia. (El señor Roma!! hace eritrega (11 senor Pre- 
sidente de un documento.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde v Aldea): Enmien- 
das del Grupo Mixto. 

El señor PEREZ ROYO: Pido solamente que sean pucs- 
las a votación las enmiendas 130 v 131. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

Enmienda del Grupo Centrista. Tiene la palabra el se- 
señor Pérez Royo. 

ñor García Agudín. 

El setior GARCIA AGUDIN: Señor Presidente, señoras 
y senores Diputados, vamos a defender la eiimienda nú- 
mero 41, que está constreñida al artículo 26 del proyecto 
de Ley que, como saben -v acaba de destacar brillanti- 
simamente el señor Romav-, da  una amplia posibilidad 
al Gobierno para que pueda refundir Cuerpos, extinguir 
otros, convocar pruebas unitarias, etcgtcra, en plazo in- 
determinado. 

Precisamente, en aras de la brevedad. porque me pare- 
ce que la exposición precedente ha sido suficientemente 
clara, quiero añadir cuatro o cinco puntos que han dctcr- 
minado que este Grupo Centrista presente esta cnmicn- 
da.  

Efectivamente, a nosotros nos preocupa -quizá sea 
deformación profesional- el principio de legalidad. Nos 
parece importante que se respete la Ley, y eso está pcr- 
fectamente tutelado por la Constitucibn; de modo que, en 
virtud de esta facultad de delegación legislativa singular 
que contiene el proyecto de Lcv, y o  creo que el Gobierno 
se mete en un lío extraordinario, porque va a provocar 
tal género de conflictos, tal número de recursos que, cicr- 
tamentc, va a atosigar todavía más a la Administración 
de .Justicia. 

Nosotros somos especialmente respetuosos con el prin- 
cipio de  legalidad, y no creemos que esté vedada total- 
mente la delegación legislativa, pero nos parece - c o m o  
argumento nuevo- que podría haber una infracción del 
artículo 82 de la Constitución, que ciertamente autoriza 
a las Cortes para delegar el poder legislativo en el Go- 
bierno. Pero dice que siempre tiene que ser para una 
materia concreta y con fijación del plazo para su cjcrci- 
cio. 

De suerte que en el artículo 26 del proyecto que csta- 
mos examinando no se establece demasiado concrcta- 
mente para qué faculta al Gobierno si no es para esa 
única genérica posibilidad de  unificar, de reducir, de ex- 
tinguir, de convocar pruebas unitarias, y en todo caso se 
echa de  menos, necesariamente, el que no contiene el 
plazo dentro del cual el Gobierno tiene que cumplir ese 
mandato y ejecutar esa posibilidad. Consecuentemente, 
una potestad delegativa asine die. genéricamente conce- 
bida como lo hace el artículo 26, nos parece que no es 

que roce la inconstitucionalidad, sino que es abicrtamcn- 
te inconstitucional. 

Está clarísimo -y así está recogido por la Constitu- 
ción- que las Leves restrictivas de los derechos indivi- 
duales no pueden tener electo retroactivo. Nosotros dcci- 
mos en nuestra enmienda que vemos aqui otro tipo de 
motivo que bordea la inconstitucionalidad, cuando poi- 
los actos de potestad delegativa que pueda hacer el Go- 
bierno se infrinja lo que algunos funcionarios podían 
considerar que eran derechos adquiridos. Seria un con- 
trasentido que, así como la Ley no puede restringir dcrc- 
chos individuales -v hay luncionarios que ticncn dci.c- 
chos subjetivos consagrados por la Ley-. s in  embargo, 
el Poder ejecutivo, el Gobierno, tuviese más abiertas las 
manos para hacer eso que -naturalmente sin intcnción- 
- podría comportar, a juicio del afectado, una  vulncra- 
ción de sus derechos objetivos. 

Creo, ciertamente, que es mala práctica la que el Go- 
bierno asume: el meterse dentro del entramado complcio 
de los Cuerpos y Escalas de la Administración; recibir un  
cheque en blanco, como tantas veces se ha dicho, \ '  bor- 
deando claramente la inconstitucionalidad. asumii. la ta- 
rca «sinc dic. de poner orden en lo que, ciertamente, está 
desordenado. pero sin establecer un  criterio de legalidad. 
de respeto a la Ley. 

Por todo ello, nosotros hicimos una enmienda alterna- 
tiva, indicando que en todos los supuestos la crcnción. 
modilicación o unilicación de Cucrpos debe hacerse por 
una Ley de las Cortcs Generales cuando se trate de íun- 
cionarios de la Administración del Estado o. naturalmcn- 
te, por una Ley dc la Asarnblca legislativa cuando sc 

trate de funcionarios de las Administraciones autóiio- 
mas. Creemos que de esta manera se poclria tratar dc 
unificar y suprimir esos corsbs de que tanto sc h a  habla- 
do, sin que con ello sulra el principio de Iegnliclad, que cs 

importante y que es la garantía de todo Estado de dcrc- 
cho. 

Por eso, senoras y scnorcs Diputados. postulamos In 
votación positiva a la enmienda número 41, para evitar 
que se dl; un grado tal de conllictividad quc i.caIrricritc 
haga ingobernable la situación iuridica de los lunciona- 
rios del Estado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias. 

Turno en contra de las enmiendas. El scnor Martin 
señor Garcia Agudín. 

Tova1 tiene la palabra. 

El señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente, voy a Iccr 
poco aun cuando cl bagajc con el que he subido haga 
parecer otra cosa, pero es  que ilustres ,juristas han subido 
a esta tribuna en este debate para afirmar que estos prc- 
ceptos v este Capítulo conculcan el principio de legalidad 
o, si se quiere, dicho de otra manera, producen una dcslc- 
galización +A señor Romav ha sido más suave en esta 
apreciación- que podría rozar los principios constitu- 
cionales al respecto. La conculcación del principio de 
legalidad se ha afirmado mucho más por el señor Garcia 
Agudín. Dkjenme que haga una introducción jurídica al 
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tema. aunque no sea tan eminente jurista como S S .  S S .  
El articulo 103 de la Constitución establece -y saben 

ustedes que ya se h a  interpretado la Constitución como 
que no introduce reservas materiales de Ley-, no obs- 
tante. lo que podria entenderse en doctrina clásica una 
reserva material de Ley para el Estatuto de la Función 
Pública, precisando unas determinadas cuestiones dentro 
de ese Estatuto que se intcgrarian dentro de la reserva 
material de Ley: incompatibilidades, Estatuto de los 
Funcionarios, ctctitcra, en ninguno de los casos los Cucr- 
pos de funcionarios. 

Pero es que hay otra posibilidad de estnblcccr-. como 
saben SS. SS. -los juristas, particularmcntc-. una re- 
serva legal, que es la reserva formal de Ley, que es aquc- 
Ila que viene dada porque el legislador previaniente se 
ha reservado para si la materia -lo diga o n o  la Consti- 
tución- y la ha regulado en forma y con rango de Ley, y 
regulando en forma y con rango de Ley, en principio, es 
una reserva n o  constitucional, si legal y claramente dcro- 
gablc por el propio legislador. 

Pero. en todo caso, jcuál es la reserva lormal de Ley, 
que esta si que existe en nuestro ordenamiento juridico, 
que existe en este ámbito? Scnorias. he  subido todo esto 
sólo para leer lo siguiente: Articulo 24.2 del texto articu- 
lado de funcionarios vigente hasta la fecha. que dice tcx- 
tualniente: ((La creación de nuevos Cuerpos especiales 
deberá hacerse por Ley.. Enfatizo la palabra .creación» 
porque el apartado siguiente del articulo 24 habla de que 
se regularán por disposiciones especificas y generales 
que Ic sean de aplicación, y ya no son normas de rango 
de Ley, son disposiciones de inferior rango. 

Por tanto, aun cuando pudiera aceptarse -cosa que es 
dudosa en  la más moderna doctrina administrativista- 
que exista reserva de Ley en  nuestra Constitución, si 
existe. n o  existe e n  la Constitución; existe. e n  todo caso, 
como reserva formal de Ley y es el contenido del articulo 
24.2 del texto articulado de funcionarios de 1964 y ,  con- 
secuentemente, n o  se pueden crear nuevos Cuerpos, sino 
por Ley. Pero es que aquí no  se dice que se puedan crear 
por- Decreto, scnorias; se dice que se pueden idund i r  en  
unas condiciones, que se pueden convocar pruebas unita- 
rias, que se pueden declarar a extinguir en otras condi- 
ciones, pero n o  se dice que se puedan crear por Decreto. 

Dc manera que, por favor, senorías, quede bien claro, 
al nicnos en el ámbito de lo ,jurídico, que n o  hay  concul- 
cación del principio de legalidad y que no  hay dcslcgali- 
zación, porque el tema n o  estaba legalizado ni es obliga- 
torio constitucionalmcntc. ni e n  nuestro ordenamiento 
jurídico general. que tal tema este legalizado. 

Pero es que además. en todo caso. el piublema ,jurídico 
es ad,jctivo. El problema de iondo es otro bien distinto. el 
problema de fondo es de nuevo aquí si se pretende una 
racionalización de la Función Pública o n o  se pretende y ,  
scnorias, yo les digo a ustedes que la situación actual de 
Cuerpos y Escalas de la Administración pública, de man- 
tenerse. impide esa racionalización. Y les voy a poncr 
algunos c,jcmplos, rebatiendo de paso un c,jcmplo citado 
esta mañana por un portavoz popular en relación a quc 
el Grupo Socialista v el Gobierno prctcndian unificar en 

el mismo Cuerpo -creo recordar- a bibliotecarios y 
archiveros con tí'cnicos de prisiones. No, scnorias, uste- 
des lo saben bien, en una Escala, n o  en un Cuerpo, y las 
Escalas, como ustedes saben, se homologaban por titula- 
cioncs. n o  por especializaciones, de manera que otra vez 
tergiversaron no ya las palabras, sino los papeles que el 
Grupo Socialista y el Gobierno les facilitaron en su mo- 
mento para un mejor trabajo. 

Pero miren ustcdcs. senorias, cuál es la situación, y voy 
a poncr algunos c,jcmplos que no son los más cruentos: 
hay 12 Cuerpos de arquitectos en ese pais que hacen 
obviamente la función para la que les autoriza profcsio- 
nalmcntc el titulo correspondiente; pero voy a referirme 
a los ingenieros de caminos, especialidad tan selectiva 
tradicionalmente del ámbito general de la ingeniería: te- 
nemos en nuestro país seis Cuerpos de ingenieros de ca- 
minos; dclincantcs, n o  les quiero decir, esto parecería 
qiic es una cosa en  que con que hubiera un Cuerpo ha- 
bria suficiente, y hay 29 Cuerpos. Hay, por ejemplo -y 
lo digo porque me suena realmente estrambótico-, el 
Cuerpo de Dclincantcs de la Mancomunidad de Canales 
del Taibilla, que es un Cuerpo de funcionarios de nuestro 
pais, y los dclineantcs del Instituto Nacional de Investi- 
gaciones Agrarias. los del Instituto de Estudios Agrarios. 
Pesqueros y Alimcntarios. los del Servicio de Extensión 
Agraria. los de la Agencia de Desarrollo Ganadero. los del 
Instituto Nacional de Reforma y Desarrollo Agrario y los 
del Servicio Nacional de Productos Agrarios. Es decir, 
seis servicios dependientes de un mismo Ministerio, el de 
Agricultura, tienen seis Cuerpos diferentes de dclincantcs 
n o  intercambiables ni intcrpcnctrablcs entre ellos, de 
manera que n o  se pueden destinar de uno a otro porque 
sólo se pueden destinar a puestos de trabajo del mismo 
Cuerpo. Esto es lo que pcrmitc resolver estos problemas. 
lo pcrmitc este texto que ustedes no van a votar. pero 
que otros si van a votar porque entienden la racionalidad 
del planteamiento. ( E l  srrior Presidetire ociipu lu Prrsideri- 
ciu.) 

Hay otro problema planteado muy particularmente 
creo que por las enmiendas primeramente defendidas. 
que me parece que fueron las del señor Cuatrccasas, que 
es el problema del articulo 24. Se ha planteado tambitin 
incidentalmente por el señor Romay poque no cntcndia 
eso de por que se creaban los grupos. Lo hemos debido 
explicar muy mal porque yo recuerdo una conversación 
muy extensa con el scnor Romay, incluso pizarra por 
delante, intentando explicar el juego de grupos, grados, 
Cuerpos y Escalas, para clarificar cuál seria la estructu- 
raci6n emergente de la aplicación de la Ley. 
Los grupos tienen un sentido de unitarizar, por catego- 

rías que da la titulación. el conjunto de funcionarios de 
diferentes Cuerpos y Escalas. L A  que efectos? Retribucio- 
nes básicas. Y el articulo precedente, votado ya, cstable- 
cc que las básicas de todos los del niismo grupo serán las 
mismas. Se podía haber dicho, si ustedes quieren, titula- 
cioncs, pero como hay tantas titulacioncs diferentes en 
cada grupo convenia establecer una fórmula diferencial 
que ticnc, además, un mayor sentido, que es que pcrmiti- 
rá que Escalas y Cuerpos diferentes con titulación cxigi- 
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da  para su acceso igual, puedan homologarsc para esos 
grupos, con lo cual, de hecho, grupo v grado vienen a 
configurar la categoría real del funcionarios. 
Los grupos, como sabe S .  S . ,  además se dividen en in- 

tervalos que vienen a dar los niveles de puestos de tra- 
bajo y los grados que conforman todo el campo adminis- 
trativo, de manera que hav una programación dentro de 
cada grupo en los grados que integren cada grupo y una 
promoción por salto de un grupo a otro que exige. natu- 
ralmente, la titulación universitaria o educativa corres- 
pondicn te. 

Pero la referencia más contundentemente contraria al 
sistema de grupos creo que ha sido hecha por el señor 
Cuatrecasas v está muv en relación con el debate de esta 
mañana. con un incidente entre el portavoz del Grupo 
Centrista, señor Garcia Agudín, y vo mismo; está en rcla- 
ción con el tema de la necesaria intcrpcnctración, en 
nuestro entender, del sistema educativo del pais con el 
sistema de empleo, si se quiere, con el mercado de em- 
pleo en nuestro pais. Crear catcgorias de lo educativo. 
titulos en el sistema educativo que no puedan tener un 
cierto reflejo, ser un condicionantc de puestos de trabajo, 
quiere decir que estamos haciendo una Universidad y un 
sistema educativo en su conjunto al margen del empleo. 
al margen de la vida del ciudadano una vez que salga de 
ese sistema educativo. Por eso es importante que la t i t u -  
lación n o  sea simplemente un elemento de Srcno o limiia- 

1 ción a los ascensos y promoción. Muchos sindicatos plan- 
tean que la titulación es un límite, es una coartada que, 
se pone para que no haya ascenso; no. \'a en bcnclicioi 
justamente de la arrnonia entre el sistema educativo v el 
empleo, que permite que la promoción no sea sólo una 
promoción prolcsional en ese puesto de trabajo. sino una 
promoción a la vez social y ,  por tanto. para todo el mcr- 
cado de trabajo, en los sistemas niodcrnos de mercado de 
trabajo y de acción sindical en cst ámbito. Es por eso por 
lo que es necesario mantener esa equiparación de titula- 
ción-grupo v ,  consecuentemente, el texto del articulo 24. 

Finalmente, ha salido de nuevo, si bien de relilón, pu- 
diéramos decir, la referencia a que toda esta dcslcgaliza- 
cibn -que no es tal, como he intentado aclarar-, todo 
este conculcar el principio de legalidad -que tampoco 
hay tal. según he intentado demostrar-, de hecho, es 
porque existe al menos ese peligro y esa presunción de 
que se puede hacer una utilización de politización. de 
desprofesionalización, de alguna manera de volver a eta- 
pas anteriores de nuestra vida administrativa, muy antc- 
riores, del siglo pasado, politizando la Función Pública. 
Aquí se ha hablado mucho del tema y yo sirnplcmcntc, si 
me permiten SS. SS., voy a leer (v es cita, señor Prcsi- 
dente, no alusicin, porque leo; el señor Presidente la in- 
terpretará después como crea convenicntc y lo digo por- 
que creo que el señor Diputado a quien corresponde la 
cita no está presente), como decía, voy a leer lo que ma- 
nifestaba el señor Navarro Velasco, a propósito de una 
pregunta formulada al señor Ministro de Asuntos Exte- 
riores, en el Pleno celebrado el dia 2 de mayo del presen- 
te ano -uDiario de  Sesiones)), número 1 16, página 5282- 
-: «... porque esos funcionarios. -se está refiriendo a los 

luncionarios españoles que pasarán a las instituciones 
xmunitarias- ((pasan a ser funcionarios comunitarios, 
ts necesario que usted v su Gobierno tengan en cucnta en 
los criterios de selección la participación de las formacio- 
nes políticas con representación parlamentaria, para que 
no puedan estar adulteradas las aplicaciones o las conce- 
siones a aquellos que están más o menos afectos a unas o 
a otras formaciones políticas >', cn lodo caso, que sc' rc- 
parta con la proporcionalidad que debe existir en esta 
Cámara.» (Rt~i i iore.~.)  

En dcl'initiva, se nos proponía desde su Grupo que IuC- 
ramos a mitad o a partes en esa representación. N o ,  tam- 
poco es eso. señores del Grupo Popular. (Ap1riiiso.s L'I I  los 
buticos de /u i xp i r rdu .  Rtriiiorrs. El sriior Nri iwro Vdusco 
pide la puluhru.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias. señor Martin Toval. 
Señor Navarro. ;pide usted la palabra? 

El señor NAVARRO VELASCO: Señor Prcsidciitc, iiiu\' 

brcwmciitc, porque nic ha aludido. 

El señor PRESIDENTE: Señor Na\.arro, únicaniciite si 
en esa cita hay alguna cosa que sea inexacta o \,alorc su 
conducta. 

El señor NAVARRO VELASCO: Valora i i i i  coiiducta, 
scnor Presidente, porque scguianicntc el señoi' Martiii 
Toval ignora que en documentos clc iicgociacióii o de 
diilogo con el Partido Socialista. cuando nos i-clciiiiios ;i 

con rcprcscniacióii pai-lanicritarin, iios idi-i.iaiiios ii  los 
niveles A- 1 ,  A-2 y A-3, que son de designación dii.ccta por 
el Gobierno, no 110s idcriamos al concurso en el que, 
como es obvio, lo que plaiiicariios era el cquilibiio c ¡n i -  

parcialidad que tenia que haber para que la vigilancia 
fuese la que diese imparcialidad y no politi/.ación de los 
funcionarios. (El  sriior Ciiuirccus~is i Mciiiht-rido pitlc lu 
puluhru.) 

esos aspectos que dcciairios de las loi~i~iacioiics politicas 

El señor PRESIDENTE: No hav replica, señoi. Cuairc- 
casas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRAüO: Scnor Presi- 
dente. es que me parece que hay un error dc iiiicrprcta- 
ción. La enmienda al articulo 24 es, única y csclusiva- 
mente, para funcionarios de dccadas anteriores a los cua- 
les no s ~ '  exigía tituiación. Nada más. ( E l  sc,ic~r i i o r c r o  
Rotlrígire: de Minóii pide lu puluhrci.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra. 

El scnor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Para 
una cuestión de orden. 

El scnor PRESIDENTE: Pero que no sea de desorden, a 

Tiene la palabra su senoria. 
ser posible. íRisus.) 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: Es 
muy colaboradora, como todas las que suelo plantear. 
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Probablemente agiliza mucho el trámite de este debate 
el que n o  haya replicas v por parte de este Grupo Parla- 
mentario se ha acatado la drcisión de la Presidencia en 
este sentido. Lo que ocurre es que la ausencia de trámite 
de replica adquiere su sentido pleno si la intervención a 
la cual no hay rkplica no es una directa provocación, 
porque el señor Presidente comprender ii... 

El scnor PRESIDENTE: Senor Herrero. por favor. 

El señor HERRERO RODRIGUEZ DE MINON: El sc- 
nor' Presidente comprenderá que si en esa intervención a 
la que n o  hav replica lo que se dice es que este Grupo o 
cualquier otro tiene una aviesa intención de ir a medias o 
hacer tal o cual operación, más o menos siniestra, lo que 
se está es abusando de un derecho, porque se sabe que no 
se puede replicar. Cuando se puede replicar el señor Mar- 
tin Toval tiene experiencia de lo que ocurre. De manera 
que yo simplemente pido que cumplamos todos las re- 
glas del juego limpio. ( € 1  serior Murrin Tooid pide la puku- 
hru.) 

El señor PRESIDENTE: En este caso ya ha replicado. 

Señor Martín Toval, no ha lugar a mas replica. 
scñor Herrero. 

El señor MARTIN TOVAL: N o  es para replicar, es en 
relación con lo que ha planteado el señor Cuatrccasas. 

El señor PRESIDENTE: Ticnc la palabra su scnoria. 

El señor MARTIN TOVAL: El tema que plantea el se- 
nor Cuatrccasas está resuelto en la Disposición adicional 
octava. 

El señor PRESIDENTE: En todo caso. como sabe el 
scnor Herrero perfectamente, la resolución de la Prcsi- 
dcncia sobre la supresión de las replicas ha sido tomada 
tras consulta con todos los portavoces, que han estado de 
acuerdo. (El serior Moiifbrte pide lu pu1uhru.j 

Ticnc la palabra el scñor Monfortc, pero n o  ha! repli- 
ca. 

El señor MONFORTE ARRECUI: Este Grupo no ha 
intervenido, por lo que no puede ejercer el derecho de 
replica. 

Yo únicamente qucria pedir dos votaciones separadas 
de dos enmiendas del Grupo parlamentario Popular. la 

-446 y la 300. 

El señor PRESIDENTE: N o  se mantienen ninguna de 
esas dos enmiendas. (El  seiior Ciiurrecusus pide lu pulu- 
hru . ) 

Ticnc la palabra el scnor Cuatrccasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Pido votación 
separada del artículo 26. 

El señor PRESIDENTE: Muy bien. 

Vamos a proceder a la votación de  las enmiendas del 

Comienza la votación. (Pausa.) 
Grupo Parlamentario de  Minoria Catalana. 

Efecíriadu la voración, dio el siguiente resicliado: Volos 
ernitidos, 257; a favor, 53; en contra. 192; abstenciones, 12. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario de Minoría Catalana a 
este Capitulo. 

Vamos a votar las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular quc se mantienen, que son la 75, 445, 448. 449. 
451, 596, 457, 458, 460 v 461. 

Comienza la votación. (Purisu.) 

Eficruada la voracidn, dio el sigrrienre resrtlrado: Voros 
entitidos, 255; u favor, 49; en contra, 197: absreiiciones, 
r iiieve. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn-  
micndas del Grupo Parlamentario Popular a este Capitu- 
lo. 

Votamos a continuación las cnmicndas del Grupo Par- 
lamentario Mixto.  

Comienza la votación. (Puiisu.) 

E/2criiudu Ir iworucióri, dio el sigiiierile rrsrrhdo: Voros 
etriiridos, 255; u /ut*or, 14; rrr corirru, 190: ubsrericiories, 51. 

El señor PRESIDENTE: Quedan dcscstimadas las en- 
miendas del Grupo Parlamentario Mixto a este Capitulo. 

Votamos a continuación la enmienda numero 41. del 
Grupo Parlamentario Centrista. 

Comienza la votación. (Puiisu.l 

Eficriiudu Iu iurucióii, dio el sigirieirre resiilrudo: Voros 
erriiriúos. 255: u fuiwr, 50; eii corirra, 196: uhsrrricioiies, 
rllle\'e. 

El scnor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 

Vamos a votar los articulos 24, 25 y 27, de acuerdo con 

Comienza la votación. (Paiisu.) 

mienda 41. 

el dictamen de la Comisión. 

EtPcrrirrda lu iurucioii. dio el sigiiieirre resiilrudo: Votos 
etr1iorido.s. 255: u taivor. 184; eir coiilru, 66; uhsrericioiies, 
ciirco. 

El scnor PRESIDENTE: Quedan aprobados los articu- 
los 24. 25 y 27. 

Vamos a proceder a votar el articulo 26, de acuerdo 
con el dictamen de la Comisicin. 

Comienza la votacibn. (Paiisu.) 

Etrctriudu la voracióri, dio el sigitierire resrilrudo: Voros 
ertiiridos, 255; u taiwr, 182; eri cotitra. 68; absieiicioiies, 
cir1co. 
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el articulo 

Pasamos al Capítulo VIí. 
Para la defensa de  las enmiendas del Grupo Parlamen- 

26. 

tario Popular, tiene la palabra el señor Garcia-Tizón. 
Capitulo VI1 

El señor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: Señor Presidente, 
señorías. el Capitulo VI1 del provecto de Lcv de medidas 
para la reforma de la Función Pública ... 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Garcia- 

Ruego a SS. SS. que mantengan silencio. 
Continúe, señor Garcia-Tizón. 

Tizón. 

El señor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: Gracias, señor Prc- 
sidente. 

Este Capitulo VI1 del proyecto de Lev de medidas para 
la reforma de la Función Pública trata de las modifica- 
ciones en la situación administrativa, del régimen disci- 
plinario v del régimen de la Seguridad Social dc los fun- 
cionarios públicos. Son las enmiendas 462 a 497, que 
presenta el Grupo Parlamentario Popular, y que ha man- 
tenido para su defensa en este Pleno, así como las de los 
Diputados que individualmente han presentado cnmicn- 
das a este Capítulo. 

Pretendo tarnbikn, scnor Presidente, defender las cn- 
miendas a la Disposición adicional novena que ha prc- 
sentado el Grupo Popular, toda vez que se encuentran 
completamente ligadas al artículo 32, que determina la 
jubilación forzosa de los funcionarios. 

El senor PRESIDENTE: Se refiere S.  S. a las cnmicn- 
das 315, 544. 545, 605, 608, 137 v una enmienda ((in vo- 
cew, asi como la 548, 549 y 550. ¿Son esas. señor Garcia- 
Tizón? (Aseritiriiiento.) 

Para su defensa, tiene la palabra su señoría. 

El señor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: Realmente, scno- 
rías, es dificil hacer una valoración de conjunto de todo 
este Capitulo, va que no obedccc seriamente a ningún 
criterio sistemático, al regular parcialmente aspectos de 
la relación de  servicios, o aspectos dcl régimen cstatuta- 
rio de los funcionarios, tales corno el sistema de previ- 
sión social, el terna de jubilaciones, el terna de situacio- 
nes; el tema, en definitiva, de aspectos relativos a la dc- 
terminación cstatutaria de los funcionarios. 

Este Capitulo. lo primero que ofrece a consideración es 
que se trata de un monumento a la improvisación. Todo 
él es improvisado, todo en este Capitulo es fruto de una 
situación a la que el Gobierno nos tiene va acostumbra- 
dos en materia de  Función Pública. Se trata de presentar 
ante la Cámara una serie de provectos que se relacionan 
con la Función Pública, pero en modo alguno se trata de 
un planteamiento serio, de  acometer en profundidad la 
reforma de la Función Pública o de  dar  solución a los 
problemas que actualmente tiene planteados. 

Así, junto a una regulación insuficiente en algunas ma- 
terias, aparece una regulación excesivamente reglamen- 

tista en otras. En el tema de permisos, la Lcv desciende a 
detalles que son puramente de Reglamento, mientras 
que en otras materias, quizá de mavor trascendencia pa- 
ra la vida del funcionario, el proyecto es claramente cor- 
to, es claramente insuficiente. Se descubre así una obsc- 
sión más del Gobierno, del Grupo Socialista, de atender 
a los problemas de la Función Pública desde una óptica 
de hostilidad, desde una bptica de enfrentamiento res- 
pecto de los funcionarios, y no desde una voluntad con- 
forme de acometer las principales reformas que requiere 
nuestra Función Pública. Se olvida de las m i s  minimas 
garantias de defensa procesal en los temas de rtigimcn 
disciplinario. N o  se preocupa de concretar cuáles son las 
medidas de audiencia, algo tan absolutamcntc necesario 
para no incurrir en arbitrariedad en temas de esta natu- 
raleza y ,  sin embargo, regula hasta el dctallc el tema de 
permisos. El principio de seguridad juridica que rccono- 
ce nuestra Constitución en su articulo 9:*, 3 ,  está, franca- 
mente, ausente de toda la regulación que, en los momcn- 
tos actuales, hace este provecto de Ley. 

En aras a la brevedad, scnor Presidente. y con objeto 
de no desviar la atención de SS.SS.de los problemas 
que, a nuestro juicio, son los más importantes que se 
presentan en este Capitulo, voy a limitar la defensa de 
las enmiendas a aquellos aspectos que guardan relación 
con el tema de situaciones, con el tema de Scguridad 
Social y con el todavia más polCmico tema de las jubila- 
ciones. 

La regulación quc hace el proyecto de Ley de las siiua- 
cioncs de los funcionarios es una regulación auttintica- 
mente caótica y que no responde a ningún modelo previo 
para determinar cuáles son las situaciones en las que se 
puedan encontrar los funcionarios. El proyecto parte de 
considcrar al funcionario en una situación de activo, en 
una situación de servicios especiales, cn una situación de 
excedencia voluntaria o e n  una situación no  rcgulada en 
este Capitulo. Es en otros preceptos de este proyecto - 
en el artículo 11.2 v en la Disposición transitoria scgun- 
da- dondc se menciona la situación de servicios en Co- 
munidad Autónoma. Pues bien, ni siquiera en  csta rcgu- 
lación se da  un perfil concreto de lo que debe ser Ir\ 
situación de los distintos tuncionarios. Por c,jcmplo, la 
situación de servicios cn Comunidad Autónoma es corta 
respecto de los derechos y de los efectos que mantiene en 
csta situación v ,  por el contrario, desaparecen o se echan 
en falta otras situaciones de necesaria existencia, para no 
dejar al funcionario cn la más completa inseguridad juri- 
dica. 

Sc ha dicho aquí que quizá el planteamiento último 
del Gobierno al presentar este provecto sea una potcncia- 
ción de las estructuras administrativas, el conseguir pri- 
mar los intereses de la Administración, reduciendo scnsi- 
blemcntc aquellas otras situaciones que en la actualidad 
se dan, corno puede ser el tema de excedencia voluntaria 
o la situación de supernumerario. 

Sin embargo, el propósito de la regulación que hace el 
provecto, por la improvisación con que acomete csta rc- 
forma -y viene a ser el cántico que sc viene repitiendo a 
lo largo de todas estas intervenciones- es quc n o  existo 
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un modelo prefijado de lo que va a ser la Función Públi- 
ca, de cómo nuestra estructura de personal, la Adminis- 
tración de personal. va a encajarse en el modelo general 
dc la estructura administrativa. 

La rcgulación de la primera de las situaciones que se 
establece en el provecto (la situación de servicios cspc- 
cialcs), contrariamente quizá a lo que pueda ser la Icgiti- 
ma aspiración del Gobierno socialista, n o  logra el efecto 
deseado, al contrario. provoca mavorcs males o los agra- 
va, con lo que. en dclinitiva, reduce lo que es el propio 
intergs de la Administración. 

De una parte. la amplitud con que se regula la situa- 
cibn de servicios especiales conllcva, por los efectos que 
ello trae consigo. un posible colapso de las estructuras 
administrativas. Has  ejemplos claros y concretos. 

La situación de servicios especiales se da a lunciona- 
rios que prestan sus servicios en organismos intcrnacio- 
nalcs o de ámbito supranacional. Se da tambic'n csta si- 
tuación de servicios especiales a luncionarios adscritos al 
Tribunal Constitucional o al Dclcnsor del Pueblo. y se 
extiende la situación de servicios especiales a numerosos 
cargos electivos de las Corporaciones localcs. Conio quic- 
ra que los clcctos que produce esta situación soii los de 
rcscr\'a de In plam prcsupucsiaiia, una csicnsión de la 
situación de scr\,icios especiales niucho niás amplia de lo 
que hoy es una  situación de excedencia IOr~osii, iiiduda- 
blciiiciitc i'ccoiioccrm coiiiiiigo SS. S S .  que trae consigo 
el riesgo de piu\'ocai. u n  colapso, al no poder cubrir 
aquellas p l a ~ a s  que están reservadas por- la situación de 
scr\.icios especiales. con lo cual el pr imii i \u  deseo, si ci';i 

así. de primar los intereses de la Adniinistracióii. por una 
regulación imprc\,isia, por una regulación prcniiosa. trae 
consigo, rcpito, un colapso de las cstruciuras administra- 
ii\xs. 

Poi. otra parte, csta niisnia regulación dcsarticul:i lo 
que hoy es una organimción adniinistraiivii, al pi-o\.ocar 
que icrigan ncccsarianicntc que pasai- a situación de cs- 
ccdciiciü \,oluiiiaiia, situaciones Icgitinias situaciorics 
que permite hoy la cstructuración de iiucstra Función 
Pública, que en la regulación precedente, la vigente, csta- 
rian cii situación de supernumerario. 

Vcansc oiros ejemplos. La wmnatti,a sobrc ~ C L ' C S O  al 
Tribunal Suprcmo. tiirno restringido de lo contcncioso- 
administi.ativo, implica ncccsarianicntc su propia cual i -  
dad de luncionarios. manteniendo una situacibn cii estos 

momentos válida, hoinogenca y homologablc con la que 
de alguna manera se determina en estas adscripcioncs. 
Por el contrario, en la regulación propuesta. pasarian a 
una situación clc excedencia \dun ta r i a .  

Succdc igual con los recaudadores de tributos, que son 
prccisamcnte funcionarios que acceden a este cmplco por 
su obligada condición de funcionarios. Con los clcctos 
que tiene la Ley, los cuales no discutimos, sobrc la base 
de los diez anos, automáticamcntc se provoca la pkrdida 
de la propia condición dc luncionario. En otros tkrminos, 
n o  será posible tcncr recaudadores de tributos con csta- 
bilidad v con seguridad. salvo que se corra el riesgo de 
incurrir en la perdida dc la propia condicion dc í'uncio- 
nario. que es la que les habilita ncccsariamcntc para 

aqucllas situaciones. En otras palabras, desarticula la or- 
ganización administrativa. Es igualmente contradictoria 
y de algún modo vcjatoria con otras soluciones distintas 
para otros funcionarios. Así, el propio Estatuto del perso- 
nal al servicio de las Cortes es más rcspctuoso con la 
situación de los funcionarios. La dcsapai.ición de la situa- 
ción de excedencia lorzosa, en los casos de supresión del 
plazo de plantilla, va a traer consigo situaciones autc'nti- 
camcntc discriminatorias y dcsinccntivadoras de la si- 
tuación de los funcionarios. 

Finalmente, provoca una situación de inseguridad jurí- 
dica que determina, de algún modo, la imposibilidad de 
provocar también una incentivación en los propios fun- 
cionarios. 

Recordaba el scnor Martin Toiral que C;l tenia dos opo- 
siciones. De alguna manera era inccntivación suya el ha- 
ber obtenido una plaza. teniendo ya otra, haciendo dos 
oposiciones. Pues bien, con este proyccto de Ley esa si- 
tuación no es posible, s a l \ ~  que se corra el riesgo dc 
abandoiiar, de dejar, de pcidcr una de las dos oposicio- 
nes. Porquc, indudablcrncntc, el paso de un funcionario a 
otro Cuerpo. a otra cscala. a otro grupo e n  \,irtud de una 
oposición, determinará su pase a la situación de csccdcn- 
cia \uluntaiia, y al cabo de los dicl  años, la perdida de 
su condición de luncionario e n  csc puesto al que accedió 
en virtud de unas pruebas objcti\.as y de mcritos, como 
rcquicrc nuestra Constitución. 

Si cii cl caso de la situación de los luncionarios, la 
i-cgulacioii que hace el proyecto es caótica, improrisada, 
en el tema de la jubilación hay que decir que es franca- 
nicmtc sangrante lo que ci proyecto de Ley hace con los 
luncionarios públicos. ya qus en su articulo 32 determina 
que la edad de jubilación lorzosa tendrá lugar a los sc- 
sciita \ cinco años, v en la Disposición transitoria noi'cna 
dctcimina unos plams brc\.isitiios para quc los tunciona- 
i-¡os que h o y  se cncuciiiraii coiiiprcndidos cntrc la edad 
de scscnta \ '  cinco \ '  setenta, en un plam breve de tiempo. 
dos anos. pascii a la situación de jubilación Lordosa. 

El Gobierno, e n  este tema de la jubilación forzosa, 

quicr-c hacer t'cr a la opini<jn pública que la rcducción de 
jubilación para un colectivo de funcionarios. que se puc- 
de cifrar en unos 200.000 -no es bagatela, no es poca 
cosa-. y que de torma inmediata Ic supone 15.000 mas a 
la entrada en vigor de la Ley, \ '  30.000 en el plam de dos 
anos; esto lo quiere justilicar. repito. incdiantc la utiliza- 
ciii del argumento de que se trata de una politica de 
solidaridad en el cmplco, que dc alguna manera debe 
obligar a dctcrminados luncionarios (a los que ticncii 
más dc sesenta J' cinco anos). a dejar su puesto de tra- 
bajo. Pues bien, esta medida de jubilación -hay que 
decirlo sin ninguna ambigucda- es una medida rcgrcsi- 
va, socialmente dcsalortunada, injusta y de dudosa cons- 
titucionalidad, por no decir completamente anticonstitu- 
cional. 

Es regresiva porque las más modernas tecnicas, las 
más modernas doctrinas en rnatcria dc ,jubilación, la que 
ticnc el propio Estatuto de los Trabajadores -que es 
oiro colcciivo de trabajadores en el scno de la sociedad 
cspanola- la más reciente politica de protección a los 
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trabajadores de edad, propugnan que la ,jubilación sea 
voluntaria v progresiva. Y es indudable que un sistema 
de jubilacion lorzosa a los sesenta v cinco años de edad, 
que no tiene en cuenta que la jubilación debe ser mas la 
fijación de una edad de retiro, la lijación de una edad a 
la cual se tiene derecho a pcnsibn, que no una cesación 
brusca que interrumpe la prestación del trabajo. es indu- 
dable que es una medida regresiva y que esta en  contra 
de la recomendación de los organismos internacionales. 

Pero es que esta medida de la reducción de la edad de 
la jubilación a los sesenta y cinco años, respecto de aquc- 
llos funcionarios que la tienen asignada en las disposicio- 
nes vigentes superiores a los setenta anos, es socialmente 
desafortunada. Los problemas de empleo que tienen 
nuestros trabajadores a esa edad, deben tratarse con el  
contexto general de una política de empleo equilibrada y 
global. Lo que no se puede hacer es  dilcrcnciar distintos 
colectivos para hacer gravitar sobre uno determinado 10- 

do lo que es la necesidad de creación de puestos de tra- 
bajo. Además, dentro de la propia Administración, ni scc- 
torial ni globalmeritc se conocen cuáles son las necesida- 
des de personal, y por ello no es posible delinear una 
politica de empleo y un sacrilicio personal a los trabaja- 
dores de edad, a los luncionarios de edad so pretexto de 
creación de unos nuevos puestos de trabajo que, al no 
conocerse tales necesidades, es de imposible aplicación. 

Por otra parte, van a aumentar innecesarianiente los 
gastos del Estado, porque SS. SS. saben q u e  con esta 

nueva política. a partir de la aplicaci¿m de esta h v ,  
aproxirnadamcn te ... 

El scnor PRESIDENTE: Scnor García Tizón, Ic ruego 
que termine. 

El scnor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: Aproxiriiadamcn- 
te. decía. cada micnibro de población activa tcndIii que 
soportar a cuatro pensionistas. 

Senorías, es tambien, conio he dicho, una medida de 
dudosa constitucionalidad. La sentencia del Tribunal 
Constitucional de 2 de julio de 1981, admite. para que 
prvceda la jubilación forzosa, que n o  se lesione dcspro- 
porcionadamentc un bien que constitucionalmente se ha- 
lla garantizado, v e n  este caso se lesiona dcsproporciona- 
damente. porque no se justifica ni se conoce la necesidad 
de empleo en la Función Pública. 

igualmente. dcspuks de la promulgación del  ar:iculo 
Y:, de la Constitución, donde se establece la irrctiuictivi- 
dad de las Leyes restrictivas de derecho, es dilicilnientc 
aceptable que una medida como la propuesta, que afecta 
a funcionarios que hov va tienen reconocida la edad de 
jubilación a los setenta anos, no sea de dudosa o muv 
dificil admisión de constitucionalidad. Porque una cosa 

es que puedan modificarsc las condiciones del derecho de 
los funcionarios a la hora de determinar su acceso o una 
regulación conjunta, y otra cosa es que se lesione o se 
produzcan actuaciones restrictivas respecto de derechos 
ya consolidados desde e l  momento del acceso. 

Finalmente, es contrario a los precedentes legislativos, 
y como simple recordatorio diri. que cuando en 1966 se 

hace la Ley de Derechos Pasivos. cstc respeto que ahora 
no se da en esta Ley, sí se produce. 

Es discriminatorio, en definitiva, a l  ofrecer mc,jores 
condiciones a tuncionarios de edad menor a los sesenta y 
cinco anos, lo que sucede en la Disposicibn transitoria 
octava, donde se Ics da el derecho a percibir el 150 por 
ciento de las retribuciones básicas, cosa que no sucede 
con los luncionarios que han de ,jubilarse, lorzosanicntc, 
al cumplir la edad de los sesenta y cinco anos. 

(out! sucede para que se produzca esta situación? Una 
de dos. o el Gobierno quiere hacer una rcgulacion de 
empleo sin pagar indcmnizacioncs, o, lo que tambicn es 
posible. quiere proceder a una descapitalización de los 
funcionarios de la Administración que presumiblemente 
n o  están dentro de su órbita política. Y esta es una situa- 
ción real que cri estos momentos tienen los funcionarios. 
Se les jubila porque el  Gobierno o el Grupo Socialista 
entiende que 1 1 0  van a ser propicios a mantener una si- 
tuación de adniinistiacióri doniestica. Indudableniente, 
una actuación de este tipo es  de dudosa, de dudosisima, 
constitucionalidad. 

En el tema de Seguridad Social, el  Partido Socialista y 
la UGT han reconocido la dclicicritc situación en que se 

encuentran nuestros luncionarios. Desde el ámbito de la 
previsión social están postcrgadoa y retrasados respecto 
del  contexto general. Hay discriminaci0n respecto de 
otros empleados publicos, y tiay un cumplimiento delec- 
tuoso de los articulas 41, 43 y 50 de nuestra Coiistitucicin. 

Quizá la mayor prcocupacicin ... 

El senor PRESIDENTE: Señor Garcia-Ti/.ón, tcrniiric 
en un minuto, por. l a w r .  

El scnor GARCIA-TIZON Y LOPEZ: La uriica regula- 
ción que hace el proyecto en materia dc Seguridad Social 
es siniplcrncritc de limitación y de agravación de las cori- 
dicioncs de las pensiones de orfandad. N o  se olrecc un 
modelo dc Seguridad Social. Se aplaza nuevamente y ,  en 
dclinitiva, en esta ocasión, sin conceder un rbginicn de 
previsión social, s in  adecuar las pensiones que van a te- 
ncr nuestros luncionarios. se establece un regimen de ~ L I -  

bilación adelantada, anticipada. que va a dejar en la mi- 
seria a la mavor parte de nuestros luncionarios. 

Esta es la reforma; esta es la situación. No hay Scguri- 
dad Social. n o  hav previsión social. pero si quieren tener 
las manos libres v para ello jubilan a los luncionarios. 

El scnor PRESIDENTE: Gracias, scnor Garcia-Tihn. 
Las enmiendas del Grupo Centrista a este capitulo han 

Enmiendas del Grupo Parlanicntario Minoria Catala- 
sido retiradas. 

na. Tiene la palabra el scnor Cuatrccasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Scnor Prcsi- 
dente, señoras y scnorcs Diputados, en este Capitulo V i l ,  
sobre modificación de situaciones, rkgimcn disciplinario 
y de Seguridad Social de los funcionarios, de las cnmicn- 
das planteadas por mi Grupo quería concrctarmc a la 
más significativa de ellas, a nuestro entender, que es la 
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número 182. La planteó en su día mi Grupo por la senci- 
lla razón de que el apartado a) del número 3 del articulo 
28 está de tal manera redactado que puede perfectamen- 
te inducir a error y pensar que lo que allí se contempla 
es, precisamente, a los funcionarios en servicio en Comu- 
nidades Autónomas. Se me respondió en Comisión di- 
ciendo que existe el articulo I 1 ,  en el que se hace referen- 
cia a esta situación específica; pero el hecho es que cuan- 
do se habla aquí de las situaciones. no se alude para 
nada a ello. Admitamos que como no es una modifica- 
ción de situación, sino que a todos los efectos es como si 
continuasen en servicio activo, es suficiente con lo que se 
dice en ese articulo 1 1 ;  pero al menos, modifiquese lo 
que se dice en este artículo 28 en cuanto al tema de 
excedencia voluntaria, porque podría haber un error de 
interpretación. Además, los derechos reconocidos en el 
caso concreto de exccdencia voluntaria son muy distintos 
a los que se reconocen en esta situación de servicio en 
Comunidades Autónomas. 

Dicho esto, que era un problema que qucria plantear v 
que supongo que puede tener solución -si no cn esta 
instancia al menos en el S e n a d w  para evitar toda arn- 
bigüedad, retiramos nuestra enmienda número 182. 

En cuanto a otras enmiendas aquí planteadas, quería 
referirme brevemente, dada la hora que es, al tema, por 
ejemplo, de la edad de jubilación. A mi Grupo Ic parece 
bien, en principio, pero en lo que no está de acuerdo es 
en su aplicación obligatoria indiscriminada. Hágase a 
partir de cuando se promulgue la Ley. pero contemplen- 
se todas las situaciones que se pueden Icsionar, porque se 
obliga a personas que tenían unas expectativas diferentes 
y que por su edad pueden encontrarsc en una situación 
en que esto les afecte seriamente. Pero como cste tema se 
tratará en las transitorias y aquí simplemente se sienta 
el principio, no entro extensamente en ello. 

A lo que si quería referirme es al tema de la Seguridad 
Social. El artículo 31 es muy brcvc. Hacc referencia a 
casos concretos, específicos de situaciones singulares. N o  

se dice nada de la Seguridad Social. No tiene lógica que 
en una Ley que tiene contenidos básicos en unos determi- 
nados aspectos para aquello que se aplique única y ex- 
clusivamente a la Administración del Estado también 
siente criterios. No tiene lógica que si se mantiene la 
estructura de retribuciones básicas v complementarias, 
se diga que esta distinción entre básicas y complementa- 
rias es pura y exclusivamente a efectos de agilidad de la 
Función Pública, pero que se ha de contemplar en su 
conjunto en la práctica. Esto se ha dicho por parte del 
representante del Grupo Socialista al replicar a nuestras 
enmiendas. 

Si esta es la filosofía, ¿por qué no se sienta aquí el 
principio. que parece que es de toda justicia, de que las 
pensiones de jubilación para los funcionarios se establez- 
can sobre la base de los ingresos reales? El señor Minis- 
tro me hace un gesto muy expresivo de la dificultad que 
ello supone, pero aunque esta Lcv - c r e o  que hemos con- 
venido en ello-, inclusive en lo que afecta a la Adminis- 
tración del Estado, requerirá con posterioridad un desa- 
rrollo, que desearíamos fuese legislativo más que regla- 
mentario, no excluve que se siente ese principio. 

En la empresa privada tambikn ha tenido que irse 
abordando este tema de forma paulatina. El señor Minis- 
tro bien lo sabe, pero el principio existe establecido por 
la Seguridad Social. Por tanto, hágase mención de este 
principio aquí si realmente la filosofía en las retribucio- 
nes básicas v complementarias es la quc cl Grupo Socia- 
lista decía qiic era en su dclcnsa del tcxto del dictamcn 
en la intervención anterior. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. señor Cuatrc- 

Se suspende la sesión hasta rnanana a las diez y media 
casas. 

de la mañana. 
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